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NOTA EXPLICATIVA 

La presente Historia de Acusación Constitucional ha sido construida por la Biblioteca del Congreso
Nacional, a partir de la información disponible en los Diarios de Sesiones del Senado y de la
Cámara de Diputadas y Diputado,  referidas al  procedimiento correspondiente a la  Acusación
respectiva.

Conviene tener  presente  que la  extensión  de  las  Historia  de  la  Acusación  dependerá  de  la
declaración de admisibilidad o no de la misma, por tanto, puede que esta se agote en la Cámara
de Diputadas y Diputados o bien que finalice su tramitación en el Senado.

Además, se incorpora en este archivo un contexto histórico político e información de prensa, que
permiten  comprender  las  circunstancias  que  rodearon  la  tramitación  de  la  Acusación
Constitucional.
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Antecedentes

Contexto Histórico Político

Principales aspectos de contexto histórico y político relacionados con la tramitación de la
acusación.

Contexto Histórico y Político

Esta acusación constitucional estuvo dirigida contra la ministra de Salud, Carmen Castillo Taucher.
Fue presentada el 12 de noviembre de 2015 en el segundo mandato de la Presidenta Michelle
Bachelet Jeria (2014-2018).  El  9 de diciembre de 2015 la Cámara de Diputadas y Diputados
rechazó el texto del libelo al acogerse la cuestión previa que planteó la defensa de la secretaria de
Estado. De este modo se dio por no interpuesta la acción.

El  requerimiento  fue  interpuesto  por  seis  diputadas  y  diputados  de  la  Unión  Demócrata
Independiente,  3  diputados  de  Renovación  Nacional  y  1  diputado  de  Evolución  Política.  En
concreto,  dichos  parlamentarios  (as)  aseguraban  que  la  ministra  no  cumplió  su  mandato
constitucional en los siguientes términos:

“a) Incumplimiento de dar respuestas al oficio de la Cámara de Diputados en el contexto de la
Interpelación parlamentaria.

b) Graves problemas de gestión hospitalaria en el sector público de salud.

c) Dejar sin ejecución las leyes en el caso de las garantías explícitas en salud, en especial la
garantía de oportunidad.

d) Inejecución de la ley en el caso de la Ley que crea un Fondo de Medicamento de alto costo.”

El  contexto  histórico  y  político  está  marcado por  la  segunda administración  presidencial  de
Michelle Bachelet Jeria, quien gobernó -esta vez- entre el 11 de marzo de 2014 y el 11 de marzo
de 2018. Sucedió en el cargo al exPresidente Sebastián Piñera Echeñique. La relevancia histórica y
política de este período presidencial radica en que representa la segunda vez que una mujer
ocupa la primera magistratura de la República.

El segundo mandato presidencial de Michelle Bachelet Jeria se caracterizó por un enfoque en
reformas estructurales que buscaban hacerse cargo de diversas demandas sociales. Bachelet,
quien ya había sido presidenta entre 2006 y 2010, regresó al poder respaldada por la Nueva
Mayoría, coalición política conformada por conformada por el Partido Demócrata Cristiano (PDC),
Partido Socialista de Chile (PS), Partido por la Democracia (PPD), Partido Radical Socialdemócrata
(PRSD), Partido Comunista de Chile (PCCh), Izquierda Ciudadana (IC) y el Movimiento Amplio Social
(MAS).  Dichos  partidos  políticos  mencionados,  junto  a  otros,  participaron  previamente  en  la
Concertación de Partidos por la Democracia, alianza que encabezó el gobierno entre marzo de
1990 y marzo de 2010.

Durante su segundo mandato,  la  Presidenta Michelle Bachelet  implementó varias reformas y
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programas en el ámbito de la salud, con un enfoque en la equidad, el acceso y la calidad del
servicio. El gobierno puso énfasis en la reducción de las listas de espera para cirugías y consultas
médicas. Se implementaron programas específicos, como el Plan de Resolución de Lista de Espera
Auge (Acceso Universal con Garantías Explícitas), con resultados mixtos en términos de impacto y
sostenibilidad.&nbsp;Con todo,  los  problemas en el  sector  público de salud continúan siendo
importantes, tanto de gestión como de recursos en todo nivel.

En síntesis, la acusación constitucional dejó de manifiesto la importancia de la salud como política
pública durante el segundo gobierno de la expresidenta . Y es que si bien estuvo marcada por
esfuerzos importantes para mejorar la equidad y el  acceso al  sistema de salud público,  con
avances  en  infraestructura  y  legislación,  el  país  enfrenta  desafíos  en  la  implementación  y
concreción de algunas reformas clave.
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Información Prensa

Selección de la cobertura entregada por los principales medios de prensa a la tramitación de
la acusación.

Información de Prensa

Como antecedente, el  sitio electrónico La Nación señaló que entre los puntos que analizó la
comisión que estudió la acusación contra la ministra de Salud, Carmen Castillo, “estaba un oficio
que envió Fonasa, el cual reveló que entre enero y noviembre de 2015 fallecieron 508 personas
con una patología garantizada por el plan AUGE por no recibir atención en el plazo establecido por
la ley”. El documento, agregó el diario, expone además que “la mayoría de los casos analizados se
refieren a un segmento de la población adulta mayor, y que la mitad de los casos corresponden a
patologías que no provocan muerte, por ejemplo, vicios de refracción y cataratas, así como la
entrega de órtesis” (La Nación, 10 de diciembre de 2015).

En su alegato, el abogado de Castillo, el constitucionalista Javier Couso, destacó que si bien uno de
los fundamentos de la acusación, según consta en el documento, es “una grave crisis de la salud”,
los promotores del instrumento fiscalizador “no explican cómo la ministra habría generado los
hechos en que la acusación se funda”. Más adelante, criticó “las deficiencias en la fundamentación
tan severas que han vulnerado el derecho de la ministra al debido proceso, haciendo difícil su
defensa”  y  que  el  libelo  “carece  de  antecedentes  probatorios”  (El  Diario  Financiero,  10  de
diciembre de 2015).

Al  término del  debate,  los  diputados reaccionaron en torno al  rechazo del  libelo  acusatorio.
Alejandro Santana (RN) expresó que “hoy la Nueva Mayoría ha dado un portazo a millones de
chilenos  que  sufren  por  una  salud  pública  mediocre.  Lamentamos  mucho  que,  en  vez  de
solidarizar  con  los  chilenos,  se  ha  blindado  a  una  ministra  y  a  un  Gobierno.  Consideramos
improcedente lo que ha sucedido” (La Segunda internet, 9 de diciembre de 2015).

En la otra vereda, el diputado PPD Guillermo Ceroni, quien además fue parte de la Comisión que
evaluó el mérito del libelo, comentó que “la oposición quiso utilizar esta acusación como una
forma de atacar políticamente al Gobierno y desprestigiar todos los planes que tiene en esta
materia, ya que el hecho de que se critique la gestión de la Salud Pública es algo que no entrega
sustento suficiente para acusar constitucionalmente a la ministra, porque ese trabajo tiene que
ver con varios sectores y no sólo es responsabilidad de Carmen Castillo” (Radio Cooperativa, 9 de
diciembre de 2015).

Por su parte, The Clinic informó que “la oposición dejó abierta la posibilidad de insistir en una
nueva acusación constitucional, y criticó la ‘politiquería’ que finalmente rechazó el libelo”. Así lo
expuso el UDI Jorge Ulloa, quien aseguró que “existen leyes sin cumplir, que son las que fundan el
libelo, y que el rechazo ocurre porque no hay peor ciego que el que no quiere ver”, lo que calificó
como “la grave crisis de salud” (The Clinic, 9 de diciembre de 2015).

En este caso, se observan más comentarios relevantes en medios de comunicación de tendencia
de izquierda, que de derecha.
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Trámite Cámara de Diputados

Ingreso Libelo Acusatorio

Legislatura 363, Sesión 93 de 12 de noviembre de 2015. Presentación formulada por 10
diputadas y diputados, que fundamenta su procedencia en 4 capítulos acusatorios.

Acusación Constitucional contra la Ministra de Salud Carmen Castillo Taucher

ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL DEDUCIDA POR LOS DIPUTADOS SEÑORAS HOFFMANN Y MOLINA Y
SEÑORES BERGER;  COLOMA,  EDWARDS;  KAST,  DON FELIPE;  GAHONA,  MORALES,  SANTANA Y
ULLOA, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 52 N° 2 LETRA B) DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA Y 37 Y SIGUIENTES DE LA LEY N° 18.918, ORGÁNICA
CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

En lo Principal: Formula Acusación Constitucional; PRIMER OTROSÍ: Se tenga presente; Segundo
Otrosí: téngase presente.

Honorable Cámara de Diputados

Los Diputados de la República María José Hoffmann Opazo, Juan Antonio Coloma Álamos, Andrea
Molina  Oliva,  Celso  Morales  Muñoz,  Jorge  Ulloa  Aguillón,  Sergio  Gahona Salazar,  Felipe  Kast
Sommerhoff, Bernardo Berger Fett, Alejandro Santana Tirachini, José Manuel Edwards Silva todos
domiciliados para estos efectos en Pedro Montt S/N, Comuna de Valparaíso, a la Honorable Cámara
de Diputados del Congreso Nacional respetuosamente decimos:

Que en el  ejercicio de las normas constitucionales y legales que nos asisten, en especial  la
contenida en el artículo 52 Nº 2 letra b) de la Constitución Política de la República de Chile, y las
normas prescritas en el Título IV de la Ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional,
artículo 37 y siguientes, venimos en decir acusación constitucional contra la Ministra de Salud Sra.
Carmen Castillo Taucher (en adelante, la Ministra) por haber infringido la Constitución Política de la
República, la infracción de las leyes y dejar estas sin ejecución, todo lo anterior de la manera en
que se expondrá en el cuerpo del escrito.

I. Antecedentes

Los Diputados acusadores tenemos a la vista los siguientes antecedentes que sirven de base a la
presente acusación:

- Que el día 23 de enero de 2015, fue designada como Mini ciudadana Carmen Castillo Taucher,
desempeñando su  cargo hasta  el  momento  en que se  presenta  a  la  Honorable  Cámara de
Diputados la Presente Acusación Constitucional.

- Que la Ministra de Salud concurrió a la Cámara de Diputados el 30 de Septiembre con el objeto
de cumplir con la obligación constitucional emanada del ejercicio de la facultad consagrada en el
artículo 52 Nº 1 letra b) de la Carta Fundamental que consiste en citar un Ministro de Estado, a
petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en
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relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. La misma norma señala que la asistencia
del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su
citación.

- Que dicha interpelación fue motivada por la grave crisis que sufre la salud pública y que tiene a
millones de usuarios de dicho sistema sin poder acceder “al  libre e igualitario acceso a las
acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo”.

- Que la grave crisis en el sistema de salud que se manifiesta en los siguientes ámbitos: número
histórico de usuarios en Listas de Espera AUGE y NO AUGE; incapacidad absoluta de dar claridad a
la ciudadanía sobre el programa de inversiones a nivel de Construcción de Hospitales y deuda
hospitalaria en niveles históricos. Estos temas, los cuales reflejan problemas de gestión graves de
parte del Ministerio de Salud, inciden directamente en los deberes constitucionales que tiene el
Estado en materia de salud pues, de acuerdo a nuestra carta fundamental, “es deber preferente
del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de
instituciones públicas o privadas”.

- Que la grave situación de crisis en la salud pública reflejada en la interpelación parlamentaria,
derivó en un proyecto de acuerdo, el cual consta en el Oficio Nº 12.725, en la Sesión Nº 74°, de
fecha 30 de septiembre, aprobado por la Sala de esta Honorable Cámara de Diputados, donde se
le pidió a la Presidenta de la República se sirviera informar a esta Cámara una serie de situaciones
asociadas a los temas de la interpelación. De acuerdo a la Constitución vigente, la Presidenta de la
República deberá dar respuesta fundada por medio del  Ministro de Estado que corresponda,
dentro de treinta días. Dicho plazo se encuentra vencido al momento de presentar la acusación
constitucional sin respuesta de la Señora Ministra Castillo.

-  Que,  además,  en  el  ámbito  de  la  legislación  vigente,  el  Ministerio  de  Salud  ha  infringido
flagrantemente las leyes y ha dejado sin ejecución al menos dos normas:

1) La ley 19.966 y su reglamento, ley que Establece un Régimen General de Garantías en Salud,
en lo relativo a las garantías de oportunidad, situación que da origen a las listas de esperas AUGE
en niveles históricos sin que se traduzcan en medidas eficaces para disminuirlas. De esta forma se
incumple el deber del Estado de garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se
presten a  través  de instituciones  públicas  o  privadas.  Dicho deber  del  Estado se  encuentra
consagrado en la Constitución de manera “preferente”.

2)  La  ley  20.850,  ley  que  Crea  un  Sistema  de  Protección  Financiera  para  Diagnósticos  y
Tratamiento  de Alto  Costo,  habida cuenta  del  incumplimiento  por  parte  del  Ministerio  de la
dictación de los reglamentos necesarios para darle ejecución a esta ley.

II. La acusación constitucional

Que de acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, la presentación de una acusación constitucional
es una atribución exclusiva de la Cámara de Diputados, la cual puede ser presentada por no
menos de 1 O ni más de 20 Diputados, y busca hacer efectiva la responsabilidad constitucional de
altas autoridades del Estado.

Como ha dicho Francisco Zúñiga, “la acusación en juicio político o “impeachment” es un instituto
de garantía de la Constitución que hace efectivo el principio de responsabilidad constitucional de
servidores públicos (Presidente de la República, ministros de Estado, magistrados de tribunales
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superiores  de  justicia,  Contralor  General  de  la  República,  generales  o  almirantes  de  las
instituciones de la defensa, intendentes y gobernadores), responsabilidad usualmente de lejano
cuño  penal  o  administrativa,  aunque  no  encuadrable  o  reducible  a  los  tipos  específicos  de
responsabilidad penal y administrativa ... “ (Francisco Zúñiga, “Responsabilidad Constitucional del
gobierno”, 2006). Jorge Ulloa Aguillón la define como un “procedimiento propio de un régimen
presidencial que tiene por objeto destituir a los más altos funcionarios de la administración del
Estado, cuando por su conducta se hayan cometidos delitos o faltas previamente consagradas en
el ordenamiento jurídico, cuyo objetivo central es hacer posible que esta autoridad responda
políticamente” (Jorge Ulloa, “Acusación constitucional y juicio político legislación constitucional
chilena y derecho comparado”, 2009).

De acuerdo a la Constitución Política de la República en su texto vigente, el artículo 52 número 2)
letra b) hace acusables a los Ministros de Estado por haber comprometido gravemente el honor o
la seguridad de la Nación,  por infringir  la  Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin
ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno;

Que la presente acusación se basa en infringir la Constitución o las leyes, o haber dejado estas sin
ejecución, todo según lo cual se demostrará en el cuerpo del escrito.

III. Las Causales en las que se basa la presente acusación

III.I. La Causal de “infracción la Constitución” en el caso de los Ministros de Estado

- La causal que hace procedente la acusación en juicio político contra los Ministros de estado es la
Infracción a la Constitución. En cuanto a esta causal,  la Constitución asimila la situación del
Intendente a la del Presidente de la República. Sin embargo, su principal diferencia con la figura
del Presidente de la República es que a éste se le exige una infracción constitucional con el
carácter de “grave” y “abierta”. De esta forma, la intención del legislador fue utilizar dichas
expresiones con el fin de “hacer procedente la acusación sólo en casos calificados o extremos,
dejando un amplio margen para que ésta autoridad actúe dentro de sus atribuciones” (Jorge
Ulloa,” La Acusación Constitucional y Juicio Político ... '). Así, el estándar infraccional de gravedad
es mayor  en el  caso  del  Presidente  de la  República  respecto  de los  Ministros  de Estado e
intendentes,  quienes  no  deben cumplir  con una infracción  caracterizada por  los  calificativos
mencionados. En razón de lo anterior, y por la directa relación que tiene con el Presidente de la
República a quién se le exige un estándar de gravedad de la infracción máxima, la gravedad de la
infracción exigida a los Ministros de Estado y a los Intendentes es de una intensidad menor.
Consiste en infringir la Constitución.

- Como lo ha dicho el profesor Alejandro Silva Bascuñán, “en el estudio de la procedencia de las
acusaciones que se dirijan a los Ministros de Estado debe tomarse en cuenta que éstos, aunque de
exclusiva confianza del Presidente en su nombramiento y remoción, no son secretarios privados
suyos,  sino  funcionarios  públicos  que  actúan  como  órganos  del  Estado  y  asumen  plena
responsabilidad personal de sus actuaciones, no obstante la que también grava al Jefe de Estado
(Alejandro Silva Bascuñán, “Tratado de Derecho Constitucional Tomo VII”, 1997)

- De esta forma, los Diputados Acusadores sostenemos que la Infracción de la Constitución se
configura  cuando  por  alguna  acción  u  omisión,  las  normas  constitucionales  dejan  de  tener
aplicación en un caso concreto, desdibujando así los fines para los cuales dicha institución se
encuentra creada en el  ordenamiento constitucional.  En el  caso concreto del presente libelo,
existe un mandato claro desde el punto de vista de los deberes preferentes del Estado en materia
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de salud, mandato que es claro desde el punto de vista del constituyente. De la misma manera,
incumplir los plazos de respuestas en áreas de gestión tan importantes como la salud, constituye
una transgresión que atenta flagrantemente contra el sistema de frenos y contrapesos que define
el ordenamiento democrático constitucional.

- Los autores Gonzalo García Pino y Pablo Contreras Vásquez entienden que existe una referencia
a las normas constitucionales y legales son preceptivas de reglas demandar, prohibir o permitir.
Prosiguen sosteniendo que “la naturaleza de la infracción atenderá al modo en que se configuren
esos mandatos y a la manera en que se constituían las obligaciones para las autoridades. La
infracción a la Constitución y las leyes, en síntesis, serían conductas cometidas por las autoridades
que identifica la Constitución en contra de los preceptos y bienes jurídicos contenidos tanto en la
ley  como  en  la  Constitución”  (García  Pino  y  Contreras  Vásquez,  “Diccionario  Constitucional
Chileno. Cuadernos del Tribunal Constitucional, Santiago, 2014)

- La Constitución exige una responsabilidad “personal” de la autoridad a quién es aplicable una de
las causales para la Acusación Constitucional y no una responsabilidad al órgano estatal, por
acciones y omisiones que hubiesen afectado derechos fundamentales y sus respectivas garantías
constitucionales y que hayan tenido lugar en el ejercicio de sus funciones. Así lo afirma también
Alejandro Silva Bascuñán, al afirmar que los integrantes “de un órgano tienen responsabilidad en
las decisiones de éste contrarias a derecho sólo en cuanto los actos u omisiones antijurídicas del
órgano  provengan,  precisamente,  de  la  intervención  individual  que  les  ha  cabido  en  su
generación” (Alejandro Silva Bascuñán, “Tratado de Derecho Constitucionaf', Tomo 11). De esta
manera, cuando la Ministra de Salud no actúa tomando las medidas administrativas eficaces que
se encuentran en el ámbito de su competencia para poder hacer frente a la grave crisis en la salud
pública en los hechos en los cuales de basa la acusación,como tampoco en lo que corresponde al
ámbito de la aplicación de la ley vigente al dictar las normas que corresponde, se entiende que
incurre en una responsabilidad de orden personal.

III.II. CAUSAL INFRACCIÓN DE LA LEY, O DEJAR ESTAS SIN EJECUCIÓN

-Que en este caso, el estándar infraccional consiste en una acción u omisión a través del cual se
quebranta la letra y el espíritu de una norma de rango legal. En este caso hay una infracción a la
ley.

-Los Diputados acusadores compartimos el juicio de la doctrina que ha dicho que “el legislador no
requiere necesariamente que se haya causado un daño efectivo y real con la falta de aplicación de
la ley, simplemente lo que se quiere evitar es la vulneración de la norma mediante la omisión de
aquella” (Jorge Ulloa,” La Acusación Constitucional y Juicio Político ... “).

-Además en nuestro Derecho, la regla general es que las infracciones de los deberes se pueden
cometer tanto por acción como por omisión, y no estando limitada esta causal por la propia
Constitución a una infracción de carácter activo, debe entenderse comprendida dentro de las
causales. De esta manera, El profesor Alejandro Silva Bascuñán ha dicho “hay inejecución tanto
cuando no se actúa como se debe, como cuando se deja de actuar estando obligado a hacerlo, o,
en fin, también cuando no se precisa la firma o marco en que se habrá de actuar, lo que ocurre,
por ejemplo, si no se dicta el reglamento conforme al cual ha de cumplirse la disposición legal”
(Alejandro Silva Bascuñán, “Tratado de Derecho Constitucional Tomo VII”, 1997).

-Sobre “haber dejado la Constitución y las leyes sin ejecución”, García Pino y Contreras Vásquez
reconocen que se trata de una cuestión difícil, pues se trata de atribuir un significado normativo a
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las omisiones. No obstante, aceptan el desafío y proponen que “ ... cuatro factores pueden ser
concomitantes  en la  configuración objetiva  de una falta  de ejecución de la  ley:  (i)  falta  de
financiación debida; (ii) no dictación de los reglamentos de ejecución; (iii) falta de fiscalización
exigida por la ley; e (iv) inadvertencia de la ejecución exigida por órganos externos”. Cada uno de
estos conceptos merece una explicación, a saber: En el primer caso -falta de financiación de leyes-
si el legislador tenía contemplados los recursos públicos que implementan una política pública
diseñada en una ley y éstos no se aplican o se hace de tal manera insuficiente que frustra el
propósito legal.  El  segundo caso -no dictar los reglamentos de ejecución- está referido a las
diversas modalidades por las cuáles una norma administrativa no es dictada oportunamente. Por
ejemplo,  parece claro que si  una ley habilitante de una delegación de facultades otorgó un
determinado plazo de hasta un año para proceder a desarrollar la ley y éste no se cumple, nos
encontramos frente a una objetiva inejecución normativa. De la misma manera, si el legislador
determinó un plazo para la dictación de los reglamentos complementarios y éste es sobrepasado
se afectaría el cumplimiento de la ley. En tercer lugar -ausencia de fiscalización- puede existir
inejecución de la ley en las etapas sucesivas de su puesta en marcha. Pueden existir los recursos
para darle efectividad, una institucionalidad que la respalda, una normativa reglamentaria que
densifica y detalla las obligaciones jurídicas. Pero si no existe el vigor de la fiscalización y la
voluntad de llevarla a cabo, probablemente, se frustrará el propósito del legislador. La última
hipótesis de inadvertencia de la ejecución exigida por órganos externos obedece a la lógica de
pesos y contrapesos ... El Estado de Derecho contempla diversos mecanismos para ejercer su
imperio.  Para  ello  cuenta  con  un  conjunto  de  controles  intra-órganos  e  inter-órganos.
Circunstancias como la advertencia del incumplimiento de una ley por parte de alguno de estos
órganos (auditorías internas, dictámenes de la CGR, informes de una Comisión del Congreso o un
acuerdo u observación de la Cámara de Diputados, entre otros) pueden transformar la inactividad
del Ministro de Estado en un incumplimiento objetivo que debe satisfacer dentro de un plazo
prudencial” (García Pino y Contreras Vásquez, “Diccionario Constitucional Chileno. Cuadernos del
Tribunal Constitucional, Santiago, 2014)

IV. Los deberes del Estado en materia de Salud

El  artículo 19 Nº 9 de la Constitución Política de la República,  prescribe que la Constitución
asegura a todas las personas, el derecho a la protección de la salud.

El  Estado  protege  el  libre  e  igualitario  acceso  a  las  acciones  de  promoción,  protección  y
recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.

Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud.

Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se
presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la
ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias.

Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste
estatal o privado;

- El orden constitucional impone al Estado el deber de actuar al servicio de la persona humana y
promover  el  bien  común,  para  lo  cual  debe contribuir  a  crear  las  condiciones  sociales  que
permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización
espiritual  y  material  posible,  con  pleno  respeto  a  los  derechos  y  garantías  que  la  Carta
Fundamental reconoce a todas las personas.
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- Constituye un deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y
a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los
sectores  de  la  Nación  y  asegurar  el  derecho  de  las  personas  a  participar  con  igualdad  de
oportunidades en la vida nacional.

En ese contexto,  los órganos del  Estado ejercen soberanía deben actuar con respecto a los
derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, a la vez que es su deber respetar y
promover tales derechos, garantizados por esta

Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes.

- En el capítulo de los derechos y deberes, la Constitución Política de la República asegura a las
personas el derecho a la protección de la salud. El Estado, como contrapartida a la enunciación de
ese derecho,  asume obligaciones de protección y  amparo al  libre  e  igualitario  acceso a  las
acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo. Le
cabe también al Estado la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud, a la
vez que para éste constituye un deber preferente garantizar la ejecución de las acciones de salud,
sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que
determine la ley. Para este fin, la ley podrá establecer cotizaciones obligatorias.

- Tratándose de los derechos de contenido económico y social, no ha sido fácil encontrar una
respuesta satisfactoria que exceda el ámbito de las promesas de bienestar. Tiene razón Ángela
Vivanco cuando sostiene que “( el ) punto, sin duda, radica en la determinación de la contraparte
de los titulares del derecho en esta materia y cuáles son sus condiciones de contribución a tal
tarea social, pregunta que originalmente se respondió mediante la idea de un Estado social de
Derecho entendido como “la forma de gobierno mediante la cual el Estado, haciendo uso de la
legislación, asume la responsabilidad de proteger y promover el bienestar básico de todos sus
miembros”. Sin embargo, la crisis financiera de tales modelos y la internacionalización de las
exigencias y estándares en torno a estos derechos ha motivado un descenso de la actividad del
Estado en estas materias y un incremento de la carga de los particulares ante “expectativas o
pretensiones de recursos y bienes dirigidos a satisfacer necesidades básicas de las personas...
pero fundamentalmente a los miembros más vulnerables de la sociedad, cuyo acceso a dichos
recursos suele ser escaso y a veces nulo o inexistente” (  Ángela Vivanco Martínez,  “Justicia
constitucional, libre elección en materia de salud y normativa sobre lsapres”, 2010).

-  La  Comisión de Estudios  de la  Nueva Constitución,  tuvo a  la  vista  un documento que se
denominó  “informe  con  proposiciones  e  ideas  precisas”  que  sostiene  que  “el  precepto
constitucional de la Carta de 1925 se limitaba a decir que es deber del Estado velar por la salud
pública y el bienestar higiénico del país, debiendo destinarse cada año una cantidad de dinero
suficiente para mantener el servicio nacional de salud. El ante proyecto es más amplio y ha debido
considerar la evolución que con el tiempo ha tenido el concepto de la salud, por una parte, y, por
otra, la responsabilidad que con respecto a ella le caben al Estado y a la iniciativa privada, cuya
intervención  en  una materia  tan  delicada y  que puede afectar  hasta  la  vida  misma de las
personas, no puede desconocerse. El anteproyecto, junto con asegurar el derecho a la salud, el
que tiene la características de un derecho individual y social, contempla el principio de que el
Estado asume la responsabilidad de garantizar el libre e igualitario acceso a las acciones de
promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo, de acuerdo con
el concepto moderno de que la salud no sólo dice relación con la medicina curativa, sino que
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también con la prevención de las enfermedades. Es evidente el Estado tiene una responsabilidad
fundamental en todo lo referente a la salud de la población, especialmente en cuando dice (sic)
relación con la planificación, coordinación, y control de las acciones de salud. Pero en lo que
respecta a la ejecución de dichas acciones, si bien es deber preferente de ésta atenderla, ello
debe ser sin perjuicio de la iniciativa particular,  ya que debe reconocerse el  derecho de las
personas para elegir el sistema estatal de salud, o el de atención primaria (citado en José Luis Cea
Egaña, Derecho Constitucional Chileno, Tomo 11, 2012).

- De los antecedentes de la historia fidedigna del texto constitucional, aparece que el derecho a la
protección de la salud “está circunscrito en la posibilidad de ser satisfecho en plenitud por la
capacidad económica del Estado, siempre limitada; pone en juego la obligación del Estado de
actuar en forma dinámica y prioritaria entre sus preocupaciones dentro de este campo, y al mismo
tiempo exige una armonización entre ese deber del Estado, que es prioritario entre sus deberes, y
el derecho a los ciudadanos de participar como particulares en la actividad determinada, derecho
que es preferente, incluso desde el punto de vista de la libertad, a la acción del Estado, acción que
en este sentido, adquiere un carácter subsidiario”

(Actas Oficiales de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, sesión nº 187 celebrada el 1
O de marzo de 1976, p. 7).

- De acuerdo al tenor literal del texto regulado en carta fundamental vinculado al derecho a la
protección de la salud, el Estado tiene diversos deberes. En primer lugar, proteger el libre e
igualitario acceso de todas las acciones de salud: acciones de promoción, protección, recuperación
y rehabilitación de la salud. En segundo lugar, le corresponde al Estado la coordinación y control
de las acciones relacionadas con la salud. Como ha dicho el profesor José Luis Cea, en este caso,
“coordinar significa seguir y establecer y seguir un orden entre instituciones públicas y privadas
para el mejor cumplimiento de finalidades comunes... de acuerdo con lo previsto en el inciso 3° del
numeral 9, ambas obligaciones son responsabilidad del Estado, debiendo cumplirlas dentro del
marco de principios y normas contemplado en la Constitución y las leyes” (José Luis Cea Egaña,
Derecho Constitucional Chileno, Tomo 11, 2012).

- En tercer lugar, existe un deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de
salud. “Pues bien, el Estado no puede dejar de cumplir esa función, ya que es uno de sus deberes
y que recae en él con carácter preferente. La obligación consiste en garantizar dicha obligación,
sea por instituciones públicas o privadas. Ahora bien, garantizar, es asegurar o dar certezas, a
cualquier titular del derecho, que las acciones de salud le serán proporcionadas, sin discriminación
ni  omisión,  cuando necesite  acceder  a  una o  más de ellas”  (José Luis  Cea Egaña,  Derecho
Constitucional Chileno, Tomo 11, 2012).

- De acuerdo al diccionario de la Real Academia Española, el vocablo “preferente” significa que
tiene preferencia o superioridad sobre algo. De esta forma, garantizar las acciones de salud es un
deber superior  que incumbe al  Estado,  el  cual  se torna inexcusable a la hora de poder dar
protección a la población. Como dijo Rodolfo Figueroa García-Huidobro, “la Constitución establece
un deber de garantizar las acciones de salud. Pues bien, el TC (sic) se refiere a esta idea de
garantizar: “Con ello, se apunta a dar seguridad o certeza de que se ejecuten las pertinentes
acciones de salud” (Rodolfo Figueroa García Huidobro, “El derecho a la salud”, 2013)

- Numerosas sentencias del Tribunal Constitucional han pretendido dilucidar el contenido concreto
de los deberes del Estado en materia de protección de la salud (Rol 1572, c. 22; rol 1589, c. 20; rol
1629, c. 20; rol 1636, c. 20; rol 1745, c. 21; rol 1765, c. 20; rol 1766, c. 20; rol 1769, c. 20; rol
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1784, c. 22; rol 1785, c. 20; rol 1806, c. 22 y rol 1807, c. 20). Sintetizando la doctrina judicial en
esta materia específica, podemos hacer presente que “el deber preferente del Estado en materia
de salud, en primer lugar, se trata de un “deber del Estado” y, por lo tanto, la conducta estatal
respectiva es descrita de modo abstracto y genérico; es impuesta en interés general o de la
colectividad; y no tiene correlato en derechos subjetivos. En segundo lugar, se trata de un deber
“preferente” del Estado, lo que significa que el rol del Estado en esta materia es principal, en tanto
que  el  de  los  privados  es  subsidiario.  En  tercer  lugar,  la  Constitución  utiliza  la  expresión
“garantizar”, lo que quiere decir que la Constitución busca dar certeza al titular del derecho de
que las prestaciones efectivamente se llevarán a la práctica. Finalmente, este deber preferente del
Estado se materializa “en la forma y condiciones que determine la ley”.

- Es de destacar la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional en la sentencia del 6 de agosto
de 201 O, rol 171 O, que describe los antecedentes históricos y la naturaleza de este derecho y
garantía de la persona:

(La ) doctrina jurídica chilena ha establecido la naturaleza del derecho asegurado en el número 9º
del artículo 19 de la Constitución. El tratadista Alejandro Silva Bascuñán afirma: “el derecho a la
salud  forma  parte  de  los  “derechos  sociales':  o  de  segunda  generación,  que  superando  la
concepción liberal del Estado, se basan en los principios de igualdad y de solidaridad y cuyo titular
es la  persona humana,  la  que puede exigir  su cumplimiento a la  sociedad en su conjunto”
(Alejandro Silva Bascuñán: Tratado de Derecho Constitucional, ob. cit., Tomo XII, p.130);

(El ) mismo autor arriba a la citada definición después de trazar la evolución de la garantía en los
textos constitucionales chilenos, desde 1925, pasando por la reforma de 1971 y deteniéndose en
la génesis de su actual formulación, especialmente durante los debates en la Comisión de Estudios
de la Nueva Constitución, en los que destaca un oficio enviado por el entonces Ministro de Salud,
general Fernando Matthei, fechado el 23 de marzo de 1976, en cuyo texto se lee: “las personas
podrán elegir  libremente el  sistema estatal  o la atención privada, debiendo someterse a /as
normas que rigen el funcionamiento de cada uno de ellos, según corresponda”. Según el tratadista
citado, en esa frase radica el origen del inciso final del número 9º del artículo 19 de la Constitución
(Alejandro Silva Bascuñán: ob. cit., Tomo XII, pp. 128 y ss.);

(El ) derecho a la protección de la salud, como está formulado en la Constitución chilena, se
encuentra profundamente enraizado en una serie de convenciones internacionales vigentes y
contraídas por Chile.  Desde luego el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de Naciones Unidas, cuyo Comité está encargado de presentar informes periódicos
sobre el estado de cumplimiento de los diferentes derechos consagrados en el Pacto. Este Comité
del mencionado Pacto “interpreta el derecho a la salud como un derecho de contenido complejo
que engloba no sólo el derecho a una asistencia sanitaria oportuna y adecuada, sino que también
se extiende a los determinantes básicos de la salud, tales como el acceso al agua potable y al
saneamiento, la vivienda adecuada, el suministro adecuado de alimentos sanos, las condiciones
saludables de trabajo y medio ambiente, etc.”. “El derecho a la salud debe entenderse como el
derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios
para alcanzar el más alto grado de salud” (Juan Ma. Pemán Marín: El derecho a la salud como
derecho  social.  Desarrollos  recientes  desde  la  perspectiva  internacional  y  en  el  derecho
comparado, en: Revista de Administración Pública, 179, Madrid, 2009, p. 50);

(En ) relación al derecho a la protección de la salud, debe señalarse que una misma materia no
puede  ser  regulada  indistintamente  por  la  ley  y  por  normas  administrativas  y  que,  en
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consecuencia, no le corresponde al legislador legalizar o deslegalizar materias, pues eso lo define
el constituyente.

- La jurisprudencia ha entendido que el enunciado de las normas contenidas en la Constitución no
son una declaración de principios. Cabe destacar que la argumentación judicial pueden fundarse
en estos primeros lineamientos constitucionales permitirá siempre aproximarse a una decisión
justa y apegada a los principios de la Carta Fundamental, como lo hizo con acierto la sentencia
dictada en recurso de protección “Patricia Elena Vásquez Ibáñez contra Fondo Nacional de Salud
FONASA”, pronunciada por la Corte de Apelaciones de Santiago el 24 de noviembre de 2009, rol
7766-2009, y confirmada sin modificaciones por la Corte Suprema en el proceso rol 9317-2009:

(De ) acuerdo a lo establecido en el artículo 1 º del texto constitucional, el Estado está al servicio
de la persona humana y su finalidad es promover el  bien común, contribuyendo a crear las
condiciones sociales que permitan a los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización
material  y espiritual  posible,  con pleno respeto de los derechos y garantías constitucionales,
evitando toda forma de discriminación entre ellos; adicionalmente, es deber del Estado, proteger a
la población.

(El) artículo 5º de la misma carta fundamental, reitera que es deber de los órganos del Estado
respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, los que
constituyen una limitación al ejercicio de la soberanía y que se encuentran garantizados por la
Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes.

Sobre el valor obligatorio de las palabras de la Constitución, interesa recordar la doctrina sentada
por el Tribunal Constitucional en la sentencia del 1 º de agosto de 2006, rol 521, sobre el control
de constitucionalidad respecto del proyecto de ley modificatorio de la ley

Nº 19.913 que creó la Unidad de Análisis Financiero. Dicha decisión afirmó de manera rotunda que

(El) irrestricto respeto de los derechos fundamentales constituye un imperativo derivado de la
observancia del principio de supremacía constitucional que obliga a todos /os órganos de Estado,
según lo preceptuado en el artículo 6º inciso primero del Código Político. Este imperativo se
extiende al Tribunal Constitucional, muy especialmente cuando ejerce la atribución que le confiere
el artículo 93, en sus numerales 6 y 7 de la Carta Fundamental.

-Los Diputados Acusadores consideran también lo que decidió el Tribunal Constitucional en la
sentencia del  16 de diciembre de 2008 en la causa rol  1287-2008,  en un requerimiento de
inaplicabilidad por inconstitucionalidad de Pedro Fernández Bitterlich respecto del artículo 38 ter
de la ley Nº 18.933, en rol Nº 7952-2008 de la Corte de Apelaciones de Santiago:

“La fuerza normativa de la Constitución es una característica conforme a la cual ésta se irradia al
ordenamiento jurídico entero, al punto que ninguna de sus disposiciones puede quedar al margen
de o en pugna con la supremacía que es propia de ella”.

- Compartimos en este sentido, compartimos el juicio de la profesora Alejandra Zúñiga Fajuri
cuando  sostiene  que,  “como  se  sabe,  el  principio  de  aplicación  directa  de  los  derechos
fundamentales implica que su eficacia es independiente de la existencia o no de una ley que los
regule y que son derechos que deben ser reconocidos de oficio por parte de los servidores
públicos, en particular, de los jueces. En el Estado Constitucional, los derechos son atribuciones,
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facultades o potestades independientes de la legislación común, puesto que adquieren valor
jurídico de la propia Constitución y los instrumentos internacionales. Por ello, son perfectamente
aplicables  de  modo  directo,  aun  sin  la  existencia  de  normas  inferiores  que  los  regulen  y
desarrollen. Así, se hace necesario distinguir entre la ley como regla establecida por el legislador,
y los derechos humanos, como pretensiones subjetivas absolutas, válidas por sí  mismas, con
independencia de la  ley”.  (Alejandra Zúñiga Fajuri,  “el  Derecho a la  vida y el  derecho a la
protección de la salud, una relación necesaria”, 2011)

- De esta manera, los Diputados acusadores concluyen que el Estado tiene deberes concretos y
exigibles en orden a garantizar la ejecución de las acciones de salud. Al establecer la posibilidad
que las acciones de salud sean ejecutadas por órganos públicos o privados, la circunstancia de
que existan problemas graves  de  gestión  por  parte  del  Ministerio  que impidan el  acceso a
prestaciones a gran parte de la población, se traducen en una infracción a los deberes del Estado
en materia de garantizar el acceso a la salud, por vía de la omisión, al no disponer de las medidas
administrativas o legislativas -en su caso- que permitan dar cumplimiento a lo prescrito en la carta
fundamental.

- Finalmente, es importante señalar que estos deberes del Estado en materia de protección de la
salud deben ejercerse de manera eficiente y eficaz. La eficiencia es un deber no sólo ético o una
recomendación de buena práctica, sino una obligación para la administración estatal chilena. Así
se desprende de los artículos 11, 54 y 55 de la Ley número 18.575, Orgánica Constitucional sobre
Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo artículo 52 numeral 8º establece que
infringe especialmente el principio de probidad el contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y
legalidad que rigen el desempeño de los cargos públicos, con grave entorpecimiento del servicio o
del ejercicio de los derechos ciudadanos ante la Administración.

- Es por esto que los acusadores concluiremos que, ante la grave crisis que vive el sector de la
salud pública, la Ministra tiene responsabilidad directa al no disponer de medios eficaces que se
han traducido en el incumplimiento del deber constitucional de garantizar las acciones en salud de
manera eficiente, oportuna y sin discriminaciones.

V) El estatuto constitucional y legal de los Ministros de Estado y en particular del Ministro de Salud

-Que para los acusadores, es imprescindible determinar cuál es el estatuto jurídico- constitucional
de  los  Ministros  de  Estado,  y  la  fuente  legal  que permite  imputar  al  Ministro  de  Salud  las
infracciones  constitucionales  y  legales  que  se  detallarán  en  los  capítulos  de  la  acusación
constitucional, pues es en función de las potestades que la ley asigna al Ministerio de Salud que
debe  apreciarse  si  se  verifican  los  hechos  que  dan  pábulo  a  una  causal  de  acusación
constitucional, porque los Ministros de Estado son los colaboradores directos e inmediatos del
Presidente  de la  República  en el  gobierno y  administración  del  Estado.  Como es  sabido,  el
gobierno y la administración del Estado corresponden al Presidente de la República, quien es el
Jefe del Estado.

-De acuerdo a la carta fundamental, en su Artículo 33 inciso primero, 'tos Ministros del Estado son
los  colaboradores  directos  e  inmediatos  del  Presidente  de  la  República  en  el  gobierno  y
administración del Estado. Este último podrá encargar a uno o más Ministros la coordinación de la
labor que corresponde a /os Secretarios de Estado y /as relaciones del Gobierno con el Congreso
Nacional”. Dentro de sus atribuciones constitucionales destacan que “tos Ministros podrán, cuando
lo estimaren conveniente, asistir a /as sesiones de la Cámara de Diputados o del Senado, y tomar
parte en sus debates, con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto.
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Durante la votación podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier diputado
o senador al fundamentar su voto. Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir
personalmente a /as sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para
informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes
Secretarías de Estado, acuerden tratar”.

- A su turno, el artículo 1° inciso segundo de la ley 18.575, Orgánica Constitucional de Bases
General  de  la  Administración  del  Estado,  sostiene  que  la  Administración  del  Estado  estará
constituida, entre otros órganos, por los Ministerios.

- Según el artículo 22 del mismo cuerpo legal, “los ministerios son los órganos superiores de
colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de sus
respectivos sectores, los cuales corresponden a los campos específicos de actividades en que
deben ejercer dichas funciones”. Continua señalando que “tos ministerios deberán proponer y
evaluar  las  políticas  y  planes correspondientes,  estudiar  y  proponer  normas aplicables  a  los
sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar
las actividades del respectivo sector”. A su turno, el artículo 23 prescribe que “/os Ministros de
Estado, en su calidad de colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República,
tendrán la responsabilidad de la conducción de sus respectivos Ministerios, en conformidad con las
políticas e instrucciones que aquél imparta”.

- El Decreto con Fuerza de Ley número 1/2005 del Ministerio de Salud, publicado en el Diario
Oficial de 24 de abril de 2006, es el que fija el texto refundido, coordinado y Sistematizado del
Decreto  Ley  número  2763/79  y  de  las  leyes  18.933  y  18.469,  establece  las  facultades  y
atribuciones del Ministerio, y de los demás órganos y servicios estatales competentes en el ámbito
general para la institucionalidad de la salud. Así, las personas naturales o jurídicas, públicas y
privadas que laboran en salud coordinadamente, dentro de los marcos fijados por el Ministerio de
Salud para el cumplimiento de las normas y planes que éste apruebe, constituyen el Nacional de
Servicios de Salud.

- En plena concordancia con los deberes que la Constitución Política de la República le impone al
Estado en materia de protección de la salud, el Artículo 1 ° de dicho Decreto con Fuerza de ley
prescribe que al Ministerio de Salud y a los demás organismos que contempla el presente Libro,
compete ejercer la función que corresponde al Estado de garantizar el libre e igualitario acceso a
las acciones de promoción protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de la persona
enferma; así como coordinar, controlar y, cuando corresponda, ejecutar tales acciones.

Las competencias del Ministerio son las que designa el artículo 4º del cuerpo legal señalado. Es
general,  cabe a esa secretaría fijar  y  controlar  las políticas de salud,  de lo  que derivan las
siguientes funciones:

“1. - Ejercer la rectoría del sector salud, la cual comprende, entre otras materias:

a) La formulación, control y evaluación de planes y programas generales en materia de salud.

b) La definición de objetivos sanitarios nacionales.

c) La coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos sanitarios.

d) La coordinación y cooperación internacional en salud.



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 18 de 207

Ingreso Libelo Acusatorio

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

e) La Dirección y orientación de todas las actividades del  Estado relativas a la provisión de
acciones de salud, de acuerdo con /as políticas fijadas.

2.-  Dictar  normas generales sobre materias técnicas,  administrativas y financieras a las que
deberán ceñirse los organismos y entidades del Sistema, para ejecutar actividades de prevención,
promoción, fomento, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas
enfermas.

3.- Velar por el debido cumplimiento de las normas en materia de salud. La fiscalización de las
disposiciones  contenidas  en  el  Código  Sanitario  y  demás  leyes,  reglamentos  y  normas
complementarías y la sanción a su infracción cuando proceda, en materias tales como higiene y
seguridad  del  ambiente  y  de  los  lugares  de  trabajo,  productos  alimenticios,  inhumaciones,
exhumaciones y traslado de cadáveres, y farmacias, será efectuada por la Secretaría Regional
Ministerial  de  Salud  respectiva,  sin  perjuicio  de  la  competencia  que  la  ley  asigne  a  otros
organismos.

4. - Efectuar la vigilancia en salud pública y evaluar la situación de salud de la población.

5.- Tratar datos con fines estadísticos y mantener registros o bancos de datos respecto de /as
materias de su competencia. Tratar datos personales o sensibles con el fin de proteger la salud de
la población o para la determinación y otorgamiento de beneficios de salud.

6. - Formular el presupuesto sectorial.

7. - Formular, evaluar y actualizar el Sistema de Acceso Universal con Garantías Explícitas, en
adelante,  también,  “Sistema  AUGE”,  el  que  incluye  las  acciones  de  salud  pública  y  /as
prestaciones a que tienen derecho /os beneficiarios a que se refieren /os Libros II y 111 de la Ley.

8.- Formular, evaluar y actualizar /os lineamientos estratégicos del sector salud o Plan Nacional de
Salud,  conformado  por  los  objetivos  sanitarios,  prioridades  nacionales  y  necesidades  de  las
personas.

9.-  Fijar  las  políticas  y  normas  de  inversión  en  infraestructura  y  equipamiento  de  los
establecimientos públicos que integran las redes asistenciales.

10.- Velar por la efectiva coordinación de las redes asistenciales, en todos sus niveles.

11. - Establecer los estándares mínimos que deberán cumplir los prestadores institucionales de
salud, tales como hospitales, clínicas, consultorios y centros médicos, con el objetivo de garantizar
que las prestaciones alcancen la calidad requerida para la seguridad de los usuarios. Dichos
estándares recaerán respecto de condiciones sanitarias, seguridad de instalaciones y equipos,
aplicación de técnicas y tecnologías, cumplimiento de protocolos de atención, competencias de los
recursos humanos, y en toda otra materia que incida en la seguridad de las prestaciones.

12.- Establecer un sistema de acreditación para /os prestadores institucionales autorizados para
funcionar,  entendiéndose  por  acreditación  el  proceso  periódico  de  evaluación  respecto  del
cumplimiento de los estándares mínimos, de acuerdo al tipo de establecimiento y a la complejidad
de las prestaciones.

13.-  Establecer  un  sistema  de  certificación  de  especialidades  y  subespecialidades  de  los
prestadores individuales de salud legalmente habilitados para ejercer sus respectivas profesiones,
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esto es, de /as personas naturales que otorgan prestaciones de salud. Por certificación se entiende
el proceso en virtud del cual se reconoce que un prestador individual de salud domina un cuerpo
de conocimientos y experiencias relevantes en un determinado ámbito del trabajo asistencial,
otorgando el correspondiente certificado.

14.-  Establecer,  mediante resolución, protocolos de atención de salud. Para estos efectos, se
entiende  por  protocolos  de  atención  en  salud  /as  instrucciones  sobre  manejo  operativo  de
problemas de salud determinados. Estos serán de carácter referencial, y sólo serán obligatorios,
para el sector público y privado, en caso de que exista una causa sanitaria que lo amerite, lo que
deberá constar en una resolución del Ministerio de Salud.

15.- Implementar, conforme a la ley, sistemas alternativos de solución de controversias sobre
responsabilidad civil de prestadores individuales e institucionales, públicos o privados, originada
en  el  otorgamiento  de  acciones  de  salud,  sin  perjuicio  de  las  acciones  jurisdiccionales
correspondientes.  Los  sistemas  podrán  contemplar  la  intervención  de  entidades  públicas  y
privadas que cumplan con condiciones técnicas de idoneidad.

16.- Formular políticas que permitan incorporar un enfoque de salud intercultural en los programas
de salud en aquellas comunas con alta concentración indígena.

17. - Las demás que le confieren las leyes y reglamentos”.

-Que  de  acuerdo  al  artículo  7°  del  Decreto  con  Fuerza  de  Ley  en  comento,  al  Ministro
corresponderá la dirección superior del Ministerio. Deberá, igualmente, fijar las políticas, dictar las
normas, aprobar los planes y programas generales y evaluar las acciones que deben ejecutar
dichos organismos y demás integrantes del Sistema.

-De esta manera, y de la sola lectura de los preceptos transcritos, es Resorte del Ministerio de
Salud, y en concreto de la Ministra Carmen Castillo, el dar cumplimiento a los deberes del Estado
en materia de salud.

VI) Capítulos de la acusación constitucional

El  artículo  51 de la  Ley Orgánica Constitucional  del  Congreso Nacional  prescribe que “cada
capítulo de la acusación se votará por separado. Se entenderá por capítulo el conjunto de los
hechos específicos que, a juicio de la Cámara de Diputados, constituyan cada uno de los delitos,
infracciones o abusos de poder que, según la Constitución Política, autorizan para imponerla”.

1) Capítulo 1° incumplimiento de dar respuestas al oficio de la Cámara de Diputados Cámara de
Diputados en el contexto de la Interpelación parlamentaria.

- El día 30 de septiembre de 2015, la Ministra Carmen Castillo Compareció a la Sala de la Cámara
de Diputados con el objeto de dar cumplimiento al requerimiento formulado en virtud del artículo
52 Nº 1 letra b) de la Constitución Política de la República.

- Con ocasión de dicha comparecencia, y en virtud del artículo 327 bis del reglamento de la
Cámara de Diputados, se acorde oficiar a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto
que se sirviera informar de una serie de interrogantes en el contexto de la Interpelación.

- El artículo citado prescribe que una vez concluidas las intervenciones a que se refiere el artículo
anterior, la Cámara votará sin discusión el proyecto de acuerdo o la solicitud de antecedentes que
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se haya formulado en virtud de lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 52,
número 1, letra a), de la Constitución Política de la República, el que sólo podrá tener como
destinatario al Presidente de la República.

-Dicho artículo remite a los incisos primero y segundo del artículo 52 Nº 1 de la Carta Fundamental

-Que dicha normas sostiene que “son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:

a)  Adoptar  acuerdos  o  sugerir  observaciones,  con  el  voto  de  la  mayoría  de  los  diputados
presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar
respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros
presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de
la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda,
dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.

En  ningún  caso  los  acuerdos,  observaciones  o  solicitudes  de  antecedentes  afectarán  la
responsabilidad política de los Ministros de Estado;

-Que por intermedio del Oficio Nº 12. 725, de fecha 30 de septiembre de 2015, en la sesión Nº 74
se dijo que “la Cámara de Diputados, en sesión celebrada en el día de hoy, en el marco de la
facultad que le reconoce el artículo 52, número 1 ), letra b), de la Constitución Política de la
República, y en uso de la facultad que le confiere el artículo 52, número 1, letra a), inciso segundo,
del  mismo cuerpo  constitucional,  acordó  oficiar  a  V.E.  (A  su  Excelencia  la  Presidenta  de  la
República) a fin que ser sirva informar al tenas de las siguientes interrogantes:

1.- Construcción de hospitales; en vista de que en la Comisión de Salud del día 31 de agosto de
2015, la Ministra Señora Carmen Castillo señaló que de los 20 hospitales que se construirían a
2018, habrá de 6 que no lo estarían;

a) ¿Cuántos hospitales construidos e inaugurados habrá en marzo de 2018?

b) ¿Cuántos hospitales construidos e inaugurados habrá en diciembre de 2018?

c) ¿Cuántos hospitales en construcción habrá al término del Gobierno y cuántos hospitales en
estudio?

Se solicita la nómina con cada una de las informaciones solicitadas.

2.- Listas de espera: En vista que en la actualidad hay más de 260.000 personas en listas de
espera., de las cuales 14.722 corresponden al Plan Auge y 247.778 a situaciones no contempladas
por el Plan:

a) ¿A cuánto se reducirán las listas de espera desde hoy a marzo de 2016? b) ¿A cuánto se
reducirán las listas de espera desde hoy a marzo de 2017? c) ¿A cuánto se reducirán las listas de
espera desde hoy a marzo de 2018?

3. - Deuda hospitalaria: En razón que la deuda hospitalaria aumentó entre enero y junio de 2015
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de M$106.000 a M$ 208.000 ¿en cuánto se compromete con los chilenos a reducir esta deuda de
aquí al final de su mandato?

4.-  Falta  de especialistas;  En palabras  del  Ejecutivo,  faltan más de 3.750 especialistas  para
atender la Salud Pública.

a) ¿Cuántos especialistas ingresarán al sistema de Salud Público chileno al 11 de marzo de 2018?

b) ¿Qué acciones dedujo el Consejo de Defensa del Estado cuando en el mes de mayo del año
2014 la Subsecretaria de Salud, señora Angélica Verdugo, denunció supuestas irregularidades en
la construcción de 14 recintos hospitalarios?

Lo que tengo a  bien comunicar  a  V.E.,  conforme a lo  dispuesto  en señaladas disposiciones
constitucionales.

Patricio Vallespín López

Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados”

- Que al momento del vencimiento del plazo (30 de octubre), la Sala de la Cámara de Diputados
hasta la sesión del martes 1 O de noviembre, no ha dado cuenta del oficio de respuesta al que
emanó de la Sala de la Cámara.  En efecto,  el  artículo 97 del  reglamento de la Cámara de
Diputados señala que “las comunicaciones dirigidas a la Cámara de Diputados se entenderán
oficialmente recibidas y producirán sus efectos sólo una vez que se hayan dado a conocer por
medio de la Cuenta en una sesión. Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto
mismo en que sean recibidos por la Secretaría de la Cámara”.

- Que dicho incumplimiento, constituye una infracción de las normas constitucionales que afecta
de manera directa las facultades de fiscalización de la Cámara de Diputados en una materia tan
sensible como lo fueron las preguntas emanadas del cuestionario las cuales inciden directamente
en la forma en que el Estado, en concreto el Ministerio de Salud, dará cumplimiento a sus deberes
constitucionales en esta materia.

- Que sin perjuicio que el inciso tercero de la norma en comento diga que En ningún caso /os
acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los
Ministros de Estado; dicha norma se tiene por objeto la protección del Sistema Presidencial de
Gobierno y no busca en caso alguno que la facultad fiscalizadora que pueda ejercer la Cámara no
pueda ser apremiada por el plazo de 30 días que establecen los incisos anteriores.

- Que de ser así, se generaría un serio desbalance del sistema de frenos y contrapesos, pues
correspondiendo Chile a un sistema Presidencial de Gobierno, prácticamente todos los acuerdos
de la Cámara de Diputados adoptados conforme al Nº 1 de la letra a) del artículo 52 podrían ser
ignorados, no pudiendo ser esta la intención del legislador.

- Que esta norma se incorporó en la ley 20.050, de reforma constitucional. En su historia fidedigna
se aprecia la intención de la introducción del plazo de 30 días. En efecto, durante la Legislatura
349, en la Sesión 31 con Fecha 03 de septiembre, 2003 se discutió la reforma de este artículo:

“El señor ESPINA.- Señor Presidente, ésta es una modificación de fondo que, a nuestro juicio,
fortalece significativamente las facultades de fiscalización que corresponden a la  Cámara de
Diputados.  Ellas,  sin  duda,  constituyen una de las  piezas fundamentales en una democracia
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porque posibilitan el control recíproco entre los distintos Poderes del Estado.

Actualmente las atribuciones que la Carta Fundamental otorga a la Cámara Baja se limitan a dos
acciones concretas. La primera consiste en que esa rama legislativa, con el voto de la mayoría de
sus miembros presentes, puede adoptar acuerdos o

sugerir observaciones, /as que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, debiendo
el Ministro correspondiente dar respuesta dentro de 30 días; y ta segunda, en que cualquier
Diputado,  con el  voto favorable de un tercio de los presentes,  puede solicitar  determinados
antecedentes al Gobierno.

En este último caso se introduce ya un primer cambio, dado que el texto vigente no fija plazo de
respuesta,  por  lo  cual  es  perfectamente  posible  que  no  la  haya,  generando  en  la  práctica
innumerables  dificultades  para  el  ejercicio  de  la  facultad  de  fiscalización.  En  la  enmienda
propuesta  por  la  Comisión se  establece un plazo perentorio  de 30 días  para  que el  Primer
Mandatario, por intermedio del Secretario de Estado pertinente, conteste /as peticiones.

La modificación es relevante, porque en caso de que la autoridad requerida -el Presidente de la
República o alguno de sus Ministros- no responda dentro de plazo, incurrirá en la causal de
incumplimiento de la ley. Y la reiteración de esta conducta podría dar origen a una acusación
constitucional en su contra.

Por otra parte, se agregan dos formas de fiscalización: la consignada en la letra b), que permite
citar a un Ministro de Estado, a solicitud de a lo menos un tercio de los Diputados en ejercicio, a fin
de formularle  preguntas sobre materias vinculadas a su cargo.  Esta atribución se encuentra
regulada, con el objeto de que no se haga uso abusivo de ella, por cuanto parece más propia de
un régimen parlamentario que de uno presidencial.

En efecto, sí bien será factible ejercer una adecuada supervisión a través de la citación a un
Secretario de Estado, el número de éstas quedará restringido con el propósito de no impedir el
normal cumplimiento de sus funciones. Sólo se le podrá citar para un mismo asunto hasta tres
veces en un año.

La  otra  modalidad  de  fiscalización  es  la  creación  de  Comisiones  especiales  investigadoras
establecida  en  la  letra  c).  A  este  respecto  hay  dos  cambios  importantes:  tendrán  rango
constitucional, dado que hoy se hallan consignadas en el Reglamento de la Cámara Baja, donde se
exige el voto favorable de la mayoría de los Diputados presentes para constituirlas; y se formarán
a petición de a lo menos un tercio de los Diputados en ejercicio, no presentes. De esta manera la
Oposición, que por regla general tiende a ser minoría en el Parlamento, podrá solicitar la creación
de este tipo de comisiones y someter /os correspondientes informes a la aprobación de la mayoría
de la Sala.

El señor Muñoz Barra.- ¿Me permite una consulta, Honorable colega? El señor Espina.- Muy bien.

El señor Zaldívar, don Andrés (Presidente)- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor Muñoz Barra.- Señor Presidente, me pareció entender que si el Presidente de la República
no contestare después de varias interpelaciones podría ser objeto de una acusación constitucional.
¿Ésta es la interpretación correcta?
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El señor Espina.- No, lo que señalé...

El señor Viera-Gallo.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

EI señor Espina.- Sé que hay un punto respecto del cual Su Señoría discrepa.

El señor Viera-Gallo.- No sólo uno.

EI señor Espina.- Prefiero terminar mi intervención para que luego plantee sus divergencias.

El señor Viera-Gallo.- De acuerdo.

EI señor Espina.- Señor Presidente, sobre el punto en cuestión señalé que, en el inciso segundo de
la letra a) del artículo 48, se consigna: “El Presidente de la República contestará por intermedio del
Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.”, lo
cual significa que se da un tiempo para que el Primer Mandatario responda.

No quiero polemizar acerca de si la falta de respuesta del Jefe de Estado a dicha exigencia puede o
no dar origen a una acusación constitucional.  El  hecho es que no existe plazo.  Y eso es lo
relevante.

En la actualidad, cuando un tercio de los Diputados presentes solicitan al Gobierno el envío de
ciertos antecedentes, éste no dispone de un límite para remitirlos. La modificación propuesta fija
un período para responder. Eso es lo importante que debemos resolver. Lo demás son opiniones
personales respecto de si cabe o no entablar una acción como la acusación constitucional. Pero
ello, a mi juicio, involucra consideraciones políticas que no dicen relación a lo que se debe decidir
en esta reforma.

Sobre el particular, sólo quiero manifestar que la innovación respecto de la norma actual, que no
establece plazo, consiste en que se fijan treinta días para contestar.

Los efectos del incumplimiento es una materia de otra naturaleza que no corresponde analizar en
el contexto de esta reforma constitucional.

El señor Zaldívar, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor Viera-Gallo.- Señor Presidente, creo que el asunto planteado, que la Comisión también
aprobó en forma unánime, amerita ser considerado con detenimiento por la Sala. Indudablemente,
se trata de un cambio muy fundamental respecto de lo existente, porque se amplían y, al mismo
tiempo, se establecen de manera más ordenada las facultades fiscalizadoras de la Cámara.

Pero no hay que olvidar que el período conocido como “anarquía parlamentaria” tuvo lugar, sin
cambio constitucional, por el uso abusivo por parte de la Cámara de Diputados de la facultad para
citar a Ministros de Estado y hacer efectiva su responsabilidad. Ese hecho pertenece a nuestra
historia. Y, por eso, se meditó mucho en la Comisión de Constitución antes de dar este paso, al
punto de que la letra b) del citado artículo fue la más discutida de todas, porque faculta a la
Cámara Baja para citar a un Ministro de Estado, a petición de sólo un tercio de los Diputados en
ejercicio, o sea, una parte minoritaria de la Oposición. En definitiva, esa porción minoritaria puede
convocar a los Secretarios de Estado a una sesión especial, donde deben responder sus preguntas
-es decir, una interpelación-, pero es posible que ello ocurra sólo tres veces al año, salvo que los
dos tercios de /os Diputados en ejercicio acuerden algo diferente.
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Por lo tanto, se trata de una práctica nueva. Normalmente cuando la Cámara Baja cita a una
sesión  especial,  los  Ministros  no  concurren;  y  si  lo  hacen,  realizan  un  largo  discurso  y  no
responden preguntas. No estamos en el ánimo de repetir lo que en Inglaterra se conoce como
“question time”, donde el Primer Ministro y todo su gabinete son interpelados. Aquí se introduce el
mecanismo de la interpelación parlamentaria a los Ministros de Estado, es decir, la posibilidad de
citarlos a todos -¡a todos!- a una sesión y ser interrogados.

Resulta  obvio  que  eso  le  pareció  positivo  a  la  Comisión.  Pero  llamo  la  atención  sobre  la
importancia que reviste tal modificación constitucional, pues lo deseable es que esa facultad sea
ejercida con responsabilidad política. Fue con tal objeto que se puso la restricción de no poder
citar más de tres veces en el año a un mismo Ministro (. . .).

Por último, quiero referirme al punto señalado por el Honorable señor Espina -que no comparto-
tocante a la falta de respuesta, dentro de un plazo determinado, al requerimiento de antecedentes
al Presidente de la República o a los Ministros de Estado. El inciso tercero de la letra a) del artículo
48 señala: “En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la
responsabilidad política de los Ministros de Estado”, por lo cual no se podría iniciar un juicio
político  por  ello;  a  lo  mejor,  puede  ser  objeto  de  otras  sanciones,  pero  no  de  acusación
constitucional. (Biblioteca del Congreso Nacional, Historia de la Ley 20.050, p1.706)

- De la discusión legislativa se aprecia que la interpelación por la cual el plazo de 30 días no sirva
como apremio alguno para el  Presidente de la  República  no puede ser  objeto  de la  norma
constitucional, pues siendo así la labor fiscalizadora del Congreso Nacional se vería fuertemente
mermada. De esta forma, debe preferirse siempre la interpretación conforme a la cual la norma
produzca efectos. Es por ello que, sin perjuicio que es evidente el Ministro de Estado no es jamás
responsable  políticamente  ante  el  Congreso  Nacional  cuando  éste  ejerza  sus  facultades
fiscalizadoras al tener Chile un sistema Presidencial, ello no obsta que dicho incumplimiento no
constituya una infracción  a  los  preceptos  constitucionales  pues  en este  caso  se  usa  la  voz
“deberá”.

- Que de esta forma, se incumple con una obligación vinculante para la Ministra de Salud a través
de quien debe responder S. E. la Presidenta de la República por ser ella la titular del órgano
competente en las materias del Salud. Por ello, es que venimos en formular la acusación por haber
infringido la Constitución al no responder el cuestionario resultado de la Interpelación de fecha 30
de septiembre.

2) Capítulo 2° graves problemas de gestión hospitalaria en el sector público de salud

En el ámbito de salud púbica, los Diputados Acusadores consideramos que existe una severa crisis
en la gestión de hospitales públicos, tanto a nivel de la inversión como a nivel de la gestión misma
lo cual incide gravemente en el cumplimiento de los deberes del Estado en el ámbito de garantizar
el acceso a las acciones de salud.

1)  En  el  Programa  de  Gobierno  de  la  entonces  candidata  señora  Michelle  Bachelet,
específicamente en el apartado dedicado al área de la Salud, se efectuaron compromisos tanto de
corto como de largo plazo. Para los primeros 100 días de gobierno, el Programa comprometió un
“Plan Nacional de Inversión Pública en Salud 2014-2018”[1], el que destinaría 4.000 millones de
dólares en inversión pública durante ese período, y estaría compuesto, entre otros proyectos, por
la construcción de 20 nuevos hospitales, 20 hospitales que quedarían en construcción una vez
terminado el  mandato presidencial  (2018)  y,  por  último,  los  estudios  técnicos de ingeniería,
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arquitectura y licitación de obras civiles de otros 20 hospitales más. Es decir,  al término del
mandato de la entonces candidata, hoy presidenta, Michelle Bachelet, deberían estar construidos
o en vías de construcción, 60 nuevos hospitales en el país.

2)  Tras el  discurso del  21 de Mayo de 2015,  en que la propia Presidenta Michelle Bachelet
reconoció el retraso en la construcción de la cartera de hospitales que intenta llevar adelante su
Gobierno, la ministra de Salud, Carmen Castillo, dio a conocer los atrasos de los recintos que
componen el Plan de Inversiones anunciado en 2014. Así, la información oficial entregada por el
Ministerio de Salud revela que de los 60 comprometidos para dejar en diferentes etapas de
construcción (20 construidos, 20 en proceso y 20 en etapa de estudios de obras) para el período
2014-2018, 23 presentarán retrasos y específicamente 6 de ellos -que debiesen estar operativos a
fines  de este  Gobierno-  quedarán postergados.  (Fuente:  Estudio  del  plan  de inversiones  del
Instituto libertad). De acuerdo a dicho estudio, los retrasos que presentan cerca de la mitad de los
hospitales comprometidos tendrán por consecuencia la postergación de 1.596 camas adicionales.
La  Ministra  Castillo,  en  sus  reiteradas  asistencia  a  la  Cámara  de  Diputados,  no  ha  podido
esclarecer con certeza si los plazos de van a cumplir o no, de lo que deriva una infracción a la
Constitución pues los pacientes de los hospitales postergados.

“Así, únicamente por concepto de la reprogramación del Cronograma original del actual Gobierno
78 mil pacientes quedarán a la espera de ser hospitalizados, 78 mil personas que podrían haber
sido atendidas de no haberse postergado la construcción de los hospitales anunciados por el
Gobierno” (Fuente: Instituto Libertad). Esto afecta de manera flagrante a los usuarios actuales y
potenciales que no podrán acceder en condiciones igualitarias a las acciones de salud, faltando así
la Ministra a cumplir el deber preferente de garantizar las ejecuciones de salud.

Dijo la Presidenta en la cuenta pública del año en curso que “la gran magnitud del plan nos obligó
a hacer rectificaciones ...  Lo que puede ocurrir es que puedan sufrir retrasos respecto de su
proyección inicial. Hay casos en los cuales no se ha podido avanzar al ritmo que se esperaba,
porque se han presentado problemas con los terrenos o se han tenido que reformular los diseños o
hemos enfrentado debilidades en la gestión estatal, todo lo que inevitablemente obliga a extender
los plazos”. Mientras tanto, la Ministra señaló el 7 de junio “No vimos el peso pesado que se nos
venía”. Incluso dijo, a propósito de las palabras de la Presidenta, que “su talón de Aquiles”, “fue la
organización que tuvimos que hacer el año pasado para poder ejecutar el Presupuesto. Todo esto
era un desafío ambicioso, inmenso, y en el Ministerio no existía una estructura que pudiese dar
respuestas”. Sin embargo, El 2014 se creó al margen del ordenamiento jurídico -de manera ilegal-
una Secretaría de Coordinación de Inversiones a cargo del Señor Sergio Teke cuya función sería
adelante el plan de infraestructura, donde se contrataron profesionales y 17 agentes públicos para
la gestión y la supervisión de los proyectos. La Ministra Castillo disolvió esa unidad. A mayor
abundamiento a través del Oficio 1907 de Julio de 2015, La Ministra acusada informó a la Cámara
de Diputados los asesores que componían su gabinete y el de las dos subsecretarías. De acuerdo a
este oficio:

- El Gabinete del Ministerio de Salud figura con 7 4 asesores de Gabinete que suman un total de
172.404.587 (al mes). El promedio por funcionario al mes es de 2.329.792

- El Gabinete de la Subsecretaría de Salud Pública figura con 23 asesores de Gabinete que suman
un total de 56.803.317 (al mes). El promedio por funcionario al mes es de 2.469.709

- El Gabinete de la Subsecretaría de Redes Asistenciales figura con 29 asesore de Gabinete que
suman un total de 67.088. 236 (al mes). El promedio por funcionario al mes es de 2.313.387
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- En total los asesores directos del Ministerio de Salud suman un total de 126 funcionarios por un
monto al mes de 296.296.140 al mes.

- En total aproximadamente en asesores de Gabinete el Ministerio de salud se gastó el año 2014
un total de 2.370.369.120 en asesores durante marzo a diciembre de 2014.

La Ministra en la Interpelación del 30 de Septiembre, dijo que ella había llegado “sólo con su
conductor”, ante lo cual se desprende que ella no reordenó el gabinete manteniendo hasta la
fecha a todas estas personas. De esta forma. No parece que exista un déficit en la estructura del
Ministerio para hacer frente al programa de inversiones en construcción de Hospitales, sino que de
una incapacidad de poder ejecutar la normativa vigente en orden a cumplir los deberes como
Ministra de Estado.

De  todo  lo  anterior,  queda  claro  que  la  Ministra  ha  sido  absolutamente  negligente  con  las
obligaciones constitucionales y legales que tiene a su haber con el objeto de aplicar la legislación
vigente en orden a disponer de las herramientas administrativas y legislativas que le permitan
materializar a gran parte de la ciudadanía, a las prestaciones de salud infringiendo, por tanto, la
normativa sectorial y los deberes del Estado en materia Constitucional.

3) Que, a mayor abundamiento, la Ejecución presupuestaria informada por el Ministerio de Salud
en materia de plan de inversiones en el contexto de la ley de presupuesto es del orden de 21 %.
Dicha situación evidencia que existe una incapacidad de cumplimiento de la ley de presupuestos
lo que sólo significa postergar el acceso de salud pública a sus usuarios.

4)  El  Gobierno  de  la  Presidenta  Bachelet  retiró  en  el  año  2014,  6  hospitales  del  Plan  de
Concesiones: el  Hospital  Sótero del Río, el  complejo Marga Marga y Quillota- Petorca (Red V
Región), Curicó, Linares y Chillán (Red Sur). La Actual Ministra de Salud.

- En el caso del Hospital Sótero del Río, no existen indicio administrativo alguno que signifique
llevar adelante la posibilidad de construir dicho hospital. De acuerdo del dictamen 26. 772, la
Contraloría ordenó que el proceso de licitación se finalizara, situación que aún no ha ocurrido,
postergando a los usuarios de la comuna de Puente Alto de la posibilidad de acceder a un hospital
de calidad. Los otros proyectos se encuentran también retrasados, lo que significa un impacto
directo  en  la  posibilidad  de  acceder  de  manera  igualitaria  a  las  prestaciones  de  salud  que
establece la constitución.

5) Al poco tiempo de empezar el gobierno de la Presidenta Bachelet, específicamente en abril de
2014, la Subsecretaria Angélica Verdugo denunció que 13 proyectos de inversión, en específico 7
hospitales y 6 Centros de Salud Familiar iniciados durante el Gobierno del Presidente Piñera se
encontraban paralizados o con retraso: Hospital de Puente Alto, Hospital de Calama, Hospital
Ezequiel  González Cortés,  Hospital  de Salamanca, Gustavo Fricke, Rancagua, Pitrufquén, y el
Hospital de Puerto Montt. (Fuente http:l/web.minsal.cl/node/1122) “Hemos iniciado la relación con
el  Consejo  de  Defensa  del  Estado  para  trabajar  en  conjunto  en  la  identificación  de
responsabilidades por el estado de estas obras”, y además que “el resultado que arrojen las
investigaciones estará sujeto a los tiempos dependientes de los Tribunales de Justicia”.

Al día momento de presentar esta acusación constitucional, sabemos que el Consejo de Defensa
del  Estado  nunca  inició  ninguna  acción  tendiente  a  perseguir  alguna  responsabilidad
administrativa,  civil  o  penal,  simplemente  porque  nunca  existieron  los  supuestos  hechos
irregulares  que  denunció  la  entonces  Subsecretaría.  La  Ministra  Castillo,  consultada  en  la
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Interpelación, no se hizo cargo de esta situación por lo que los Diputados acusadores estimamos
que acá se cometió una negligencia al no disponer ningún medio administrativo que determinara
cuál fue el motivo de entregar estos antecedentes al Consejo de Defensa del Estado y a esclarecer
el motivo por el cual estos recintos asistenciales se encuentran retrasados.

6) Que además la deuda hospitalaria acumula montos históricos. Entre marzo 2014 y abril 2015,
según datos del propio MINSAL, la deuda había crecido en un 69%. En junio de este año, la deuda
declarada  por  el  Ministerio  de  Salud  fue  207.844  millones.  En  la  interpelación  del  día  30
septiembre, la deuda llegó a los 246.000 millones. El compromiso del Gobierno en la interpelación
fue llegar de aquí a fin de año a una deuda de 150.000 millones. Sin embargo, no se percibe
ninguna gestión ni medida eficaz de parte de la Ministra Carmen Castillo en orden a solucionar un
problema que afecta directamente los deberes legales como Ministra y los deberes del Estado en
orden a garantizar el acceso a la acciones de salud, los cuales en la especie, se encuentran de
manera flagrantemente infringidos con resultados que son de conocimiento público

Es por lo anterior, que la crisis en el sector Hospitalario, tanto a nivel de planificación del programa
de  inversiones,  como  también  su  ejecución  presupuestaria,  la  deuda  hospitalaria  a  niveles
históricos, todo lo anterior sin que se conozcan medidas eficaces tendientes a mejorar la gestión, a
juicio  de  los  acusadores,  hacen  procedente  la  acusación  constitucional  al  verse  infringido
gravemente los deberes constitucionales en materia de salud que se traducen, preferentemente,
garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones
públicas o privadas.

3) Capítulo 3: Dejar sin ejecución las leyes en el caso de las garantías explícitas en salud, en
especial la garantía de oportunidad

Así, la ley 19.966, que establece un Régimen de Garantías en Salud, define expresamente la
Garantía mencionada en su artículo 4º letra e): “Garantía Explícita de Oportunidad: plazo máximo
para el otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas, en la forma y condiciones que
determine el decreto a que se refiere el artículo 11. Dicho plazo considerará, a lo menos, el tiempo
en que la prestación deberá ser otorgada por el prestador de salud que corresponda en primer
lugar; el tiempo para ser atendido por un prestador distinto, designado por el Fondo Nacional de
Salud o la Institución de Salud Previsional, cuando no hubiere sido atendido por el primero; y, en
defecto de los anteriores, el tiempo en que el prestador definido por la Superintendencia de Salud
deba otorgar la prestación con cargo a las instituciones antes señaladas. No se entenderá que hay
incumplimiento de la garantía en los casos de fuerza mayor, caso fortuito o que se deriven de
causa imputable al beneficiario.”

Por lo tanto, la lista de espera es aquella que da origen cuando se incumple la garantía de
oportunidad.

A través del ordinario 8995 de fecha 11-06-2015, el Ministerio de Salud, a través del Fonasa,
contesta una solicitud de transparencia en relación a las garantías de oportunidad

AUGE vencidas a marzo de 2015 en relación a cuando comienza la administración Bachelet. El
propio Fonasa expuso que de un total de 11.677 garantías vencidas a marzo de 2015, un 26, 1 %
son garantías cuyo vencimiento corresponde al año 2014, mientras que el 73,9% corresponden al
año 2015.

Garantías de oportunidad vencidas entre el 11 de ,arzp de 2014 y el 6 de marzo de 2015 [2]
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De lo anterior, queda en evidencia que existe un problema de gestión grave en la administración
de las dos Ministras del Gobierno de la Presidenta Bachelet, pues no se observan condiciones que
hayan podido alterar los niveles de la salud pública como un brotes o epidemias que hayan podido
incrementar coyunturalmente la demanda por atención sanitaria.

Esto claramente es un tema de gestión. El mismo Fondo Nacional de Salud lo reconoce cuando
explica cuáles son las políticas y mecanismos a través de las cuales se busca hacer frente a las
listas de esperas AUGE y NO AUGE: “FONASA son los Servicios de Salud firman cada año un
Acuerdo de Gestión, en el marco del programa de Prestaciones Valoradas, el cual contempla
financiamiento y actividad comprometida del Programa AUGE y la actividad NO AUGE. En dicho
acuerdo se establecen las acciones que realizará cada establecimiento de la Red Pública de
Salud.”[3] De esta manera, mejorando la gestión de la red asistencial es evidente que las listas de
espera  se  acortarán.  Para  eso  se  requiere  poner  voluntad  en  exigir  soluciones  creativas  y
poniendo incentivos correctos. Sin embargo esto no es lo que ofreció la Ministra quien señaló que
“hemos dado instrucciones a todos los centros de salud para que se busque el segundo prestador,
porque  como es  exigible  tenemos  que  dar  respuesta.  Hoy  la  sociedad  puede  exigir  plazos
acotados”. Esto sólo significa decir que se va a cumplir con la normativa que establece que la
garantía de oportunidad debe ser exigida por los beneficiarios y que de verificarse el atraso, se
debe proceder a designar un segundo prestador en el sistema público previo reclamo interpuesto
en el Fonasa.

El abandono del Bono Auge

El Gobierno del Presidente Sebastián Piñera impulsó una política denominada “Bono Auge” la cual
consistía en que, vencida una garantía de oportunidad, y luego de persistir el retraso después de
reclamar al Fonasa por la garantía incumplida, acceder a un “voucher'' para poder solucionar el
problema de salud ya sea en el sector público o privado. Dicha política fue duramente criticado por
los gobierno de la Concertación pues inducía a una privatización de la salud. El mismo Fonasa
informó cual es fue publico beneficiado y la ejecución presupuestaria hasta la fecha.

El presupuesto 2015, de acuerdo al mismo organismo para el programa bono Auge 2015, es de M$
3.143.368. Sin embargo, no es mencionado por la Ministra como una alternativa y no existe
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promoción alguna del programa Bono Auge ni en los módulos de atención de Fonasa ni en su
página web. Esto da cuenta de un presupuesto respecto del cual no hay información sobre ni su
ejecución ni del programa en sí. Esto es una falencia grave desde el punto de vista de la gestión y
la voluntad con que el Gobierno buscará cumplir la promesa de reducir las listas de espera.

A propósitos de casos que conoció la opinión pública sobre pacientes en listas de espera [5], se
conocieron las declaraciones de Gisella Alarcón -Jefa de Gestión de Redes del Minsal- que muchas
personas no las atendían porque no tenían teléfono, o no corresponden, o no se los piden”. ¡y más
aún!  Dijo  textual  “estamos  abordando  otras  estrategias  como  hacer  llegar  cartas”.  Resulta
claramente inaceptable la respuesta de parte de personas pertenecientes a una coalición que han
administrado la salud pública por casi 20 años. Teniendo en cuenta el lapso que hubo en la gestión
del Presidente Sebastián Piñera, fue durante los Gobiernos de la Concertación que se diseñó e
implementó el plan auge, por lo que estos temas de gestión deben haber sido íntegramente
abordados. En la misma nota, la Jefa de Gestión redes señala “que del 2012 hacia atrás estar en
una lista de espera es inaceptable”, lo que resulta insólito cuando a continuación se dice que “el
tiempo de espera razonable (para una patología No AUGE) son guías clínicas que recién estamos
trabajando”. Esto simplemente no es comprensible por parte de una colación que ha administrado
la salud pública por tanto tiempo.

Si lo anterior resulta difícil de comprender, más aún resulta cuando la Ministra de Salud señaló el
17 de junio de 2015 que “Jamás se acabarán las listas de espera” y durante la interpelación
señalare que “En Chile no existen listas de espera,  sino retrasos”.  Claramente dichas frases
parecen más un ejercicio retórico más que respuestas concretas, lo que resulta inadmisible de una
autoridad en cuya gestión las listas de espera no han hecho sino aumentar.

De esta manera, la Ministra Castillo simplemente ha dejado la ley 19.966 sin ejecución al no
disponer de ninguna medida legislativa o administrativa eficaz para poder hacer cumplir la ley en
lo referente al  acceso universal  de la  garantía  de oportunidad,  lo  cual  incumple de manera
flagrante el deber preferente del Estado en materia de garantizar las acciones de salud. Es por
esto que los Diputados acusadores concluyen que procede la causal de acusación constitucional.

4) Capítulo IV, lnejecución de la ley en el caso de la Ley que crea un Fondo de

Medicamento de alto costo

- A través de la ley 20.850 se creó un sistema de protección financiera para diagnósticos y
tratamientos de alto costo, más conocida como “Ley Ricarte Soto.”

- El Fondo Nacional de Salud deberá asegurar esta protección financiera a todos los beneficiarios
de los sistemas previsionales de salud de Chile.

- La ley establece que los tratamientos de alto costo para condiciones específicas de salud con
sistema de protección financiera, tales como enfermedades oncológicas, inmunológicas y raras o
poco frecuentes, serán determinados a través de un decreto supremo del Ministerio de Salud,
suscrito también por el Ministro de Hacienda. Esto, en definitiva requiere decreto que regule la
materia.

- Sólo podrán incorporarse los diagnósticos que cumplan con los siguientes requisitos:

- Que el costo de los diagnósticos o tratamientos sea igual o superior al determinado en el umbral
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de alto costo. Esto debe estar contenido en un decreto. Requiere decreto que regule la materia
(Artículo 6°)

- Que los diagnósticos y tratamientos hayan sido objeto de una favorable evaluación científica de
la evidencia. Esto requiere decreto que regule la materia (Artículo 7°)

- Que los diagnósticos y los tratamientos hayan sido recomendados. La evaluación técnica de la
evidencia será analizada y priorizada sobre la base del valor científico, económico y social que el
tratamiento importe. Esto requiere decreto que regule la materia (Artículo 8°)

-  Los Ministerios de Salud y de Hacienda,  sobre la  base de la evaluación y recomendación,
determinarán mediante decreto supremo fundado los diagnósticos y tratamientos que cubrirá el
Sistema de Protección Financiera para Diagnósticos y Tratamientos de Alto Costo. Esto requiere
decreto que regule la materia (Artículo 9)

De acuerdo al Artículo primero Transitorio.- Las normas de esta ley regirán a contar de la entrada
en vigencia del decreto a que se refiere el artículo 5°, según lo señalado en el inciso siguiente. No
obstante,  a  contar  de  la  fecha  de  publicación  de  esta  ley,  podrán  dictarse  los  decretos  y
reglamentos a que ella se refiere.

El primer decreto que establezca los tratamientos de alto costo que se incorporan al sistema que
regula esta ley podrá dictarse una vez publicados los reglamentos señalados en los artículos 6° y
13, inciso segundo, sin que le sea aplicable el procedimiento contenido en los artículos 7°, 8° y 9°,
inciso primero, ni el plazo fijado en el inciso primero del artículo 10. Este decreto tendrá vigencia
hasta el 31 de diciembre del año 2016.

Los reglamentos señalados en los artículos 6° y 13 deberán dictarse dentro del plazo de noventa
días contado desde la publicación de esta ley.

En este sentido, se dan cuenta de una serie de incumplimiento en la entrada en vigencia de esta
ley, la cual es de suma importancia para muchos pacientes:

- La ley 20.850 fue publicada el 06 de junio de 2015. El primer decreto, el dice relación con el
artículo 13, fue promulgado el 31 de agosto de 2015 y publicado el 24 de octubre de 2015 a través
del Decreto 54. Dicho reglamento fue dictado fuera de plazo.

- El reglamento al que se refiere el artículo 6°, a la sazón el Decreto 59, promulgado el 02 de
septiembre de 2015 y publicado el 23 de octubre de 2015, que establece el procedimiento para
fijar el umbral nacional de costo anual para determinar si un diagnóstico o un tratamiento son de
alto costo, Dicho reglamento entró en vigencia fuera de plazo.

- Que a través del Decreto 80, publicado el 03 de noviembre del 2015, como umbral nacional de
costo anual para determinar si un diagnóstico o un tratamiento es de alto costo, al que se refiere
el artículo 6° de la ley No20.850, el monto de $2.418.399 (dos millones cuatrocientos dieciocho mil
trescientos noventa y nueve pesos).

- Que de acuerdo al Artículo primero Transitorio.- Las normas de esta ley regirán a contar de la
entrada en vigencia del decreto a que se refiere el artículo 5°. Dicho artículo establece que “el
decreto que determina los diagnósticos y Tratamientos de Alto Costo con sistema de protección
financiera. Los tratamientos de alto costo para condiciones específicas de salud con sistema de
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protección  financiera,  tales  como  enfermedades  oncológicas,  inmunológicas  y  raras  o  poco
frecuentes, serán determinados a través de un decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito
también por el Ministro de Hacienda, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y en
el reglamento”

A la fecha de presentación de este requerimiento, dicho reglamento no ha sido dictado por lo cual
la ley 20.850, no ha podido entrar en vigencia para el 2015 a pesar que fue publicada en junio de
2015.

Que de lo anterior, se nota claramente que la causal de “dejar las normas sin ejecución” se
encuentra  plenamente justificada,  motivo por  el  cual  los  Diputados Acusadores presentan la
presente acción constitucional por dicha infracción.

Por tanto,

En virtud de los antecedentes de hecho y derecho, tanto en el orden constitucional como legal, y
en uso de las atribuciones que la Constitución Política de la República de Chile otorgan a los
miembros del Congreso Nacional, y en especial a esta Cámara de Diputados, a la Honorable
Cámara de Diputados Solicitamos:

Que tenga por interpuesta Acusación Constitucional contra la Ministra de Salud Carmen Castillo
Taucher infracción a la Constitución Política de la República, en especial los deberes del Estado en
materia de salud establecidos en el artículo 19 Nº 9, de la Carta Fundamental; y por infringir las
leyes  19.966  y  20.850  y  dejarlas  sin  ejecución  y  declare  ha  lugar  la  presente  acusación
constitucional de acuerdo al artículo 52 Nº 2 y 53 Nº 1 en lo competente al Senado, de nuestra
constitución política.

PRIMER OTROSÍ: Hacemos presente que los Diputados acusadores nos haremos valer de todos los
medios que franquee la Constitución y la ley para probar nuestra acusación constitucional en la
instancia que corresponda

Por tanto,

A la Honorable Cámara de Diputados Solicitamos, tenerlo presente

SEGUNDO OTROSÍ:  Solicitamos  a  la  Honorable  Cámara  de  Diputados,  tenga  presente  como
Diputado Coordinador al Diputado Jorge Ulloa Aguillón.

Por tanto,

A la Honorable Cámara de Diputados solicitamos, tenerlo presente

(Fdo.): FIRMAS DE LOS DIPUTADOS PATROCINANTES”.

[]  1Programa  de  Gobierno  Michel le  Bachelet  2014-2018,  p.  86.  Disponible  en
www.onar.gob.cl/wp-content/uploads/2014/05/ProgramaMB.pdf

[2] Ordinario del Fondo Nacional de Salud 8995 de fecha 11-06-2015

[3] Ibídem
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[4] Ibídem

[ 5 ]  ( F u e n t e :
http://www.chilevision.cl/noticias/chvnoticias/nacional/dos-mujeres-de-tercera-edad-con-  artrosis-
esperan-hace-anos-operacion-de-cadera/2015-02-12/230844h.tml)

[]  1Programa  de  Gobierno  Michel le  Bachelet  2014-2018,  p.  86.  Disponible  en
www.onar.gob.cl/wp-content/uploads/2014/05/ProgramaMB.pdf

[2] Ordinario del Fondo Nacional de Salud 8995 de fecha 11-06-2015

[3] Ibídem

[4] Ibídem

[ 5 ]  ( F u e n t e :
http://www.chilevision.cl/noticias/chvnoticias/nacional/dos-mujeres-de-tercera-edad-con-  artrosis-
esperan-hace-anos-operacion-de-cadera/2015-02-12/230844h.tml)
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Integración Comisión

Legislatura 363, sesión 93 de 12 de noviembre de 2015. Elección, mediante sorteo, de las o
los integrantes de la Comisión encargada de informar sobre la procedencia de la acusación.

Legislatura 363, sesión 93 de 12 de noviembre de 2015

Integración de Comisión encargada de conocer Acusación Constitucional deducida
contra la Ministra de Salud

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

De conformidad con lo  preceptuado en el  artículo  38 de la  Ley Orgánica Constitucional  del
Congreso Nacional y en el artículo 330 del Reglamento de la Corporación, corresponde elegir, al
azar y con exclusión de los diputados acusadores y de los miembros de la Mesa, una comisión de
cinco  diputadas  o  diputados  para  que informen si  procede o  no  la  acusación  constitucional
formulada por diez señoras diputadas y señores diputados en contra de la ministra de Salud,
señora Carmen Castillo Taucher .

El señor Secretario va a efectuar el sorteo correspondiente.

El señor LANDEROS (Secretario).-

Con la venia de la Sala, me permito informar a las señoras diputadas y a los señores diputados
que, de conformidad con las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias pertinentes,
excluiré del  sorteo a los señores diputados que indicaré,  por las razones que en cada caso
señalaré:

En primer lugar, por ser patrocinantes del libelo acusatorio, a los diputados señor Bernardo Berger
, N° 10; señor Juan Antonio Coloma, N° 22 ; señor José Manuel Edwards , N° 25; señor Sergio
Gahona , N° 35; señora María José Hoffmann , N° 45; señor Felipe Kast , N° 52; señora Andrea
Molina , N° 65; señor Celso Morales , N° 69; señor Alejandro Santana , N° 97, y señor Jorge Ulloa ,
N° 110.

En segundo lugar, por ser miembros de la Mesa de la Cámara de Diputados, a los diputados señor
Marco Antonio Núñez , Presidente, N° 74; señor Patricio Vallespín , Primer Vicepresidente, N° 115,
y señora Denise Pascal , Segunda Vicepresidenta, N° 79.

En tercer lugar, por encontrarse en la situación contemplada en el inciso final del artículo 61 de la
Constitución Política de la República, al diputado Rosauro Martínez , N° 60.
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-Efectuado el sorteo en la forma prescrita por el Reglamento, resultaron designados para integrar
la Comisión de Acusación la diputada señora Marcela Hernando , N° 44, y los diputados señores
Guillermo Ceroni , N° 18; Hugo Gutiérrez, N° 40 ; Leonardo Soto , N° 102, y Lautaro Carmona , N°
15.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En consecuencia, la comisión encargada de estudiar la acusación constitucional quedará integrada
por  la  diputada  señora  Marcela  Hernando  y  los  diputados  señores  Guillermo Ceroni  ,  Hugo
Gutiérrez , Leonardo Soto y Lautaro Carmona .
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Informe Comisión

Legislatura 363, Sesión 102 del 9 de diciembre de 2015. Debate y decisión de la Comisión
encargada de pronunciarse sobre la admisibilidad de la acusación. Se propone aprobar la
cuestión previa deducida por la defensa y, por tanto, tener la acusación por no interpuesta.

Legislatura 363, Sesión 102 del 9 de diciembre de 2015

INFORME DE LA COMISIÓN ENCARGADA DE ESTUDIAR LA PROCEDENCIA DE LA
ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL DEDUCIDA EN CONTRA DE LA MINISTRA DE SALUD,

SEÑORA CARMEN CASTILLO TAUCHER.

Honorable cámara:

La Comisión encargada de analizar la procedencia de la acusación referida en el epígrafe, informa
sobre la materia en base a los siguientes antecedentes:

I. Antecedentes generales de la acusación

1.- Presentación de la acusación

En sesión de jueves 12 de noviembre de 2015, se dio cuenta de la acusación constitucional en
informe, presentada por los diputados (as) señores (as) Bernardo Berger; Juan Antonio Coloma;
José Manuel Edwards; Sergio Gahona; Felipe Kast; María José Hoffmann; Andrea Molina; Celso
Morales; Alejandro Santana, y Jorge Ulloa, en contra de la Ministra de Salud, señora Carmen
Castillo Taucher, por haber infringido la Constitución Política de la República, las leyes y dejarlas
sin ejecución, en conformidad con el artículo 52 Nº 2 letra b) de la Constitución Política de la
República de Chile, y el Título IV de la Ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

2.- Elección, a la suerte, de la Comisión

El artículo 38 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, dispone que en
la misma sesión en que se dé cuenta de una acusación, la Cámara de Diputados procederá a
elegir, a la suerte y con exclusión de los acusadores y de los miembros de la mesa, una comisión
de cinco diputados para que informe si procede o no la acusación.

En cumplimiento de esta disposición, la Corporación sorteó como integrantes de la Comisión a los
diputados (as) señores (as) Lautaro Carmona Soto, Guillermo Ceroni Fuentes, Hugo Gutiérrez
Gálvez, Marcela Hernando Pérez y Leonardo Soto Ferrada.

La Comisión fue convocada por el Presidente de la Cámara de Diputados, señor Marco Antonio
Núñez Lozano, para que procediera a constituirse y a elegir a su Presidente, siendo elegido por
unanimidad el diputado Lautaro Carmona Soto.

3.- Notificación

Conforme con el artículo 39 de la misma ley, en adelante la LOC, el afectado con la acusación
debe ser notificado, personalmente o por cédula, por el Secretario de la Cámara de Diputados o
por el funcionario que éste designe, dentro de tercero día contado desde que se dé cuenta de la
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acusación, debiendo entregársele copia íntegra de la acusación a él, o a una persona adulta de su
domicilio o residencia.

El día 16 de noviembre de 2015, se procedió a notificar de la acusación a la Ministra de Salud,
señora Carmen Castillo Taucher.

4.- Defensa de la acusada

La misma disposición legal señala que el afectado puede, dentro de décimo día de notificado,
concurrir a la Comisión a hacer su defensa personalmente o presentarla por escrito.

La acusada concurrió presentando su defensa escrita, dentro de plazo, el jueves 26 de noviembre,
a las 10:15 horas.

5.- Acuerdos de la Comisión en su sesión constitutiva

Se adoptaron los siguientes acuerdos:

a) Celebrar sesiones de martes a jueves en Valparaíso, de 10:00 a 12:30 horas, a partir del
próximo jueves 19 de noviembre y los días lunes y viernes en Santiago, según lo disponga el
Presidente de la Comisión.

b) Autorizar la difusión de todas las sesiones que celebre la Comisión a través del canal de
televisión institucional y de las versiones taquigráficas y documentos que ella genere o reciba, así
como  el  ingreso  del  público  a  las  salas  en  que  ella  se  reúna,  salvas  las  excepciones
constitucionales, legales y reglamentarias y la capacidad física de los recintos de que se trate.

c)  Requerir  de las  jefaturas que corresponda el  apoyo de taquígrafos,  para confeccionar  las
versiones taquigráficas de las sesiones de la Comisión, y de la Asistencia Técnica Parlamentaria de
la BCN, para allegar los antecedentes y estudios que aquella estime necesarios. Por de pronto, se
acuerda requerir de la BCN un estudio sobre la relación entre Estado subsidiario y derecho a la
salud.

d) Invitar para el jueves 19 de noviembre a los profesores de derecho constitucional señores
Patricio  Zapata  y  Javier  Couso,  de  las  universidades  Católica  de  Chile  y  Diego  Portales,
respectivamente, para iniciar el estudio de los fundamentos de la acusación. Considerar también
la posibilidad de que el abogado redactor del libelo acusatorio señor Marcelo Pavez exponga
brevemente acerca de su contenido.

e) Consultar a la Ministra de Salud cuándo tiene previsto concurrir a presentar su defensa e
invitarla a designar un abogado que la represente en los debates que efectúe la Comisión antes de
entonces, requiriendo del Secretario General de la Corporación copia de la respuesta que enviara
anteriormente  a  otra  comisión  de esta  naturaleza  sobre  los  alcances  de la  participación de
apoderados en tales instancias.

f)  Remitir  las  citaciones  y  demás  documentos  y  antecedentes  que  se  distribuyan  entre  los
miembros de la Comisión a los diputados y diputadas ajenos a ella presentes en esta sesión.

6.- Sesiones celebradas

La Comisión celebró tres sesiones en el período anterior a la contestación de la acusación, y cinco,
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desde que fue contestada. En la última de ellas (sesión 7ª.), la Comisión se abocó a analizar los
hechos y las consideraciones de derecho, y procedió a votar la cuestión previa formulada por la
acusada y la procedencia o no de los cuatro capítulos que contiene la Acusación Constitucional.

7.- Personas que fueron invitadas y que expusieron en la Comisión

1ra. Sesión

Señor Patricio Zapata

Profesor de derecho constitucional

Señor Máximo Pavez

Abogado representante de la parte acusadora.

2da. Sesión

Señor Sebastián Zarate

Profesor de derecho constitucional

3ra. Sesión

Señora Carmen Castillo

Ministra de Salud

Señor Javier Couso

Profesor de derecho constitucional

4ta. Sesión

Señor Fernando Atria

Profesor de derecho constitucional

5ta. Sesión

Señor Fabio González

Agrupación de Pacientes

Señora Blanca Diaz

Agrupación Salud Digna

Señora Antonia Toledo

Agrupación de Cáncer Un nuevo Amanecer

Señora Verónica Cruchet
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Agrupación de Esclerosis Múltiple

Señora Pamela Flores

Directora de Púrpura Chile

Señor Cristián Estay

Presidente de Vamos Florencio tu Puedes

Señora Gabriela Farías

Presidenta de Fenpruss

Señora Betzabé Viveros

Mórbidos del Área Norte Hospital San José

Señor Manuel Catalán

Director Sociedad Civil Chilena Organizada

6ta. Sesión

Señora Ángela Vivanco

Profesora de derecho constitucional

Señor Jaime Bassa

Profesor de derecho constitucional

8.- Oficios despachados por la Comisión
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9.- Síntesis de la acusación, de los hechos en que se basa y de las infracciones a la Constitución,
las leyes y su no ejecución

A. Los hechos en que se basa la acusación

- Que el día 23 de enero de 2015, fue designada Ministra de Salud la ciudadana Carmen Castillo
Taucher,  desempeñando su cargo hasta el  momento en que se presenta a la H. Cámara de
Diputados la acusación constitucional en informe.

- Que la Ministra de Salud concurrió a la Cámara de Diputados el 30 de septiembre de este año,
con el objeto de cumplir con la obligación constitucional emanada del ejercicio de la facultad
consagrada en el artículo 52 Nº 1 letra b) de la Carta Fundamental que consiste en citar un
Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de
formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. La misma norma
señala  que la  asistencia  del  Ministro  será obligatoria  y  deberá responder  a  las  preguntas y
consultas que motiven su citación.

- Que dicha interpelación fue motivada por la grave crisis que sufre la salud pública y que tiene a
millones de usuarios de dicho sistema sin poder acceder “al  libre e igualitario acceso a las
acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo”.

- Que la grave crisis en el sistema de salud se manifiesta en los siguientes ámbitos: número
histórico de usuarios en Listas de Espera AUGE y NO AUGE; incapacidad absoluta de dar claridad a
la ciudadanía sobre el programa de inversiones a nivel de Construcción de Hospitales y deuda
hospitalaria en niveles históricos. Estos temas, los cuales reflejan problemas de gestión graves de
parte del Ministerio de Salud, inciden directamente en los deberes constitucionales que tiene el
Estado en materia de salud pues, de acuerdo a nuestra carta fundamental, “es deber preferente
del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de
instituciones públicas o privadas”.

- Que la grave situación de crisis en la salud pública reflejada en la interpelación parlamentaria,
derivó en un proyecto de acuerdo en la Sesión Nº 74°, de fecha 30 de septiembre, el cual consta
en el Oficio Nº 12.725, aprobado por la Sala de esta Honorable Cámara de Diputados, donde se le
pidió a la Presidenta de la República se sirviera informar a esta Cámara una serie de situaciones
asociadas a los temas de la interpelación. De acuerdo a la Constitución vigente, la Presidenta de la
República deberá dar respuesta fundada por medio del  Ministro de Estado que corresponda,
dentro de treinta días. Dicho plazo se encuentra vencido al momento de presentar la acusación
constitucional sin respuesta de la señora Ministra Castillo.

-  Que,  además,  en  el  ámbito  de  la  legislación  vigente,  el  Ministerio  de  Salud  ha  infringido
flagrantemente las leyes y ha dejado sin ejecución al menos dos normas:

-La ley N° 19.966 y su reglamento, ley que Establece un Régimen General de Garantías en Salud,
en lo relativo a las garantías de oportunidad, situación que da origen a las listas de esperas AUGE
en niveles históricos sin que se traduzcan en medidas eficaces para disminuirlas. De esta forma,
se incumple el deber del Estado de garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se
presten a  través  de instituciones  públicas  o  privadas.  Dicho deber  del  Estado se  encuentra
consagrado en la Constitución de manera “preferente”.

-La ley N° 20.850, que Crea un Sistema de Protección Financiera para Diagnósticos y Tratamiento
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de Alto Costo, habida cuenta del incumplimiento por parte del Ministerio de la dictación de los
reglamentos necesarios para darle ejecución a esta ley.

B. Fundamentos de derecho de la acusación

La acusación constitucional en contra de la Ministra de Salud se basa en infringir la Constitución o
las leyes, o haber dejado estas sin ejecución.

Las causales en las que se basa la acusación

i. Causal de “infracción a la Constitución” en el caso de los Ministros de Estado

La causal que hace procedente la acusación en juicio político contra los Ministros de Estado es la
infracción a la Constitución. En cuanto a esta causal,  la Constitución asimila la situación del
Intendente a la del Presidente de la República. Sin embargo, su principal diferencia con la figura
del Presidente de la República es que a éste se le exige una infracción constitucional con el
carácter de “grave” y “abierta”. De esta forma, la intención del legislador fue utilizar dichas
expresiones con el fin de “hacer procedente la acusación sólo en casos calificados o extremos,
dejando un amplio margen para que ésta autoridad actúe dentro de sus atribuciones” (Jorge Ulloa,
“La  Acusación  constitucional  y  juicio  político  legislación  constitucional  chilena  y  derecho
comparado”, 2009.). Así, el estándar infraccional de gravedad es mayor en el caso del Presidente
de la República respecto de los Ministros de Estado e intendentes, quienes no deben cumplir con
una infracción caracterizada por los calificativos mencionados. En razón de lo anterior, y por la
directa relación que tiene con el Presidente de la República a quién se le exige un estándar de
gravedad de la infracción máxima, la gravedad de la infracción exigida a los Ministros de Estado y
a los Intendentes es de una intensidad menor. Consiste en infringir la Constitución.

Como lo ha dicho el profesor Alejandro Silva Bascuñán, “en el estudio de la procedencia de las
acusaciones que se dirijan a los Ministros de Estado debe tomarse en cuenta que éstos, aunque de
exclusiva confianza del Presidente en su nombramiento y remoción, no son secretarios privados
suyos,  sino  funcionarios  públicos  que  actúan  como  órganos  del  Estado  y  asumen  plena
responsabilidad personal de sus actuaciones, no obstante la que también grava al Jefe de Estado
(Alejandro Silva Bascuñán, “Tratado de Derecho Constitucional Tomo VII”, 1997).

De  esta  forma,  los  diputados  acusadores  sostienen  que  la  Infracción  de  la  Constitución  se
configura  cuando  por  alguna  acción  u  omisión,  las  normas  constitucionales  dejan  de  tener
aplicación en un caso concreto, desdibujando así los fines para los cuales dicha institución se
encuentra creada en el  ordenamiento constitucional.  En el  caso concreto del presente libelo,
existe un mandato claro desde el punto de vista de los deberes preferentes del Estado en materia
de salud, mandato que es claro desde el punto de vista del constituyente. De la misma manera,
incumplir los plazos de respuestas en áreas de gestión tan importantes como la salud, constituye
una transgresión que atenta flagrantemente contra el sistema de frenos y contrapesos que define
el ordenamiento democrático constitucional.

Los autores Gonzalo García Pino y Pablo Contreras Vásquez entienden que existe una referencia a
las normas constitucionales y legales que son preceptivas de reglas demandar, prohibir o permitir.
Prosiguen sosteniendo que “la naturaleza de la infracción atenderá al modo en que se configuren
esos mandatos y a la manera en que se constituían las obligaciones para las autoridades. La
infracción a la Constitución y las leyes, en síntesis, serían conductas cometidas por las autoridades
que identifica la Constitución en contra de los preceptos y bienes jurídicos contenidos tanto en la
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ley  como  en  la  Constitución”  (García  Pino  y  Contreras  Vásquez,  “Diccionario  Constitucional
Chileno. Cuadernos del Tribunal Constitucional, Santiago, 2014)

La Constitución exige una responsabilidad “personal” de la autoridad a quién es aplicable una de
las causales para la acusación constitucional y no una responsabilidad al órgano estatal,  por
acciones y omisiones que hubiesen afectado derechos fundamentales y sus respectivas garantías
constitucionales y que hayan tenido lugar en el ejercicio de sus funciones. Así lo afirma también
Alejandro Silva Bascuñán, al señalar que los integrantes “de un órgano tienen responsabilidad en
las decisiones de éste contrarias a derecho sólo en cuanto los actos u omisiones antijurídicas del
órgano  provengan,  precisamente,  de  la  intervención  individual  que  les  ha  cabido  en  su
generación” (Alejandro Silva Bascuñán, “Tratado de Derecho Constitucional”, Tomo 11).

De esta manera, cuando la Ministra de Salud no actúa tomando las medidas administrativas
eficaces que se encuentran en el ámbito de su competencia para poder hacer frente a la grave
crisis en la salud pública en los hechos en los cuales de basa la acusación, como tampoco en lo
que corresponde al ámbito de la aplicación de la ley vigente al dictar las normas que corresponde,
se entiende que incurre en una responsabilidad de orden personal.

ii. Causal de “infracción de la ley o dejar éstas sin ejecución”

El estándar infraccional consiste en una acción u omisión a través del cual se quebranta la letra y
el espíritu de una norma de rango legal.

Los diputados acusadores comparten el juicio de la doctrina que ha dicho que “el legislador no
requiere necesariamente que se haya causado un daño efectivo y real con la falta de aplicación de
la ley, simplemente lo que se quiere evitar es la vulneración de la norma mediante la omisión de
aquella”  (Jorge  Ulloa,  “La  Acusación  Constitucional  y  Juicio  Político  legislación  constitucional
chilena y derecho comparado, 2009”).

Además en nuestro Derecho, la regla general es que las infracciones de los deberes se pueden
cometer tanto por acción como por omisión, y no estando limitada esta causal por la propia
Constitución a una infracción de carácter activo, debe entenderse comprendida dentro de las
causales. De esta manera, el profesor Alejandro Silva Bascuñán ha dicho “hay inejecución tanto
cuando no se actúa como se debe, como cuando se deja de actuar estando obligado a hacerlo, o,
en fin, también cuando no se precisa la firma o marco en que se habrá de actuar, lo que ocurre,
por ejemplo, si no se dicta el reglamento conforme al cual ha de cumplirse la disposición legal”
(Alejandro Silva Bascuñán, “Tratado de Derecho Constitucional Tomo VII”, 1997).

Sobre “haber dejado la Constitución y las leyes sin ejecución”, García Pino y Contreras Vásquez
reconocen que se trata de una cuestión difícil, pues se trata de atribuir un significado normativo a
las omisiones.  No obstante,  aceptan el  desafío  y proponen que “cuatro factores pueden ser
concomitantes  en la  configuración objetiva  de una falta  de ejecución de la  ley:  (i)  falta  de
financiación debida; (ii) no dictación de los reglamentos de ejecución; (iii) falta de fiscalización
exigida por la ley; e (iv) inadvertencia de la ejecución exigida por órganos externos”.

Cada uno de estos conceptos merece una explicación,  a  saber:  En el  primer caso -falta  de
financiación de leyes- si el legislador tenía contemplado los recursos públicos que implementan
una política pública diseñada en una ley y éstos no se aplican o se hace de tal manera insuficiente
que frustra el propósito legal.  El  segundo caso -no dictar los reglamentos de ejecución- está
referido  a  las  diversas  modalidades  por  las  cuáles  una  norma administrativa  no  es  dictada
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oportunamente.  Por  ejemplo,  parece  claro  que  si  una  ley  habilitante  de  una  delegación  de
facultades otorgó un determinado plazo de hasta un año para proceder a desarrollar la ley y éste
no se cumple, nos encontramos frente a una objetiva inejecución normativa. De la misma manera,
si el legislador determinó un plazo para la dictación de los reglamentos complementarios y éste es
sobrepasado se afectaría el cumplimiento de la ley. En tercer lugar -ausencia de fiscalización-
puede existir inejecución de la ley en las etapas sucesivas de su puesta en marcha. Pueden existir
los  recursos  para  darle  efectividad,  una  institucionalidad  que  la  respalda,  una  normativa
reglamentaria que densifica y detalla las obligaciones jurídicas. Pero si no existe el vigor de la
fiscalización  y  la  voluntad  de  llevarla  a  cabo,  probablemente,  se  frustrará  el  propósito  del
legislador.  La última hipótesis de inadvertencia de la ejecución exigida por órganos externos
obedece a la lógica de pesos y contrapesos. El estado de derecho contempla diversos mecanismos
para ejercer su imperio. Para ello cuenta con un conjunto de controles intra-órganos e ínter-
órganos. Circunstancias como la advertencia del incumplimiento de una ley por parte de alguno de
estos órganos (auditorías internas, dictámenes de la CGR, informes de una Comisión del Congreso
o un acuerdo u observación de la Cámara de Diputados, entre otros) pueden transformar la
inactividad del Ministro de Estado en un incumplimiento objetivo que debe satisfacer dentro de un
plazo prudencial (García Pino y Contreras Vásquez, “Diccionario Constitucional Chileno. Cuadernos
del Tribunal Constitucional, Santiago, 2014).

C. Los deberes del Estado en materia de Salud

El  artículo 19 Nº 9 de la Constitución Política de la República,  prescribe que la Constitución
asegura a todas las personas, el derecho a la protección de la salud.

El  Estado  protege  el  libre  e  igualitario  acceso  a  las  acciones  de  promoción,  protección  y
recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.

Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud.

Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se
presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la
ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias.

Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste
estatal o privado.

El orden constitucional impone al Estado el deber de actuar al servicio de la persona humana y
promover  el  bien  común,  para  lo  cual  debe contribuir  a  crear  las  condiciones  sociales  que
permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización
espiritual  y  material  posible,  con  pleno  respeto  a  los  derechos  y  garantías  que  la  Carta
Fundamental reconoce a todas las personas.

Constituye un deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a
la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los
sectores  de  la  Nación  y  asegurar  el  derecho  de  las  personas  a  participar  con  igualdad  de
oportunidades en la vida nacional.

En ese contexto,  los órganos del  Estado ejercen soberanía deben actuar con respecto a los
derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, a la vez que es su deber respetar y
promover  tales  derechos,  garantizados  por  esta  Constitución,  así  como  por  los  tratados
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internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

En el capítulo de los derechos y deberes, la Constitución Política de la República asegura a las
personas el derecho a la protección de la salud. El Estado, como contrapartida a la enunciación de
ese derecho,  asume obligaciones de protección y  amparo al  libre  e  igualitario  acceso a  las
acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo. Le
cabe también al Estado la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud, a la
vez que para éste constituye un deber preferente garantizar la ejecución de las acciones de salud,
sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que
determine la ley. Para este fin, la ley podrá establecer cotizaciones obligatorias.

Tratándose de los derechos de contenido económico y social,  no ha sido fácil  encontrar una
respuesta  satisfactoria  que  exceda el  ámbito  de  las  promesas  de  bienestar.  Tiene  razón  la
constitucionalista  Ángela  Vivanco cuando sostiene que “(  el  )  punto,  sin  duda,  radica  en la
determinación de la contraparte de los titulares del derecho en esta materia y cuáles son sus
condiciones de contribución a tal tarea social, pregunta que originalmente se respondió mediante
la idea de un Estado social de derecho entendido como “la forma de gobierno mediante la cual el
Estado,  haciendo uso de la legislación,  asume la responsabilidad de proteger y promover el
bienestar básico de todos sus miembros”. Sin embargo, la crisis financiera de tales modelos y la
internacionalización de las exigencias y estándares en torno a estos derechos ha motivado un
descenso de la  actividad del  Estado en estas materias y un incremento de la  carga de los
particulares  ante  “expectativas  o  pretensiones  de  recursos  y  bienes  dirigidos  a  satisfacer
necesidades básicas de las personas... pero fundamentalmente a los miembros más vulnerables
de la sociedad, cuyo acceso a dichos recursos suele ser escaso y a veces nulo o inexistente”
(Ángela Vivanco Martínez, “Justicia constitucional, libre elección en materia de salud y normativa
sobre lsapres”, 2010).

La Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, tuvo a la vista un documento que se denominó
“informe con proposiciones e ideas precisas” que sostiene que “el precepto constitucional de la
Carta de 1925 se limitaba a decir que es deber del Estado velar por la salud pública y el bienestar
higiénico del país, debiendo destinarse cada año una cantidad de dinero suficiente para mantener
el servicio nacional de salud. El ante proyecto es más amplio y ha debido considerar la evolución
que con el tiempo ha tenido el concepto de la salud, por una parte, y, por otra, la responsabilidad
que con respecto a ella le caben al Estado y a la iniciativa privada, cuya intervención en una
materia  tan  delicada  y  que  puede afectar  hasta  la  vida  misma de  las  personas,  no  puede
desconocerse.  El  anteproyecto,  junto  con  asegurar  el  derecho  a  la  salud,  el  que  tiene  la
características de un derecho individual y social, contempla el principio de que el Estado asume la
responsabilidad de garantizar el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección
y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo, de acuerdo con el concepto moderno
de que la salud no sólo dice relación con la medicina curativa, sino que también con la prevención
de las enfermedades. Es evidente el Estado tiene una responsabilidad fundamental en todo lo
referente  a  la  salud  de  la  población,  especialmente  en  cuando  dice  (sic)  relación  con  la
planificación,  coordinación,  y control  de las acciones de salud. Pero en lo que respecta a la
ejecución de dichas acciones, si bien es deber preferente de ésta atenderla, ello debe ser sin
perjuicio de la iniciativa particular, ya que debe reconocerse el derecho de las personas para elegir
el sistema estatal de salud, o el de atención primaria (citado en José Luis Cea Egaña, Derecho
Constitucional Chileno, Tomo 11, 2012).

De los antecedentes de la historia fidedigna del texto constitucional, aparece que el derecho a la
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protección de la salud “está circunscrito en la posibilidad de ser satisfecho en plenitud por la
capacidad económica del Estado, siempre limitada; pone en juego la obligación del Estado de
actuar en forma dinámica y prioritaria entre sus preocupaciones dentro de este campo, y al mismo
tiempo exige una armonización entre ese deber del Estado, que es prioritario entre sus deberes, y
el derecho a los ciudadanos de participar como particulares en la actividad determinada, derecho
que es preferente, incluso desde el punto de vista de la libertad, a la acción del Estado, acción que
en este sentido, adquiere un carácter subsidiario” (Actas Oficiales de la Comisión de Estudios de la
Nueva Constitución, sesión nº 187 celebrada el 1O de marzo de 1976, p. 7 ).

De acuerdo al tenor literal del texto regulado en carta fundamental vinculado al derecho a la
protección de la salud, el Estado tiene diversos deberes.

En primer lugar, proteger el libre e igualitario acceso de todas las acciones de salud: acciones de
promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud.

En segundo lugar, le corresponde al Estado la coordinación y control de las acciones relacionadas
con la salud. Como ha dicho el profesor José Luis Cea, en este caso, “coordinar significa seguir y
establecer y seguir un orden entre instituciones públicas y privadas para el mejor cumplimiento de
finalidades  comunes  de  acuerdo  con  lo  previsto  en  el  inciso  tercero  del  numeral  9,  ambas
obligaciones son responsabilidad del Estado, debiendo cumplirlas dentro del marco de principios y
normas  contemplado  en  la  Constitución  y  las  leyes”  (José  Luis  Cea,  Derecho  Constitucional
Chileno, Tomo 11, 2012).

En tercer lugar, existe un deber preferente del Estado en garantizar la ejecución de las acciones
de salud. “Pues bien, el Estado no puede dejar de cumplir esa función, ya que es uno de sus
deberes y que recae en él con carácter preferente. La obligación consiste en garantizar dicha
obligación, sea por instituciones públicas o privadas. Ahora bien, garantizar, es asegurar o dar
certezas, a cualquier titular del derecho, que las acciones de salud le serán proporcionadas, sin
discriminación ni omisión, cuando necesite acceder a una o más de ellas” (José Luis Cea, Derecho
Constitucional Chileno, Tomo 11, 2012).

De acuerdo al diccionario de la Real Academia Española, el vocablo “preferente” significa que
tiene preferencia o superioridad sobre algo. De esta forma, garantizar las acciones de salud es un
deber superior  que incumbe al  Estado,  el  cual  se torna inexcusable a la hora de poder dar
protección a la población. Como dijo Rodolfo Figueroa García-Huidobro, “la Constitución establece
un deber de garantizar las acciones de salud. Pues bien, el TC (sic) se refiere a esta idea de
garantizar: “Con ello, se apunta a dar seguridad o certeza de que se ejecuten las pertinentes
acciones de salud” (Rodolfo Figueroa García Huidobro, “El derecho a la salud”, 2013).

Numerosas sentencias del Tribunal Constitucional han pretendido dilucidar el contenido concreto
de los deberes del Estado en materia de protección de la salud (rol 1572, c. 22; rol 1589, c. 20; rol
1629, c. 20; rol 1636, c. 20; rol 1745, c. 21; rol 1765, c. 20; rol 1766, c. 20; rol 1769, c. 20; rol
1784, c. 22; rol 1785, c. 20; rol 1806, c. 22 y rol 1807, c. 20).

Sintetizando la doctrina judicial en esta materia específica, se puede hacer presente que “el deber
preferente del Estado en materia de salud” tiene las siguientes particularidades.

En primer lugar, se trata de un “deber del Estado” y, por lo tanto, la conducta estatal respectiva es
descrita de modo abstracto y genérico; es impuesta en interés general o de la colectividad; y no
tiene correlato en derechos subjetivos.
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En segundo lugar, se trata de un deber “preferente” del Estado, lo que significa que el rol del
Estado en esta materia es principal, en tanto que el de los privados es subsidiario.

En tercer  lugar,  la  Constitución  utiliza  la  expresión  “garantizar”,  lo  que quiere  decir  que la
Constitución busca dar certeza al titular del derecho de que las prestaciones efectivamente se
llevarán a la práctica. Finalmente, este deber preferente del Estado se materializa “en la forma y
condiciones que determine la ley”.

Es de destacar la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional en la sentencia del 6 de agosto
de 2010, rol 1710, que describe los antecedentes históricos y la naturaleza de este derecho y
garantía de la persona:

( La ) doctrina jurídica chilena ha establecido la naturaleza del derecho asegurado en el número 9º
del artículo 19 de la Constitución. El tratadista Alejandro Silva Bascuñán afirma: “el derecho a la
salud  forma parte  de  los  “derechos  sociales”:  o  de  segunda  generación,  que  superando  la
concepción liberal del Estado, se basan en los principios de igualdad y de solidaridad y cuyo titular
es la  persona humana,  la  que puede exigir  su cumplimiento a la  sociedad en su conjunto”
(Alejandro Silva Bascuñán: Tratado de Derecho Constitucional, ob. cit., Tomo XII, p.130);

( El ) mismo autor arriba a la citada definición después de trazar la evolución de la garantía en los
textos constitucionales chilenos, desde 1925, pasando por la reforma de 1971 y deteniéndose en
la génesis de su actual formulación, especialmente durante los debates en la Comisión de Estudios
de la Nueva Constitución, en los que destaca un oficio enviado por el entonces Ministro de Salud,
general Fernando Matthei, fechado el 23 de marzo de 1976, en cuyo texto se lee: “las personas
podrán elegir  libremente el  sistema estatal  o la atención privada,  debiendo someterse a las
normas que rigen el funcionamiento de cada uno de ellos, según corresponda”. Según el tratadista
citado, en esa frase radica el origen del inciso final del número 9º del artículo 19 de la Constitución
(Alejandro Silva Bascuñán: ob. cit., Tomo XII, pp. 128 y ss.);

(El ) derecho a la protección de la salud, como está formulado en la Constitución chilena, ·se
encuentra profundamente enraizado en una serie de convenciones internacionales vigentes y
contraídas por Chile.  Desde luego el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de Naciones Unidas, cuyo Comité está encargado de presentar informes periódicos
sobre el estado de cumplimiento de los diferentes derechos consagrados en el Pacto. Este Comité
del mencionado Pacto “interpreta el derecho a la salud como un derecho de contenido complejo
que engloba no sólo el derecho a una asistencia sanitaria oportuna y adecuada, sino que también
se extiende a los determinantes básicos de la salud, tales como el acceso al agua potable y al
saneamiento, la vivienda adecuada, el suministro adecuado de alimentos sanos, las condiciones
saludables de trabajo y medio ambiente, etc.”.

“El  derecho a la  salud debe entenderse como el  derecho al  disfrute de toda una gama de
facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto grado de salud”
(Juan Ma. Pemán Marín: El derecho a la salud como derecho social. Desarrollos recientes desde la
perspectiva internacional y en el derecho comparado, en: Revista de Administración Pública, 179,
Madrid, 2009, p. 50);

(En) relación al derecho a la protección de la salud, debe señalarse que una misma materia no
puede  ser  regulada  indistintamente  por  la  ley  y  por  normas  administrativas  y  que,  en
consecuencia, no le corresponde al legislador legalizar o deslegalizar materias, pues eso lo define
el constituyente.
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La jurisprudencia ha entendido que el enunciado de las normas contenidas en la Constitución no
es una declaración de principios. Cabe destacar que la argumentación judicial que puede fundarse
en estos primeros lineamientos constitucionales permitirá siempre aproximarse a una decisión
justa y apegada a los principios de la Carta Fundamental, como lo hizo con acierto la sentencia
dictada en recurso de protección “Patricia Elena Vásquez lbáñez contra Fondo Nacional de Salud
FONASA”, pronunciada por la Corte de Apelaciones de Santiago el 24 de noviembre de 2009, rol
7766-2009, y confirmada sin modificaciones por la Corte Suprema en el proceso rol 9317-2009:

(De) acuerdo a lo establecido en el artículo 1º del texto constitucional, el Estado está al servicio de
la  persona  humana  y  su  finalidad  es  promover  el  bien  común,  contribuyendo  a  crear  las
condiciones sociales que permitan a los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización
material  y espiritual  posible,  con pleno respeto de los derechos y garantías constitucionales,
evitando toda forma de discriminación entre ellos; adicionalmente, es deber del Estado, proteger a
la población.

(El) artículo 5º de la misma carta fundamental, reitera que es deber de los órganos del Estado
respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, los que
constituyen una limitación al ejercicio de la soberanía y que se encuentran garantizados por la
Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes.

Sobre el valor obligatorio de las palabras de la Constitución, interesa recordar la doctrina sentada
por el Tribunal Constitucional en la sentencia del 1º de agosto de 2006, rol 521, sobre el control de
constitucionalidad respecto del proyecto de ley modificatorio de la ley Nº 19.913 que creó la
Unidad de Análisis Financiero. Dicha decisión afirmó de manera rotunda que (el) irrestricto respeto
de los derechos fundamentales constituye un imperativo derivado de la observancia del principio
de supremacía constitucional que obliga a todos los órganos de Estado, según lo preceptuado en
el artículo 6º inciso primero del Código Político.

Este  imperativo  se  extiende al  Tribunal  Constitucional,  muy especialmente  cuando ejerce  la
atribución que le confiere el artículo 93, en sus numerales 6 y 7 de la Carta Fundamental.

Los diputados acusadores consideran también lo que decidió el  Tribunal  Constitucional  en la
sentencia del  16 de diciembre de 2008 en la causa rol  1287-2008,  en un requerimiento de
inaplicabilidad por inconstitucionalidad de Pedro Fernández Bitterlich respecto del artículo 38 ter
de la ley Nº 18.933, en rol Nº 7952-2008 de la Corte de Apelaciones de Santiago:

“La fuerza normativa de la Constitución es una característica conforme a la cual ésta se irradia al
ordenamiento jurídico entero, al punto que ninguna de sus disposiciones puede quedar al margen
de o en pugna con la supremacía que es propia de ella”.

Compartimos en este sentido el  juicio de la profesora Alejandra Zúñiga cuando sostiene que
“como se sabe, el principio de aplicación directa de los derechos fundamentales implica que su
eficacia es independiente de la existencia o no de una ley que los regule y que son derechos que
deben ser reconocidos de oficio por parte de los servidores públicos, en particular, de los jueces.
En el Estado Constitucional, los derechos son atribuciones, facultades o potestades independientes
de la legislación común, puesto que adquieren valor  jurídico de la propia Constitución y los
instrumentos internacionales. Por ello, son perfectamente aplicables de modo directo, aun sin la
existencia de normas inferiores que los regulen y desarrollen. Así, se hace necesario distinguir
entre la ley como regla establecida por el legislador, y los derechos humanos, como pretensiones
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subjetivas absolutas, válidas por sí mismas, con independencia de la ley”. (Alejandra Zúñiga, “el
Derecho a la vida y el derecho a la protección de la salud, una relación necesaria”, 2011).

De esta manera, los diputados acusadores concluyen que el Estado tiene deberes concretos y
exigibles en orden a garantizar la ejecución de las acciones de salud. Al establecer la posibilidad
que las acciones de salud sean ejecutadas por órganos públicos o privados, la circunstancia de
que existan problemas graves  de  gestión  por  parte  del  Ministerio  que impidan el  acceso a
prestaciones a gran parte de la población, se traducen en una infracción a los deberes del Estado
en materia de garantizar el acceso a la salud, por vía de la omisión, al no disponer de las medidas
administrativas o legislativas -en su caso- que permitan dar cumplimiento a lo prescrito en la carta
fundamental.

Finalmente, es importante señalar que estos deberes del Estado en materia de protección de la
salud deben ejercerse de manera eficiente y eficaz. La eficiencia es un deber no sólo ético o una
recomendación de buena práctica, sino una obligación para la administración estatal chilena. Así
se desprende de los artículos 11, 54 y 55 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases
Generales de la Administración del Estado, cuyo artículo 52 numeral 8º establece que infringe
especialmente el principio de probidad el contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad
que rigen el desempeño de los cargos públicos, con grave entorpecimiento del servicio o del
ejercicio de los derechos ciudadanos ante la Administración.

Es por esto que los acusadores concluyen que, ante la grave crisis que vive el sector de la salud
pública, la Ministra tiene responsabilidad directa al no disponer de medios eficaces que se han
traducido en el incumplimiento del deber constitucional de garantizar las acciones en salud de
manera eficiente, oportuna y sin discriminaciones.

D. El estatuto constitucional y legal de los Ministros de Estado y en particular del Ministro de Salud

Que para los acusadores, es imprescindible determinar cuál es el estatuto jurídico constitucional
de los Ministros de Estado, y la fuente legal que permite imputar a la Ministra de Salud las
infracciones  constitucionales  y  legales  que  se  detallarán  en  los  capítulos  de  la  acusación
constitucional, pues es en función de las potestades que la ley asigna al Ministerio de Salud que
debe  apreciarse  si  se  verifican  los  hechos  que  dan  pábulo  a  una  causal  de  acusación
constitucional, porque los Ministros de Estado son los colaboradores directos e inmediatos del
Presidente  de la  República  en el  gobierno y  administración  del  Estado.  Como es  sabido,  el
gobierno y la administración del Estado corresponden al Presidente de la República, quien es el
Jefe del Estado.

De acuerdo a la carta fundamental, en su artículo 33 inciso primero, “los Ministros del Estado son
los  colaboradores  directos  e  inmediatos  del  Presidente  de  la  República  en  el  gobierno  y
administración del Estado. Este ultimo podrá encargar a uno o más Ministros la coordinación de la
labor que corresponde a los Secretarios de Estado y las relaciones del Gobierno con el Congreso
Nacional”.

Dentro  de  sus  atribuciones  constitucionales  destacan  que  “los  Ministros  podrán,  cuando  lo
estimaren conveniente, asistir a las sesiones de la Cámara de Diputados o del Senado, y tomar
parte en sus debates, con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto.
Durante la votación podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier diputado
o senador al fundamentar su voto. Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir
personalmente a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para
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informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes
Secretarías de Estado, acuerden tratar”.

A su turno, el artículo 1° inciso segundo de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases
General  de  la  Administración  del  Estado,  sostiene  que  la  Administración  del  Estado  estará
constituida, entre otros órganos, por los Ministerios.

Según el  artículo 22 del  mismo cuerpo legal,  “los ministerios son los órganos superiores de
colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de sus
respectivos sectores, los cuales corresponden a los campos específicos de actividades en que
deben ejercer dichas funciones”. Continua señalando que “los ministerios deberán proponer y
evaluar  las  políticas  y  planes correspondientes,  estudiar  y  proponer  normas aplicables  a  los
sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar
las actividades del respectivo sector”. A su turno, el artículo 23 prescribe que “los Ministros de
Estado, en su calidad de colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República,
tendrán la responsabilidad de la conducción de sus respectivos Ministerios, en conformidad con las
políticas e instrucciones que aquél imparta”.

El decreto con fuerza de ley número 1/2005 del Ministerio de Salud, publicado en el Diario Oficial
de 24 de abril de 2006, es el que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley
N° 2.763 y de las leyes N°s 18.933 y 18.469, que establece las facultades y atribuciones del
Ministerio, y de los demás órganos y servicios estatales competentes en el ámbito general para la
institucionalidad de la salud.  Así,  las personas naturales o jurídicas,  públicas y privadas que
laboran en salud coordinadamente, dentro de los marcos fijados por el Ministerio de Salud para el
cumplimiento de las normas y planes que éste apruebe, constituyen el Servicio Nacional de Salud.

En plena concordancia con los deberes que la Constitución Política de la República le impone al
Estado en materia de protección de la salud, el artículo 1° de dicho decreto con fuerza de ley
prescribe que al Ministerio de Salud y a los demás organismos que contempla el presente Libro,
compete ejercer la función que corresponde al Estado de garantizar el libre e igualitario acceso a
las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de la persona
enferma; así como coordinar, controlar y, cuando corresponda, ejecutar tales acciones.

Las competencias del Ministerio son las que designa el artículo 4º del cuerpo legal señalado. Es
general,  cabe a esa secretaría fijar  y  controlar  las políticas de salud,  de lo  que derivan las
siguientes funciones:

“1.- Ejercer la rectoría del sector salud, la cual comprende, entre otras materias:

a) La formulación, control y evaluación de planes y programas generales en materia de salud.

b) La definición de objetivos sanitarios nacionales.

c) La coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos sanitarios.

d) La coordinación y cooperación internacional en salud.

e) La Dirección y orientación de todas las actividades del  Estado relativas a la provisión de
acciones de salud, de acuerdo con las políticas fijadas.

2.-  Dictar  normas generales sobre materias técnicas,  administrativas y financieras a las que
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deberán ceñirse los organismos y entidades del Sistema, para ejecutar actividades de prevención,
promoción, fomento, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas
enfermas.

3.- Velar por el debido cumplimiento de las normas en materia de salud. La fiscalización de las
disposiciones  contenidas  en  el  Código  Sanitario  y  demás  leyes,  reglamentos  y  normas
complementarias y la sanción a su infracción cuando proceda, en materias tales como higiene y
seguridad  del  ambiente  y  de  los  lugares  de  trabajo,  productos  alimenticios,  inhumaciones,
exhumaciones y traslado de cadáveres, y farmacias, será efectuada por la Secretaría Regional
Ministerial  de  Salud  respectiva,  sin  perjuicio  de  la  competencia  que  la  ley  asigne  a  otros
organismos.

4.- Efectuar la vigilancia en salud pública y evaluar la situación de salud de la población.

5.- Tratar datos con fines estadísticos y mantener registros o bancos de datos respecto de las
materias de su competencia. Tratar datos personales o sensibles con el fin de proteger la salud de
la población o para la determinación y otorgamiento de beneficios de salud.

6.- Formular el presupuesto sectorial.

7.- Formular, evaluar y actualizar el Sistema de Acceso Universal con Garantías Explícitas, en
adelante, también, “Sistema AUGE”, el que incluye las acciones de salud pública y las prestaciones
a que tienen derecho los beneficiarios a que se refieren los Libros II y III de la ley.

8.- Formular, evaluar y actualizar los lineamientos estratégicos del sector salud o Plan Nacional de
Salud,  conformado  por  los  objetivos  sanitarios,  prioridades  nacionales  y  necesidades  de  las
personas.

9.-  Fijar  las  políticas  y  normas  de  inversión  en  infraestructura  y  equipamiento  de  los
establecimientos públicos que integran las redes asistenciales.

10.- Velar por la efectiva coordinación de las redes asistenciales, en todos sus niveles.

11.- Establecer los estándares mínimos que deberán cumplir los prestadores institucionales de
salud, tales como hospitales, clínicas, consultorios y centros médicos, con el objetivo de garantizar
que las prestaciones alcancen la calidad requerida para la seguridad de los usuarios. Dichos
estándares recaerán respecto de condiciones sanitarias, seguridad de instalaciones y equipos,
aplicación de técnicas y tecnologías, cumplimiento de protocolos de atención, competencias de los
recursos humanos, y en toda otra materia que incida en la seguridad de las prestaciones.

12.- Establecer un sistema de acreditación para los prestadores institucionales autorizados para
funcionar,  entendiéndose  por  acreditación  el  proceso  periódico  de  evaluación  respecto  del
cumplimiento de los estándares mínimos, de acuerdo al tipo de establecimiento y a la complejidad
de las prestaciones.

13.-  Establecer  un  sistema  de  certificación  de  especialidades  y  subespecialidades  de  los
prestadores individuales de salud legalmente habilitados para ejercer sus respectivas profesiones,
esto es, de las personas naturales que otorgan prestaciones de salud. Por certificación se entiende
el proceso en virtud del cual se reconoce que un prestador individual de salud domina un cuerpo
de conocimientos y experiencias relevantes en un determinado ámbito del trabajo asistencial,
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otorgando el correspondiente certificado.

14.-  Establecer,  mediante resolución, protocolos de atención de salud. Para estos efectos, se
entiende  por  protocolos  de  atención  en  salud  las  instrucciones  sobre  manejo  operativo  de
problemas de salud determinados. Estos serán de carácter referencial, y sólo serán obligatorios,
para el sector público y privado, en caso de que exista una causa sanitaria que lo amerite, lo que
deberá constar en una resolución del Ministerio de Salud.

15.- Implementar, conforme a la ley, sistemas alternativos de solución de controversias sobre
responsabilidad civil de prestadores individuales e institucionales, públicos o privados, originada
en  el  otorgamiento  de  acciones  de  salud,  sin  perjuicio  de  las  acciones  jurisdiccionales
correspondientes.  Los  sistemas  podrán  contemplar  la  intervención  de  entidades  públicas  y
privadas que cumplan con condiciones técnicas de idoneidad.

16.- Formular políticas que permitan incorporar un enfoque de salud intercultural en los programas
de salud en aquellas comunas con alta concentración indígena.

17.- Las demás que le confieren las leyes y reglamentos”.

Que de acuerdo al artículo 7° del decreto con fuerza de ley en comento, al Ministro corresponderá
la dirección superior  del  Ministerio.  Deberá,  igualmente,  fijar  las políticas,  dictar  las normas,
aprobar los planes y programas generales y evaluar las acciones que deben ejecutar dichos
organismos y demás integrantes del Sistema.

De esta manera, y de la sola lectura de los preceptos transcritos, es resorte del Ministerio de
Salud, y en concreto de la Ministra Carmen Castillo, dar cumplimiento a los deberes del Estado en
materia de salud.

E. Capítulos de la acusación

Primer capítulo de la acusación

Incumplimiento de dar respuestas al oficio de la Cámara de Diputados Cámara de Diputados en el
contexto de la interpelación parlamentaria.

El día 30 de septiembre de 2015, la Ministra Carmen Castillo compareció a la Sala de la Cámara de
Diputados con el objeto de dar cumplimiento al requerimiento formulado en virtud del artículo 52
Nº 1 letra b) de la Constitución Política de la República.

Con ocasión de dicha comparecencia y en virtud del artículo 327 bis del Reglamento de la Cámara
de Diputados, se acordó oficiar a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto que se
sirviera informar de una serie de interrogantes en el contexto de la Interpelación.

El artículo citado prescribe que una vez concluidas las intervenciones a que se refiere el artículo
anterior, la Cámara votará sin discusión el proyecto de acuerdo o la solicitud de antecedentes que
se haya formulado en virtud de lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 52,
número 1, letra a), de la Constitución Política de la República, el que sólo podrá tener como
destinatario al Presidente de la República.

Dicho artículo remite a los incisos primero y segundo del artículo 52 Nº 1 de la Carta Fundamental.
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Que dicha norma sostiene que son “atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:

a)  Adoptar  acuerdos  o  sugerir  observaciones,  con  el  voto  de  la  mayoría  de  los  diputados
presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar
respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros
presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de
la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda,
dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.

En  ningún  caso  los  acuerdos,  observaciones  o  solicitudes  de  antecedentes  afectarán  la
responsabilidad política de los Ministros de Estado;”.

Que por intermedio del oficio Nº 12.725, de fecha 30 de septiembre de 2015, en la sesión Nº 74,
se dijo que “la Cámara de Diputados, en sesión celebrada en el día de hoy, en el marco de la
facultad que le reconoce el artículo 52, número 1), letra b), de la Constitución Política de la
República, y en uso de la facultad que le confiere el artículo 52, número 1, letra a), inciso segundo,
del  mismo cuerpo  constitucional,  acordó  oficiar  a  V.E.  (A  su  Excelencia  la  Presidenta  de  la
República) a fin que ser sirva informar al tenor de las siguientes interrogantes:

1.- Construcción de hospitales; en vista de que en la Comisión de Salud del día 31 de agosto de
2015, la Ministra señora Carmen Castillo señaló que de Ios 20 hospitales que se construirían a
2018, habla de 6 que no lo estarían;

a) ¿Cuántos hospitales construidos e inaugurados habrá en marzo de 2018?

b) ¿Cuántos hospitales construidos e inaugurados habrá en diciembre de 2018?

c) ¿Cuántos hospitales en construcción habrá al término del Gobierno y cuántos hospitales en
estudio?

Se solicita la nómina con cada una de las informaciones solicitadas.

2.- Listas de espera: En vista que en la actualidad hay más de 260.000 personas en listas de
espera, de las cuales 14.722 corresponden al Plan Auge y 247.778 a situaciones no contempladas
por el Plan:

a) ¿A cuánto se reducirán las listas de espera desde hoy a marzo de 2016?

b) ¿A cuánto se reducirán las listas de espera desde hoy a marzo de 2017?

c) ¿A cuánto se reducirán las listas de espera desde hoy a marzo de 2018?

3.- Deuda hospitalaria: En razón que la deuda hospitalaria aumentó entre enero y junio de 2015 de
M$106.000 a M$ 208.000, ¿en cuánto se compromete con los chilenos a reducir esta deuda de
aquí al final de su mandato?

4.-  Falta  de especialistas.  En palabras  del  Ejecutivo,  faltan más de 3.750 especialistas  para
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atender la Salud Pública.

a) ¿Cuántos especialistas ingresarán al sistema de Salud Público chileno al 11 de marzo de 2018?

b) ¿Qué acciones dedujo el Consejo de Defensa del Estado cuando en el mes de mayo del año
2014 la Subsecretaria de Salud, señora Angélica Verdugo, denunció supuestas irregularidades en
la construcción de 14 recintos hospitalarios?

Lo  que  tengo  bien  comunicar  a  V.E.,  conforme  a  lo  dispuesto  en  señaladas  disposiciones
constitucionales.

Patricio Vallespín López

Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados”.

Que al momento del vencimiento del plazo (30 de octubre), la Sala de la Cámara de Diputados
hasta la sesión del martes 10 de noviembre, no ha dado cuenta del oficio de respuesta al que
emanó de la Sala de la Cámara. En efecto,  el  artículo 97 del  Reglamento de la Cámara de
Diputados señala que “las comunicaciones dirigidas a la Cámara de Diputados se entenderán
oficialmente recibidas y producirán sus efectos sólo una vez que se hayan dado a conocer por
medio de la Cuenta en una sesión. Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto
mismo en que sean recibidos por la Secretaría de la Cámara.”.

Que dicho incumplimiento, constituye una infracción de las normas constitucionales que afecta de
manera directa las facultades de fiscalización de la Cámara de Diputados en una materia tan
sensible como lo fueron las preguntas emanadas del cuestionario las cuales inciden directamente
en la forma en que el Estado, en concreto el Ministerio de Salud, dará cumplimiento a sus deberes
constitucionales en esta materia.

Que sin perjuicio que el inciso tercero de la norma en comento diga que “En ningún caso los
acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los
Ministros de Estado”; dicha norma tiene por objeto la protección del Sistema Presidencial de
Gobierno y no busca en caso alguno que la facultad fiscalizadora que pueda ejercer la Cámara no
pueda ser apremiada por el plazo de 30 días que establecen los incisos anteriores.

Que de ser así,  se generaría un serio desbalance del sistema de frenos y contrapesos, pues
correspondiendo Chile a un sistema Presidencial de Gobierno, prácticamente todos los acuerdos
de la Cámara de Diputados adoptados conforme al Nº 1 de la letra a) del artículo 52 podrían ser
ignorados, no pudiendo ser esta la intención del legislador.

Que esta norma se incorporó en la ley N° 20.050,  de reforma constitucional.  En su historia
fidedigna se aprecia la intención de la introducción del plazo de 30 días. En efecto, durante la
Legislatura 349, en la sesión 31, con fecha 3 de septiembre de 2003, se discutió la reforma de
este artículo:

“El señor ESPINA.- Señor Presidente, ésta es una modificación de fondo que, a nuestro juicio,
fortalece significativamente las facultades de fiscalización que corresponden a la  Cámara de
Diputados.  Ellas,  sin  duda,  constituyen una de las  piezas fundamentales en una democracia
porque posibilitan el control recíproco entre los distintos Poderes del Estado.

Actualmente las atribuciones que la Carta Fundamental otorga a la Cámara Baja se limitan a dos



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 54 de 207

Informe Comisión

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

acciones concretas. La primera consiste en que esa rama legislativa, con el voto de la mayoría de
sus miembros presentes, puede adoptar acuerdos o sugerir observaciones, las que se transmitirán
por escrito al Presidente de la República, debiendo el Ministro correspondiente dar respuesta
dentro de 30 días; y la segunda, en que cualquier Diputado, con el voto favorable de un tercio de
los presentes, puede solicitar determinados antecedentes al Gobierno.

En este último caso, se introduce ya un primer cambio, dado que el texto vigente no fija plazo de
respuesta,  por  lo  cual  es  perfectamente  posible  que  no  la  haya,  generando  en  la  práctica
innumerables  dificultades  para  el  ejercicio  de  la  facultad  de  fiscalización.  En  la  enmienda
propuesta  por  la  Comisión se  establece un plazo perentorio  de 30 días  para  que el  Primer
Mandatario, por intermedio del Secretario de Estado pertinente, conteste las peticiones.

La modificación es relevante, porque en caso de que la autoridad requerida -el Presidente de la
República o alguno de sus Ministros- no responda dentro de plazo, incurrirá en la causal de
incumplimiento de la ley. Y la reiteración de esta conducta podría dar origen a una acusación
constitucional en su contra.

Por otra parte, se agregan dos formas de fiscalización: la consignada en la letra b), que permite
citar a un Ministro de Estado, a solicitud de a lo menos un tercio de los Diputados en ejercicio, a fin
de formularle  preguntas sobre materias vinculadas a su cargo.  Esta atribución se encuentra
regulada, con el objeto de que no se haga uso abusivo de ella, por cuanto parece más propia de
un régimen parlamentario que de uno presidencial.

En efecto, si bien será factible ejercer una adecuada supervisión a través de la citación a un
Secretario de Estado, el número de éstas quedará restringido con el propósito de no impedir el
normal cumplimiento de sus funciones. Sólo se le podrá citar para un mismo asunto hasta tres
veces en un año.

La  otra  modalidad  de  fiscalización  es  la  creación  de  comisiones  especiales  investigadoras
establecida  en  la  letra  c).  A  este  respecto  hay  dos  cambios  importantes:  tendrán  rango
constitucional, dado que hoy se hallan consignadas en el Reglamento de la Cámara Baja, donde se
exige el voto favorable de la mayoría de los Diputados presentes para constituirlas; y se formarán
a petición de a lo menos un tercio de los Diputados en ejercicio, no presentes. De esta manera la
Oposición, que por regla general tiende a ser minoría en el Parlamento, podrá solicitar la creación
de este tipo de comisiones y someter los correspondientes informes a la aprobación de la mayoría
de la Sala.

El señor Muñoz Barra.- ¿Me permite una consulta, Honorable colega?

El señor Espina.- Muy bien.

El señor Zaldívar, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor Muñoz Barra.- Señor Presidente, me pareció entender que si el Presidente de la República
no contestare después de varias interpelaciones podría ser objeto de una acusación constitucional.
¿Ésta es la interpretación correcta?

El señor Espina.- No, lo que señalé...

El señor Viera-Gallo.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?
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EI señor Espina.- Sé que hay un punto respecto del cual Su Señoría discrepa.

El señor Viera-Gallo.- No sólo uno.

EI señor Espina.- Prefiero terminar mi intervención para que luego plantee sus divergencias.

El señor Viera-Gallo.- De acuerdo.

EI señor Espina.- Señor Presidente, sobre el punto en cuestión señalé que, en el inciso segundo de
la letra a) del artículo 48, se consigna: “El Presidente de la República contestará por intermedio del
Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.”, lo
cual significa que se da un tiempo para que el Primer Mandatario responda.

No quiero polemizar acerca de si la falta de respuesta del Jefe de Estado a dicha exigencia puede o
no dar origen a una acusación constitucional.  El  hecho es que no existe plazo.  Y eso es lo
relevante.

En la actualidad, cuando un tercio de los Diputados presentes solicitan al Gobierno el envío de
ciertos antecedentes, éste no dispone de un límite para remitirlos. La modificación propuesta fija
un período para responder. Eso es lo importante que debemos resolver. Lo demás son opiniones
personales respecto de si cabe o no entablar una acción como la acusación constitucional. Pero
ello, a mi juicio, involucra consideraciones políticas que no dicen relación a lo que se debe decidir
en esta reforma.

Sobre el particular, sólo quiero manifestar que la innovación respecto de la norma actual, que no
establece plazo, consiste en que se fijan treinta días para contestar.

Los efectos del incumplimiento es una materia de otra naturaleza que no corresponde analizar en
el contexto de esta reforma constitucional.

El señor Zaldívar, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor Viera-Gallo.- Señor Presidente, creo que el asunto planteado, que la Comisión también
aprobó en forma unánime, amerita ser considerado con detenimiento por la Sala. Indudablemente,
se trata de un cambio muy fundamental respecto de lo existente, porque se amplían y, al mismo
tiempo, se establecen de manera más ordenada las facultades fiscalizadoras de la Cámara.

Pero no hay que olvidar que el período conocido como “anarquía parlamentaria” tuvo lugar, sin
cambio constitucional, por el uso abusivo por parte de la Cámara de Diputados de la facultad para
citar a Ministros de Estado y hacer efectiva su responsabilidad. Ese hecho pertenece a nuestra
historia. Y, por eso, se meditó mucho en la Comisión de Constitución antes de dar este paso, al
punto de que la letra b) del citado artículo fue la más discutida de todas, porque faculta a la
Cámara Baja para citar a un Ministro de Estado, a petición de sólo un tercio de los Diputados en
ejercicio, o sea, una parte minoritaria de la Oposición. En definitiva, esa porción minoritaria puede
convocar a los Secretarios de Estado a una sesión especial, donde deben responder sus preguntas
-es decir, una interpelación-, pero es posible que ello ocurra sólo tres veces al año, salvo que los
dos tercios de los Diputados en ejercicio acuerden algo diferente.

Por lo tanto, se trata de una práctica nueva. Normalmente cuando la Cámara Baja cita a una
sesión  especial,  los  Ministros  no  concurren;  y  si  lo  hacen,  realizan  un  largo  discurso  y  no
responden preguntas. No estamos en el ánimo de repetir lo que en Inglaterra se conoce como
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“question time”, donde el Primer Ministro y todo su gabinete son interpelados. Aquí se introduce el
mecanismo de la interpelación parlamentaria a los Ministros de Estado, es decir, la posibilidad de
citarlos a todos -¡a todos!- a una sesión y ser interrogados.

Resulta  obvio  que  eso  le  pareció  positivo  a  la  Comisión.  Pero  llamo  la  atención  sobre  la
importancia que reviste tal modificación constitucional, pues lo deseable es que esa facultad sea
ejercida con responsabilidad política. Fue con tal objeto que se puso la restricción de no poder
citar más de tres veces en el año a un mismo Ministro (...).

Por último, quiero referirme al punto señalado por el Honorable señor Espina -que no comparto-
tocante a la falta de respuesta, dentro de un plazo determinado, al requerimiento de antecedentes
al Presidente de la República o a los Ministros de Estado. El inciso tercero de la letra a) del artículo
48 señala: “En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la
responsabilidad política de los Ministros de Estado”, por lo cual no se podría iniciar un juicio
político  por  ello;  a  lo  mejor,  puede  ser  objeto  de  otras  sanciones,  pero  no  de  acusación
constitucional (Biblioteca del Congreso Nacional, Historia de la ley N° 20.050, p 1.706).

De la discusión legislativa se aprecia que la interpelación por la cual el plazo de 30 días no sirva
como apremio alguno para el  Presidente de la  República  no puede ser  objeto  de la  norma
constitucional, pues siendo así la labor fiscalizadora del Congreso Nacional se vería fuertemente
mermada. De esta forma, debe preferirse siempre la interpretación conforme a la cual la norma
produzca efectos. Es por ello que, sin perjuicio que es evidente que el Ministro de Estado no es
jamás responsable políticamente ante el Congreso Nacional cuando éste ejerza sus facultades
fiscalizadoras al tener Chile un sistema Presidencial, ello no obsta que dicho incumplimiento no
constituya una infracción  a  los  preceptos  constitucionales  pues  en este  caso  se  usa  la  voz
“deberá”.

Que de esta forma, se incumple con una obligación vinculante para la Ministra de Salud a través
de quien debe responder S. E. la Presidenta de la República por ser ella la titular del órgano
competente en las materias del Salud. Por ello, es que formulan la acusación por haber infringido
la Constitución al  no responder el  cuestionario resultado de la Interpelación de fecha 30 de
septiembre.

Segundo capítulo de la acusación

Graves problemas de gestión hospitalaria en el sector público de salud

En el ámbito de salud púbica, los diputados acusadores consideraron que existe una severa crisis
en la gestión de hospitales públicos, tanto a nivel de la inversión como a nivel de la gestión
misma, lo cual incide gravemente en el cumplimiento de los deberes del Estado en el ámbito de
garantizar el acceso a las acciones de salud.

1)  En  el  programa  de  gobierno  de  la  entonces  candidata  señora  Michelle  Bachelet,
específicamente en el apartado dedicado al área de la Salud, se efectuaron compromisos tanto de
corto como de largo plazo. Para los primeros 100 días de gobierno, el Programa comprometió un
“Plan Nacional de Inversión Pública en Salud 2014-2018” , el que destinaría 4.000 millones de
dólares en inversión pública durante ese período, y estaría compuesto, entre otros proyectos, por
la construcción de 20 nuevos hospitales, 20 hospitales que quedarían en construcción una vez
terminado el  mandato presidencial  (2018)  y,  por  último,  los  estudios  técnicos de ingeniería,
arquitectura y licitación de obras civiles de otros 20 hospitales más. Es decir,  al término del
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mandato de la entonces candidata, hoy presidenta, Michelle Bachelet, deberían estar construidos
o en vías de construcción, 60 nuevos hospitales en el país.

2) Tras el  discurso del  21 de mayo de 2015, en que la propia Presidenta Michelle Bachelet
reconoció el retraso en la construcción de la cartera de hospitales que intenta llevar adelante su
Gobierno, la ministra de Salud, Carmen Castillo, dio a conocer los atrasos de los recintos que
componen el Plan de Inversiones anunciado en 2014. Así, la información oficial entregada por el
Ministerio de Salud revela que de los 60 comprometidos para dejar en diferentes etapas de
construcción (20 construidos, 20 en proceso y 20 en etapa de estudios de obras) para el período
2014-2018, 23 presentarán retrasos y específicamente 6 de ellos -que debiesen estar operativos a
fines  de este  Gobierno-  quedarán postergados.  (Fuente:  Estudio  del  plan  de inversiones  del
Instituto libertad). De acuerdo a dicho estudio, los retrasos que presentan cerca de la mitad de los
hospitales comprometidos tendrán por consecuencia la postergación de 1.596 camas adicionales.
La  Ministra  Castillo,  en  sus  reiteradas  asistencias  a  la  Cámara  de  Diputados,  no  ha  podido
esclarecer con certeza si los plazos se van a cumplir o no, de lo que deriva una infracción a la
Constitución por los pacientes de los hospitales postergados.

“Así, únicamente por concepto de la reprogramación del cronograma original del actual Gobierno
78 mil pacientes quedarán a la espera de ser hospitalizados, 78 mil personas que podrían haber
sido atendidas de no haberse postergado la construcción de los hospitales anunciados por el
Gobierno” (Fuente: Instituto Libertad). Esto afecta de manera flagrante a los usuarios actuales y
potenciales que no podrán acceder en condiciones igualitarias a las acciones de salud, faltando así
la Ministra a cumplir el deber preferente de garantizar las ejecuciones de salud.

Dijo la Presidenta en la cuenta pública del año en curso que “la gran magnitud del plan nos obligó
a  hacer  rectificaciones...Lo  que puede ocurrir  es  que puedan sufrir  retrasos  respecto  de  su
proyección inicial. Hay casos en los cuales no se ha podido avanzar al ritmo que se esperaba,
porque se han presentado problemas con los terrenos o se han tenido que reformular los diseños o
hemos enfrentado debilidades en la gestión estatal, todo lo que inevitablemente obliga a extender
los plazos”. Mientras tanto, la Ministra señaló el 7 de junio “No vimos el peso pesado que se nos
venía”. Incluso dijo, a propósito de las palabras de la Presidenta, que “su talón de Aquiles'' fue la
organización que tuvimos que hacer el año pasado para poder ejecutar el Presupuesto. Todo esto
era un desafío ambicioso, inmenso, y en el Ministerio no existía una estructura que pudiese dar
respuestas”. Sin embargo, el 2014 se creó al margen del ordenamiento jurídico -de manera ilegal-
una Secretaría de Coordinación de Inversiones a cargo del señor Sergio Teke cuya función sería
adelante el plan de infraestructura, donde se contrataron profesionales y 17 agentes públicos para
la gestión y la supervisión de los proyectos. La Ministra Castillo disolvió esa unidad. A mayor
abundamiento a través del Oficio N° 1907 de julio de 2015, la Ministra acusada informó a la
Cámara de Diputados los asesores que componían su gabinete y el de las dos subsecretarías. De
acuerdo a este oficio:

El Gabinete del Ministerio de Salud figura con 74 asesores de Gabinete que suman un total de
172.404.587 (al mes). El promedio por funcionario al mes es de 2.329.792.

El Gabinete de la Subsecretaría de Salud Pública figura con 23 asesores de Gabinete que suman
un total de 56.803.317 (al mes). El promedio por funcionario al mes es de 2.469.709.

El Gabinete de la Subsecretaría de Redes Asistenciales figura con 29 asesores de Gabinete que
suman un total de 67.088. 236 (al mes). El promedio por funcionario al mes es de 2.313.387.
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En total los asesores directos del Ministerio de Salud suman un total de 126 funcionarios por un
monto al mes de 296.296.140 al mes.

En total, aproximadamente, en asesores de Gabinete el Ministerio de Salud se gastó el año 2014
un total de 2.370.369.120 en asesores desde marzo a diciembre de 2014.

La Ministra en la Interpelación del 30 de Septiembre, dijo que ella había llegado “sólo con su
conductor”, ante lo cual se desprende que ella no reordenó el gabinete manteniendo hasta la
fecha a todas estas personas. De esta forma. No parece que exista un déficit en la estructura del
Ministerio para hacer frente al programa de inversiones en construcción de Hospitales, sino que de
una incapacidad de poder ejecutar la normativa vigente en orden a cumplir los deberes como
Ministra de Estado.

De  todo  lo  anterior,  queda  claro  que  la  Ministra  ha  sido  absolutamente  negligente  con  las
obligaciones constitucionales y legales que tiene a su haber con el objeto de aplicar la legislación
vigente en orden a disponer de las herramientas administrativas y legislativas que le permitan
materializar a gran parte de la ciudadanía, a las prestaciones de salud infringiendo, por tanto, la
normativa sectorial y los deberes del Estado en materia Constitucional.

Que, a mayor abundamiento, la Ejecución presupuestaria informada por el Ministerio de Salud en
materia de plan de inversiones en el contexto de la Ley de Presupuesto es del orden de 21%.
Dicha situación evidencia que existe una incapacidad de cumplimiento de la Ley de Presupuestos
lo que sólo significa postergar el acceso de salud pública a sus usuarios.

4)  El  Gobierno  de  la  Presidenta  Bachelet  retiró  en  el  año  2014,  6  hospitales  del  Plan  de
Concesiones:  el  Hospital  Sótero del  Río,  el  complejo Marga Marga y Quillota Petorca (Red V
Región), Curicó, Linares y Chillán (Red Sur).

- En el caso del Hospital Sótero del Río, no existe indicio administrativo alguno que signifique llevar
adelante la posibilidad de construir dicho hospital. De acuerdo del dictamen

N° 26.772, la Contraloría ordenó que el proceso de licitación se finalizara, situación que aún no ha
ocurrido, postergando a los usuarios de la comuna de Puente Alto de la posibilidad de acceder a
un hospital de calidad. Los otros proyectos se encuentran también retrasados, lo que significa un
impacto directo en la posibilidad de acceder de manera igualitaria a las prestaciones de salud que
establece la Constitución.

Al poco tiempo de empezar el gobierno de la Presidenta Bachelet, específicamente en abril de
2014, la Subsecretaria Angélica Verdugo denunció que 13 proyectos de inversión, en específico 7
hospitales y 6 Centros de Salud Familiar iniciados durante el Gobierno del Presidente Piñera se
encontraban paralizados o con retraso: Hospital de Puente Alto, Hospital de Calama, Hospital
Ezequiel  González Cortés,  Hospital  de Salamanca, Gustavo Fricke, Rancagua, Pitrufquén, y el
Hospital de Puerto Montt. (Fuente http://web .minsal.cl/node/1122) “Hemos iniciado la relación con
el  Consejo  de  Defensa  del  Estado  para  trabajar  en  conjunto  en  la  identificación  de
responsabilidades por el estado de estas obras”, y además que “el resultado que arrojen las
investigaciones estará sujeto a los tiempos dependientes de los Tribunales de Justicia”.

Al momento de presentar esta acusación constitucional, se sabe que el Consejo de Defensa del
Estado nunca inició acción tendiente a perseguir alguna responsabilidad administrativa, civil o
penal, simplemente porque nunca existieron los supuestos hechos irregulares que denunció la
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entonces Subsecretaría. La Ministra Castillo, consultada en la Interpelación, no se hizo cargo de
esta situación por lo que los diputados acusadores estiman que acá se cometió una negligencia al
no disponer ningún medio administrativo que determinara cuál fue el motivo de entregar estos
antecedentes al Consejo de Defensa del Estado y a esclarecer el motivo por el cual estos recintos
asistenciales se encuentran retrasados.

6) Que además la deuda hospitalaria acumula montos históricos. Entre marzo 2014 y abril 2015,
según datos del propio MINSAL, la deuda había crecido en un 69%. En junio de este año, la deuda
declarada  por  el  Ministerio  de  Salud  fue  207.844  millones.  En  la  interpelación  del  día  30
septiembre, la deuda llegó a los 246.000 millones. El compromiso del Gobierno en la interpelación
fue llegar de aquí a fin de año a una deuda de 150.000 millones. Sin embargo, no se percibe
ninguna gestión ni medida eficaz de parte de la Ministra Carmen Castillo en orden a solucionar un
problema que afecta directamente los deberes legales como Ministra y los deberes del Estado en
orden a garantizar el acceso a la acciones de salud, los cuales en la especie, se encuentran de
manera flagrantemente infringidos con resultados que son de conocimiento público.

Es por lo anterior, que la crisis en el sector hospitalario, tanto a nivel de planificación del programa
de  inversiones,  como  también  su  ejecución  presupuestaria,  la  deuda  hospitalaria  a  niveles
históricos, todo lo anterior sin que se conozcan medidas eficaces tendientes a mejorar la gestión, a
juicio  de  los  acusadores,  hacen  procedente  la  acusación  constitucional  al  verse  infringido
gravemente los deberes constitucionales en materia de salud que se traducen, preferentemente,
garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones
públicas o privadas.

Tercer capítulo de la acusación

Dejar sin ejecución las leyes en el caso de las garantías explícitas en salud, en especial la garantía
de oportunidad

La ley 19.966, que establece un Régimen de Garantías en Salud, define expresamente la Garantía
mencionada en su artículo 4º letra c): “Garantía Explícita de Oportunidad: plazo máximo para el
otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas, en la forma y condiciones que determine
el decreto a que se refiere el artículo 11. Dicho plazo considerará, a lo menos, el tiempo en que la
prestación deberá ser otorgada por el prestador de salud que corresponda en primer lugar; el
tiempo para ser atendido por un prestador distinto, designado por el Fondo Nacional de Salud o la
Institución de Salud Previsional, cuando no hubiere sido atendido por el primero; y, en defecto de
los anteriores, el tiempo en que el prestador definido por la Superintendencia de Salud deba
otorgar la prestación con cargo a las instituciones antes señaladas. No se entenderá que hay
incumplimiento de la garantía en los casos de fuerza mayor, caso fortuito o que se deriven de
causa imputable al beneficiario.”.

Por lo tanto, la lista de espera es aquella que da origen cuando se incumple la garantía de
oportunidad.

A través del oficio 8.995, de fecha 11-06-2015, el Ministerio de Salud, a través de Fonasa, contesta
una solicitud de transparencia en relación a las garantías de oportunidad AUGE vencidas a marzo
de 2015 en relación a cuando comienza la administración Bachelet. El propio Fonasa expuso que
de  un  total  de  11.677  garantías  vencidas  a  marzo  de  2015,  un  26,1% son  garantías  cuyo
vencimiento corresponde al año 2014, mientras que el 73,9% corresponden al año 2015.
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Garantías de oportunidad vencidas entre el 11 de marzo de 2014 y el 6 de marzo de 2015

De lo anterior, queda en evidencia que existe un problema de gestión grave en la administración
de las dos Ministras del Gobierno de la Presidenta Bachelet, pues no se observan condiciones que
hayan podido alterar los niveles de la salud pública como un brote o epidemias que hayan podido
incrementar coyunturalmente la demanda por atención sanitaria.

Esto claramente es un tema de gestión. El mismo Fondo Nacional de Salud lo reconoce cuando
explica cuáles son las políticas y mecanismos a través de las cuales se busca hacer frente a las
listas de esperas AUGE y NO AUGE: “FONASA son los Servicios de Salud firman cada año un
Acuerdo de Gestión, en el marco del programa de Prestaciones Valoradas, el cual contempla
financiamiento y actividad comprometida del Programa AUGE y la actividad NO AUGE. En dicho
acuerdo se establecen las acciones que realizará cada establecimiento de la Red Pública de
Salud.” De esta manera, mejorando la gestión de la red asistencial es evidente que las listas de
espera  se  acortarán.  Para  eso  se  requiere  poner  voluntad  en  exigir  soluciones  creativas  y
poniendo incentivos correctos. Sin embargo esto no es lo que ofreció la Ministra quien señaló que
“hemos dado instrucciones a todos los centros de salud para que se busque el segundo prestador,
porque  como es  exigible  tenemos  que  dar  respuesta.  Hoy  la  sociedad  puede  exigir  plazos
acotados”. Esto sólo significa decir que se va a cumplir con la normativa que establece que la
garantía de oportunidad debe ser exigida por los beneficiarios y que de verificarse el atraso se
debe proceder a designar un segundo prestador en el sistema público previo reclamo interpuesto
en el FONASA.

El abandono del Bono Auge

El Gobierno del Presidente Sebastián Piñera impulsó una política denominada “Bono Auge” la cual
consistía en que, vencida una garantía de oportunidad, y luego de persistir el retraso después de
reclamar al FONASA por la garantía incumplida, acceder a un “voucher'' para poder solucionar el
problema de salud, ya sea en el sector público o privado. Dicha política fue duramente criticada
por los gobiernos de la Concertación pues inducía a una privatización de la salud. El  mismo
FONASA informó el público beneficiario y la ejecución presupuestaria a la fecha.

Ejecución presupuestaria y público beneficiario Bono Auge
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El presupuesto 2015, de acuerdo al mismo organismo para el programa bono auge 2015, es de M$
3.143.368. Sin embargo, no es mencionado por la Ministra como una alternativa y no existe
promoción alguna del programa Bono Auge ni en los módulos de atención de Fonasa ni en su
página web. Esto da cuenta de un presupuesto respecto del cual no hay información sobre ni su
ejecución ni del programa en sí. Esto es una falencia grave desde el punto de vista de la gestión y
la voluntad con que el Gobierno buscará cumplir la promesa de reducir las listas de espera.

A propósito de casos que conoció la opinión pública sobre pacientes en listas de espera, se
conocieron las declaraciones de Giselle Alarcón –Jefa de Gestión de Redes del Minsal- que muchas
personas no las atendían porque no tenían teléfono, o no corresponden, o no se los piden”. ¡ y más
aún !  Dijo  textual  “estamos abordando otras  estrategias  como hacer  llegar  cartas”.  Resulta
claramente inaceptable la respuesta de parte de personas pertenecientes a una coalición que han
administrado la salud pública por casi 20 años. Teniendo en cuenta el lapso que hubo en la gestión
del Presidente Sebastián Piñera, fue durante los Gobiernos de la Concertación que se diseñó e
implementó el plan auge, por lo que estos temas de gestión deben haber sido íntegramente
abordados. En la misma nota, la Jefa de Gestión redes señala “que del 2012 hacia atrás estar en
una lista de espera es inaceptable”, lo que resulta insólito cuando a continuación se dice que “el
tiempo de espera razonable (para una patología No AUGE) son guías clínicas que recién estamos
trabajando”. Esto simplemente no es comprensible por parte de una colación que ha administrado
la salud pública por tanto tiempo.

Si lo anterior resulta difícil de comprender, más aún resulta cuando la Ministra de Salud señaló el
17 de junio de 2015 que “Jamás se acabarán las listas de espera” y durante la interpelación
señalare que “En Chile no existen listas de espera,  sino retrasos”.  Claramente dichas frases
parecen más un ejercicio retórico más que respuestas concretas, lo que resulta inadmisible de una
autoridad en cuya gestión las listas de espera no han hecho sino aumentar.

De esta manera, la Ministra Castillo simplemente ha dejado la ley N° 19.966 sin ejecución al no
disponer de ninguna medida legislativa o administrativa eficaz para poder hacer cumplir la ley en
lo referente al  acceso universal  de la  garantía  de oportunidad,  lo  cual  incumple de manera
flagrante el deber preferente del Estado en materia de garantizar las acciones de salud. Es por
esto que los diputados acusadores concluyen que procede la causal de acusación constitucional.

Cuarto capítulo de la acusación

lnejecución de la ley en el caso de la Ley que crea un Fondo de Medicamento de Alto Costo

A través de la ley N° 20.850 se creó un sistema de protección financiera para diagnósticos y
tratamientos de alto costo, conocida como “Ley Ricarte Soto.”

El Fondo Nacional de Salud deberá asegurar esta protección financiera a todos los beneficiarios de
los sistemas previsionales de salud de Chile.
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La ley establece que los tratamientos de alto costo para condiciones específicas de salud con
sistema de protección financiera, tales como enfermedades oncológicas, inmunológicas y raras o
poco frecuentes, serán determinados a través de un decreto supremo del Ministerio de Salud,
suscrito también por el Ministro de Hacienda. Esto, en definitiva requiere decreto que regule la
materia.

Sólo podrán incorporarse los diagnósticos que cumplan con los siguientes requisitos:

Que el costo de los diagnósticos o tratamientos sea igual o superior al determinado en el umbral
de alto costo. Esto debe estar contenido en un decreto. Requiere decreto que regule la materia
(Artículo 6°).

Que los diagnósticos y tratamientos hayan sido objeto de una favorable evaluación científica de la
evidencia. Esto requiere decreto que regule la materia (Artículo 7°).

Que los diagnósticos y los tratamientos hayan sido recomendados. La evaluación técnica de la
evidencia será analizada y priorizada sobre la base del valor científico, económico y social que el
tratamiento importe. Esto requiere decreto que regule la materia (Artículo 8°).

Los  Ministerios  de  Salud  y  de  Hacienda,  sobre  la  base  de  la  evaluación  y  recomendación,
determinarán mediante decreto supremo fundado los diagnósticos y tratamientos que cubrirá el
Sistema de Protección Financiera para Diagnósticos y Tratamientos de Alto Costo. Esto requiere
decreto que regule la materia (Artículo 9°).

De acuerdo al artículo primero transitorio las normas de esta ley regirán a contar de la entrada en
vigencia del decreto a que se refiere el artículo 5°, según lo señalado en el inciso siguiente. No
obstante,  a  contar  de  la  fecha  de  publicación  de  esta  ley,  podrán  dictarse  los  decretos  y
reglamentos a que ella se refiere.

El primer decreto que establezca los tratamientos de alto costo que se incorporan al sistema que
regula esta ley podrá dictarse una vez publicados los reglamentos señalados en los artículos 6° y
13, inciso segundo, sin que le sea aplicable el procedimiento contenido en los artículos 7°, 8° y 9°,
inciso primero, ni el plazo fijado en el inciso primero del artículo 10. Este decreto tendrá vigencia
hasta el 31 de diciembre del año 2016.

Los reglamentos señalados en los artículos 6° y 13 deberán dictarse dentro del plazo de noventa
días contado desde la publicación de esta ley.

En este sentido, se dan cuenta de una serie de incumplimiento en la entrada en vigencia de esta
ley, la cual es de suma importancia para muchos pacientes:

La ley N° 20.850 fue publicada el 06 de junio de 2015. El primer decreto, dice relación con el
artículo 13, fue promulgado el 31 de agosto de 2015 y publicado el 24 de octubre de 2015 a través
del decreto 54. Dicho reglamento fue dictado fuera de plazo.

El reglamento al que se refiere el artículo 6°, a la sazón el decreto 59, promulgado el 2 de
septiembre de 2015 y publicado el 23 de octubre de 2015, que establece el procedimiento para
fijar el umbral nacional de costo anual para determinar si un diagnóstico o un tratamiento son de
alto costo. Dicho reglamento entró en vigencia fuera de plazo.

Que a través del decreto 80, publicado el 3 de noviembre del 2015, como umbral nacional de
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costo anual para determinar si un diagnóstico o un tratamiento es de alto costo, al que se refiere
el artículo 6° de la ley N° 20.850, el monto de $ 2.418.399 (dos millones cuatrocientos dieciocho
mil trescientos noventa y nueve pesos).

Que de acuerdo al artículo primero transitorio las normas de esta ley regirán a contar de la
entrada en vigencia del decreto a que se refiere el artículo 5°. Dicho artículo establece que “el
decreto que determina los diagnósticos y Tratamientos de Alto Costo con sistema de protección
financiera. Los tratamientos de alto costo para condiciones específicas de salud con sistema de
protección  financiera,  tales  como  enfermedades  oncológicas,  inmunológicas  y  raras  o  poco
frecuentes, serán determinados a través de un decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito
también por el Ministro de Hacienda, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y en
el reglamento.”.

A la fecha de presentación de este requerimiento, dicho reglamento no ha sido dictado, por lo cual
la ley N° 20.850, no ha podido entrar en vigencia para el 2015 a pesar que fue publicada en junio
de 2015.

Que de lo anterior, se nota claramente que la causal de “dejar las normas sin ejecución” se
encuentra  plenamente  justificada,  motivo  por  el  cual  los  diputados  acusadores  presentan la
presente acción constitucional por dicha infracción.

13.- Síntesis de la contestación de la acusación

I. Cuestión previa

Conforme al  artículo 43 de la  ley N° 19.918,  Orgánica Constitucional  del  Congreso Nacional
(LOCCN), el afectado por la acusación constitucional tiene el derecho a enervar el libelo acusatorio
cuando  éste  incumple  los  requisitos  que  la  Constitución  señala,  alegaciones  que  reciben  la
denominación de “cuestión previa”, las que pueden expresarse de palabra o en forma escrita
antes que la Cámara inicie el debate sobre los capítulos acusatorios.

La Cámara entrará en su conocimiento en forma “previa” a la discusión sobre la acusación y,
además, emitirá pronunciamiento de manera “especial” sobre ella, el que definirá la continuación
o no de la tramitación del fondo del asunto.

Si la Cámara acoge la “cuestión previa”, la acusación se tendrá por no interpuesta, en cambio, si
rechaza esta defensa, no podrá renovarse la discusión sobre la improcedencia de la acusación.

Tal como indica el constitucionalista Francisco Zúñiga, esta gestión corresponde a un “verdadero
control político de constitucionalidad, que busca enervar la acusación” [1], encomendado a la
Cámara, a fin de efectuar un “esfuerzo racionalizador” que le obliga a examinar y reflexionar
acerca de la concurrencia de los requisitos de la acusación. Asimismo, la posibilidad de deducir la
“cuestión previa” constituye una garantía para el  afectado, como afirma el  constitucionalista
Humberto Nogueira [2], lo que demanda a la Cámara ajustar su pronunciamiento a las reglas del
debido proceso.

En resumen, esta gestión constituye una especie de pronunciamiento sobre la admisibilidad de la
acusación, en relación a las prescripciones contenidas en la Constitución y es una garantía propia
del debido proceso para la persona acusada.
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La “cuestión previa” es relevante, pues en la esfera política puede existir tentación a dar mal uso
a  la  acusación  constitucional,  desvirtuando  y  pasando  por  alto  los  requisitos  que  exige  la
Constitución. La cuestión previa pretende evitar tal desnaturalización. En el periodo comprendido
entre los años 1990 y 2013, se interpusieron un total de veintiuna acusaciones contra diversas
personas  y  once  de  estas  fueron  rechazadas  debido  a  esta  gestión  de  previo  y  especial
pronunciamiento [3]. En esta época, contra Ministros de Estado se presentaron un total de diez
acusaciones y de éstas, cinco fueron declaradas inadmisibles por igual motivo. Sobre esto, José
Luis Cea [4] pone de manifiesto que, en la práctica, el trámite de la “cuestión previa” es decisivo
en la tramitación de estas acusaciones, por cuanto la generalidad de los libelos en tramitación no
logra sortear esta fase.

Como han señalado en reiteradas oportunidades las comisiones informantes de la Cámara de
Diputados,  la  interpretación  de  las  causales  de  acusación  constitucional  se  relacionan
estrechamente tanto con los requisitos de la acusación constitucional, como con las normas que
definen el cargo que la autoridad acusada detenta.

Como se explicará a continuación, la acusación hace una interpretación amplia y antojadiza de sus
causales, y no da cumplimiento a los requisitos exigidos para su procedencia, desconociendo el
texto  de  la  Constitución  Política  de  la  República  y  la  doctrina  que  al  respecto  ha  fijado
reiteradamente la Cámara de Diputados.

Para contextualizar la interposición de la cuestión previa, a continuación la defensa se refiere a la
naturaleza de la acusación constitucional, a los criterios de interpretación y a los requisitos que se
deben observar en la aplicación de las causales de acusación constitucional.

Concepto

La acusación constitucional se regula en los artículos 52 N° 2 y 53 N° 1 de la Constitución Política
de la República (CPR).

Atendiendo a las características principales de este instituto, Alan Bronfman ha dicho que la
acusación constitucional puede conceptualizarse, en cuanto proceso, “como aquél en que se juzga
a las más altas autoridades del Estado por delitos, infracciones o abusos de poder expresamente
contemplados en la Constitución y que tienen por objeto,  por una parte,  establecer tanto la
efectividad de tales infracciones como la culpabilidad o inocencia de la autoridad acusada, y, por
la otra, hacer efectiva su responsabilidad constitucional mediante la destitución del infractor y su
inhabilitación para ejercer toda otra función de carácter público por el término de cinco años” [5].

Características de una acusación constitucional

Persigue la responsabilidad constitucional de la autoridad

Dado que Chile tiene un régimen presidencial, sólo el Presidente de la República puede hacer
efectiva la responsabilidad política de los Ministros de Estado [6].  Por lo tanto,  la acusación
constitucional  busca  la  responsabilidad  constitucional  de  las  máximas  autoridades,  y  no  la
responsabilidad  política  propiamente  tal,  como ocurre  en  los  regímenes  parlamentarios,  aun
cuando se hayan confundido estos términos por el origen de la institución [7].

En este sentido, una acusación no puede fundarse en un mero desacuerdo con la calidad de la
gestión de una autoridad,  sino que se requiere un incumplimiento específico y probado que
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configure una causal determinada en la Constitución.

Es necesario destacar que esta responsabilidad constitucional es también independiente de la
responsabilidad de derecho común -penal  y  civil-  o  de derecho público-administrativa,  penal
funcionaria, civil funcionaria- que puedan acarrear los distintos hechos que fundan una causal, no
siendo la acusación constitucional el mecanismo apto para perseguirlas.

Es  más,  en  los  casos  en  que  se  condena  a  una  autoridad  en  el  marco  de  una  acusación
constitucional, corresponderá al juez competente conocer y juzgar los hechos para la aplicación de
la pena y para hacer efectiva las responsabilidades civiles por los daños o perjuicios causados al
Estado o a los particulares, no siendo vinculante para éste lo ocurrido en el trámite de la acusación
constitucional. Se trata, por tanto, de responsabilidad de diversa naturaleza.

Esta independencia se basa en las diferencias que existen entre la responsabilidad constitucional,
por un lado, y las restantes mencionadas.

Mecanismo de carácter excepcional y de última ratio

En Chile, como en la gran mayoría de los países de la región, la acusación constitucional es un
mecanismo  sancionatorio  de  uso  excepcional.  Por  ello,  autores  como  Francisco  Zúñiga  han
señalado, por ejemplo, que “se trata de “válvulas de escape” de ultima ratio, frente a ilícitos
constitucionales muy graves imputados al  Presidente y/o sus ministros,  que operan sobre la
necesidad  de  obtener  mayorías  en  las  cámaras  para  acusar  y  juzgar,  y  de  allí  su  natural
excepcionalidad práctica” [8].

Dar paso a una acusación constitucional, en el complejo proceso y tramitación que envuelve,
implica distraer al Congreso de sus labores legislativas habituales para volcarse a un rol cuasi
jurisdiccional  y  sancionatorio.  Por  lo  mismo,  su  procedencia  debe  ser  controlada  de  forma
prudente y estricta. No puede transformarse a la acusación constitucional en una herramienta de
manifestación de críticas políticas,  de mérito o de gestión.  Los diputados cuentan con otras
herramientas  privilegiadas  para  hacer  crítica  política:  pueden  adoptar  acuerdos  o  sugerir
observaciones (art. 52 N° 1, letra a) CPR) y son inviolables por las opiniones que manifiesten en
sesiones (art. 61 CPR).

Este  criterio  también  ha  sido  enfatizado  por  nuestro  Congreso  Nacional  en  oportunidades
anteriores, en que ha señalado que el carácter excepcional y de última ratio de la acusación
“obliga a utilizar de forma prudente este dispositivo constitucional extremo, reservándolo para
casos particularmente graves en los cuales se han agotado las vías jurídicas y políticas para
solucionar los conflictos. No hacerlo importaría no tan sólo la banalización de este instrumento,
sino que además podría significar un grave atentado a la gobernabilidad del país, que es un valor
que debe ser protegido y promovido especialmente por quienes detentan responsabilidades de
conducción o representación política” [9].

Las causales que habilitan la formulación de una acusación constitucional contra un Ministro de
Estado deben interpretarse restrictivamente.

Como ya se ha explicado, la acusación constitucional es una institución excepcional tanto en
atención a las autoridades contra las cuales puede interponerse, como en cuanto a las causales en
las que puede fundarse. Cuando se trata de una acusación interpuesta contra un Ministro de
Estado, esta excepcionalidad exige una interpretación aún más rigurosa, pues se debe evitar
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alterar el sistema de responsabilidad que corresponde a los Ministros de Estado en un sistema
político presidencialista.

Esta rigurosidad se manifiesta principalmente en la interpretación de las causales de acusación
constitucional, como a continuación se explicará.

Se trata de causales taxativas

Las causales que hacen procedente la acusación constitucional contra un Ministro de Estado se
encuentran reguladas en el artículo 52 Nº 2 letra b) de la Constitución, norma que dispone lo
siguiente:

“Artículo 52.- Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus
miembros formulen en contra de las siguientes personas:

b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la
Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos
de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno”.

La acusación constitucional formulada en contra de esta Ministra de Salud se ha fundado en las
causales de haber infringido la Constitución o las leyes, o haber dejado éstas sin ejecución. Sin
embargo, la aplicación que los acusadores hacen de la causal invocada es errónea en cuanto
desconoce tanto el texto expreso de la Constitución, como los precedentes fijados por la Cámara
de Diputados respecto de la interpretación de la causal.

Los acusadores pretenden desconocer el significado jurídico de la causal, para adaptarla a los
hechos  invocados,  realizando  una  interpretación  alejada  de  las  exigencias  jurídicas  que  la
Constitución exige y la Cámara de Diputados ha asentado.

Por esta vía, la acusación busca dar una interpretación ad-hoc a sus causales de procedencia,
acomodando su sentido al uso que quiere dársele en este caso. De este modo, los acusadores
crean causales de acusación al margen del texto expreso de la Constitución.

La taxatividad de las causales responde a la excepcionalidad de la acusación constitucional

En cuanto se trata de un mecanismo de responsabilidad doblemente excepcional, como ya hemos
explicado,  ninguna  de  las  causales  de  acusación  constitucional  pueden  interpretarse  sin
considerar dicha excepcionalidad. Esto quiere decir que no cualquier conducta de un Ministro de
Estado es apta para dar lugar a responsabilidad constitucional, y eso determina la manera en que
las causales admiten ser interpretadas.

Las causales de acusación constitucional se encuentran establecidas separadamente para cada
autoridad acusable. Esto da cuenta de que cada causal debe ser interpretada ateniéndose al
marco constitucional y legal que configura las atribuciones de la autoridad susceptible de ser
acusada. Es decir,  no procede por hechos que hayan sido realizados fuera del marco de las
competencias de la autoridad de que se trata.

Además, dentro de las funciones que específicamente configuran la esfera de actuación de la
autoridad de que se trate, la acusación procede sólo por la conducta específicamente sancionada.
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En este caso, por “infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución” dentro
del marco de mis específicas atribuciones como Ministra de Salud. En tal sentido, como Ministra de
Salud no puedo ser acusada por hechos que se encuentran dentro de la esfera de competencia de
otra autoridad o de un órgano de la Administración.

La excepcionalidad de la procedencia de la acusación constitucional requiere que los hechos que
le den lugar sean extraordinarios y gravísimos, ya que exige un estándar mayor que la mera
conducta antinormativa de una persona común. Es en razón de esto que la Constitución establece
un  régimen  de  responsabilidad  especialísimo  para  el  caso  de  concurrencia  de  las  causales
taxativamente señaladas.

Los  hechos  que  se  imputen  deben  ser  de  una  gravedad  suficiente  como  para  justificar  la
procedencia de la acusación constitucional que, como ya se ha dicho, constituye un mecanismo de
responsabilidad excepcional. No obstante la interpretación errónea que realizan los acusadores, el
hecho de que el literal b) del N° 2 del artículo 52 de la Constitución no califique la infracción a la
Constitución como “abierta”, a diferencia de lo que sucede con el literal a) respecto del Presidente
de la República, no exime del requisito de tratarse de hechos graves. En efecto, como ha señalado
la doctrina, la calificación de una infracción como “abierta” no hace referencia a la gravedad del
hecho -la que, sin distinción, debe concurrir- sino al hecho de tratarse de una infracción evidente e
indubitada [10].

Las causales que habilitan la formulación de una acusación constitucional contra un Ministro de
Estado sólo pueden tener lugar por hechos personales

El carácter excepcional y sancionatorio de la acusación constitucional exige que los hechos que
son aptos para dar lugar a alguna de las causales hayan sido cometidos personalmente por la
autoridad acusada.

Así ha sido establecido en reiteradas oportunidades por la Cámara de Diputados. La acusación
constitucional es un procedimiento de derecho estricto, por lo que las causales que le den lugar
deben fundarse en hechos realizados de modo directo y personal.

Tal criterio fue sostenido, en primer lugar, a propósito de la acusación constitucional en contra del
exministro Sótero del Río en el año 1945, respecto de la cual la Comisión señaló en su informe
“que la acción sólo procede siempre que se refiera a un acto personal del Ministro, debiendo
tenerse por tal aquel en el cual le ha cabido efectiva participación, la cual es innegable cuando ha
sido refrendado con su firma” [1].

De la misma manera fue declarado por la comisión encargada de conocer de la procedencia de la
acusación constitucional contra los exministros de Minería y Hacienda, Alejandro Foxley y Patricio
Hales,  en  cuyo  informe señaló  que,  conforme a  las  actas  de  la  Comisión  Constituyente,  la
acusación constitucional debe fundarse en un acto personal [2].

El mismo criterio fue sostenido en el informe de la Comisión encargada de analizar la procedencia
de la acusación constitucional contra el Ministro de Justicia Luís Bates, el que recomendó rechazar
la acusación debido a la falta de concurrencia de este esencial requisito:

“Por lo tanto, las actuaciones que se imputan no pueden ser calificadas, de forma alguna, como
propias de su personal responsabilidad, atendido que en ellas no le correspondió participación
directa  ni  indirecta  alguna.  (…)  Ninguna de estas  actuaciones  constituye,  tampoco,  un  acto
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personal del Ministro acusado, que pueda configurar una causal de acusación en su contra” [3].

Asimismo, se ha sostenido por la Cámara de Diputados que imputar a un acusado responsabilidad
por fallas sistémicas u orgánicas, vulnera el requisito de imputar responsabilidad estrictamente
personal. Así fue declarado en el informe sobre la acusación constitucional contra el Ministro de
Educación Harald Beyer Burgos [4].

Primer argumento de cuestión previa: los acusadores ignoran el carácter de última ratio de una
acusación constitucional

Como se ha sostenido reiteradamente, la acusación constitucional es mucho más que una severa
herramienta  con  que  cuenta  el  Congreso  para  hacer  contrapeso  al  Poder  Ejecutivo;  es  un
mecanismo  que  tiene  lugar  frente  infracciones  de  suma  gravedad  en  nuestro  sistema
constitucional.

La acusación constitucional engendra el ejercicio de poder sancionatorio por parte del Congreso,
pues persigue la responsabilidad de las más altas autoridades que señala la Constitución, por
infracción o abusos de poder bajo las causales que ella misma establece de forma taxativa.

Como expondremos a continuación, la acusación constitucional es excepcionalísima en nuestro
ordenamiento jurídico y posee el carácter de mecanismo de última ratio, es decir, es el último
recurso que se dispone para sancionar a las autoridades por su responsabilidad constitucional. Por
lo mismo, es subsidiaria y debe ser utilizada en situaciones de particular gravedad que sean
proporcionales a las consecuencias que acarrea para los sujetos sancionados.

En el presente caso, los diputados que sustentan la acusación en contra de esta Ministra de Salud
pretenden desvirtuar la naturaleza de la acusación, desconociendo su carácter extraordinario.

La acusación constitucional es un mecanismo excepcional en cuanto a las autoridades contra las
que procede, a sus causales y a sus consecuencias

La Constitución configura la acusación constitucional como un mecanismo de excepción, tanto en
cuanto  a  sus  requisitos  de  procedencia  como en  cuanto  a  las  consecuencias  jurídicas  que
desencadena.

Es excepcional en cuanto a los sujetos respecto de los que procede

La acusación únicamente procede respecto de las altas autoridades que taxativamente señala la
Constitución y respecto de las causales particularmente graves que la hacen procedente para
cada una de tales autoridades [5].

Respecto de cada autoridad acusable se exige la configuración de responsabilidad individual por
infracciones graves en el ejercicio de su cargo, no se les juzga por la actuación general del
Gobierno [6].  Por  el  contrario,  la  actuación que puede dar  lugar  a  una acusación debe ser
estrictamente personal, y realizada dentro del ámbito de competencias de la autoridad.

Así, a una Ministra de Estado no se le puede juzgar por situaciones genéricas o sistémicas, o por
acciones correspondientes a las atribuciones de otras autoridades, sino por infracciones que haya
cometido personalmente en el ejercicio de su cargo.

Es excepcional en cuanto a las causales que la hacen procedente
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En el caso de una acusación contra un Ministro de Estado, la Constitución exige acreditar que se
han cometido hechos consistentes en “haber comprometido gravemente el honor o la seguridad
de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los
delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno” (artículo 52 Nº 2 letra
b), CPR).

Tales causales son taxativas y de derecho estricto, y su concurrencia exige ser acreditada por
quienes las invocan. Por tal razón, la interpretación de las causales que pueden dar lugar a la
acusación constitucional debe ser restrictiva y no admite extensión por analogía [7].

Los acusadores fundan su acusación en hechos falsos y en estimaciones de mérito sobre el estado
actual del sistema de salud pública.

En reiteradas partes de su presentación sostienen que fundan su acusación en lo que denominan
una “grave crisis de la salud”, que a su juicio se debería a la gestión de esta Ministra.  Sin
embargo, no indican qué hechos constituirían dicha crisis, cómo es que estos configuran una
infracción a la Constitución, ni menos de qué manera esta Ministra habría generado los hechos en
que la acusación se funda.

Con ello, los acusadores desconocen el carácter excepcional de la acusación constitucional y de la
interpretación de sus causales. Nuestra Constitución exige que para que prospere una acusación
constitucional se imputen actos que den lugar a responsabilidad individual de las autoridades
acusadas, en razón de causales específicas cuya concurrencia debe acreditarse y fundamentarse
por los acusadores.

Por tanto, no basta la mera imputación y la formulación de críticas a la gestión de esta Ministra,
los  acusadores  deben  satisfacer  el  estándar  de  interpretación  jurídica  de  las  causales  de
acusación. Desconocer estas exigencias de fundamentación implica desconocer el carácter grave
y de última ratio que reviste una acusación constitucional.

Es excepcional en cuanto a sus consecuencias: restringe derechos fundamentales

Por otra parte, la procedencia de la acusación constitucional es excepcional pues su ejercicio
restringe derechos fundamentales, tales como la libertad personal,  el  derecho al trabajo y el
derecho a ocupar cargos públicos.

Conforme a la Constitución (art. 52, N°2, párrafo 3°), las acusaciones entabladas contra sujetos
distintos del Presidente de la República generan, por el solo hecho de interponerse, la limitación
del derecho a la libertad personal del acusado (art. 19 N° 7 CPR), pues el afectado no podrá
ausentarse del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno si la acusación ya
estuviere aprobada por ella.

Pero no sólo eso, sino que la destitución genera de pleno derecho la inhabilidad para el ejercicio
de funciones públicas por cinco años. Es decir, la declaración de culpabilidad limita también la
libertad de trabajo y el derecho a ocupar empleos públicos, derechos establecidos en el artículo 19
N°s 16 y 17, respectivamente, de la Constitución política de la República.

Por  tanto,  es en atención también a su efecto limitativo de derechos fundamentales que la
acusación debe utilizarse sólo como mecanismo excepcional y de ultima ratio.
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La acusación constitucional interpuesta desconoce este requisito, ignorando los graves efectos
limitativos de derechos que su uso imprudente puede tener.

La acusación es excepcional debido a que constituye ejercicio de poder punitivo

La acusación constitucional confiere un poder sancionatorio tan severo que constituye ejercicio del
poder punitivo del Estado. Por ello debe ser analizada con prudencia. Al respecto, se ha sostenido
que “exige criterios tasados, de derecho estricto, e interpretación restrictiva, dado que no resulta
posible un estándar normal en cuanto a la tipicidad de ilícitos abiertos”. [8]

Una vez acogida una acusación constitucional por el Senado, las consecuencias jurídicas que
acarrea son muy severas: implican no sólo la destitución de la autoridad sancionada de su cargo,
sino además la privación de su derecho a ocupar cualquier cargo público, sea o no de elección
popular, durante cinco años.

Debido  a  la  gravedad  de  las  sanciones  que  pueden  ser  impuestas,  la  responsabilidad
constitucional sólo puede tener lugar en razón de la responsabilidad individual que puede caber al
acusado respecto de las causales jurídicas expresamente señaladas por la Constitución, y no por
cuestionamientos genéricos o por situaciones que escapan a su responsabilidad.

En suma, la acusación constitucional no puede ser tratada como un juicio de mera amonestación,
sino como un juicio jurídico de carácter excepcional, cuyos resultados son la privación absoluta de
derechos fundamentales del afectado, tales como el derecho al trabajo y ocupar cargos públicos,
durante cinco años. Por lo anterior, no debe tomarse a la ligera ni utilizarse como medio de simple
cuestionamiento político como pretenden los acusadores de autos.

En el presente caso, los acusadores ignoran este carácter excepcional y de extrema gravedad que
reviste una acusación constitucional y mediante ella pretenden plantear cuestionamientos de
mérito a la labor de esta Ministra de Salud y polemizar sobre hechos que no revisten el carácter de
infracciones a la Constitución, ni tampoco se trata de situaciones en que se ha dejado las leyes sin
ejecución.

Los acusadores no dan cumplimiento a la exigencia de dar a la acusación constitucional  un
tratamiento de mecanismo de última ratio

A  lo  largo  de  todo  el  libelo  acusatorio  es  posible  constatar  que  los  acusadores  no  dan
cumplimiento a la necesidad de respetar el carácter excepcional y de última ratio de la acusación
constitucional. Los acusadores utilizan este mecanismo sancionatorio con un fin diverso de aquél
autorizado por la Constitución, como se explicará a continuación.

Los diputados utilizan la acusación constitucional para realizar juicios de mérito

La acusación interpuesta se encuentra plagada de afirmaciones que constituyen juicios de mérito
sobre el desempeño del sistema nacional de salud.

En efecto, son los mismos acusadores quienes en reiteradas ocasiones, desconociendo el texto
expreso de la Constitución, señalan que el objeto de su acusación es la gestión del sistema de
salud.

Este hecho se ve agravado por la circunstancia de que la mayor parte de las afirmaciones que los
acusadores realizan ni siquiera se refieren a hechos propios de la Ministra, sino a una situación
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generalizada del sistema, o a hechos de competencia de otras autoridades del Estado o de otros
órganos.

Los acusadores utilizan la acusación constitucional para manifestar descontento político

Como ya se ha señalado, la acusación constitucional es un juicio de responsabilidad constitucional,
donde se persigue la responsabilidad directa e individual de una autoridad.

En razón de lo anterior,  no puede recurrirse a una acusación constitucional,  como hacen los
diputados  en  el  presente  caso,  para  manifestar  su  descontento  respecto  de  los  niveles  de
cumplimiento y satisfacción de un derecho social como el derecho a la salud.

Los  acusadores  utilizan  la  acusación  constitucional  con  el  propósito  de  manifestar  su
disconformidad con las acciones adoptadas por el Gobierno para gestionar el sector de la Salud. La
acusación que han interpuesto es un reflejo de su malestar y su disconformidad ideológica con las
decisiones adoptadas por este Gobierno al respecto.

Sin embargo, este no es el marco en el cual esa discusión debe darse. Nuestro ordenamiento
jurídico y político fija ámbitos en los cuales la discusión política debe desarrollarse. Entre ellos se
encuentra esencialmente el Congreso Nacional. Los diputados acusadores pretenden evadir el
ámbito que la Constitución ha fijado al disenso político, llevando una discusión ideológica y política
al plano de la responsabilidad constitucional.

Por  tanto,  no resulta procedente una acusación como la interpuesta,  en que los acusadores
manifiestan su descontento con políticas públicas y la situación del sistema de salud, simplemente
para generar un hecho político.

Los acusadores utilizan la acusación constitucional para ejercer un control de fiscalización

En nuestro sistema constitucional, el Congreso Nacional –y en particular la Cámara de Diputados-
está  dotado  de  atribuciones  que  sirven  de  contrapesos  al  Poder  Ejecutivo.  Las  facultades
fiscalizadoras con que cuenta la Cámara de Diputados permiten ejercer fiscalización de los actos
del Gobierno y manifestar también juicios políticos en otras instancias. No es necesario desvirtuar
la acusación constitucional para ello.

En efecto, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, la Cámara puede citar a
un Ministro de Estado,  a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al
ejercicio  de  su  cargo  (art.  51  N°  1,  letra  b),  CPR);  pueden  adoptar  acuerdos  o  sugerir
observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por
escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro
de Estado que corresponda, dentro de treinta días (art. 52 N° 1, letra a), CPR), o bien pueden
conformar una comisión investigadora, a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en
ejercicio (art. 52 N° 1, letra c), CPR). Además, en sesiones pueden manifestar libremente sus
opiniones y son inviolables por ellas (art. 61, CPR).

Los acusadores aducen que la Ministra habría infringido la Constitución por no responder un oficio
de fiscalización de la Cámara de Diputados, desconociendo por completo que tal respuesta fue
oportunamente evacuada, lo que demuestra la ligereza con la que han entablado la presente
acusación.  Pero  aún  más,  los  acusadores  pretenden  establecer  un  vínculo  artificioso  entre
acusación constitucional y facultades fiscalizadoras, como se demostrará a continuación.
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Los acusadores “prepararon” la acusación constitucional

El 30 de septiembre de 2015 la Ministra de Salud asistió a la Cámara de Diputados con el fin de
responder preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo, en virtud del
ejercicio de la facultad fiscalizadora establecida en el literal b) del número 1 del artículo 52 de la
Carta Fundamental [9].

Durante  aproximadamente  dos  horas,  el  diputado  señor  Macaya  formuló  alrededor  de  40
preguntas a la Ministra de Salud, entre preguntas propiamente tales y solicitudes de aclaración, a
las que dio respuesta. Principalmente, las preguntas se refirieron a la construcción de hospitales,
listas de espera, deuda hospitalaria y falta de médicos especialistas.

Al finalizar esta misma sesión de interpelación, la Cámara de Diputados votó favorablemente
solicitar a S.E. la Presidenta de la República que respondiera una serie de preguntas vinculadas a
las respuestas que esta Ministra de Salud dio sobre las materias antes anotadas.

Dicha solicitud de antecedentes se concretó mediante la emisión del Oficio N° 12.725, de 30 de
septiembre de 2015, a través del cual la Cámara de Diputados formuló diversas interrogantes a
S.E. la Presidenta de la República.

Las facultades fiscalizadoras deben ejercerse conforme a la Constitución

La Constitución  delimita  el  campo de actuación de la  Cámara de Diputados  respecto  de la
fiscalización de los actos del  Gobierno,  estableciendo mecanismos,  procedimientos y quorum
específicos para su procedencia.

Sin embargo, a pesar de que la Constitución distingue con claridad la facultad de interpelación de
la facultad de solicitar  antecedentes por  parte de la  Cámara de Diputados,  del  cuestionario
efectuado a la Ministra de Salud y las respuestas entregadas, resulta de meridiana claridad que las
preguntas formuladas constituyen una extensión de la interpelación.

Si  bien  es  atribución  de la  Cámara de Diputados  solicitar  antecedentes  en ejercicio  de  sus
facultades fiscalizadoras, en la especie dicha solicitud demuestra que la interpelación a la Ministra
de Salud no fue estructurada adecuadamente por los parlamentarios ni tuvo el efecto político que
esperaban conseguir, y por ello intentaron luego subsanar dicha falta a través de la solicitud de
antecedentes en cuestión.

Los mecanismos fiscalizadores de la Cámara de Diputados, particularmente la interpelación, deben
ejercerse apropiadamente. En el caso en concreto, la solicitud de antecedentes tuvo por objeto
enmendar la elaboración deficiente de la interpelación de la Ministra de Salud, sorteando los
requisitos para formular una nueva interpelación.

Los acusadores pretenden establecer un vínculo artificioso entre las facultades de fiscalización y la
acusación constitucional

A  lo  dicho  es  menester  agregar  que,  además  de  utilizar  impropiamente  las  facultades  de
fiscalización que la Constitución otorga a la Cámara de Diputados, los acusadores pretenden
utilizar la acusación constitucional como un mecanismo de fiscalización, estableciendo un vínculo
artificioso entre ambas fuentes de responsabilidad.

En  efecto,  los  acusadores  fundan  el  capítulo  primero  de  su  acusación  en  un  supuesto
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incumplimiento al deber de dar respuesta a un oficio emanado de la Cámara de Diputados en
ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, esto es, el Oficio N° 12.725.

Como se explicará más adelante, el  mero supuesto de hecho en que se funda este capítulo
acusatorio es falso, puesto que dio respuesta oportuna a las preguntas formuladas. Sin embargo,
este capítulo acusatorio demuestra también que los acusadores no cumplen con el requisito de dar
a la acusación constitucional un uso adecuado a su carácter excepcional.

Los acusadores pretenden establecer un vínculo artificioso entre responsabilidad emanada de
diversas fuentes: por una parte, la responsabilidad emanada de las facultades fiscalizadoras de la
Cámara de Diputados y, por otra parte, la responsabilidad constitucional regida exclusivamente
por las normas que regulan la acusación constitucional.

La acusación constitucional no es un mecanismo apto para ejercer las facultades fiscalizadoras de
la Cámara de Diputados. La Constitución Política ha regulado ambas atribuciones separadamente,
y también sus efectos son distintos. Se trata de diversas fuentes de responsabilidad y de distinta
naturaleza.

Así queda en evidencia de la extensa cita que los propios acusadores hacen en la acusación, en la
que reproducen un extracto de la historia fidedigna de la ley N° 20.500 de reforma constitucional,
en  que  se  señala  expresamente  que  la  responsabilidad  por  la  falta  de  cumplimiento  a  las
solicitudes de información de la Cámara de Diputados no tienen la relevancia suficiente para dar
lugar a responsabilidad constitucional por vía de acusación constitucional.

A pesar de eso, en un intento por establecer un vínculo jurídico contrario a la Constitución, los
acusadores evaden el hecho de que el incumplimiento a una solicitud de información no puede dar
lugar a una acusación constitucional, sosteniendo que, ya que la regulación de esta solicitud de
información  se  encuentra  en  la  Constitución,  entonces  su  incumplimiento  es  suficiente  para
configurar una causal de acusación constitucional. Es decir, se contradice el texto expreso de la
Constitución y su historia fidedigna.

Por el contrario, ya que se trata de un mecanismo de ultima ratio, es contrario a la Constitución
confundir ambos tipos de responsabilidad, de naturaleza diversa. El incumplimiento al deber de
responder a una solicitud de información -que en este caso, además, no se configura- no es una
causal  apta para dar  lugar  a una acusación constitucional,  ya que supondría el  ejercicio  de
facultades fiscalizadoras mediante una acusación constitucional, lo que ciertamente desconocería
su calidad de mecanismo excepcional.

1. Corolarios

a) Una acusación constitucional gatilla un complejo proceso de imputación de responsabilidad a
las más altas autoridades frente a graves causales taxativamente previstas en la Constitución. Por
lo mismo, sólo procede de forma excepcional.

b) Por otra parte, las consecuencias jurídicas de una acusación constitucional son en extremo
severas,  pues  por  el  solo  hecho  de  presentarse  una  acusación  se  restringen  derechos
fundamentales, como la libertad ambulatoria. Además, en caso de prosperar implica destituir a la
autoridad acusada y, además, privarla de su derecho a ocupar cualquier cargo público, sea o no de
elección popular, por cinco años. Es un mecanismo de ultima ratio y no puede utilizarse a la ligera.
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c) En el presente caso, los acusadores utilizan la acusación para formular críticas genéricas a la
gestión  del  Gobierno  y  al  estado  actual  del  sistema de  salud,  pero  la  acusación  no  es  un
mecanismo  adecuado  para  ello.  Resulta  desproporcionado  y  vulnera  la  propia  Constitución.
Existen otros mecanismos en la Constitución que aseguran que los diputados manifiesten sus
críticas políticas o requieran información. Por lo mismo, la presente acusación debe ser rechazada.

d) Además, los acusadores pretenden desvirtuar el carácter excepcionalísimo de la acusación,
pues se fundan en hechos falsos que no se molestaron en verificar siquiera, en situaciones que no
acreditan y, en definitiva, cuestiones que no pueden ser reconducidas a la responsabilidad de la
Ministra acusada.

Segundo  argumento  de  cuestión  previa:  la  acusación  carece  de  un  mínimo  estándar  de
fundamentación

El presente acápite tiene por objeto exponer las deficiencias en la fundamentación de la acusación
de autos, tan severas que obstaculizan el derecho a defensa de la Ministra, vulnerando el debido
proceso. Por ello, debe acogerse la cuestión previa.

A continuación se revisa la necesidad de fundamentación como un mínimo exigido por el debido
proceso que debe regir a una acusación constitucional. Luego, se exponen los déficit del escrito
que lo hacen inadmisible.

La necesidad de fundamentación de la acusación constitucional

La acusación constitucional como juicio de imputación de responsabilidad

Para que sea procedente una acusación constitucional resulta necesario que se configure alguna
de las causales que taxativamente determina la Constitución para su procedencia, y que dicha
causal se pruebe. La acusación no implica un reproche político a la gestión del acusado, ni un
pronunciamiento respecto a la confianza que el Congreso tiene en él y en las decisiones que ha
adoptado, ya que ello, en un régimen presidencial como el chileno, es facultad del Presidente de la
República y no del Congreso Nacional. Se trata de un mecanismo para perseguir la responsabilidad
constitucional de ciertas autoridades.

Así,  la  acusación  obliga  a  imputar  la  comisión  de  determinadas  conductas  que  ella  misma
enumera taxativamente, las cuales son reproches jurídicos. En este sentido, en la acusación se
encuentran presentes los elementos típicos de todo procedimiento jurisdiccional de imputación de
responsabilidad:  un  ente  acusador  (los  diputados),  una  imputación  de  conductas  ilícitas  (la
acusación por alguno de los hechos establecidos en la propia Carta Fundamental), un acusado
(alguna de las personas que según la Constitución pueden ser acusadas constitucionalmente) y un
órgano que decide si ha lugar o no las imputaciones que se formulan (el Senado, el cual falla como
jurado, es decir, como juez no letrado).

En todo proceso jurisdiccional sancionatorio se aplican las reglas del debido proceso, sin importar
quién lo conoce. Así, la acusación constitucional de nuestro derecho, al ser un procedimiento en
que existe un acusado, un acusador y un órgano que decide la cuestión estableciendo sanciones
para el primero, es un proceso jurisdiccional y por tanto debe cumplir con las normas básicas del
debido proceso [10]. De esto se derivan una serie de principios, deberes y derechos para los
participantes.  Estos principios han sido reconocidos por la Cámara de Diputados en diversas
acusaciones constitucionales [11].
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Considerando lo anterior, en el procedimiento de acusación constitucional deben respetarse los
estándares mínimos de un debido proceso [12].

El derecho a la presunción de inocencia y el derecho a defensa

La Carta Fundamental impone la obligación de que “toda sentencia de un órgano que ejerza
jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado”. Dentro de tales garantías,
resultan esenciales la presunción de inocencia y el derecho a defensa.

La presunción de inocencia exige que quien imputa un reproche debe asumir  una carga de
fundamentación para derribar dicha presunción.

La  presunción  de  inocencia  si  bien  no  se  encuentra  reconocida  explícitamente  en  nuestra
Constitución, tiene rango constitucional al estar consagrada en diversos tratados internacionales
ratificados por Chile. Dentro de ellos se encuentra el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos (artículo 14.2) y la Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 8.2).

Esta garantía implica que toda persona tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no
se pruebe su culpabilidad. Como consecuencia de lo anterior, la carga de la prueba, en un juicio en
que alguien es acusado por la comisión de algún hecho jurídicamente reprochable, debe ser
soportada por el órgano que lleva adelante la imputación de los cargos.

Este deber que se impone al ente persecutor busca la realización efectiva del derecho a defensa:
si no se determinan con precisión y claridad los hechos por los cuales se acusa al supuesto
infractor, no se podrá ejercer, el acusado no podrá defenderse plenamente, con lo cual se vería
amagado su derecho a defensa.

Además, el derecho a defensa garantiza que todo acusado pueda desvirtuar las pruebas con las
que el  ente persecutor  busca demostrar  que cometió los hechos imputados.  La prerrogativa
anterior se vuelve vacía si no se acompañan oportunamente las pruebas que basan la acusación.

Así, la falta de un mínimo estándar de fundamentación en una acusación constitucional como la
presente atenta contra el derecho a un debido proceso, pues impide a la acusada defenderse en
plenitud.

El deber de fundamentar una acusación constitucional

Teniendo presente que las garantías derivadas del debido proceso resultan plenamente aplicables
a la acusación constitucional, es ineludible exigir a los diputados un mínimo de fundamentación en
el texto del escrito, con la claridad suficiente para poder desvirtuar tanto sus argumentos de
hecho como de derecho, así como las pruebas que se acompañen al escrito.

Este  deber  se  materializa  en  el  mandato  establecido  en  el  artículo  51  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional, que señala que una acusación debe contar con capítulos,
cada uno de los  cuales  determinará  los  “hechos  específicos  que,  a  juicio  de  la  Cámara de
Diputados, constituyan cada uno de los delitos, infracciones o abusos de poder que, según la
Constitución Política, autorizan para imponerla”.

Como  se  aprecia  de  la  norma  transcrita,  la  acusación  constitucional  debe  determinar,  con
precisión y detalle, los hechos que se imputan y la forma en que tales hechos se pueden encasillar
dentro de los ilícitos constitucionales que se imputen. Quien acusa debe allegar las pruebas
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suficientes para determinar todos estos elementos.

Además, y considerando el carácter de reproche constitucional y jurídico que tiene la acusación,
no es posible soslayar el deber que tienen los acusadores de enmarcar los hechos que se imputan
en alguna de las causales establecidas taxativamente por la Constitución Política que hacen
procedente una acusación constitucional.

Falta de fundamentación de la acusación constitucional deducida

Este deber de fundamentación mínimo no se cumple en la presente acusación constitucional,
haciendo improcedente su continuación.

En primer lugar, se dan por verdaderos hechos en virtud de los que sientan las bases y contexto
del  conflicto.  Además,  se  contradicen,  pues  imputan  una  omisión  en  la  implementación  de
medidas  administrativas  y  luego reconocen las  acciones  que en el  ejercicio  de  atribuciones
discrecionales se desarrollan. Por otra parte, carecen de claridad y no explicitan la forma en que
tales hechos configuran ilícitos, induciendo a razonamientos engañosos y carentes de lógica. Junto
con ello,  incumplen los  requisitos  legales  establecidos en la  Ley Orgánica Constitucional  del
Congreso Nacional, en el entendido de que los capítulos que la estructuran no subsumen los
hechos  a  las  causales  que  generan  responsabilidad.  Enseguida,  la  acusación  carece  de
antecedentes probatorios, que si bien se anuncia su utilización, no se individualizan o acompañan.
Finalmente, la acusación carece de peticiones concretas.

Confunde hechos con juicios e imputaciones

La acusación presentada confunde hechos con juicios de valor e imputaciones, estableciendo de
antemano un contexto de suposiciones, valoraciones e imputaciones arbitrarias.

Aquello pretende generar un ambiente de crisis sostenido en apreciaciones personales, políticas,
consideraciones de hecho o mérito, totalmente alejadas de la naturaleza y fines de la acusación
constitucional en el ordenamiento jurídico chileno.

Constituyen hechos el nombramiento de la Ministra, la concurrencia a la Cámara de Diputados en
cumplimiento de su obligación constitucional  en la interpelación y la existencia del  oficio N°
12.725  que  solicita  informar  a  la  Presidenta  de  la  República  y  su  respuesta.  En  oposición,
constituyen juicios de valor e imputaciones de infracción constitucional aquellos antecedentes que
dan por sentada la “grave crisis que sufre la salud pública y que tiene a millones de usuarios de
dicho  sistema sin  poder  acceder  al  libre  e  igualitario  acceso  a  las  acciones  de  promoción,
protección y recuperación de la salud y rehabilitación del individuo” [13]; la señalada “incapacidad
absoluta de dar claridad a la ciudadanía” sobre programas de inversión, deuda hospitalaria y listas
de espera “en niveles históricos”;  y haber “infringido flagrantemente las leyes” y dejado sin
ejecución la ley N° 19.966 y 20.850, respectivamente, sin especificar los motivos de esta última
imputación o las formas de acreditar la inejecución.

Contiene contradicciones manifiestas

En la acusación constitucional deducida es posible distinguir el uso de argumentos que imputan la
omisión absoluta y negligente de la Ministra de tomar las medidas administrativas en el ámbito de
su competencia para hacer frente a los problemas asociados al sistema de salud pública. Sin
embargo, a través del escrito, reconocen los acusadores la definición y utilización de políticas
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públicas específicas por parte del Ministerio de Salud, con independencia de la evaluación que
realizan  de  su  eficacia.  Así,  constituye  un  argumento  falaz  sostener  que  se  configura
responsabilidad por omisión de deberes de conducta, mientras se reconoce a su vez el desarrollo
de medidas administrativas concretas -a pesar de que cuestionen su idoneidad-.

Así, los acusadores reclaman que la autoridad deja sin ejecución la ley N° 19.966 respecto de las
garantías explicitas en salud, particularmente respecto a la garantía de oportunidad en atención a
las listas de espera “al no disponer de ninguna medida legislativa o administrativa eficaz para
poder hacer cumplir la ley”; sin embargo, ellos mismos citan los Acuerdos de Gestión del Programa
de Prestaciones Valoradas,  como la  posibilidad de búsqueda de segundos prestadores como
mecanismos  que  tienen  por  objeto  dar  término  al  problema.  No  es  posible  configurar  una
infracción legal por omisión considerando los supuestos a la vista que reconocen la realización de
acciones.

Igualmente, obedece a dicha lógica la imputación realizada a propósito de la causal de infracción a
la Constitución en el caso de los Ministros de Estado cuando se argumenta que “la Ministra de
Salud no ha tomado las medidas administrativas eficaces que se encuentran en el ámbito de su
competencia para poder hacer frente a la grave crisis en la salud pública en los hechos en los
cuales se basa la acusación”, hechos que, como han revisado, distan de ser suficientes como
antecedentes para realizar las subsunciones causales y determinar responsabilidad.

Se imputan omisiones sin determinar deberes de conducta

La acusación deducida se le imputa la omisión de la adopción de medidas en la gestión de la salud
en el  país [14],  con el  fin de establecer la responsabilidad constitucional  a su respecto.  Sin
embargo, en ningún momento se determina qué medidas debieron haber sido tomadas, ni menos
cuál es el deber de conducta que ha sido infringido.

Para configurar una infracción de un deber legal por omisión, se hace necesario que exista un
deber  de  conducta  y  un  estándar  que  se  pueda  incumplir  para  efectos  de  determinar
responsabilidad. Si a esto se suma que la carga de la prueba corresponde a los acusadores,
necesariamente ha de concluirse que es tarea de los diputados demostrar no sólo las situaciones
que habrían configurado las omisiones imputadas, sino también los estándares o deberes de
conducta que se le atribuye no haber cumplido y cuál es la norma jurídica que los determina.

Así, los acusadores no señalan estándares o deberes de conducta que la Ministra haya debido
cumplir o que fuesen esperables ni mucho menos señalan el estándar apto para dar lugar a
responsabilidad constitucional [15].

Falta de lógica en la acusación

En la acusación de autos no existe claridad en la exposición, razonamientos lógicos, ni posibilidad
de deducción de los razonamientos realizados que permitan establecer la responsabilidad de la
Ministra.

Los acusadores sostienen que del derecho a la protección de la salud se desprenden una serie de
deberes  para  la  Administración,  particularmente  para  la  Ministra  de  Salud,  sin  clarificar  la
naturaleza  jurídica  del  correlativo  derecho  y  las  obligaciones  que  de  dicha  naturaleza  se
desprenden.
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Ejemplo de la falta de fundamentación lógica es que la acusación reconoce que la protección de la
salud es un derecho de contenido económico y social, cuya dimensión prestacional originalmente
asociada a un Estado de Bienestar ha mutado dada la crisis financiera de dichos modelos y de la
internacionalización  de  exigencias  y  estándares,  descendiendo  la  actividad  del  Estado  y
aumentando la carga de los particulares. Dada dicha argumentación, no es posible determinar
indubitadamente la naturaleza, contenido, obligación o extensión del derecho a la protección de la
salud, como tampoco qué acciones, estándares o prestaciones se espera del Estado, a juicio de los
acusadores. Consiguientemente, no es posible determinar lógicamente el estándar de conducta
que se establece, y por tanto, supuestamente infringido por la Ministra de Salud.

Por otra parte, respecto del incumplimiento de dar respuestas al oficio de la Cámara, no puede
dejarse de lado que efectúan una interpretación de la norma constitucional que se desapega
completamente de su texto y de su intención,  transcribiendo en el  texto de la acusación la
discusión legislativa y concluyendo exactamente lo contrario a lo que expone dicha discusión [16].

Incumplimiento de exigencias formales de la acusación

Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional,  en su artículo 51 exige que la acusación
constitucional  cuente  con  capítulos,  en  los  que  deben señalarse  los  hechos  específicos  que
constituyen los delitos, infracciones o abusos de poder que según la Constitución Política permiten
entablar la acusación. Más aún, obliga a que estos hechos se incluyan en el libelo acusatorio de
forma ordenada y rigurosa, especificando en cada caso qué causal de acusación implican.

Esta “tipicidad constitucional” no se cumple en el presente caso.

Si se observa la estructura del escrito presentado por los diputados acusadores se verá que hacen
una mención genérica de las causales de la acusación que invocan en el acápite “III. Las causales
en que se basa la  presente acusación”.  En este  apartado se limitan a  describir  dos  ilícitos
constitucionales que la Carta Fundamental reconoce como habilitantes para una acusación contra
un Ministro de Estado, como son la infracción a la Constitución y la no ejecución de la ley. Sin
embargo, no especifica de qué manera la Ministra ha incurrido en tales infracciones, ni imputan
hecho alguno en esta parte.

Por otro lado, en el  acápite “VI.  Capítulos de la acusación constitucional”,  describen hechos,
medidas y circunstancias de forma poco precisa,  imputándoselos sin fundamentación alguna.
Estos hechos se encuentran desvinculados de las causales de acusación establecidas en el acápite
III del libelo acusatorio.

Por consiguiente, no existe en la acusación un capítulo que cumpla con la exigencia establecida
por el artículo 51 de la citada ley, en orden a determinar de manera específica no sólo los hechos
que se le imputan, sino que también cómo tales hechos se enmarcan dentro de alguna de las
causales que hacen procedente la acusación. Se indican los hechos en un apartado y las causales
en el otro, pero no indican de manera conjunta la manera en que los primeros se subsumen a las
segundas, configurando la responsabilidad constitucional.

Omisión de toda prueba

Finalmente, la acusación constitucional deducida establece en su primer otrosí que los diputados
acusadores se valdrán de todos los medios constitucionales y legales para probar su pretensión en
las instancias en que corresponda, sin anunciar, individualizar, ni acompañar antecedente alguno.
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Como se señala más arriba, la naturaleza de la acusación constitucional, como todo sistema de
imputación de responsabilidad, supone la garantía de la presunción de inocencia, de la cual se
desprende que la carga de la prueba en este proceso es de la parte acusadora, es decir de los
diputados que la están llevando adelante. El conocimiento de las pruebas por parte del inculpado
permite que este ejerza correcta y eficazmente su derecho a defensa. En este sentido, sólo un
conocimiento  acabado  de  los  medios  probatorios  con  los  que  se  buscará  determinar  la
responsabilidad de un acusado permite desvirtuarlos, mediante todas las herramientas que le
franquea la ley para ello.

Además, la rendición oportuna y suficiente de la prueba y su correcta valoración es la única forma
por la cual el órgano encargado de decidir el asunto pueda formarse la convicción suficiente, más
allá de toda duda, de la culpabilidad o inocencia del acusado. Esto es de una importancia capital,
ya que permite diferenciar un procedimiento jurisdiccional enmarcado en un Estado de Derecho de
aquellos que no cumplen con las garantías mínimas de un debido proceso.

La acusación carece de peticiones concretas

Por  último,  la  acusación  carece  de  peticiones  concretas,  lo  que  constituye  un  mínimo  de
formalidad y seriedad en toda presentación. No se pide que se acoja la acusación ni que se
destituya e inhabilite a la ministra a consecuencia de ella. Con ello queda a la vista que se trata
solamente de un acto de naturaleza política.

Corolarios

a) La acusación constitucional busca determinar responsabilidades que tienen su origen en la
Constitución Política de la República, lo cual le otorga los elementos propios del procedimiento
jurisdiccional, demandando en su tramitación el respeto de los estándares mínimos del debido
proceso.

b) Entre las garantías que conforman un debido proceso se encuentran la presunción de inocencia
y el derecho a defensa. La presunción de inocencia exige que el acusador pruebe los hechos que
se imputan y la forma en que se subsumen en las causales constitucionales. Adicionalmente,
requiere que el acusado conozca las pruebas y las normas y el razonamiento a través del cual se
sostiene la infracción en su contra, con objeto de desvirtuarlos en particular, o la conclusión
derivada de su conjunto.

c) En el presente caso, la acusación presentada por los diputados carece de un mínimo estándar
de fundamentación. Confunde hechos con juicios de valor e imputaciones. Acusa infracciones por
omisión  sin  determinar  estándares  de  responsabilidad.  Presenta  contradicciones  en  sus
argumentos  y  carece  de  lógica.  Además,  no  acompaña medio  probatorio  alguno  ni  formula
peticiones concretas.

d) Por lo anterior la acusación no puede ser admitida, pues no cumple los requisitos formales que
la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional exige para una acusación constitucional y
vulnera los principios de un debido proceso que deben regir a toda acusación, impidiendo el
adecuado resguardo de la presunción de inocencia y del derecho a defensa.

Tercer  argumento  de  cuestión  previa:  Se  invoca  erróneamente  la  causal  de  infracción  a  la
constitución o las leyes
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Como consecuencia  de desconocer  el  carácter  subsidiario  y  de última ratio  de la  acusación
constitucional, los acusadores utilizan erróneamente la causal de haber infringido la Constitución.
Se trata, en este sentido, de una acusación contraria al texto constitucional.

La acusación procede por obligaciones jurídicas regladas

La  Constitución  y  la  ley  pueden  establecer  sus  mandatos  de  diverso  modo,  ampliando  o
restringiendo el margen de apreciación que entregan a un Ministro de Estado.

Para poder imputar responsabilidad constitucional, sin embargo, es preciso que la obligación o
mandato permita hacer un reproche concreto. Es decir, no puede haber reproche si se entrega un
margen de apreciación en el sentido de dejar al juicio de mérito o conveniencia del Ministro el
modo concreto de cumplir con un mandato.

Sólo  si  la  ley  ha  prefigurado  los  contornos  precisos  de  la  obligación,  puede imputarse  una
infracción típica que admite responsabilidad constitucional.

Así ha sido establecido por la doctrina de la Cámara de Diputados, criterio que guarda consonancia
con  la  naturaleza  jurídica  de  la  acusación  constitucional.  Al  respecto,  se  ha  dicho  que  la
responsabilidad  que  puede  hacerse  efectiva  a  través  de  la  acusación  constitucional  contra
Ministros de Estado sólo opera respecto de obligaciones jurídicas regladas, y no respecto de
facultades discrecionales o calificaciones sobre el mérito de los hechos materia de la acusación, la
oportunidad o la orientación en la ejecución de las políticas públicas, las que se encuentran en el
ámbito de la responsabilidad política que sólo puede hacer valer el Presidente de la República
sobre los Ministros de Estado [17] [18].

Esto significa que para que exista responsabilidad constitucional no basta que se impute una
omisión cualquiera en el ejercicio de las facultades otorgadas por la ley. Debe tratarse de una
omisión que vulnere una obligación precisa de actuar en un determinado sentido.

Este requisito, por tanto, descarta la aptitud de dos tipos de normas para fundar una acusación
constitucional:  Por  un  lado,  aquéllas  que  establecen  potestades  discrecionales  para  la
Administración;  y,  por  otro,  aquéllas  que  establecen  mandatos  de  carácter  meramente
programático [19]

Por tanto, no puede fundarse una acusación constitucional en normas que entreguen facultades
discrecionales, esto es, en normas que otorgan a la autoridad la facultad para decidir si actuar o
no, y en qué sentido actuar, si decide hacerlo.

Desconocer este requisito de aplicación de la causal implica necesariamente hacer una evaluación
del mérito de la actuación de un Ministro de Estado y, por tanto, una evaluación política de su
conducta, lo cual, como ya se ha dicho, en el contexto de un régimen político presidencialista
como el nuestro, sólo puede hacerlo el Presidente de la República.

No puede haber responsabilidad constitucional sin un estándar definido

La acusación constitucional persigue la responsabilidad individual de las altas autoridades que
señala la Constitución, por las graves causales que se indican en el mismo texto.

Por  lo  mismo,  no  puede utilizarse  para  cuestionar  o  plantear  estándares  de satisfacción de
derechos sociales, que no se definen en la Constitución, como pretenden los acusadores.
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Los derechos sociales, y en concreto, el derecho a la salud, son plenamente exigibles, eso no está
en duda. En nuestro país, y para este Gobierno en particular, el compromiso por dar satisfacción al
derecho a la salud es profundo. Sin embargo, las críticas al estándar de satisfacción del derecho a
la salud no pueden pretender configurarse como una causal de acusación constitucional.

No puede construirse una infracción constitucional sin referencia a un estándar

Debe especificarse una infracción

Respecto de Ministros de Estado, la causal de infracción a la Constitución exige considerar dos
aspectos. En primer lugar, al ser un mecanismo que persigue la responsabilidad se debe verificar
una norma constitucional infringida y, en segundo lugar, se debe constatar la conducta indeseable
que se ha realizado bajo el supuesto de la norma. Por lo mismo, resulta fundamental aclarar -
siguiendo a Kelsen- que en la imputación de responsabilidad existe una reacción del Derecho
contra una actuación considerada reprochable [20].

En razón de lo anterior, es preciso puntualizar que la causal de infracción a la Constitución exige al
menos identificar la norma constitucional que se estima infringida y, enseguida, la conducta que
ha generado dicha infracción.

En  el  presente  caso,  los  acusadores  no  precisan  de  qué  manera  la  Ministra  infringiría  la
Constitución,  sino  por  el  contrario,  pretenden  que  se  presuma una  infracción  y  se  le  haga
responsable de la satisfacción del derecho a la salud conforme un estándar que no viene dado por
la Constitución.

Infracción a la Constitución respecto del derecho a la salud

La causal  de infracción a  la  Constitución debe ser  analizada como una de las  más graves,
recordemos que su verificación da lugar a la destitución de las autoridades acusables. Por lo
mismo, no resulta razonable invocar una infracción a la Constitución cuando se trata de cuestiones
susceptibles de un legítimo margen de apreciación o de diversos estándares admisibles bajo el
mandato de la Constitución.

El  estándar  de  responsabilidad  por  infracción  a  la  Constitución  cuando  se  trata  de  normas
referidas a derechos sociales es muy difícil de determinar.

En este sentido, Curtis y Abramovich han destacado la noción de progresividad de los derechos,
conforme a la cual es posible reconocer que la satisfacción plena de derechos establecidos en el
Pacto supone una cierta gradualidad, y por otro lado obligación estatal de mejorar las condiciones
de goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales [21].

Sobre la progresividad del derecho a la salud el Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de Naciones Unidas, ha señalado que “la realización progresiva del derecho a la salud a
lo largo de un determinado periodo no debe interpretarse en el sentido de que priva de todo
contenido significativo las obligaciones de los Estados Partes. Antes al contrario, la realización
progresiva significa que los Estados Partes tienen la obligación concreta y constante de avanzar lo
más expedita y eficazmente posible hacia la plena realización del artículo 12”. [22]

Por lo mismo, resulta artificioso, a lo menos, pretender invocar una infracción al derecho a la salud
en atención a un único nivel de satisfacción que se espera de este, pese a que la Ministra de Salud
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ha demostrado mejoras sustantivas en esta materia desde su nombramiento, continuando en este
aspecto la obra de sus predecesores.

La acusación constitucional no es un mecanismo de control de satisfacción de derechos sociales

La protección del  derecho a la salud genera deberes para el  Estado,  en concreto el  libre e
igualitario  acceso a  las  acciones  de promoción,  protección y  recuperación de la  salud y  de
rehabilitación del individuo; le corresponde, asimismo la coordinación y el control de las acciones
relacionadas con la salud. Además, se establece que es deber preferente del Estado garantizar la
ejecución de las acciones de salud,  sea que se presten a través de instituciones públicas o
privadas, en la forma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones
obligatorias (art. 19 N° 9 CPR).

En efecto, la Constitución le entrega la responsabilidad al “Estado”, y a instituciones “públicas o
privadas” (artículo 19 Nº 9, incisos segundo, tercero y cuarto). Cuando la Constitución habla del
“Estado” no está imponiendo obligaciones directas al “Ministro de Salud”. Se está refiriendo a todo
un complejo organizativo, al que la ley dedica nada menos que un “Libro” completo de la Ley
Orgánica de la Salud.

Al respecto, la doctrina señala “El sistema público de salud debe asegurar un derecho mínimo vital
a la protección de la salud para todos lo que lo soliciten, lo que constituye el contenido esencial
del derecho que integra todo lo asegurado constitucionalmente, que se integra por la dignidad e
integridad del ser humano, asegurando unas prestaciones básicas y uniformes de salud también a
las personas indigentes, a las personas más vulnerables o sin capacidad de pago, atendiendo al
principio de igualdad de oportunidades para participar en la vida social y el principio de inclusión
social explicitados como deberes del Estado en el artículo 1°, inciso final de la Constitución.” [23]

Cumplidos los deberes del Estado en esta materia, el estándar de satisfacción del derecho a la
salud no es una cuestión predeterminada por la Constitución. Corresponderá al legítimo debate
político  fijar,  por  otros  instrumentos,  los  medios  para  satisfacer  el  derecho y  determinar  su
estándar de satisfacción.

Luego,  no  corresponde  que  los  diputados  utilicen  la  acusación  constitucional  para  imputar
responsabilidad a la Ministra, en circunstancias que ellos mismos aluden a que se trata de un
problema del Estado chileno, en el que se comprendería también el Parlamento en tanto existirían
omisiones  de  disponer  medidas  “administrativas  o  legislativas,  en  su  caso”.  Los  acusadores
sostienen que “al establecer la posibilidad que las acciones de salud sean ejecutadas por órganos
públicos o privados, la circunstancia de que existan problemas graves de gestión por parte del
Ministerio que impidan el acceso a prestaciones a gran parte de la población, se traducen en una
infracción a los deberes del Estado en materia de garantizar el acceso a la salud, por vía de la
omisión, al no disponer de las medidas administrativas o legislativas –en su caso- que permitan
dar cumplimiento a lo prescrito en la carta fundamental” [24]. Es decir, ellos mismos han dicho
que la Ministra no es personal y directamente responsable.

La acusación realiza reproches de mérito y no imputa infracciones a la Constitución

Tal  como  ha  sido  desarrollado  en  los  acápites  precedentes,  en  el  caso  de  los  regímenes
presidencialistas,  como  el  nuestro,  es  posible  afirmar  jurídicamente  que  la  acusación
constitucional no es un medio idóneo para juzgar el mérito del ejercicio de una autoridad en su
cargo.
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Es decir,  no basta un mero juicio de reproche o aprobación sobre la persona del acusado o
acusada, sino que es necesario determinar si dicha autoridad ha configurado alguno de los ilícitos
constitucionales que ameritan su destitución, contemplado en la propia Constitución.

Así, la acusación constitucional exige determinar si la autoridad acusada ha configurado alguno de
los ilícitos constitucionales que consagra la Constitución, ya que no cabe la realización de un juicio
de mérito sobre la conducta de dicha autoridad, por tanto,  es un asunto de responsabilidad
jurídica y no de responsabilidad política proveniente de un voto de censura como ocurre en los
regímenes parlamentarios.

En este sentido, el constitucionalista Zúñiga dice: “Precisamente la responsabilidad constitucional
se origina en infracciones de la Constitución, lo que la asemeja a la responsabilidad jurídica más
que a la política, si no fuere porque las infracciones de la Constitución son, por su naturaleza,
ilícitos que invitan a interpelaciones creativas o márgenes de libertad interpretativa de órganos
políticos” [25]

En este orden de ideas, cabe destacar que los diputados acusadores realizan a lo largo de su
presentación variadas calificaciones del mérito, conveniencia u oportunidad de la actuación y de
las  decisiones  adoptadas  por  la  Ministra,  sin  embargo,  la  acusación  constitucional  no  es  el
mecanismo para reprochar si se concuerda o no con el mérito, conveniencia u oportunidad de las
políticas públicas ejecutadas por esta u otra Secretaría de Estado. Aún más, en ocasiones, los
acusadores califican el mérito, conveniencia u oportunidad no sólo de la Ministra sino que también
de la anterior Ministra de Salud e incluso del Gobierno en el desarrollo de las políticas públicas en
materia  de  salud,  utilizando  dichas  apreciaciones  como  argumentos  que  servirían  como
fundamento a ilícitos constitucionales en los que se basaría la presente acusación constitucional.

De este modo, cuando los diputados acusadores realizan las afirmaciones que se revisarán a
continuación,  se  alejan  de  los  ilícitos  constitucionales  que  fundamentan  su  acusación,  pues
efectúan apreciaciones de mérito, oportunidad y conveniencia, que se acercan más a la crítica
política que a una acusación constitucional, tales como:

Así por ejemplo, en el capítulo III  de la acusación y, en particular, en el párrafo primero, los
acusadores sostienen que: “De esta manera, cuando la Ministra de Salud no actúa tomando las
medidas administrativas eficaces que se encuentran en el ámbito de su competencia para poder
hacer frente a la grave crisis en la salud pública”, efectúan una calificación de mérito respecto a la
eficacia de los actos administrativos emanados del Ministerio de Salud.

Asimismo, los acusadores señalan que puede existir inejecución de la ley en las etapas posteriores
a su puesta en marcha, ello, producto de la falta de fiscalización, por tanto, a su juicio: “Pueden
existir los recursos para darle efectividad, una institucionalidad que la respalda, una normativa
reglamentaria que densifica y detalla las obligaciones jurídicas. Pero si no existe el vigor de la
fiscalización  y  la  voluntad  de  llevarla  a  cabo,  probablemente,  se  frustrará  el  propósito  del
legislador.”, en este sentido, los acusadores realizan una crítica de carácter político en cuanto no
existiría la voluntad de parte de esta Administración de ejecutar las leyes.

Por otra parte, en el capítulo II de la acusación y, en particular, en el párrafo segundo sobre graves
problemas de gestión hospitalaria en el sector público de salud, los acusadores afirman: “En el
ámbito de la salud pública, los diputados acusadores consideramos que existe una severa crisis en
la gestión de hospitales públicos, tanto a nivel de la inversión como a nivel de la gestión misma lo
cual incide gravemente en el cumplimiento de los deberes del Estado en el ámbito de garantizar el
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acceso a las acciones de salud”.

En  este  mismo  apartado,  los  acusadores  sostienen  que  “El  2014  se  creó  al  margen  del
ordenamiento jurídico -de manera ilegal- una Secretaría de Coordinación de Inversiones a cargo
del señor Sergio Teke cuya función sería adelante el plan de infraestructura, donde se contrataron
profesionales y 17 agentes públicos para la gestión y la supervisión de los proyectos.”.

Asimismo, el apartado en revisión contiene otra afirmación de los acusadores que se vincula con
apreciaciones de mérito, conveniencia y oportunidad: “La Ministra en la Interpelación del 30 de
septiembre, dijo que ella había llegado “sólo con su conductor”, ante lo cual se desprende que ella
no reordenó el gabinete manteniendo hasta la fecha a todas estas personas. De esta forma. No
parece que exista un déficit en la estructura del Ministerio para hacer frente al programa de
inversiones en construcción de hospitales, sino que de una incapacidad de poder ejecutar la
normativa vigente en orden a cumplir los deberes como Ministra de Estado.”.

Por ejemplo, los acusadores señalan que: “De lo anterior,  queda en evidencia que existe un
problema de gestión grave en la administración de las dos Ministras del Gobierno de la Presidenta
Bachelet, pues no se observan condiciones que hayan podido alterar los niveles de la salud pública
como  brotes  o  epidemias  que  hayan  podido  incrementar  coyunturalmente  la  demanda  por
atención sanitaria. (…) Esto claramente es un tema de gestión.”.

En este mismo apartado, los acusadores afirman que: “no es mencionado por la Ministra como una
alternativa y no existe promoción alguna del programa Bono Auge ni en los módulos de atención
de FONASA ni en su página web. Esto da cuenta de un presupuesto respecto del cual no hay
información sobre ni su ejecución ni del programa en si. Esto es una falencia grave desde el punto
de vista de la gestión y la voluntad con que el Gobierno buscará cumplir la promesa de reducir las
listas de espera.”.

Así,  todas  las  afirmaciones  revisadas  del  antedicho  apartado  se  distancian  de  los  ilícitos
constitucionales alegados, pues más bien se refieren a temas de gestión de esta Secretaria de
Estado y, tal como ya se ha sostenido, la acusación constitucional no es un mecanismo que
nuestro  ordenamiento  jurídico  contemple  para  efectos  de  realizar  reproches  relativos  a  las
decisiones adoptadas y, en definitiva, al accionar político.

Del mismo modo, en este apartado las críticas formuladas por los acusadores dan cuenta de un
claro reproche de carácter político, pues incluso apuntan más allá de la Ministra, sus apreciaciones
las formulan respecto a la Ministra de Salud precedente y al Gobierno en general, alejándose una
vez más de los ilícitos constitucionales que gatillarían la responsabilidad jurídica de la actual
Ministra de Estado.

Todo lo  anterior  refleja  que los  argumentos  esgrimidos por  los  acusadores  para justificar  la
acusación constitucional interpuesta en contra de la Ministra se distancian de los ilícitos que la
Constitución ha establecido mediante causales específicas y taxativas, incluso para cargos como
el de esta Secretaria de Estado, que tienen una naturaleza esencialmente política.

En definitiva,  no es posible sostener jurídicamente esta acusación constitucional  en un mero
análisis político o de mérito acerca de si esta autoridad pública, a juicio de los parlamentarios
acusadores, ha ejercido su cargo satisfactoriamente o no.

La acusación no establece un vínculo causal entre las acciones descritas y las normas que se
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señalan infringidas

La imputación de responsabilidad jurídica requiere la existencia de un vínculo de causalidad entre
la conducta de la persona a quien se hace responsable y el resultado contrario a derecho.

La Cámara de Diputados ha sostenido que una acusación constitucional es improcedente cuando
ella no da cumplimiento al principio de determinación. Este principio ha sido caracterizado como
un nexo entre los hechos que la acusación relata y las infracciones a la Constitución o la ley que la
acusación imputa [26]. La ausencia de este requisito ha sido caracterizada como “una debilidad
procesal intrínseca” que haría improcedente la acusación constitucional [27].

La acusación constitucional  presentada omite el  vínculo de causalidad,  limitándose a señalar
hechos aislados que presentan artificiosamente como una “crisis” de la salud pública en Chile que,
de alguna forma no explicitada, serían de responsabilidad de la Ministra acusada. En este sentido,
la acusación no da cumplimiento al principio de determinación.

El libelo acusatorio se estructura en cuatro capítulos, cada uno de los da cuenta de hechos que
configurarían una infracción de la Constitución o las leyes, o una inejecución de éstas por parte de
la Ministra.

Sin embargo, basta sólo observar la manera en que los acusadores titularon cada uno de los
capítulos para constatar que la acusación no cumple con los estándares mínimos requeridos por la
Constitución. Los capítulos se refieren a cuestiones sistémicas o a hechos que se encuentran fuera
de sus competencias como Ministra de Salud.

Así, el desarrollo de la argumentación jurídica de la acusación se limita a describir ciertos hechos
extraídos de informes o declaraciones a la prensa para, a continuación, reproducir normas de
rango constitucional o legal, sin explicar cómo los hechos se vinculan normativamente con la
disposición citada.

La ausencia de un vínculo de causalidad entre los hechos descritos y las normas que se estiman
vulneradas  impide  que  se  configuren  los  capítulos  que  deben constituir  cualquier  acusación
constitucional. Los autores de la acusación incumplen la obligación de construir su acusación
sobre “cada uno de los hechos específicos que constituyan cada uno de los delitos, infracciones o
abusos de poder”.

Corolarios

a) Los acusadores realizan una errónea interpretación de la causal de infringir la Constitución o las
leyes, lo que da lugar a que la imputación no cumpla los requisitos exigidos por la Constitución.

b) Por una parte,  la causal  invocada procede sólo por la infracción de obligaciones jurídicas
regladas  contenidas  en  la  Constitución  o  en  la  ley.  Sin  embargo,  los  acusadores  aluden
constantemente a normas que entregan potestades discrecionales. Por otra parte, la causal de
acusación  constitucional  consistente  en  haber  infringido  la  Constitución  exige  acreditar  una
vulneración directa a una norma o garantía constitucional. Esta imputación de responsabilidad
exige ser medida con un estándar claro y definido por la propia Constitución.

c) No se puede alegar la infracción de la Constitución en razón de un estándar que es dinámico y
en constante mejora. La imputación de responsabilidad a la Ministra acusada en razón de la
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supuesta “crisis de la salud” que alegan los acusadores, implica imputar responsabilidad por un
estándar de satisfacción del derecho a la salud que no se define en la Constitución.

d) Finalmente, la acusación no da cumplimiento al principio de determinación, ya que no realiza un
vínculo  normativo  entre  las  conductas  que  me  atribuye,  y  las  supuestas  infracciones  a  la
Constitución y la ley que se me imputan.

Cuarto argumento de cuestión previa: La acusación no reconoce el alcance preciso de la causal
“dejar las leyes sin ejecución”

La causal invocada por los acusadores debe interpretarse teniendo siempre en consideración los
criterios interpretativos aplicables en general a la acusación constitucional, en tanto institución
excepcional. No obstante, los acusadores no toman esto en consideración en su escrito.

La competencia constitucional de los Ministros de Estado

La excepcionalidad de la acusación constitucional exige que la invocación de las causales que la
hacen procedente se refiera siempre a hechos realizados dentro de la esfera de competencia de la
autoridad acusada.

Exigir de una autoridad que dé ejecución o que aplique una norma para la que no es competente
implica exigir una conducta contraria a la Constitución y a ley, especialmente en lo que dice
relación con el principio de legalidad, establecido en el artículo 7° de la Constitución Política de la
República,  que prescribe que “Ninguna magistratura,  ninguna persona ni  grupo de personas
pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos
que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes”.

Consecuentemente, todas las causales de acusación constitucional están establecidas en estricta
relación con las funciones ejercidas por la autoridad susceptible de ser acusada. Así, se intenta
asegurar que los hechos que se invoquen a fin de configurar la causal de acusación no puedan ser
ajenos al ejercicio de las atribuciones propias del correspondiente cargo, resguardando el principio
de legalidad.

De esta forma, en el marco de la acusación en su contra, las causales de acusación constitucional
esgrimidas deben siempre entenderse dentro del marco de sus competencias constitucionales
como Ministra de Salud.

En particular,  es preciso señalar que los Ministros de Estado no son funcionarios públicos ni
ejercen  una  función  como empleados  de  la  Administración,  ya  que  ostentan  una  categoría
constitucional  especial:  son colaboradores  directos  del  Presidente  de la  República,  quien los
nombra y remueve a su discreción, según lo dispuesto en la Carta Fundamental.

En consecuencia, los Ministros no son empleados públicos cuyo desempeño se encuentre sujeto a
una  relación  estatutaria  y  jerarquizada  con  el  Estado,  como  la  regulada  en  el  Estatuto
Administrativo.

Es en virtud de este estatuto que se encuentran sujetos a responsabilidad constitucional y, por
tanto, los hechos que sean aptos para dar lugar a ella deben haber tenido lugar en virtud de las
atribuciones que el ordenamiento jurídico les entregue como colaboradores directos e inmediatos
del Presidente de la República.
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En conformidad al artículo 33 de la Carta Fundamental y a los artículos 22 y 23 de la Ley Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los Ministros son autoridades
de su exclusiva confianza, que colaboran en la función de gobierno y administración, participando
en  el  establecimiento  de  las  grandes  líneas  de  conducción  del  Estado.  Tanto  su  forma  de
designación y remoción, como las funciones que cumplen, dan cuenta de esta característica.

Por otra parte, respecto de la función política que desempeñan, la doctrina ha señalado que “al
declararlos  colaboradores  y  no  secretarios,  pone  de  manifiesto  el  constituyente  la  adhesión
profunda y leal que el Jefe del Estado debe esperar de sus Ministros, que no son, por lo tanto,
simples secretarios suyos” [28]. Esta colaboración, asimismo, supone la injerencia de los Ministros
en  las  decisiones  políticas  que  corresponden  al  Presidente  de  la  República,  es  decir,
“coparticipación en la sustancia misma de lo que se resuelva” [29].

Al  respecto,  el  Tribunal  Constitucional  ha  señalado  “que  la  Constitución  agrega  que  esa
colaboración [entre el Presidente de la República y sus Ministros] directa e inmediata. Con el
primer  calificativo  (“directa”)  se  establece  que  la  colaboración  de  los  Ministros  es  sin
intermediarios. (…). Con el segundo calificativo (“inmediato”) se establece el carácter cercano o
contiguo de ese vínculo” [30].

Lo anterior explica la responsabilidad en que pueden incurrir los Ministros en relación a los actos
del  Presidente de la República,  manifestada en la conjunción de los artículos 35 y 36 de la
Constitución. Es precisamente en relación a las funciones planteadas en estos preceptos en virtud
de la que la Constitución hace acusables a los Ministros de Estado.

“Artículo 35. Los reglamentos y decretos del Presidente de la República deberán firmarse por el
Ministro respectivo y no serán obedecidos sin este esencial requisito.

Los decretos e instrucciones podrán expedirse con la sola firma del Ministro respectivo, por orden
del Presidente de la República, en conformidad a las normas que al efecto establezca la ley.

Artículo  36.  Los  Ministros  serán  responsables  individualmente  de  los  actos  que  firmaren  y
solidariamente de los que suscribieren o acordaren con otros Ministros.”.

Los acusadores desechan todo lo anteriormente señalado e intentan artificiosamente adjudicarle
responsabilidades desconociendo la naturaleza del cargo que ejerce.

“Dejar sin ejecución las leyes” tiene un significado acotado

Dar  una  interpretación  tan  amplia  a  las  causales  conllevaría  a  desnaturalizar  la  acusación
constitucional como mecanismo para perseguir la responsabilidad jurídico-constitucional de ciertas
autoridades y transformarla en un mecanismo meramente político.

La infracción debe relacionarse con un deber expreso para el  acusado, en el  ámbito de sus
competencias. Asimismo, las infracciones deben ser efectivas y claras [31], y deberán tener cierta
entidad  que  permita  justificar  la  remoción,  que  haga  intolerable  jurídica  y  políticamente  la
permanencia del acusado en su cargo. La infracción ha de ser insubsanable, de lo contrario, no se
estaría considerando la naturaleza de última ratio de la acusación constitucional.

En relación a lo anterior, respecto a las acusaciones contra Ministros de Estado, sólo podrá tratarse
de infracciones a la Constitución o a la ley relacionadas con sus atribuciones. Consecuentemente,
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no se podrá acusar constitucionalmente a un Ministro por infracciones cometidas en el ámbito de
su vida privada ni, en general, cuando no se encuentre actuando en su calidad de Ministro de
Estado. Así lo ha reconocido invariablemente la Cámara de Diputados.

A modo de ejemplo, al rechazar la acusación constitucional en contra de los ex Ministros de
Minería y Hacienda, Alejandro Foxley y Patricio Hales, la Cámara de Diputados señaló:

En relación a lo anterior, cabe precisar que, la expresión “infringir la Constitución o las leyes” pese
a su enunciado, aparentemente amplio, se refiere a las infracciones cometidas en el desempeño
de sus deberes constitucionales de Ministro y no a cualquiera infracción o incumplimiento de ley
[31]

En el mismo sentido se pronunció respecto de la acusación constitucional contra el exMinistro de
Economía Jorge Rodríguez Grossi, respecto de la que la Comisión Informante recomendó rechazar,
debido  a  que,  de  conformidad  con  los  precedentes  establecidos  por  la  propia  Cámara  de
Diputados, sólo resultaba posible acusar a un Ministro por el desempeño de funciones propias de
su investidura pública originaria, es decir, en el desempeño de su cargo como Ministro. En este
caso, se habría deducido acusación constitucional contra el entonces Ministro Rodríguez Grossi por
actos desempeñados en cuanto Presidente del  Consejo de la  Corporación de Fomento de la
Producción (CORFO). Sin embargo, se determinó que el Ministro, en su calidad de tal, no tenía la
facultad  directa  sobre  los  órganos  que  se  relacionaban  con  esa  Secretaría,  particularmente
respecto de CORFO, por ser esta un servicio público descentralizado.

A  pesar  de  los  claros  precedentes  sobre  la  materia,  los  acusadores  interpretan  de  forma
excesivamente extensiva la infracción a la Constitución o las leyes. En efecto, en el Capítulo 2 de
su presentación le atribuyen responsabilidad por lo que ellos denominan “crisis  en el  sector
Hospitalario”, al haber, supuestamente, “infringido gravemente los deberes constitucionales en
materia de salud que se traducen, preferentemente, en garantizar la ejecución de las acciones de
salud,  sea  que  se  presten  a  través  de  instituciones  públicas  o  privadas”,  sin  señalar
específicamente la norma infringida, si se trata de una norma que establece un deber expreso o la
forma en que, en su calidad de Ministra de Estado, la vulnera.

La acusación desconoce el sentido de la inejecución de las leyes y los precedentes de la Cámara
de Diputados

Nuevamente, debe tenerse presente que la imputación de dejar la ley sin ejecución debe referirse
sólo  a  aquellas  normas  para  las  que  el  acusado  es  competente,  es  decir,  normas  que  se
encuentren dentro del ámbito de sus funciones.

No podría ser de otra forma, pues la obligación de ejecutar la ley sólo puede ser exigida a quien ha
sido atribuido por el ordenamiento jurídico dicha responsabilidad. Pretender que un órgano jurídico
o público ejecute una norma para la cual no es competente, importa exigir  la comisión una
infracción de la Constitución o la ley.

El artículo 32 de la Constitución Política de la República señala las atribuciones especiales del
Presidente de la República. Particularmente, dispone en su N° 6:

Artículo 32.- Son atribuciones especiales del Presidente de la República:

[…]
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6º.- Ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no sean propias del dominio
legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e instrucciones que
crea convenientes para la ejecución de las leyes.

Como se desprende de la disposición transcrita, la Carta Fundamental señala precisamente qué
debe entenderse por “ejecución de la ley”. Esta función, propia del Presidente de la República
consiste en la dictación de todos los reglamentos necesarios para la ejecución de la ley.

A su vez, los Ministros de Estado, en tanto colaboradores directos e inmediatos del Presidente de
la República, tienen como función colaborar con el Presidente de la República en la ejecución de la
ley, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 de la Constitución Política de la República.

De lo dicho resulta claro que cuando la Constitución hace acusables a los Ministros de Estado por
dejar sin ejecución la ley se refiere precisamente a la omisión de un deber determinado: la
concurrencia a la dictación de los reglamentos necesarios para ejecutar la ley.

No obstante, los acusadores hacen una incorrecta interpretación de la inejecución de la ley. Lo
anterior, pues no se limitan a considerar que ello se refiere a la concurrencia del Ministro de
Estado, con su firma, a los decretos necesarios para ejecutar la ley, sino que van más allá,
confundiendo la ejecución de la ley con la aplicación de la misma.

Así, en el Capítulo 3 de su presentación los acusadores erróneamente señalan que yo habría
“dejado  sin  ejecución  la  ley  N°  19.966  al  no  disponer  de  ninguna  medida  legislativa  o
administrativa eficaz para hacer cumplir la ley en lo referente al acceso universal de la garantía de
oportunidad, lo cual incumple de manera flagrante el deber preferente del Estado en materia de
garantizar las acciones de salud” [33]. Lo anterior, pues los reglamentos de dicha ley ya fueron
dictados y publicados [34].

El único capítulo (4) en que se hace una correcta interpretación de la causal, no concurren los
supuestos de hecho que la hacen procedente.

En reiteradas oportunidades la Cámara de Diputados ha sostenido que la causal de dejar las leyes
sin ejecución se refiere a la omisión del deber de concurrir a la dictación de reglamentos.

Así, por una parte, en la acusación constitucional en contra del entonces Ministro de Educación
José Pablo Arellano Marín, el informe de la Comisión, que recomendó a la Cámara rechazar la
acusación y que fue votado favorablemente en la Sala, señaló que dicho Secretario de Estado no
había infringido norma constitucional ni legal alguna ni había dejado sin ejecución ninguna ley, ya
que tanto él como el Ministerio, en su caso, habían dictado todas las normas reglamentarias para
la ejecución de la ley Nº 19.070. Al respecto, la Comisión señaló:

Es así que, siendo la firma ministerial un elemento de la esencia de los actos administrativos
presidenciales, la Constitución protege por la vía de la acusación constitucional el no ejercicio de
dicho deber por los Ministros de Estado [35].

Por otra parte, también en el informe de la Comisión encargada de conocer sobre la procedencia
de la acusación constitucional contra la entonces Ministra de Educación, Yasna Provoste, se dio a
la causal la misma interpretación.

Por ello, el invocar la inejecución de la ley como causal de la acusación constitucional deducida en
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autos, supondría que la autoridad acusada omitió un deber legal que pesaría sobre ella, que en su
investidura de Ministro de Estado no puede ser otro que el de no haber concurrido a suscribir la
dictación de reglamentos o de decretos supremos en ejecución de una ley [36].

En virtud de lo anteriormente señalado, la acusación constitucional presentada descon

oce la  letra  del  texto  constitucional  y  la  doctrina  tantas  veces  reiterada por  la  Cámara  de
Diputados, con el propósito de construir artificiosamente una causal de acusación constitucional.

Corolarios

a) Los acusadores interpretan erróneamente la causal de haber infringido la Constitución y las
leyes y no les he dado a estas ejecuciones.

b) Primero, le atribuyen responsabilidades con las que constitucionalmente, no cuenta. Con ello,
desconocen que esta causal sólo puede aplicarse a hechos personales realizados dentro de sus
ámbitos de competencia como Ministra de Salud, en cumplimiento del principio de legalidad.

c) Segundo, desconocen que a la causal no da cabida cualquier infracción a la Constitución o las
leyes, sino sólo aquellas infracciones cometidas en el desempeño de sus deberes constitucionales
como Ministra de Salud.

d) Tercero, confunden la ejecución de la ley que, en el caso de los Ministros de Estado se limita a
la concurrencia con su firma a la dictación de los reglamentos necesarios para ejecutar la ley, con
la aplicación de esta.

En razón de lo anterior, los acusadores argumentan su presentación en contra de lo establecido en
la  Carta  Fundamental  y  de  lo  señalado por  la  Cámara  de  Diputados  en  el  marco  de  otras
acusaciones constitucionales.

Quinto argumento de cuestión previa: No se imputa responsabilidad por hechos propios

Dado que la acusación constitucional persigue la responsabilidad de determinadas autoridades, es
que debe existir un estrecho vínculo entre el ámbito de competencia de las autoridades, acciones
concretas de estas y la imputación.

Como se  ha  señalado,  la  acusación  constitucional  es  un  mecanismo para  hacer  efectiva  la
responsabilidad  de  aquellas  autoridades  que  expresamente  contempla  la  Constitución,  por
conductas propias realizadas en ejercicio de su cargo.

Por otra parte, la acusación procede por determinadas causales expresamente señaladas en la
Constitución. En consecuencia, su configuración es de derecho estricto y por ende no permiten
interpretación extensiva o por analogía. Asimismo, no procede enjuiciar la gestión general del
Gobierno [37].

En el presente caso, los acusadores pretenden imputar responsabilidad constitucional a la Ministra
acusada por hechos o situaciones que exceden el ámbito de sus atribuciones.

Para demostrar aquello expuso los alcances del concepto de responsabilidad, el ámbito de sus
competencias y cómo es que en el presente caso se le imputan hechos de terceros.
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Concepto de responsabilidad

Dado que la acusación constitucional es un mecanismo para hacer efectiva la responsabilidad de
las autoridades que la Constitución establece por las causales expresamente previstas en ella, es
útil efectuar un breve análisis sobre el juicio de responsabilidad en el marco de la teoría general
del derecho.

Primeramente, la responsabilidad constituye uno de los paradigmas de la sociedad moderna que
puede sintetizarse en la afirmación “libertad de acción, responsabilidad por las consecuencias”. Lo
anterior implica que cada persona es solamente responsable de sus propios actos, no pudiendo el
Estado reprochar jurídicamente las los comportamientos de quienes no puedan ni deban hacerse
cargo de las consecuencias dañosas de un hecho.

La responsabilidad puede ser personal o institucional. En la primera, responde el funcionario; en la
segunda, el órgano. En la responsabilidad personal el agente puede hacerse merecedor de una
sanción  constitucional,  política,  civil,  penal  o  administrativa.  Los  Ministros  de  Estado  son
personalmente responsables política, constitucional o civilmente por los actos y omisiones que
realicen en el ejercicio del cargo.

La acusación constitucional  no escapa de la aplicación de dicho paradigma. Desde luego,  la
responsabilidad  es  un  elemento  integrante  del  Estado  de  Derecho,  junto  a  la  supremacía
constitucional, a la legalidad, al control y a la separación de funciones, por lo que los principios
que rigen a la acusación deben interpretarse a la luz de este paradigma.

La responsabilidad es entendida como la reacción del ordenamiento jurídico ante la infracción de
una norma por parte de un sujeto cuando se dan determinadas condiciones establecidas por el
ordenamiento en cuestión [38]. Esta concepción de responsabilidad, desarrollada por Kelsen, se
caracteriza por ver en la imputación de responsabilidad una reacción del derecho en contra una
actuación que considera reprobable jurídicamente. De esta manera, la conducta a la cual se
formula un juicio de reproche debe ser atribuible a la acción u omisión de quien es el garante o
sujeto pasivo de su cumplimiento.

En palabras de Kelsen, se debe verificar una relación directa entre la sanción y el sujeto sobre el
que recae, puesto que el agente debe desobedecer un deber jurídico que lo obliga a actuar de un
determinado modo.

Corolario de este principio es que las autoridades son responsables solo por aquello que se
encuentra en el ámbito de sus competencias, y ello es lógico toda vez que de acuerdo con el
artículo 7° de la Constitución “Los órganos actúan válidamente previa investidura regular de sus
integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley”, que no es sino la
consagración del principio de legalidad [39] como principio general del derecho administrativo.

El análisis citado es plenamente aplicable al juicio de acusación constitucional de autos, toda vez
que las consecuencias que conlleva la condena implican serias restricciones de mis derechos
fundamentales. En este sentido, si la declaran culpable se le sancionará con la destitución de su
cargo y la inhabilidad para ejercer funciones públicas, sean o no de elección popular, por cinco
años. Por otra parte, los acusadores no justifican por qué dichas consecuencias debe soportarlas
individualmente.

Ministros de Salud son responsables en el marco de sus atribuciones
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En lo referente a los hechos por los cuales debe responder en su calidad de Ministra de Estado,
debe primeramente señalarse el marco constitucional que rige su ámbito de competencias. Pues
bien, según el artículo 33 de la Constitución su función principal es colaborar con el Presidente de
la República en las tareas de gobierno y administración.

La  autoridad sanitaria  nacional  es  el  Ministerio  de  Salud.  Esencialmente,  los  Ministerios  son
órganos de dirección, porque diseñan políticas y planes de conformidad a las instrucciones que
imparte el Presidente de la República, pero quienes las ejecutan son los servicios públicos [40]

Enseguida, es deseable recordar que de conformidad con el artículo 6° del DFL N° 1, de 2005, del
Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°
2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469; el Ministerio de Salud estará integrado por el
Ministro;  la  Subsecretaría  de  Redes  Asistenciales;  la  Subsecretaría  de  Salud  Pública  y  las
Secretarías  Regionales  Ministeriales.  Cada  uno  de  los  órganos  enunciados  tiene  funciones  y
atribuciones que cumplir de acuerdo a lo establecido por el citado cuerpo normativo.

Al  Ministro  de  Salud  le  corresponde,  en  su  calidad  de  colaborador  directo  e  inmediato  del
Presidente de la  República,  la  conducción del  Ministerio,  de conformidad con las  políticas  e
instrucciones que aquel imparta. Las funciones y facultades del Ministro de Salud se encuentran
reguladas en los  artículos  23 y  siguientes del  DFL N° 1-19.653,  que fija  el  texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575; en el artículo 7° del DFL N° 1, de 2005 , del
Ministerio de Salud, y en el DS N° 136, de 2004, del mismo ministerio.

Además, cabe destacar que de conformidad al artículo 7° del DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de
Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 2.763, de 1979 y
de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, le corresponde al Ministro la dirección superior del Ministerio,
para lo cual deberá fijar las políticas, dictar las normas, aprobar los planes y programas generales
y evaluar las acciones que deben ejecutar a los organismos que integran el Ministerio de Salud.
Luego, es en su rol de Ministra de Estado que debo ejercer la dirección superior de esta cartera y
no puedo involucrarse en las funciones de las Subsecretarias que conforman la institucionalidad de
salud en el país, como de los órganos que ejercen la función de fiscalización o ejecución de las
prestaciones de salud.

La acusación constitucional se basa en hechos que no pertenecen al ámbito de sus atribuciones

Que tal como se estableció en el título precedente, el marco institucional del sistema de salud en
Chile involucra a múltiples actores. Sobre el particular, cabe recordar que el actual sistema de
salud diferencia con nitidez a las organizaciones centradas en la conducción del sistema, las
organizaciones  que  agrupan  a  los  agentes  que  ejecutan  las  tareas  sanitarias  y  aquellas
organizaciones que lo financian.

Es posible distinguir a estas organizaciones de acuerdo a las funciones que cumplen. Así, las
funciones  de  rectoría  [41]  y  regulación  [42]  son  ejercidas  por  el  Ministerio  de  Salud,  la
Subsecretaría  de  Salud  Pública  y  la  Subsecretaría  de  Redes  Asistenciales;  la  función  de
fiscalización [43] la ejerce el Instituto de Salud Pública de Chile, la Superintendencia de Salud y las
Secretarías Regionales Ministeriales, finalmente; la función de ejecución [44] podemos identificar
al  Fondo Nacional  de la  Salud,  las Instituciones de Salud Previsional,  la  Central  Nacional  de
Abastecimiento, Laboratorios, Servicios de Salud (Red), Hospitales, Prestadores particulares.

La acusación imputa responsabilidad por cuestiones sistémicas o estructurales
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Del análisis del escrito de acusación es posible constatar que no se funda en hechos precisos, sino
en cuestiones sistémicas. Lo anterior se refleja en que los acusadores fundan mi responsabilidad
constitucional en la trasgresión de normas constitucionales y legales que citan de forma vaga e
imprecisa, pretendiendo reconducirlas a sus competencias como Ministra de Estado.

Los acusadores consideran que ha infringido la Constitución al  “no actuar tomando medidas
administrativas eficaces que se encuentran en el ámbito de su competencia para poder hacer
frente a la grave crisis en la salud pública”. Lo anterior corresponde a un juicio u opinión sin
ningún  sustento  constitucional,  puesto  que  no  identifican  específicamente  cuáles  son  las
conductas atribuibles al ámbito de sus competencias, ni cómo han producido el resultado que
señalan.

Lo anterior vulnera un elemento esencial en materia de responsabilidad para efectos de acusar
constitucionalmente, esto es, que los hechos imputados deben ser realizados personalmente por
la autoridad susceptible de ser acusada y en ejercicio de las funciones propias del cargo, tal como
se expondrá a continuación.

El régimen jurídico de la salud en Chile contempla una vasta institucionalidad, no se circunscribe
únicamente a un Ministro de Estado para satisfacer los mandatos constitucionales y legales que
rigen  la  materia,  como así  también  las  diversas  necesidades  y  funciones  que  dicho  sector
demanda.

La acusación yerra en el sentido que los Ministros de Estado no son los encargados de satisfacer el
derecho fundamental  a  la  salud,  en los términos establecidos por  el  artículo 19 N° 9 de la
Constitución, sino que los deberes preferentes consignados tienen como sujeto pasivo al Estado.
Por lo demás, es absurdo sostener que dicha trasgresión se verifica mediante la respuesta que un
Ministro de Estado debe dar a la solicitud de antecedentes que la Cámara de Diputados pueda
requerir. Más aún si consideramos que sí tuvieron respuesta a través del Ordinario N° 3 281 de la
Ministra de Salud.

Debe tenerse presente la garantía prescrita en el artículo 19 N° 9 de la Constitución distingue dos
esferas fundamentales. La primera que se refiere a los deberes del Estado en materia de salud, a
saber, proteger el libre e igualitario acceso a las acciones de salud (inciso segundo), coordinar y
controlar las acciones relacionadas con la salud (inciso tercero) y, de modo preferente, garantizar
la ejecución de las acciones de salud (inciso cuarto); la segunda, referida a las garantías que se
aseguran a todas las personas en relación a la salud, a saber, el derecho a la protección de la
salud (inciso primero) y el derecho a elegir el sistema de salud (inciso final) [45].

Debido a la multiplicidad de los deberes que impone la referida garantía constitucional, es que el
artículo 6° del DFL N° 1, de 2005, de Salud prevé que el Ministerio de Salud estará integrado por el
Ministro;  la  Subsecretaría  de  Redes  Asistenciales;  la  Subsecretaría  de  Salud  Pública  y  las
Secretarías Regionales Ministeriales. El Ministerio estará organizado en divisiones, departamentos,
secciones y oficinas, considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifique la
función.

Por otra parte, es en su posición de Ministra de Estado que debe colaborar con la Presidenta de la
República en su tarea de Gobierno y Administración dentro del ámbito de competencias que la
Constitución y la ley le confieren, para el cumplimiento de los deberes para las personas en
materia de salud, y no como interpretan los acusadores, que deba satisfacer esos deberes motu
proprio.



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 94 de 207

Informe Comisión

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

Los deberes preferentes del Estado de asegurar a todas las personas el derecho a la salud que
garantiza  la  Constitución  conllevan  múltiples  deberes  jurídicos  para  distintas  personas,
organizaciones y asociaciones tales como, las instituciones de salud previsional. Por lo tanto, no se
le puede imputar como responsable de un hecho que es una falla del sistema y que tiene múltiples
obligados.

Hechos que se imputan pertenecen a ámbitos de actuación de otros órganos de la Administración
del Estado

Se le acusa de “los graves problemas de la gestión hospitalaria en el sector público de la salud”.
Para respaldar dicha acusación se valen de los compromisos enunciados en el  Programa de
Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, como también de intervenciones públicas tanto de la
Presidenta de la República como de su persona en que se reconoce públicamente el retraso o
postergación de la construcción de nuevos hospitales, lo que a juicio de los acusadores “queda
claro que la Ministra ha sido absolutamente negligente con las obligaciones constitucionales y
legales que tiene a su haber con el objeto de aplicar la legislación vigente en orden a disponer de
las herramientas administrativas y legislativas que le permitan materializar a gran parte de la
ciudadanía,  a  las  prestaciones de salud,  infringiendo,  por  tanto,  la  normativa sectorial  y  los
deberes del Estado en materia constitucional.”.

Además, la culpan del hecho que el Consejo de Defensa del Estado no haya incoado las acciones
civiles y penales correspondientes derivadas del retraso en la construcción del Hospital de Puente
Alto, Hospital  de Calama, Hospital  Ezequiel González Cortes, Hospital  de Salamanca, Gustavo
Fricke, Rancagua, Pitrufquén y el Hospital de Puerto Montt. Como también, atribuye como de su
responsabilidad la deuda que hospitalaria que existe hasta el día de hoy.

Sin embargo, los acusadores yerran al sostener que los retrasos en la construcción de hospitales
obedecen  a  funciones  que  pertenecen  a  la  esfera  de  su  competencia,  ya  que  dicha  labor
contempla múltiples involucrados: desde el Ministerio de Hacienda, Ministerio de Obras Públicas,
contratos suscritos con privados y la Subsecretaría de Redes Asistenciales.

Por otra parte, el Consejo de Defensa del Estado goza de discrecionalidad para entablar los juicios
que estime convenientes, puesto que es función del Consejo de Defensa del Estado defender al
Fisco en todos los juicios y en los actos no contenciosos de cualquier naturaleza, en virtud de lo
establecido  en el  artículo  3°,  N°  1,  de  su  ley  orgánica,  cuyo texto  refundido,  coordinado y
sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda.

Luego, en los capítulos siguientes del escrito de acusación, los acusadores sostienen que es propio
del ámbito de su responsabilidad el acceso universal de las garantías de oportunidad, que a la
fecha  cuentan  con  vencimiento.  Al  respecto,  menester  es  señalar  que  de  conformidad a  lo
preceptuado por el artículo 4°letra a) del DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el
texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N°
18.933 y N° 18.469, corresponde al Ministerio de Salud formular planes y programas generales, en
materia de Salud en el marco de los objetivos sanitarios fijados. Especialmente, le corresponde
formular, evaluar, y actualizar el Sistema de Acceso Universal con Garantías Explícitas. Dicha
función se consagra en idénticos términos en el artículo 3° de la ley N° 19.966. Por otro lado,
corresponde al Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional dar cumplimiento
obligatorio a las Garantías Explícitas en Salud que contemple el Régimen que regula esta ley para
con sus respectivos beneficiarios.
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Por lo  anterior,  le  corresponde,  en tanto Ministra de Estado,  dictar  los actos administrativos
correspondientes que se ocupen de formular, evaluar, y actualizar el Sistema de Acceso Universal
con Garantías Explícitas.

Por último, alegan los acusadores que no habría dictado en los plazos legales para la ejecución de
la ley N° 20.850. Sin embargo, el decreto supremo N° 54, de 2015, del Ministerio de Salud, que fija
el  Reglamento  que  establece  normas  para  el  otorgamiento  y  cobertura  financiera  de  los
diagnósticos y tratamientos incorporados al sistema establecido en la ley

N°  20.850;  como el  decreto  supremo N°  59,  de  2015,  del  Ministerio  de  Salud,  que  fija  el
Reglamento que establece el procedimiento para fijar el umbral nacional de costo anual para
determinar si un diagnóstico o un tratamiento son de alto costo fueron dictados dentro de los
plazos legales. Por otro lado, el reglamento que mandata el artículo 5° de la referida ley no
contemplaba un plazo para su dictación y a la fecha ya fue dictado. El hecho de que aún no haya
sido tomado de razón por la Contraloría General de la República escapa de la esfera de su control.

Por  todo  lo  reseñado,  es  que  deben  rechazarse  las  causales  que  sustentan  la  acusación
constitucional.  Como  bien  puede  inferirse  de  las  causales  alegadas,  los  hechos  en  que  se
sustentan no pueden haber sido realizados personalmente por su cargo toda vez que no tiene las
competencias para ello. Actuar en ámbitos que no son de su competencia violaría el artículo 7° de
la Constitución y dichos actos serían nulos.

Es por ello que la acusación constitucional es un mecanismo excepcional, ya que procede la
responsabilidad constitucional debe revestir el carácter de personal. Del otro, que la acusación
tampoco procede por infracciones, abusos o delitos que están fuera de la esfera de competencias
de la autoridad. La imputación debe referirse a actos u omisiones en el desempeño del cargo.

Corolarios

a) La acusación constitucional es un mecanismo para hacer valer la responsabilidad constitucional
de determinadas autoridades y por las causales específicas que la Constitución establece. La
responsabilidad en nuestro derecho es concebida como la reacción del ordenamiento jurídico ante
la infracción de una norma por parte de un sujeto cuando se dan determinadas condiciones
establecidas por el ordenamiento en cuestión. De esta manera, la conducta a la cual se formula un
juicio de reproche debe ser atribuible a la acción u omisión de quien es el garante o sujeto pasivo
de su cumplimiento.

b) Los Ministros de Estado son acusables constitucionalmente por las siguientes causales: (a)
haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, (b) infringir la Constitución
o las leyes; (c) haber dejado [la Constitución o las leyes] sin ejecución, y (d) los delitos de traición,
concusión, malversación de fondos públicos y soborno. Ninguna de ellas es imputable a ella en el
ejercicio de su cargo.

c) Como mecanismo para efectuar un juicio de responsabilidad, toda acusación constitucional
debe versar sobre hechos realizados personalmente por la autoridad susceptible de ser acusada,
en ejercicio de las atribuciones propias del cargo y no de otras que le confiera el ordenamiento
jurídico.

d) La acusación constitucional interpuesta en su contra se funda en hechos que corresponden a
actos o conductas atribuibles a terceros por cuestiones sistémicas. Lo anterior se refleja en que los
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acusadores fundan su responsabilidad constitucional en la trasgresión de normas constitucionales
y legales que citan de forma vaga e imprecisa, y que le otorgan el sentido como funciones que
debe cumplir en su rol de Ministra de Estado.

I. Defensas de fondo a cada capítulo de la acusación

Al primer capítulo: no se infringió el deber de dar respuesta a la Cámara de Diputados

El primer capítulo de la acusación constitucional le imputa el incumplimiento de dar respuesta a
un oficio de la Cámara de Diputados emitido en virtud del inciso segundo, del literal a, del número
1 del artículo 52 de la Carta Fundamental. A juicio de los acusadores, aquello constituiría una
“infracción  a  la  Constitución”  en  los  términos  exigidos  por  las  causales  de  la  acusación
constitucional.

En este acápite se demostrará que no se ha infringido la Constitución Política de la República. En
primer  lugar,  por  haberse  dado  respuesta  al  Oficio  aludido.  En  segundo  lugar,  porque  aun
considerando los errados cómputos de los plazos efectuados por los acusadores, el mero retardo
en responder a estos oficios no constituye causal de acusación constitucional.

Se establecerá que la Ministra dio respuesta al oficio en cuestión en forma oportuna y se explicará
la equivocada interpretación de los diputados acusadores respecto del cómputo del plazo para
responder, los que además yerran respecto del momento en que debe considerarse cumplida la
obligación de responder.

Junto con lo anterior, se repasará la disposición constitucional en virtud de la cual se realiza la
referida solicitud de antecedentes así como la historia fidedigna de su establecimiento, revelando
que la propia argumentación de los acusadores quita sustento jurídico a la presentación de una
acusación constitucional como la de la especie.

Posteriormente, se consignará que no corresponde imputarle responsabilidad constitucional a la
Ministra de Salud por un supuesto retardo en la respuesta a la Cámara de Diputados, considerando
especialmente las fechas involucradas, la falta de reiteración de la solicitud de antecedentes y la
inexistencia de la vulneración de las facultades de fiscalización de aquélla.

Finalmente, se expondrán las conclusiones para rechazar el  capítulo primero de la acusación
constitucional.

Criterios interpretativos acerca de la facultad fiscalizadora de la Cámara de Diputados de solicitar
antecedentes al Gobierno

El artículo 52 de la Carta Fundamental establece que son atribuciones exclusivas de la Cámara de
Diputados:

1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:

a)  Adoptar  acuerdos  o  sugerir  observaciones,  con  el  voto  de  la  mayoría  de  los  diputados
presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar
respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros
presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de
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la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda,
dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.

En  ningún  caso  los  acuerdos,  observaciones  o  solicitudes  de  antecedentes  afectarán  la
responsabilidad política de los Ministros de Estado;”.

Al  respecto,  considerando  exclusivamente  aquello  que  resulta  relevante  para  los  descargos
respecto de la imputación del capítulo primero de la acusación constitucional, cabe concentrarse
en lo siguiente:

La solicitud de antecedentes debe ser respondida por el Presidente de la República por intermedio
Ministro de Estado competente, dentro del plazo de 30 días

La  errónea  imputación  de  los  acusadores  obedece  a  una  mala  inteligencia  de  la  norma
constitucional y, en particular, en lo relativo al plazo que tienen los Ministros de Estado para
contestar las solicitudes de información que se les formulen.

Sobre cómo debe computarse el plazo

Como primera cuestión, cabe señalar que si bien las solicitudes de antecedentes que se formulan
en virtud  de  la  disposición  constitucional  analizada  son  dirigidas  a  S.E.  la  Presidenta  de  la
República, ellas deben ser respondidas por el Ministro de Estado competente.

Todas las solicitudes son dirigidas al Ministerio Secretaría General de la Presidencia (Segpres),
quien las deriva al ministerio competente según la materia de la solicitud. Así, el plazo comienza a
contarse desde que Segpres recibe la solicitud de información.

En consecuencia, en la práctica, el plazo de 30 días se reduce a la cantidad de días con que
efectivamente  cuenta  el  Secretario  de  Estado  correspondiente  una  vez  que  ha  tomado
conocimiento de la respectiva solicitud de antecedentes derivada por el  Ministerio Secretaría
General de la Presidencia.

Plazo de días hábiles

Conforme al Reglamento de la Cámara de Diputados (RCD) en su artículo 310, inserto en el Título
II De la Fiscalización de los Actos de Gobierno, de su Libro III, establece que el Ministro de Estado
deberá dar respuesta a la solicitud de antecedentes dentro de 30 días [46].

Vinculado a lo anterior, cabe señalar que el artículo 2° de dicho cuerpo reglamentario, inserto en
las  reglas  generales  de  su  Título  Preliminar,  establece  que  “Los  plazos  que  establece  este
reglamento se entenderán de días completos, y su cómputo se suspenderá durante el receso
parlamentario y los días domingo y de feriado legal.

Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a los plazos que digan relación a la tramitación de
las urgencias y de la ley de Presupuestos, que serán de días corridos” [47] [48].

Elucubrando sobre el particular, pareciera que los acusadores computaron el plazo de 30 días
como de días corridos, lo que no corresponde, pues conforme al RCD deben computarse sólo los
hábiles, venciendo el plazo en este caso el 7 de noviembre de 2015.

Como se demostrará más adelante, el plazo para que la Ministra de Salud respondiera la solicitud
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de antecedentes venció el sábado 7 de noviembre, habiéndose enviado la respuesta a la Cámara
de Diputados el día 4 de dicho mes.

Momento desde el cual se entiende cumplida la obligación de contestar

Conforme al artículo 52 N° 1, letra a), de la Constitución, el Presidente deberá “dar respuesta en
30 días” a la solicitud de antecedentes, a través del ministro respectivo. Es decir, aquello que
debe efectuar dentro de 30 días es “dar respuesta”, lo que se cumple con el despacho de la
respuesta.

Los acusadores parecen sólo recordar, convenientemente, el inciso segundo del artículo 97 del
RCD,  según el  cual  “Las comunicaciones dirigidas a la  Cámara de Diputados se entenderán
oficialmente recibidas y producirán sus efectos sólo una vez que se hayan dado a conocer por
medio de la Cuenta en una sesión. Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto
mismo en que sean recibidos por la Secretaría de la Cámara”.

En efecto, la cuenta es una gestión parlamentaria que requiere necesariamente de la voluntad de
la Cámara de Diputados, esto es, una voluntad ajena a la del respectivo Secretario de Estado que
responde  la  solicitud  de  antecedentes.  Por  tanto,  no  resulta  procedente  que  una  norma
reglamentaria, de carácter general, que prescinde de la voluntad del eventual acusado, como la
contenida en el mencionado artículo 97, resulte aplicable para determinar si un Ministro de Estado
ha cumplido con la obligación de responder dentro de plazo, si a ello se atribuirá, nada menos que
responsabilidad constitucional.

El artículo 97 RCD debe ser correctamente entendido en su finalidad. Ella busca dar impulso a
procedimientos  parlamentarios,  especialmente  legislativos,  como  también  crear  derechos  e
imponer obligaciones. Pero no dice relación con la manifestación de una voluntad de naturaleza
exclusivamente informativa, como ocurre con la respuesta en cuestión.

La respuesta a solicitudes de antecedentes no se inserta en un procedimiento o en una sucesión
de etapas que puedan generar obligaciones o cargas para la Cámara de Diputados vinculadas
inexorablemente entre sí, ya que sólo tiene por objeto finalizar el requerimiento original, sin que
conlleve un posterior trámite. No hay una secuencia o cadena de actos que se desenvuelvan
progresivamente a través de distintas fases.

En este contexto, es claro que la Secretaria de Estado cumplió con el despacho de la respuesta a
la Cámara de Diputados, el 4 de noviembre de 2015.

En efecto, la respuesta emitida por la Ministra debe ser considerada como una única actuación
determinada  y  continua,  sin  que  pueda  interrumpirse  por  hechos  ajenos  a  su  voluntad.
Considerarlo  de otro modo significaría  supeditar  la  voluntad informativa de esta autoridad a
trámites que no se condicen con tal carácter.

No existe un vínculo necesario entre la obligación de informar y la acusación constitucional

Aun cuando se considere que la Ministra de Salud no ha contestado dentro del plazo, es preciso
señalar que ni la Carta Fundamental ni la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso
Nacional [49] contemplan sanción al respecto.

Asimismo, cabe señalar que, de acuerdo a la uniforme jurisprudencia de la Contraloría General de
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la  República,  salvo disposición legal  expresa en contrario,  los  plazos  no son fatales  para la
Administración toda vez que aquéllos sólo tienen por finalidad la implantación de un buen orden
administrativo para dar cumplimiento a las funciones o potestades de sus órganos, los que pueden
desarrollar sus actuaciones en una fecha posterior a la fijada por la normativa vigente [50]

Texto expreso de la disposición constitucional invocada

El texto expreso del número 1 del artículo 52 de la Carta Fundamental no explicita que una
eventual respuesta tardía a una solicitud de antecedentes sea sancionada con una acusación
constitucional.

Historia del establecimiento de la norma constitucional cuya supuesta infracción se alega

En cuanto a la historia fidedigna de la disposición constitucional invocada, cabe señalar que el
primitivo N° 1 del artículo 48 de la Carta Fundamental de 1980 tomó como base el antiguo N° 2
artículo 39 de la Constitución Política de 1925, modificándolo en determinados aspectos, pero
ninguno relacionado con un procedimiento sancionatorio o sanción a ninguno de los colaboradores
directos e inmediatos al Presidente de la República en el gobierno y administración del Estado
[51].

Luego, de acuerdo con la ley de reforma constitucional  N° 20.050, en lo pertinente [52],  el
profesor Cordero Quinzcara sólo señala que “se facultó para que cualquier  diputado pudiera
solicitar antecedentes al Gobierno siempre que contara con el voto favorable de un tercio de los
miembros presentes de la Cámara, en el entendido que la fiscalización de actos del Gobierno era
una garantía que el sistema político establecía a favor de las minorías” [53].

En el  mismo sentido, el  profesor Ferrada Bórquez señala que “La Carta de 1980 recogió en
términos más o menos similares a la Constitución de 1925 la fiscalización parlamentaria, con
algunas innovaciones menores que pretenden dar una mejor operativa a ese instrumento de
control. En particular, el texto vigente de 1980 incorporó expresamente un plazo máximo dentro
del cual debía el ministro dar respuesta a las observaciones o acuerdos de la Cámara (30 días),
dispuso que dicha obligación recaía sobre el Ministro de Estado correspondiente -excluyéndose al
Presidente de la República de esta obligación- y, por último, constitucionalizó parcialmente el
artículo 173 del antiguo Reglamento de la Cámara de Diputados de la Constitución de 1925, en
cuanto estableció un procedimiento regular  para que los diputados soliciten antecedentes al
Gobierno” [54].

La discusión de la ley de reforma constitucional N° 20.050 sobre la incorporación del plazo de 30
días, en el inciso segundo del literal a) del número 1 del artículo 52 de la Carta Fundamental,
rechazó expresamente la interpretación que adoptan los acusadores.

Consta de la Legislatura 349, en la sesión 31 de fecha 3 de septiembre de 2003, que luego de
haberse mencionado superficialmente la eventual procedencia de una acusación constitucional
por el incumplimiento (reiterado) de la obligación de informar dentro de plazo, se rechazó que
existiera una sanción de ese tipo y entidad, sin perjuicio que dicho incumplimiento acarreará otras
consecuencias [55].

En consecuencia, no resulta procedente alegar, como hacen los acusadores, que la respuesta
tardía a un requerimiento formulado en virtud del inciso segundo del literal a), del número 1, del
artículo 52 de la Carta Fundamental constituya una acusación constitucional.
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En segundo lugar, consta en la discusión legislativa que aquellos que abogaban por la procedencia
de la acusación constitucional, exigían circunstancias concomitantes, que no se han dado en la
especie [56].

De lo anterior queda en evidencia que el sólo hecho de incumplir, por una sola vez, la obligación
de informar o de responder tardíamente, no constituye un fundamento suficiente para formular
una  acusación  constitucional.  En  efecto,  los  propios  acusadores  acuden  a  referencias
parlamentarias que estiman necesaria una reiteración o permanencia en dicha actitud, lo que no
ha acontecido en la especie.

No corresponde imputar responsabilidad constitucional a la Ministra de Salud por un supuesto
retardo en contestar a la Cámara

En la especie, mediante Oficio N° 12.725, de fecha 30 de septiembre de 2015, la Cámara de
Diputados solicitó determinados antecedentes a S.E. la Presidenta de la República, que versaban
sobre materias de competencia del Ministerio de Salud.

Dicho oficio fue enviado al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, siendo recibido el 1° de
octubre de 2015.

Teniendo  en  cuenta  las  materias  sobre  las  cuales  versaban  las  preguntas,  mediante  Oficio
Ordinario  N°  2.128,  la  División  Jurídica  Legislativa  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia derivó al Ministerio de Salud el citado Oficio N° 12.725, el 5 de octubre de 2015.

Tan pronto fue recibida la solicitud de antecedentes por el Ejecutivo se imprimió celeridad a su
atención e informó debidamente de ello a la Cámara de Diputados, conforme ha sido la práctica
generalizada ante este tipo de solicitudes.

Sobre el particular, es menester tener presente que fue enviada a la Cámara de Diputados copia
del citado Oficio Ordinario N° 2.128, con el objeto que tomara conocimiento que se estaban
efectuando las gestiones pertinentes para atender prontamente lo requerido.

Finalmente, mediante Oficio Ordinario A 111 N° 3.281, el 30 de octubre de 2015 la Ministra de
Salud respondió fundada y directamente a la Cámara de Diputados la solicitud de antecedentes en
cuestión, copia del cual se adjunta a los presentes descargos.

Según dan cuenta los antecedentes disponibles, el Oficio Ordinario A 111 N° 3.281 fue enviado
previamente a Correos de Chile en Santiago el 4 de noviembre de 2015, en circunstancias que el
plazo vencía el sábado 7 de noviembre.

Por último, cabe señalar que se dio cuenta del referido oficio el 11 de noviembre de este año.

Si  los  diputados hubieran querido que se respondiera antes del  vencimiento del  plazo legal
debieron haber expresado tal premura en su acuerdo.

A mayor abundamiento, considerando que la facultad fiscalizadora ejercida en la especie por la
Cámara  de  Diputados  tiene  por  objeto  tomar  conocimiento  o  hacerse  de  información  o  de
antecedentes, no cabe sino concluir que en la especie se ha logrado la finalidad: la Cámara de
Diputados obtuvo la información solicitada. Es decir, no hubo perjuicio.

En consecuencia, la imputación que realizan los acusadores no tiene la suficiente entidad para
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afectar las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados.

Corolarios

a) La infracción a la Constitución que se imputa en razón de que supuestamente habría incumplido
responder a un oficio de la Cámara de Diputados carece totalmente de fundamento. Se respondió
dentro de plazo, la Cámara ya cuenta con los antecedentes requeridos. Además, el  eventual
retraso en este tipo de respuestas no configura una causal de acusación constitucional.

b) El cómputo del plazo de 30 días para responder la solicitud de antecedentes, de acuerdo a las
disposiciones  reglamentarias  pertinentes,  comienza  una  vez  recibida  la  notificación  por  el
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y se suspende durante el receso parlamentario y
los días domingo y de feriado legal, no siendo procedente considerarlo un plazo de días corridos,
como asumen erróneamente los diputados acusadores.

Además, la jurisprudencia de la Contraloría General de la República ha establecido que los plazos
que obligan a la Administración no son fatales.

c) No resulta procedente que una norma reglamentaria, de carácter general, que prescinde de la
voluntad del eventual acusado, como la contenida en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, sea apta para determinar si la Ministra de Salud ha cumplido con la obligación de
responder dentro de plazo, si a ello se atribuirá, nada menos que responsabilidad constitucional.

d) Por lo tanto, teniendo presente que la respuesta a la solicitud de antecedentes fue enviada el 4
de noviembre a la Cámara de Diputados, no cabe duda que la Ministra de Salud cumplió con el
plazo establecido en el inciso segundo del número 1 del artículo 52 de la Carta Fundamental,
considerando que el vencimiento del plazo aconteció el sábado 7 de noviembre.

e) La mera respuesta tardía de una solicitud de antecedentes de la Cámara de Diputados no es
fundamento suficiente para formular una acusación constitucional.

De acuerdo a la  historia  fidedigna de la  incorporación del  plazo de 30 días para responder
solicitudes de antecedentes, no se estableció la acusación constitucional como consecuencia del
incumplimiento de la obligación de informar dentro de dicho plazo.

Por otra parte,  los parlamentarios que abogaban en la discusión legislativa por la acusación
constitucional ante un incumplimiento de responder dentro del plazo, no lo hacían sin más, sino
que exigían circunstancias concomitantes, que no tuvieron lugar en la especie, como la reiteración
de la conducta.

Se pretende desnaturalizar la naturaleza de ultima ratio de la acusación constitucional.

f) La evaluación de un supuesto retraso en la respuesta a la Cámara de Diputados debe considerar
especialmente que ésta no hubiere reiterado la solicitud de antecedentes y que la información ya
obra en su poder, no habiéndose vulnerado su facultad fiscalizadora.

h) En consecuencia, cabe concluir que la supuesta infracción constitucional no posee la suficiente
entidad jurídica que fundamenten el ejercicio de un mecanismo excepcional y gravísimo, de ultima
ratio, como es una acusación constitucional.

Este capítulo es utilizado por los acusadores para intentar dar una consistencia global mínima a la
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acusación  constitucional  en  su  conjunto,  sin  considerar  que  cada capítulo  debe votarse  por
separado, y por lo tanto, intentan soslayar el requisito legal que cada uno de ellos, por sí solos,
debe tener suficiente solidez y consistencia jurídica.

Al segundo capítulo: supuesta crisis del sector y problemas de gestión no configuran causal de
acusación constitucional

En su segundo capítulo acusatorio, los diputados acusadores formulan numerosas consideraciones
de mérito sobre la gestión en salud que, como se demostrará en esta sección, no configuran una
infracción a la Constitución o a las leyes, o haber dejado éstas sin ejecución.

Es imprudente hablar de una “crisis de la salud”

Ante todo, aun cuando comparte que hay mucho por hacer en salud pública, no le parece acertado
ni ajustado a la realidad hablar de una “crisis” del sector.

Nuestro país se ha desarrollado enormemente en los últimos 25 años. Con ello, ha mejorado el
nivel de vida de los chilenos y se han elevado los estándares con que nuestros ciudadanos miden
las prestaciones que reciben del Estado. Este fenómeno lo estamos observando en diversas áreas
de la política pública y existe acuerdo entre los expertos, sociólogos y cientistas políticos, sobre su
irreversibilidad.

Lo anterior, sumado a otros factores como el envejecimiento de nuestra población, el aumento de
las expectativas de vida y el aumento del valor de medicamentos y tratamientos médicos implica,
sin lugar a dudas, un enorme desafío pero no constituye una “grave crisis” como ha sido sostenido
en el escrito de los honorables diputados. Hablar de “crisis” implica ignorar todos los avances que
se han alcanzado desde que recuperamos la democracia. Implica desconocer el contexto en el que
se desarrolla la prestación de la salud y las dificultades propias de este sector.

El desafío sigue siendo reducir las desigualdades en salud, mejorar la calidad de la prestación del
servicio de salud, profundizar en prevención de las patologías más recurrentes, al mismo tiempo
que hacer frente a los retos del envejecimiento poblacional. En todo ello el Ministerio de Salud
tiene un rol trascendental. Pero también los legisladores tienen un rol fundamental en construir un
mejor marco regulatorio y un presupuesto acorde a las necesidades de la salud pública. Como
señaló en su momento, es importante tener en cuenta que al año en el sector público se invierten
$ 344.000 por habitante, en tanto que en el sector privado esta cifra asciende a $ 1.600.000. Pese
a esta dificultad, los funcionarios del sector salud intentan salir adelante con una salud pública
cada vez más moderna y exigente.

Pese a lo anterior, deben ser claros: no están partiendo de cero, ni han retrocedido. En las últimas
dos décadas, el gasto público en salud ha crecido a una tasa real anual promedio de 9% y en
términos de PIB, el gasto se ha incrementado desde 1,6% a 3,5% entre los años 1990 y 2012 [57].
Es por lo menos imprudente hablar de crisis, cuando cada año han más que duplicado los recursos
que destinan a la salud de todos los chilenos.

Pero esto no se trata sólo de gastar más recursos, también están enfocados en mejorar la gestión
de los Servicios de Salud. Durante lo que va del Gobierno de la Presidenta Bachelet, como ya tuvo
oportunidad de señalar el 30 de septiembre, han logrado contener la curva de compra de servicios
hospitalarios, en base a compromisos de gestión y un trabajo conjunto con los directores de los
servicios de salud. Asimismo, han aumentado en forma importante la cantidad de especialistas
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que se están formando, siendo 1.083 en el 2015, y esperan que sean 1.100, en 2016.

La acusación le imputa que habría infringido la Constitución y las leyes pues no habría dado
cumplimiento al Programa de Gobierno en cuanto al número de hospitales a construir. Además, se
le reprocha la falta de ejecución presupuestaria.

A continuación se hará cargo de tales imputaciones y de los criterios interpretativos que deben
tenerse a la vista al analizar el presente capítulo acusatorio.

Criterios interpretativos

El Programa de Gobierno no es un parámetro de la acusación constitucional

El programa de gobierno no constituye una norma constitucional o legal respecto de la cual pueda
haber infracción o inejecución en los términos que la Constitución establece para dar origen a la
acusación constitucional de un ministro de Estado.

A pesar de lo evidente que resulta esta afirmación, los acusadores parecen desprender de la
modificación del Plan Nacional de Salud, un incumplimiento por parte del Ministerio de Salud a lo
establecido  en  el  Programa  de  Gobierno,  lo  que  a  su  juicio  permitiría  construir  la  causal
establecida en el artículo 52 de la Constitución.

El Programa de Gobierno constituye una carta de navegación mediante la cual el candidato, antes
de ser investido como autoridad, comunica a los posibles electores cuáles serán sus prioridades en
caso de resultar electo. En ese sentido, el Programa de Gobierno no constituye un compromiso
inamovible entre el candidato y los electores, sino que constituye una “hoja de ruta” en el camino
que deberá desarrollar el futuro gobierno. Tanto es así, que los programas de Gobierno suelen
incluir proyecciones que van más allá del período presidencial.

No hay involucrada responsabilidad personal de la Ministra

Como se ha dicho ya anteriormente, la responsabilidad constitucional de los Ministros de Estado
por “infringir la Constitución o la ley o por haber dejado éstas sin ejecución” sólo opera en el
marco de sus competencias. A la luz de esa doctrina, y como ya se ha señalado precedentemente,
los cuestionamientos que se le imputan a la Ministra de Salud no son aptos para configurar una
causal de acusación constitucional.

Los diputados alegan que no se han terminado los hospitales comprometidos, que existen atrasos
en  el  plan  de  inversiones  y  que  no  se  ha  ejecutado  completamente  el  presupuesto,  todas
situaciones cuya resolución está entregada a otras autoridades o estructuras del Ministerio y del
Sector Salud.

Ante todo, cabe señalar que los acusadores parecen olvidar que la gestión hospitalaria involucra la
responsabilidad de diversos actores, por ello la ley habla de un “sistema”. Para determinar qué
tareas corresponden a cada uno hay que estarse a lo que dispone la ley.

En efecto, la Constitución le entrega la responsabilidad de la protección de la salud al “Estado”, y
a instituciones “públicas o privadas” (artículo 19 Nº 9, incisos segundo, tercero y cuarto). Por lo
mismo, la ley fija las competencias específicas.

El artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud (“Ley Orgánica
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Salud”), señala que “al Ministerio de Salud y a los demás organismos que contempla el presente
Libro, competen ejercer la función que corresponde al Estado de garantizar el libre e igualitario
acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de la
persona enferma; así como coordinar, controlar y, cuando corresponda, ejecutar tales acciones”.

Luego, cuando la Constitución habla del “Estado” no está imponiendo obligaciones directas al
“Ministro de Salud”. Se está refiriendo a todo un complejo de organizaciones e instituciones, al que
la ley dedica nada menos que un “Libro” completo de la referida ley.

Así, respecto de la construcción de los hospitales contemplada en el Programa de Gobierno, la Ley
Orgánica de la Salud establece, por una parte, que corresponde al Ministerio fijar las políticas y
normas de inversión en infraestructura y equipamiento de los  establecimientos públicos que
integran las  redes  asistenciales  (artículo  4º  Nº  9)  y,  por  otra,  respecto  de  la  ejecución  del
presupuesto,  la  Ley  Orgánica  de  la  Salud  señala  que  corresponde  al  Ministerio  formular  el
presupuesto sectorial (artículo 4º Nº 6).

Enseguida, el artículo 8º de la misma ley dispone que el Subsecretario de Redes Asistenciales
tendrá a su cargo las materias relativas a la articulación y desarrollo de la Red Asistencial del
Sistema para la atención integral de las personas y la regulación de la prestación de acciones de
salud, tales como las normas destinadas a definir los niveles de complejidad asistencial necesarios
para  distintos  tipos  de  prestaciones  y  los  estándares  de  calidad  que  serán  exigibles.  La
responsabilidad directa respecto de las redes asistenciales está entregada, dentro del Ministerio
de Salud, a una de sus subsecretarías, la de Redes Asistenciales.

Sin embargo, aun llevando la argumentación de los acusadores a término, deben fijar su atención
en que cuando se imputa una omisión, su efectiva configuración dependerá del modo en que se
configure el mandato y la manera en que se constituyan las obligaciones para las autoridades. El
análisis es necesariamente casuístico. En particular, será importante saber cuál es el estándar que
la ley fija para evaluar si hay una infracción o no. Tratándose de las inversiones en infraestructura
y de la  planificación presupuestaria,  la  ley emplea términos amplios,  habilitando a actuar  y
entregando  un  amplio  margen  de  juicio,  sin  imponer  parámetros  estrictos  susceptibles  de
reproche a través de la acusación constitucional. Es decir, no se establece una obligación jurídica
reglada que pueda ser cumplida o incumplida.

Los acusadores hacen una errónea aplicación de la causal imputada

En ese sentido, esta Cámara debe garantizar que las herramientas que la Constitución ha puesto a
su disposición sean ejercidas de forma idónea.  No debe desnaturalizarse la institución de la
acusación constitucional y convertirse en una herramienta a merced de las malas prácticas de la
política. De lo contrario se corre el riesgo de fragilizar el ejercicio de la función pública, interrumpir
los procesos y demorar los mejores resultados tan anhelados.

Los acusadores fundan sus imputaciones en afirmaciones imprecisas y falsas

Como ya han comentado, la acusación pretende la existencia de una “crisis” en el sector público
de salud.  Sin  embargo,  no entrega antecedentes adecuados para demostrar  esa aventurada
afirmación. En este sentido, la acusación no está acompañada de ningún antecedente que permita
sustentar sus dichos, a pesar de que los parlamentarios que la suscriben señalan que se valdrán
“de todos los medios que franquee la Constitución y la ley”.
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Por el contrario, los diputados parecen ignorar los antecedentes que han presentado tanto en las
Comisiones de Salud de ambas cámaras,  como ante la  Sala  de esta mismísima Cámara de
Diputados hace menos de dos meses. En diversas oportunidades, como Ministerio han estado
disponibles para informar y contestar todas las preguntas y solicitudes de antecedentes que nos
han sido solicitados como ya hemos explicado en la contestación del Capítulo 1°.

Sobre la construcción de infraestructura hospitalaria

La infraestructura hospitalaria es un tema que nuestro país tiene pendiente desde hace ya largo
tiempo. Esto se explica por diversos factores, como la entidad de la inversión que significa la
construcción de cada nuevo hospital  y los estudios previos que requiere.  Adicionalmente, no
puede obviarse la merma estructural que significó el periodo entre 1973 y 1990.

Por lo anterior, les parece innecesario, e irrelevante desde el punto de vista constitucional centrar
la discusión en si la construcción de hospitales debe hacerse con o sin concesión. El foco debe
estar en las personas y en cómo pueden proveerles el mejor servicio posible con los recursos
disponibles. Para ello no existe una sola receta. No es necesariamente mejor construir mediante la
modalidad de concesión o que el Estado lo haga. Lo que le importa a la comunidad es que exista
un hospital y la autoridad deberá resolver caso a caso cuál es la mejor manera de proveerlo.

Por lo mismo, el Ministerio de Salud está actualmente en un proceso de evaluación. Esperan
evaluar en un plazo prudente los 5 hospitales que ya están concesionados, teniendo en mente la
mejor calidad, eficiencia, eficacia y oportunidad. La población necesita contar con la mejor salud
en un plazo oportuno.

No obstante, su labor no se ha restringido únicamente a evaluar proyectos, por el contrario,
también se hicieron cargo de los vacíos del gobierno anterior. Al respecto, es dable destacar que
de  la  totalidad  de  proyectos  recibidos  en  marzo  de  2014  con  problemas  (detenidos  o  sin
financiamiento) se encuentran “saneados” y en desarrollo:

-Dos en proceso de licitación: Hospital de Pitrufquén y CESFAM de Dalcahue.

-Uno por iniciar obras: Hospital de Calama

-Cinco en ejecución de obras:  Hospitales de Salamanca, Exequiel  González Cortés y Gustavo
Fricke; y los CESFAM de Illapel y Chonchi.

-Cinco terminados: CESFAM de Calama, Antofagasta, Juan Fernández, y Hospitales de Rancagua y
Puerto Montt [58]

Además, durante nuestra administración se han finalizado la construcción de 10 Centros de Salud
Familiar y se han terminado y entregado 4 obras mayores en hospitales: Herminda Martín de
Chillán,  de Curanilahue, Torre Oncológica del  Hospital  Dr.  Roberto del  Río y Guillermo Grant
Benavente de Concepción [59].

Adicionalmente a lo anterior, es dable destacar que a la fecha, contamos con avances en la
ejecución de la construcción de 15 Hospitales y 21 ya están en licitación de obras.
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Por otro lado, tal como se demuestra en la siguiente gráfica, para el próximo año la inversión
prevista por la Ley de Presupuestos del año 2016 para el sector salud prevé la construcción y
reposición de 27 Hospitales a lo largo de Chile.
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La referida inversión contempla un total de 1.301.708 beneficiarios de todo el país.

No debe escapar a los señores diputados que construir un hospital es algo muy complejo. Las
decisiones que han tomado en materia de construcción de hospitales y las que tomaran para
cumplir con sus compromisos no obedecen a una, mal llamada, razón “ideológica”, sino que se
explican en lo que técnicamente hemos evaluado como adecuado, o no, para nuestra realidad
asistencial y sanitaria.

Finalmente, en relación a las eventuales demandas a causa de irregularidades en la construcción
de 14 recintos hospitalarios,  como ha señalado,  debido a los  problemas encontrados en los
hospitales en construcción a través de concesiones al mes de marzo de 2014, la Subsecretaría de
Redes Asistenciales, mediante Oficio Nº 1508, de 2 de mayo de 2014, solicitó la intervención del
Consejo  de  Defensa  del  Estado  (CDE)  con  objeto  de  analizar  las  eventuales  irregularidades
ocurridas en dichas construcciones.

En ese sentido, mediante Oficio Nº 1588 de 9 de mayo de 2014 de la Subsecretaría de Redes
Asistenciales, se informó a los Servicios de Salud acerca de la reunión con el CDE y se les solicitó
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poner los antecedentes a disposición del abogado procurador fiscal competente, requerimiento
reiterado mediante Oficio Nº 2120, de 30 de junio de 2014, que informa sobre auditorías y solicita
la adopción de acciones para cautelar el patrimonio fiscal.

Lo anterior resulta perfectamente conforme a la ley, toda vez que el artículo 22 de la Ley Orgánica
del Sector Salud, establece que el “director (de cada servicio de salud) será el jefe superior del
Servicio  y  tendrá  su  representación  judicial  y  extrajudicial”,  pues  que  se  trata  de  servicios
descentralizados. Enseguida, conforme al artículo 23, letra m), de la citada ley, el director está
facultado para delegar sus atribuciones. Ello,  a su vez,  es coherente con la intervención del
Consejo de Defensa del Estado el que puede asumir “la defensa en los juicios en que tengan algún
interés los servicios de la administración descentralizada del Estado… siempre que el respectivo
servicio jurídico no esté en condiciones de asumir convenientemente tal función, circunstancia que
en cada caso calificará el Consejo” (artículo 3º, Nº 3, decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1993, del
Ministerio de Hacienda, “Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado”).

Con motivo de lo precedentemente expuesto, diversos Servicios de Salud realizaron gestiones
ante los abogados procuradores fiscales, como por ejemplo el Servicio de Salud Viña del Mar-
Quillota, entidad que informó juicios vigentes y requirió la intervención del abogado procurador
fiscal en relación con diversos juicios en tramitación. Adicionalmente, otros Servicios de Salud,
como los de Antofagasta, Araucanía Sur, Coquimbo y Metropolitano Sur, procedieron a corregir
contractualmente las situaciones detectadas, o bien completaron la tramitación de las medidas
administrativas pertinentes.

Lo anteriormente expuesto fue comunicado a la Cámara de Diputados mediante Oficio Nº 2.999,
de 2 de septiembre de 2014, del Ministerio de Salud.

Como puede verse, la iniciativa para entablar las acciones judiciales respectivas está radicada en
servicios  descentralizados,  que  no  dependen  jerárquicamente  de  la  Ministra.  Además,  la
intervención del Consejo de Defensa del Estado depende de una decisión de un órgano colegiado,
independiente de todos los Ministerios, tal como lo define el artículo 1º de la Ley Orgánica del
Consejo de Defensa del Estado. Por lo mismo, queda claro que no hay hechos que puedan serle
personalmente imputados.

Sobre la ejecución presupuestaria del Ministerio

Los resultados de la ejecución presupuestaria del año pasado fueron altamente exitosos. Durante
el 2014, el Ministerio de Salud logró ejecutar el 95% de su presupuesto, lo que constituye la
ejecución presupuestaria más alta de los últimos ocho años.

No obstante ello, este año la ejecución va a ser menor. Pero esto no es una novedad, siempre en
el segundo año de cada Gobierno la ejecución de inversiones es menor. Esta es una situación que
se ha observado desde el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet y también en el mandato del
expresidente Piñera.

En el caso que nos preocupa, comenzaron con una ejecución baja; sin embargo, al mes de agosto
de este año llevan un 22% de ejecución, y esperan llegar al 85%.

En este contexto, carece de relevancia la crítica de los acusadores relativa al número de asesores
que trabaja en el Ministerio. De ese hecho pretenden inferir que existe un despilfarro de recursos
que afecta negativamente la gestión del sector.
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Lo anterior se trata de una crítica simplista. Los diputados, con ese modo de proceder, pasan por
alto, por un lado, que los asesores que mencionan desempeñan sus funciones en los más diversos
ámbitos del Ministerio y, por otro, que prestan sus servicios a las dos Subsecretarías. Pareciera
que la idea de Administración del Estado que sostienen es una donde cada persona responde
directamente al Ministro de Estado, a su capricho.

Sobre la llamada “deuda hospitalaria”

No existe una cifra única en materia de deuda hospitalaria.  Esto es así  porque la deuda es
dinámica, no estática.

En efecto, el presupuesto inicial que se proyecta anualmente se excede porque las garantías del
Plan AUGE obligan a actuar. Como sector tienen el deber de responder, aún a costa de aumentar
la deuda. Ello es porque la persona y su dignidad están en el centro.

Quienes se centran en el monto de la cifra pasan por alto estos elementos: nuestro primer deber
es dar satisfacción a las garantías de salud, y los medicamentos son progresivamente más caros,
al igual que los recursos humanos. Del solo hecho de la existencia de la deuda no puede hablarse
de un despilfarro.

A pesar de todos estos problemas, que les llevan a reconocer que efectivamente la deuda sí es
mayor, la están conteniendo. En estos momentos están llegando a una “meseta” en su progresión.
Han logrado controlar su aumento, a través de medidas eficaces.

En consecuencia, la llamada deuda hospitalaria no constituye una falta personalmente atribuible a
la Ministra de Salud.

Corolario

a) Es imprudente y alejado de la realidad hablar de una “crisis de la salud”. Existe un sistema de
salud que ha crecido y mejorado en los últimos veinte años; ha mejorado la gestión de su red
pública y la regulación de la participación privada, y ha incrementado en número y calidad de las
prestaciones prestadas a los ciudadanos.

b) Respecto de la responsabilidad de la Ministra de Salud es relevante, en primer lugar, aclarar
que los hechos imputados en este capítulo no configuran la causal de infracción o inejecución de
una ley, ni ninguna otra de las causales contempladas en la Constitución.

c) Lo anterior, especialmente puesto que el Programa de Gobierno no constituye un parámetro de
responsabilidad constitucional, sino que se trata de un documento que establece prioridades.

d)  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  debe  destacarse  que  en  este  caso  no  hay  involucrada
responsabilidad personal de la Ministra. Lo anterior, puesto que las imputaciones que se hacen en
la acusación no corresponden a faltas de la Ministra debido a que las facultades comprometidas
están entregadas a otras autoridades o estructuras del Ministerio de Salud, según lo dispone su ley
orgánica.

e)  Respecto  de  la  infraestructura  hospitalaria,  se  trata  de  un  tema que  nuestro  país  tiene
pendiente desde hace ya largo tiempo y en el que nos encontramos actualmente trabajando. Por
ello, están evaluando el funcionamiento de los hospitales concesionados en funcionamiento y
tratando  de  cumplir  en  el  mayor  porcentaje  posible  la  planificación  inicial  contenida  en  el
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Programa de Gobierno.

f)  Respecto  de  la  ejecución  presupuestaria  del  Ministerio,  efectivamente  la  ejecución
presupuestaria del año 2015 va a ser más baja que el año anterior, cuestión que se enmarca en el
comportamiento normal de los gobiernos. Aun así, esperan llegar al 85% al finalizar este año.

g) Finalmente, respecto de la llamada “deuda hospitalaria” es bueno clarificar que no existe algo
como una cifra exacta en materia de deuda hospitalaria, pues se trata de una deuda que es
dinámica,  no  estática.  No  obstante  ello,  constituye  una  de  nuestras  más  relevantes
preocupaciones por lo que han estado trabajando por contener la deuda y controlar su aumento.

Al tercer capítulo de la acusación: no se han dejado de ejecutar las garantías explícitas en Salud

El tercer capítulo de la acusación pretende imputar a la Ministra una infracción de ley basada en
una omisión en el cumplimiento de la garantía de oportunidad del Sistema de Garantías Explícitas
en Salud (AUGE). El derecho a la salud, en cuanto derecho social, recibe consagración mediante el
Sistema de Garantías Explícitas en Salud (GES). Este, de la misma forma que la denominada “Ley
Ricarte Soto”, sin importar si las personas pertenecen al sistema público o privado de salud,
beneficia a la universalidad de los habitantes, garantizando el acceso a las prestaciones más
relevantes para la población.

En esta sección, se demostrará cómo una debida inteligencia del Sistema de Garantías Explícitas
desvirtúa el reproche efectuado por los honorables diputados.

Las acusaciones desvirtúan el régimen jurídico de las Garantías Explícitas en Salud

A lo largo del capítulo III los acusadores confunden indiscriminadamente los términos AUGE y GES,
entendiéndolos  como  conceptos  sinónimos  y  pasando  por  alto  la  relación  de  continente  a
contenido que ambos poseen.

En la presente sección se demuestra que las imputaciones que hacen a la Ministra obedecen a un
falso concepto del régimen de Garantías en Salud.

Relación entre ambos conceptos

Los conceptos de AUGE (“Acceso Universal con Garantías Explícitas”), y GES (“Garantías Explícitas
en Salud”) fueron introducidos por la ley N° 19.966, que establece un Régimen de Garantías en
Salud. Mediante el Mensaje del Ejecutivo se presentaba al régimen de garantías en salud como
“parte integrante del sistema de acceso universal con garantías explícitas, junto a las acciones de
salud pública elaboradas por el Ministerio de Salud, conforme a la normativa vigente, y a las
demás prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes N° 18.469 y N° 18.933”.

De esta forma, los conceptos de AUGE y GES se encuentran en una relación de continente a
contenido [60], siendo el AUGE el régimen general y de mayor extensión.

Si bien el AUGE no posee una consagración legal, sus componentes se encuentran establecidos a
grandes rasgos en el artículo 4 N° 7 del D.F.L. N° 1, “Ley Orgánica de Salud” donde se determina
su composición por las acciones de salud pública y las prestaciones a las que tengan derecho los
beneficiarios  del  sistema público  como aquellos  pertenecientes  a  las  Instituciones  de  Salud
Previsional (en adelante Isapres). De esta forma, el AUGE puede ser definido como un “conjunto
compuesto por todas las acciones de salud que otorgan los sistemas público y privado de salud”,
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siendo sus elementos los siguientes [61]:

- Acciones de Salud Pública, a cargo del MINSAL.

- Prestaciones y beneficios a cargo del Fondo Nacional de Salud (en adelante Fonasa) a sus
afiliados y beneficiarios:

i.  Prestaciones de carácter  promocional,  preventivo,  curativo,  de rehabilitación y  paliativo,  y
programas que Fonasa cubrirá en la modalidad de atención institucional. Lo cual consta de:

- Prestaciones con Garantías Explícitas, asociadas a programas, enfermedades o condiciones de
salud específicas (GES).

ii. Prestaciones no asociadas a programas, enfermedades o condiciones de salud específicas [62]
Prestaciones de salud que otorga el Fonasa en su modalidad de libre elección.

iii. Prestaciones constituidas por el subsidio por incapacidad laboral que debe otorgar el Fonasa.

- Prestaciones y beneficios de cargo de las Isapres a sus afiliados y beneficiarios:

Prestaciones de carácter promocional, preventivo, curativo, de rehabilitación y paliativo que las
Isapres deben cubrir a sus respectivos beneficiarios. El cual incluye las Garantías Explícitas en
Salud (GES) [63]

- Prestaciones constituidas por el subsidio por incapacidad laboral.

De esta forma, y a diez años de la puesta en marcha de este plan universal de salud, las GES nos
han permitido asegurar legalmente el  tratamiento de 80 enfermedades (determinadas en los
decretos respectivos), lo cual ha beneficiado a más de diez millones de personas.

Como se aprecia, en el marco del plan universal de salud que constituye el AUGE, la ley atribuye
responsabilidad a un conjunto complejo de organismos, instituciones públicas y privadas, donde el
rol principal recae en las aseguradoras, sin que se adviertan mandatos específicos a la Ministra de
Salud.

Las Garantías Explícitas en Salud

Características generales

El artículo 2° inciso segundo de la ley N° 19.966 las define como aquellas condiciones relativas al
acceso, calidad, protección financiera y oportunidad con que deben ser otorgadas las prestaciones
asociadas a un conjunto priorizado de programas, enfermedades o condiciones de salud. Estas
garantías son aprobadas mediante Decreto Supremo del MINSAL, el cual será suscrito de manera
conjunta con el Ministerio de Hacienda.

Interesa destacar las siguientes características:

En primer lugar, las GES debe ser aseguradas de forma obligatoria por el Fonasa y las Isapres a
sus beneficiarios.

En  segundo  lugar,  las  GES  serán  constitutivas  de  derechos  para  los  beneficiarios  y  su
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cumplimiento puede ser exigido por estos ante el Fonasa y las Isapres, la Superintendencia de
Salud y las demás instancias que correspondan.

En tercer lugar, las garantías establecidas en esta ley serán las mismas para los beneficiarios de
Fonasa e Isapre, sin embargo, podrán ser diferentes para una misma prestación, de acuerdo a
criterios generales, tales como enfermedad, sexo, grupo de edad u otras variables objetivas que
sean pertinentes.

Las garantías de Acceso, Calidad, Oportunidad y Protección Financiera

La  ley  establece  garantías  explícitas  en  salud,  acceso,  calidad,  oportunidad  y  protección
financiera, las cuales se encuentran definidas en el artículo 4° de la ley.

La garantía de acceso constituye la obligación del Fondo Nacional de Salud y de las Instituciones
de Salud Previsional de asegurar el otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas a los
beneficiarios en la forma y condiciones que se determinen.

La garantía de calidad es el  otorgamiento de las prestaciones de salud garantizadas por un
prestador registrado o acreditado, de acuerdo a la ley N° 19.937, en la forma y condiciones que se
determinen.

La  garantía  de  oportunidad  se  compone  del  plazo  máximo  para  el  otorgamiento  de  las
prestaciones de salud garantizadas, en la forma y condiciones que se determinen. Dicho plazo
considerará, a lo menos, el tiempo en que la prestación deberá ser otorgada por el prestador de
salud que corresponda en primer lugar; el tiempo para ser atendido por un prestador distinto,
designado por el Fondo Nacional de Salud o la Institución de Salud Previsional, cuando no hubiere
sido atendido por el primero; y, en defecto de los anteriores, el  tiempo en que el prestador
definido por la Superintendencia de Salud deba otorgar la prestación con cargo a las instituciones
antes señaladas. No se entenderá que hay incumplimiento de la garantía en los casos de fuerza
mayor, caso fortuito o que se deriven de causa imputable al beneficiario.

Por último, la garantía de protección financiera se entiende como la contribución que deberá
efectuar el afiliado por prestación o grupo de prestaciones, la que deberá ser de un 20% el valor
determinado en un arancel de referencia del Régimen.

Respecto de esta última garantía, el Fondo Nacional de Salud deberá cubrir el valor total de las
prestaciones respecto de los grupos A y B del artículo 29 de la ley N° 18.469, y podrá ofrecer una
cobertura financiera mayor a las personas pertenecientes a los grupos C y D señalados en el
mismo artículo.

La garantía de oportunidad y su incumplimiento

La  garantía  de  oportunidad,  definida  como  “el  plazo  máximo  para  el  otorgamiento  de  las
prestaciones en salud”, reviste caracteres especialmente complejos, en razón de que contempla
un procedimiento reglado constituido por  diversos plazos,  y  además,  requiere de una activa
participación  de  los  beneficiarios  interesados.  La  ley  define,  además,  con  precisión  las
instituciones públicas y privadas que han de intervenir: Fonasa, Isapres y la Superintendencia.

En base a los decretos que contienen las GES, se desprenden las siguientes reglas vinculadas al
cómputo de los plazos y al procedimiento reglado destinado a ejercer la garantía de oportunidad.
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En cuanto a los plazos [64], estos son de días corridos, por lo cual se cuentan dentro de estos a los
días domingos y festivos. Además, y para el caso de que el plazo tenga vencimiento un día
sábado, domingo o festivo, su término se prorrogará hasta el día hábil siguiente, salvo situación de
emergencia o urgencia.

Respecto del procedimiento establecido para la garantía de oportunidad, en primer lugar, Fonasa y
las Isapres deberán designar un prestador al beneficiario que lo solicite, dicho prestador deberá
cumplir con la garantía de oportunidad en el tiempo establecido para la enfermedad respectiva.
Para el caso que este prestador no pueda cumplir con la garantía, el beneficiario deberá iniciar el
siguiente procedimiento [65]:

El beneficiario deberá concurrir, por sí o por tercero, ante el Fonasa o la Isapre, desde que tuvo
conocimiento de la circunstancia y hasta el 30 día de vencido el plazo que corresponda según la
patología, con el fin de que se le designe un segundo prestador.

Esta designación deberá realizarse dentro de segundo día, y el nuevo prestador deberá cumplir
con similares características a las del prestador designado originalmente.

El nuevo prestador designado deberá llevar a cabo la prestación en el plazo de 10 días desde su
designación, salvo que el plazo para el diagnóstico, tratamiento o seguimiento fuere inferior, en
donde primará este último.

Para el caso que el Fonasa o la Isapre no designare un nuevo prestador o si éste no estuviera en
condiciones de cumplir con la garantía de oportunidad, el beneficiario, ya sea por sí o por tercero,
deberá  concurrir  a  la  Superintendencia  de  Salud,  desde  que  tuvo  conocimiento  de  dicha
circunstancia y hasta el 30 día posterior al plazo establecido para que el segundo prestador llevara
a cabo la prestación.

La Superintendencia deberá designar un nuevo prestador dentro de segundo día, dicho plazo se
contara desde la comparecencia del beneficiario.

Designado el  tercer prestador,  la  garantía de oportunidad para el  diagnóstico,  tratamiento o
seguimiento, será de 5 días, contados desde la designación, salvo que el plazo establecido en el
decreto que contiene la GES sea inferior, caso en que regirá el plazo allí establecido.

Por último, no se entenderá que hay incumplimiento de la garantía de oportunidad en los casos de
fuerza mayor, caso fortuito o que se deriven de causa imputable al beneficiario, lo cual deberá ser
acreditado por el Fonasa o la Isapre.

De esta forma, mediante los procedimientos antes explicitados se puede concluir  que la ley
expresamente  ha  establecido  que  el  plazo  máximo  de  oportunidad  considera  tres  etapas:
designación de un primer prestador por Fonasa e Isapre, designación de un segundo prestador por
las mismas entidades y designación de un tercer prestador por la Superintendencia de Salud. Sólo
una vez que el prestador designado por la Superintendencia no otorgue la prestación, estaremos
en presencia de un incumplimiento jurídico de la garantía de oportunidad. Antes no.

Luego, la ley otorga un rol activo al beneficiario, exigiendo el decreto GES (al cual la ley se remite
expresamente) que sea el beneficiario, por sí o mediante tercero, quien debe reclamar para que se
activen las etapas segunda y tercera [66]. Por lo tanto, sólo se designará un tercer prestador en la
medida  que  el  beneficiario  recurra  a  la  Superintendencia  con  este  fin.  De  esta  manera,  al
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beneficiario debe cumplir con un rol activo dentro del procedimiento, puesto que si no reclama
ante el transcurso de los plazos la garantía de oportunidad, jamás podrá llegar a incumplirse
jurídicamente.

Dichas conclusiones han sido avaladas por  la  Contraloría  General  de la  República,  quien ha
sostenido [67] que la garantía explícita de oportunidad se encuentra estructurada en plazos
secuenciales que operan en caso de incumplimiento de la obligación del primer prestador de
otorgar la atención de salud que corresponda, dentro de los plazos que el decreto respectivo
determina para cada una de las etapas. Asimismo, ha afirmado que la segunda y tercera etapa
revisten  un  carácter  eventual  ya  que  su  aplicación  está  supeditada,  por  una  parte,  al  no
otorgamiento  de  las  prestaciones  de  salud  garantizadas  por  el  primer  prestador  legalmente
obligado a ello, dentro del plazo establecido en el decreto que regula la prestación de las garantías
explicitas en salud y, por la otra, a la concurrencia del interesado a estas etapas.

Las imputaciones escapan a la competencia legal de la acusada

Los acusadores son persistentes en señalar que las listas de espera tienen su origen en una
supuesta inexistencia o ineficiencia en la gestión de la Ministra de Salud. Sin embargo, dicha
acusación escapa a su esfera de competencia. En primer lugar porque son funciones que la ley N°
19.966 ha establecido respecto de otros organismos, y porque además, la misma ley contempla
mecanismos  judiciales  específicos  para  hacer  valer  las  responsabilidades  que  procedieren.
Empelar  la  acusación  constitucional  para  ello  importa  desvirtuar  este  procedimiento  de
responsabilidad constitucional de ultima ratio.

La acusación imputa la inejecución de obligaciones de terceros

La LOCBGAE establece que los Ministerios son los órganos encargados del diseño de las políticas
aplicables a un sector y de su implementación mediante la dictación de normas, la asignación de
recursos  y  la  fiscalización,  sin  embargo,  a  estos  no  les  corresponde  el  otorgamiento  de
prestaciones directas (artículo 23), las cuales quedan radicadas en los servicios respetivos. A su
vez, los órganos del sector pueden estar en una relación jerárquica con el Subsecretario, o se
puede tratar de órganos desconcentrados o descentralizados (artículo 28).

En el ámbito de las Garantías Explícitas en Salud, el artículo 2° de la ley N° 19.966 establece que
“El  Fondo  Nacional  de  Salud  y  las  Instituciones  de  Salud  Previsional  deberán  asegurar
obligatoriamente dichas garantías a sus respectivos beneficiarios”. Asimismo, determina que el
“cumplimiento (de las garantías) podrá ser exigido por éstos ante el Fondo Nacional de Salud o las
Instituciones de Salud Previsional, la Superintendencia de Salud y las demás instituciones que
correspondan”. Así, los organismos encargados de dar cumplimiento a la garantía de oportunidad
vienen a ser el Fonasa, las Isapres y la Superintendencia de Salud.

Respecto de las entidades públicas de Fonasa y la Superintendencia de Salud, de acuerdo a lo
establecido en los artículos 49 y 106 de la Ley Orgánica del Sector Salud, constituyen órganos
descentralizados. Respecto de éstos, el artículo 26 de la LOCBGAE establece que estarán sujetos a
la  supervigilancia  del  Presidente  a  través  del  Ministerio  de  Salud  en  este  caso,  la  cual  no
constituye subordinación o jerarquía respecto de los órganos centrales [68]. De esta forma, al
tratarse de órganos descentralizados y como tales, no subordinados jerárquicamente a la Ministra,
no es posible impartirles órdenes. Pretender lo contrario, implicaría una infracción a la ley.

Así,  la  descentralización  rompe  los  poderes  de  ente  jerárquico  superior  radicando  una
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competencia de forma definitiva en un órgano diferenciado, el cual lleva a cabo la función sin
someterse a los poderes fiscalizadores del superior jerárquico, por lo que éste último no puede
revisar lo que haya realizado el órgano inferior descentralizado. De esta forma, se produce el
quiebre del vínculo jerárquico del Ministerio de Salud respecto del Fondo Nacional de Salud y la
Superintendencia respectiva.

En cuanto a las Isapres, y en razón de su naturaleza privada, no tenemos nada que agregar más
allá de que respecto del sistema de salud privado, y en cuanto a las patologías sujetas al AUGE,
éstas  son  las  entidades  responsables  de  asegurar  a  sus  usuarios  las  garantías  específicas
establecidas en la ley N° 19.966.

La acusación constitucional no es un medio de protección de la garantía de oportunidad

Los acusadores pretenden hacer valer la responsabilidad de la Ministra de Salud respecto de una
supuesta infracción a la garantía de oportunidad contemplada en la ley N° 19.966 mediante la
interposición de esta acusación constitucional.

Sin embargo, la regulación que establece las Garantías Explícitas en Salud contempla derechos
exigibles para los beneficiarios de las mismas, y para esto establece un procedimiento específico
destinado a hacerlas valer. Y dicho procedimiento obedece a una lógica completamente distinta a
la establecida en el artículo 52 N° 2 de la Constitución Política de la República.

El Título III de la ley N° 19.966, relativo a la responsabilidad en materia sanitaria, hace aplicable el
procedimiento  general  de  responsabilidad extracontractual  del  Estado ante  los  tribunales  de
justicia ordinarios.

Para el caso específico del Fondo Nacional de Salud el artículo 42 establece que será responsable
por falta de servicio, en tanto que las Instituciones de Salud Previsional serán responsables por
incumplimiento negligente, y en ambos casos serán responsables respecto de la obligación de
asegurar el otorgamiento de las garantías explícitas en salud contempladas en la ley.

Los acusadores aplican erróneamente el Régimen de Garantías en Salud

Luego de delimitar el marco jurídico en el cual necesariamente ha de ser encuadrada la supuesta
falta de ejecución de la garantía de oportunidad, corresponde que se hagan cargo de la aplicación
que de ella hacen los acusadores. Para esto se identifican una lista de argumentos erróneos que a
continuación se procederá a desechar:

- Errónea comprensión del vencimiento de garantía de oportunidad establecida en el artículo 4°
letra c) de la ley N° 19.966

Los acusadores comienzan el capítulo acusatorio mediante la cita al artículo 4° que determina el
concepto de garantía de oportunidad, luego de esto, afirman que “por lo tanto, la lista de espera
es aquella que da origen cuando se incumple la garantía de oportunidad”. De esta forma, asimilan
la lista de espera con la garantía de oportunidad.

Lo anterior da cuenta de un error conceptual, puesto que no obstante haber copiado de forma
textual la norma, omiten que es esta misma la que consagra la existencia de un procedimiento
para hacer exigible la garantía de oportunidad. Dicho procedimiento contempla etapas claras, que
se constituyen con la  designación de un primer,  segundo,  e  incluso,  un tercer  prestador,  y
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también, el transcurso de ciertos plazos que han sido establecidos respecto de él, luego de la
solicitud del beneficiario.

De esta manera, y como anteriormente se estableció, la garantía GES de oportunidad sólo se
podrá  considerar  incumplida  al  momento  en  que  el  tercer  prestador  designado  por  la
Superintendencia de Salud no ha otorgado la prestación, no antes.

Las consideraciones respecto de la gestión del Ministerio de Salud no corresponde sean discutidas
mediante una acusación constitucional

En forma reiterada los acusadores afirman que el origen de la supuesta inejecución de la garantía
de oportunidad radica en problemas de gestión.

El  artículo  33  de  la  Constitución  determina  que  los  ministros  son  colaboradores  directos  e
inmediatos del Presidente de la República en el gobierno y administración del Estado. Asimismo,
los  ministros  de Estado son responsables  de la  conducción de sus  respectivos  Ministerios  o
Secretarías, en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél imparta. Al respecto, se ha
entendido la función administrativa de los ministros, como “todo aquello que tenga que ver con la
cobertura de las carencias de modo regular, continuo y sistemático [69] “.

La función administrativa de los ministros tiene expresión mediante la potestad reglamentaria, en
donde su incumplimiento radica en la no dictación del instrumento reglamentario respectivo que
pone en ejecución las leyes. En este sentido, es claro que la ley N° 19.966 que contiene las
Garantías Explícitas en Salud no requiere de la dictación de nuevos instrumentos administrativos,
puesto que ya se encuentra en régimen. Por lo cual, dado que no es posible imputar una infracción
concreta y específica, la acusación no es procedente.

De esta forma, lo que los acusadores imputan es la opinión que ellos pudieren tener respecto de
su discrepancia con el funcionamiento del sistema, o si éste efectivamente satisface o no las
necesidades ciudadanas, y para esto, recurren al término “gestión” a lo largo del capítulo.

No obstante lo anterior, la calificación de la gestión no constituye un argumento válido en sede de
una acusación constitucional contribuyendo al mal entendido concepto de la acusación en cuanto
juicio  simplemente  político.  En  forma contraria,  y  en  un  intento  de  desmarcar  la  acusación
constitucional de lo anterior, la doctrina ha sostenido que el juicio es “político” por los órganos que
deciden la acusación y la relativa libertad existente para la configuración de los ilícitos, pero que
no obstante aquello, siempre deben someterse al imperativo del Derecho Sancionador en orden a
que los ilícitos constitucionales son de derecho estricto y de interpretación restrictiva [70].

Por lo demás, esta opinión es transversal a los diversos sectores políticos. Así, desde la Fundación
Jaime Guzmán se afirmó que “el Congreso Nacional no tiene la atribución e poder censurar a un
Ministro de Estado por méritos en la gestión [71] “.

Los acusadores extienden la garantía de oportunidad más allá de lo establecido en la ley

Derivado  de  la  incomprensión  respecto  de  la  relación  existente  entre  el  AUGE  y  GES,  los
acusadores, para graficar la supuesta ineficiencia de la gestión llevada a cabo por Fonasa, hablan
de las “las listas de espera AUGE y NO AUGE”, equiparando ambos regímenes.

Sin embargo, AUGE y GES poseen una relación de continente a contenido, como se demostró en el
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acápite anterior mediante el listado de prestaciones comprendidas dentro del AUGE. De esta
forma, este sistema general se extiende tanto para el sector público como para el privado, y en
ambos existen las GES.

Los acusadores interpretan erróneamente como infracción constitucional  y  legal,  el  que esta
Ministra habría dejado sin aplicación el llamado “Bono AUGE”

Los acusadores sostienen que esta autoridad habría dejado sin efecto el denominado Bono AUGE,
lo cual habría determinado que el presupuesto asignado al programa quedara sin ejecución.

Al respecto, es necesario dejar constancia de lo siguiente:

El  denominado  bono  se  describe  como  una  política  en  la  que  “vencida  una  garantía  de
oportunidad,  y  luego de persistir  el  retraso después de reclamar al  FONASA por la  garantía
incumplida, acceder (sic) a un “Voucher” para poder solucionar el problema de salud ya sea en el
sector público o privado”.

En primer lugar, es falso y totalmente inexacto que el denominado bono AUGE consista en lo que
se conoce como “voucher”.  Dicha afirmación persiste en la  confusión del  vencimiento de la
garantía de oportunidad. La hipótesis que haría factible dicho bono sólo corresponde a las etapas
establecidas dentro de la regulación de la garantía de oportunidad, por lo que no constituye
innovación de ninguna especie con respecto al modo en que la ley establece el funcionamiento u
operación de la garantía de oportunidad.

En segundo lugar, se da a entender que mediante el bono AUGE los beneficiarios que reclamaren
a Fonasa podrán tener acceso de forma indubitada a alguna especie de título que los habilita para
exigir su atención en el sistema privado. No obstante lo anterior,  esto no se condice con la
realidad. Mediante el denominado bono AUGE no es que se entregue un “voucher”, sino que
mediante él se lleva a cabo la designación de un segundo o tercer prestador en las formas que ya
fueron contempladas tanto en el artículo 4° letra c), como en el artículo 2° letra L) del decreto 121
del MINSAL, que aprueba reglamento que establece normas para la elaboración y determinación
de  las  garantías  explícitas  en  salud,  el  cual  establece  que  el  Fonasa  podrá  otorgar  dichas
prestaciones a través de la Red Asistencial de cada Servicio de Salud y con los demás prestadores
que hubieren celebrado convenio para estos efectos con dicho organismo.

El denominado Bono AUGE es una forma de materializar el derecho que tiene el beneficiario de
Fonasa a que se le designe un segundo prestador

El denominado Bono AUGE es una forma de materializar el derecho que tiene el beneficiario de
Fonasa a que se le designe un segundo prestador, cuando el primer prestador no haya podido
otorgar la atención requerida dentro del plazo determinado por el decreto GES, según la patología
protegida, por parte del prestador perteneciente a la Red Asistencial del Servicio de Salud al que
el beneficiario se encuentre adscrito. Este mecanismo se origina el año 2010, y se materializa
mediante convenios con prestadores privados de salud.

En este sentido, dicho bono no es sino la ejecución del procedimiento ya establecido en la ley N°
19.966, el cual se inicia con el reclamo respecto a la no otorgación de la atención por parte del
primer prestador designado. Dicho procedimiento ha sido ejecutado desde el comienzo del AUGE
por  el  Fonasa,  con  la  salvedad  de  que,  en  este  caso,  se  decidió  designar  de  antemano  a
prestadores privados respecto de beneficiarios del sistema público.
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Por lo anterior, el Bono AUGE no es la única forma de cumplir con la garantía de oportunidad
objeto de esta acusación, encontrándose dentro de las facultades del Ejecutivo el determinar la o
las formas de cumplimiento.

Trabajo ejecutado durante el actual mandato de gobierno por el Ministerio de Salud

Los acusadores sostienen que la Ministra ha dejado sin ejecución la ley N° 19.966 en cuanto no ha
dispuesto medidas eficaces para hacer cumplir la ley respecto de la garantía de oportunidad.

En razón de esto dan a entender que el incumplimiento de las garantías de oportunidad habría
aumentado,  lo  cual  daría  cuenta  de  un  “problema  de  gestión  grave”  en  tanto  no  habrían
condiciones sanitarias que hayan podido alterar los niveles de cumplimiento, y, además, afirman
que esta administración habría abandonado el “Bono AUGE”, medida considerada exitosa para el
cumplimiento de la garantía de oportunidad.

A continuación, se procede a desvirtuar tales afirmaciones:

Medidas adoptadas por el Ministerio de Salud

Los acusadores continuamente asimilan los conceptos de “listas de espera” con “incumplimiento
de la garantía de oportunidad”, lo cual, no tiene asidero. Si bien existen retrasos en las atenciones,
estos no implican, necesariamente, el incumplimiento de la garantía de oportunidad, puesto que
para que esto ocurra es necesario que las esperas tanto del primer, segundo y tercer prestador
establecido en la ley, no se hayan cumplido.

Respecto de las listas de espera, estas constituyen un desbalance entre la oferta y la demanda de
prestaciones de salud. En países en vías de desarrollo como el nuestro, es un hecho indubitado
que cada día la demanda es creciente en razón de las múltiples necesidades sanitarias de la
población, la complejización de las enfermedades y el avance tecnológico. De manera que frente a
este escenario, es probable que la oferta se haga escasa. Así, la creación de las listas de espera
obedece a  un  proceso  dinámico,  en  el  cual  en  tanto  las  prestaciones  van siendo cubiertas
mediante la entrega de atención, existe otro número creciente de beneficiarios que ingresan a las
mismas derivadas de los centros de salud respectivos, constituyendo un proceso continuo.

Sin embargo, el  MINSAL trabaja arduamente en disminuir las listas de espera asociadas a la
garantía  de  oportunidad.  De  esta  forma,  el  foco  se  encuentra  puesto  en  bajar  los  tiempos
asociados a ellas.

Para esto, desde marzo de 2014, se ha llevado a cabo el “Plan Nacional de Reducción de Tiempos
de Espera”. Mediante éste se han reordenado los factores productivos al interior de las redes
asistenciales, integrando los diferentes niveles de atención y apoyando la mejor resolutividad de la
atención primaria. Asimismo, y respecto de los problemas de salud no incorporados al GES, se
trabajan orientaciones técnicas y en la definición de tiempos de espera sanitarios y sociales
adecuados a estas problemáticas. Dicho programa se encuentra articulado en base a tres ejes:
resolutividad de las listas de espera en base a la resolutividad según antigüedad y el riesgo
sanitario asociado; gestión de la oferta y demanda utilizando el Registro Nacional de Tiempos de
Espera como insumo para el monitoreo y seguimiento; y por último, vinculado a las enfermedades
no garantizadas mediante la ley N° 19.966, el perfeccionamiento del Repositorio Nacional de
Listas de Espera No GES, el cual tiene por objetivo actualizar la información disponible para la
gestión desde el nivel central y los Servicios de Salud.
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En  razón  de  lo  anterior,  hemos  sostenido  que  respecto  de  las  consultas  por  una  nueva
especialidad,  a  marzo 2014 existían listas  de espera constituidas por  un total  de 1.562.295
personas, de las cuales un 48% esperaba por una consulta desde el año 2012 o antes. En tanto
que a junio de 2015, la lista se encuentra conformada por 1.619.826 personas, de las cuales un
20% esperaba desde el año 2012 o antes. Así, respecto de marzo de 2014 a junio de 2015, este
Ministerio ha logrado disminuir la mediana de tiempo de espera para consultas por especialidad en
58 días.

Asimismo, y en cuanto a las listas de espera por cirugías, al mismo mes de marzo de 2014, habían
194.938 personas en listas de espera, de las cuales un 49.5% esperaba por una intervención
desde el año 2012 o antes. A junio de 2015, existían un total de 239.831 personas en lista, de las
cuales un 23% esperaba desde el 2012 o antes. De esta forma en el caso de las cirugías, el
Ministerio ha disminuido la mediana de tiempo de espera por una cirugía en 34 días.

En las cifras anteriormente expuestas se puede observar que la meta que se ha impuesto el
MINSAL referidas a reducir los tiempos de espera, se han cumplido, lo cual ha permitido otorgar
soluciones a personas que tenían esperas de larga data. Si bien las cifras globales de personas en
espera han aumentado, esto también obedece que en el intertanto entre marzo de 2014 y junio de
2015, hemos brindado atención a 2.316.718 personas respecto de consultas por especialistas, y a
220.046 personas en el caso de las cirugías, lo cual da cuenta del dinamismo de las listas de
espera, puesto que en tanto egresan pacientes, así es también como ingresan otros nuevos. Así,
estas cifras que se presentan no habrían sido posibles sino mediante un aumento de horas
médicas por  especialidad,  lo  cual  da cuenta de un trabajo  conjunto y  comprometido de los
trabajadores de la salud pública.

Por último, y aunque la acusación establecida en el tercer capítulo tiene que ver específicamente
con la ejecución de la garantía de oportunidad establecida en la GES, por lo que aquello que fuera
de esto no es responsabilidad de la ley N° 19.966 asegurar, deben destacar que gracias a la
gestión del Ministerio y al Plan Nacional de Tiempos de Espera no GES, se han reducido de forma
constante los tiempos de espera en enfermedades no GES, tal como se muestra en el gráfico a
continuación [72].

No se ha dejado sin ejecución el “Bono AUGE”

Se reprocha por los acusadores que el Bono Auge “no es mencionado por la Ministra como una
alternativa y no existe promoción alguna del programa Bono Auge ni en los módulos de atención
de Fonasa ni en su página web. Esto da cuenta de un presupuesto respecto del cual no hay



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 120 de 207

Informe Comisión

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

información sobre ni su ejecución ni del programa en sí. Esto es una falencia grave desde el punto
de vista de la gestión y la voluntad con que el Gobierno buscará cumplir la promesa de reducir las
listas de espera” [73].

Como se explicitó anteriormente, los acusadores dan a entender que el Bono Auge constituiría una
medida  de  carácter  excepcional  dentro  del  procedimiento  establecido  en  la  ley  N°  19.966
destinado a ejercer las garantías, sin embargo, la Ministra fue enfática en señalar que esto no es
así, sino que este bono no es sino una de las formas para materializar la designación de un
segundo prestador en el sistema público de salud.

De esta forma, son enfáticos en señalar que este Ministerio no ha tenido un rol pasivo en esto,
puesto que nos hemos encargado de difundir, tanto desde el MINSAL como desde los respectivos
Servicios de Salud, el derecho de los beneficiarios a solicitar un segundo prestador con miras a
ejercer la garantía de oportunidad.

Lo anterior, puede que no constituya una “solución creativa” en los términos que los acusadores
reclaman, sino mucho más importante, constituye el cumplimiento efectivo de la garantía de
oportunidad  establecida  en  la  GES.  La  cual  los  beneficiarios  tienen  el  derecho  a  exigir,
constituyendo la diferencia con las listas de espera de antes, en las cuales las personas no poseían
garantías.

Por otra parte, desde el año 2011 la Ley de Presupuestos ha contemplado en las glosas del
Ministerio de Salud montos específicos destinados a este “Bono”. Sin embargo, dicho presupuesto
sólo ha tenido por fin otorgar mayor flujo a la ejecución de la garantía de oportunidad. Por lo cual,
el presupuesto siempre ha estado en ejecución y no es efectivo que la Ministra le haya puesto fin.

Vinculado  a  lo  anterior,  resulta  sorprendente  que  los  acusadores  afirmen  que  respecto  del
presupuesto destinado a este bono no hay información ni sobre su ejecución ni el programa,
puesto que las glosa del Ministerio de Salud en la cual se establece el presupuesto para éste,
determinando que FONASA deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial  Mixta de
Presupuesto sobre las compras efectuadas a prestadores privados.

A continuación, información proporcionada por Fonasa respecto de este bono:

De esta forma, se puede observar que tanto las derivaciones como los pagos son efectivos hasta
el año 2015. En este sentido, es posible que las derivaciones durante al  año en curso sean
mayores que respecto del año 2014, dado que sólo poseemos las estadísticas hasta el mes de
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septiembre, y en cuanto a los pagos, durante el año 2014 las sumas han sido más elevadas que
incluso durante el año 2011.

Por lo tanto, este no es un presupuesto que haya quedado sin ejecución, según lo consignado por
los acusadores.

Corolarios

a) Las Garantías Explícitas en Salud (GES) forman parte del sistema de Acceso Universal con
Garantías Explícitas (AUGE),  existiendo entre ambos una relación de continente a contenido.
Dentro  de  este  marco  general,  la  ley  atribuye  responsabilidad  a  un  conjunto  complejo  de
organismos, instituciones públicas y privadas, donde el rol principal recae en las aseguradoras, sin
que se adviertan mandatos específicos al Ministerio de Salud.

b)  Dentro  del  marco  jurídico  de  las  garantías  de  acceso,  calidad,  oportunidad  y  cobertura
financiera, la ley expresamente ha establecido que la responsabilidad de asegurarlas corresponde
al Fondo Nacional de Salud y a las Instituciones de Salud Previsional.

c) La garantía de oportunidad ha sido definida como el plazo máximo para el otorgamiento de las
prestaciones en salud. Sin embargo, este plazo contiene un procedimiento reglado en el cual se
identifican  etapas  determinadas  por  la  designación  del  primer,  segundo,  e  incluso,  tercer
prestador. Asimismo, el procedimiento sólo será impulsado administrativamente en la medida que
exista una activa participación del beneficiario.

d) De esta forma, dado que el procedimiento establecido para ejercer la garantía de oportunidad
contempla diversas etapas, los plazos contemplados para las diversas patologías en los decretos
GES constituyen sólo la puerta de entrada al sistema. Así las cosas, sólo una vez que el prestador
designado por  la  Superintendencia  no  otorgue la  prestación,  estaremos en presencia  de  un
incumplimiento jurídico de la garantía de oportunidad.

e) Esta Ministra no tiene competencia legal respecto de la acusación imputada porque la ley
específicamente ha establecido que el  cumplimiento de la garantía de oportunidad debe ser
exigido ante Fonasa, las Isapres y la Superintendencia de Salud. Fonasa y dicha Superintendencia
son organismos públicos descentralizados, y como tales no subordinados jerárquicamente a esta
Ministra de Salud, por lo cual difícilmente podría impartirles órdenes.

f) Asimismo, la acusación constitucional no es una vía jurídica de protección de la garantía de
oportunidad.  Para  el  caso  específico  del  Fonasa  se  estableció,  como  vía  de  protección  la
responsabilidad por falta de servicio, la cual tendrá que ser ejercida ante los tribunales ordinarios
de  justicia.  Por  lo  cual,  mediante  la  imputación  hecha  en  esta  acusación  constitucional,  se
desconoce el carácter de ultima ratio de ésta última.

g) A lo largo del capítulo los acusadores afirman que el no haber dado ejecución a la garantía de
oportunidad obedece a un “problema de gestión grave”. Sin embargo, la crítica a la gestión no
constituye un argumento válido en sede de acusación constitucional puesto que esta requiere de
la imputación de ilícitos constitucionales de carácter estricto. Dicha opinión es transversal a los
diversos sectores políticos.

h) El Ministerio de Salud no ha tenido un comportamiento pasivo frente al problema de las “listas
de espera”. Estas constituyen un proceso dinámico, en el cual, así como egresan beneficiarios en
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razón  de  que  se  les  ha  proporcionado  la  atención,  de  la  misma  forma  ingresan  nuevos
beneficiarios demandando otras prestaciones. Sin embargo, este Ministerio se encuentra abocado
a reducir los tiempos de espera o retrasos que presenta el sistema mediante el “Plan Nacional de
Reducción de Tiempos de Espera”.

i) Por último, el denominado “Bono AUGE” no constituye innovación respecto del procedimiento
establecido en la ley N° 19.966 referido al incumplimiento de la garantía de oportunidad, sino sólo
una forma de materializar el derecho que tienen los beneficiarios del Fonasa a que se les designe
un segundo prestador. Sólo que en este caso, este prestador pertenece al sistema privado de
salud. Asimismo, la Ministra no ha dejado dicho bono sin ejecución, sino que ha sido enfática en
promocionar el procedimiento destinado a ejercer los derechos GES exigibles mediante la ley
respectiva.

Al cuarto capítulo de la acusación: No se ha dejado sin ejecución la ley N° 20.850

A juicio de los acusadores, la Ministra de Salud habría dejado sin ejecución la ley N° 20.850, que
Crea un Sistema de Protección Financiera para Diagnósticos y Tratamientos de Alto Costo y Rinde
Homenaje Póstumo a Don Luis Ricarte Soto Gallegos [74], en adelante “ley N° 20.850” o “Ley
Ricarte Soto”.

Lo anterior, en atención a que la dictación de los siguientes decretos no habría dado cumplimiento
a los plazos establecidos en dicha ley para ello [75]:

- Decreto supremo N° 54, de 31 de agosto de 2015, del Ministerio de Salud, que aprueba el
Reglamento que establece normas para el otorgamiento y cobertura financiera de los diagnósticos
y tratamientos incorporados al sistema establecido en la ley N° 20.850. Este decreto fue tomado
de razón el 22 de octubre por la Contraloría, y fue publicado el día siguiente en el Diario Oficial.

- Decreto supremo N° 59, de 2 de septiembre de 2015, del Ministerio de Salud, que aprueba el
Reglamento que establece el procedimiento para fijar el umbral nacional de costo anual para
determinar si un diagnóstico o un tratamiento es de alto costo. Este decreto fue tomado de razón
el 23 de octubre por la Contraloría, y fue publicado el día siguiente en el Diario Oficial.

Decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito también por el Ministerio de Hacienda, que
determina los diagnósticos y tratamientos de alto costo con sistema de protección financiera,
indicado en el artículo 5° de la ley N° 20.850. Este decreto se encuentra desde el 18 de noviembre
en trámite de toma de razón ante la Contraloría.

En el  presente capítulo se controvierte lo  señalado por  los  acusadores,  demostrando que la
Ministra  no  ha  incurrido  en  responsabilidad  alguna;  por  el  contrario,  se  ha  implementado
correctamente la Ley Ricarte Soto.

Para lo anterior, en un primer apartado me referiré a las obligaciones constitucionales de los
Ministros en relación a la ejecución de las leyes. Esto es de suma importancia, pues la correcta
comprensión de esta obligación permitirá entender de mejor manera la supuesta infracción que se
me imputa y lo desacertado de ésta.

En un segundo apartado, por su parte, se abocará específicamente a los plazos establecidos en la
ley N° 20.850 para la  dictación de determinados reglamentos y  decretos,  haciendo especial
hincapié en la forma en que esta obligación legal se entiende cumplida, puesto que, ya sea por
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desconocimiento o con intención de incitar a error, los acusadores parecen tener cierta confusión
respecto a esta materia.

Responsabilidad de los Ministros de Estado respecto a la ejecución de las leyes

Corresponde al Presidente de la República la ejecución de la ley, a través de la dictación de los
reglamentos y decretos que sean necesarios para su ejecución. En este sentido, el artículo 32 N° 6
de la Constitución Política de la República indica que son atribuciones especiales del Presidente de
la República el “ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no sean propias
del  dominio  legal,  sin  perjuicio  de  la  facultad  de  dictar  los  demás reglamentos,  decretos  e
instrucciones que crea conveniente para la ejecución de las leyes”.

Ahora bien, como ya se ha señalado, los Ministros de Estado, en su calidad de colaboradores
directos e inmediatos del Presidente de la República en el gobierno y administración del Estado
[76], también cuentan con un rol en la implementación de las leyes, pero más acotado que el del
Jefe de Gobierno.

En efecto, la Carta Fundamental prescribe que deberán concurrir con su firma a los reglamentos y
decretos que les correspondan, siendo este un requisito esencial de estos instrumentos, sin el que
no podrán ser obedecidos [77].

De esta forma, los Ministros de Estado tienen la obligación constitucional de concurrir junto con el
Presidente de la República a la dictación de los reglamentos y decretos que traten materias de su
competencia.

De esta manera, la causal de acusación constitucional contra los Ministros de Estado, establecida
en el artículo 52 N° 2, letra b), de la Constitución Política de República, referida a dejar las leyes
sin  ejecución,  esgrimida  por  los  acusadores,  debe  circunscribirse  únicamente  a  la  indicada
obligación constitucional establecida para los Secretarios de Estado.

Los reglamentos de la Ley Ricarte Soto se han dictado dentro de plazo

La ley N° 20.850 cumple un rol fundamental, al asegurar el financiamiento de diagnósticos y
tratamientos  basados en medicamentos,  dispositivos  médicos  y  alimentos  de alto  costo  con
efectividad probada, que muchas veces suelen tener costos inalcanzables para las personas y sus
familias.

Por ello, esta ley constituye también un gran logro para este Gobierno, alcanzando a todas las
personas que tengan un Sistema de Salud Previsional en Chile.

En este contexto, resulta importante precisar que tanto la Presidenta de la República como la
Ministra de Salud, junto a los otros Ministros involucrados, no han dejado la Ley Ricarte Soto sin
ejecución, pues se ha dado cumplimiento a los plazos establecidos en este cuerpo normativo para
la dictación de los decretos señalados por los acusadores, tal como demostraremos enseguida.

A continuación, se presentan cada uno de los reglamentos dictados y señalaré cada uno de sus
plazos y cómo se han ido cumpliendo.

Se ejecuta la ley al dictar el correspondiente reglamento o decreto

La acción que debe realizarse para cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo primero
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transitorio de la ley N° 20.850 se refiere a dictar el correspondiente reglamento o decreto. Lo
anterior se concluye de lo prescrito en dicho artículo, particularmente en sus incisos 2°, 3°, 4°, 5°
y 6°; según podemos ver a continuación (el destacado es nuestro):

Artículo primero.- Las normas de esta ley regirán a contar de la entrada en vigencia del decreto a
que se refiere el artículo 5º, según lo señalado en el inciso siguiente. No obstante, a contar de la
fecha de publicación de esta ley, podrán dictarse los decretos y reglamentos a que ella se refiere.

El primer decreto que establezca los tratamientos de alto costo que se incorporan al sistema que
regula esta ley podrá dictarse una vez publicados los reglamentos señalados en los artículos 6º y
13, inciso segundo, sin que le sea aplicable el procedimiento contenido en los artículos 7º, 8º y 9º,
inciso primero, ni el plazo fijado en el inciso primero del artículo 10. Este decreto tendrá vigencia
hasta el 31 de diciembre del año 2016.

Los reglamentos señalados en los artículos 6º y 13 deberán dictarse dentro del plazo de noventa
días contado desde la publicación de esta ley.

El segundo decreto que establezca los tratamientos de alto costo será dictado antes del 31 de
diciembre del año 2016, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2017 y regirá hasta el
31 de diciembre de 2017. Para la elaboración de este decreto será necesario cumplir todos los
procedimientos previstos en esta ley, con excepción del establecido en los artículos 7º, 8º y 9º,
inciso primero, para los tratamientos incluidos en el primer decreto.

El tercer decreto que establezca los tratamientos de alto costo será dictado antes del 31 de
diciembre del año 2017, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2018 y regirá hasta el
30 de junio  de 2019.  Para  la  elaboración de este  decreto  será  necesario  cumplir  todos los
procedimientos previstos en esta ley.

El  cuarto decreto que fije estos mismos tratamientos y los sucesivos serán dictados junto al
decreto que establezca las Garantías Explícitas en Salud, conforme a lo dispuesto en el artículo 23,
inciso segundo, de la ley Nº19.966, y su vigencia se extenderá por el término señalado en el
artículo 14. Para la elaboración del tercer decreto y los sucesivos será necesario cumplir todos los
procedimientos previstos en esta ley.

La Garantía Explícita de Calidad será exigible cuando entre en vigencia, conforme a la ley Nº
19.966.

Los integrantes de la primera Comisión Ciudadana de Vigilancia y Control del Sistema, a que se
refiere el  artículo 22, que se indican a continuación, durarán en sus funciones dos años: un
representante de asociaciones de pacientes, uno de asociaciones científicas, un académico de
facultades de medicina de una institución de educación superior acreditada institucionalmente y
dos expertos del área de la salud designados por el Ministro de Salud. Los demás integrantes de
dicha Comisión durarán cuatro años en sus funciones.

La Real Academia Española define el verbo dictar como “dar, expedir, pronunciar leyes, fallos,
preceptos, etc.”.

Así, en caso que una ley establezca que determinado decreto o reglamento debe dictarse dentro
de un plazo específico, como es el caso, el Presidente de la República y los Ministros que deban
concurrir con su firma al instrumento, cumplirán con su obligación expidiendo el instrumento -el
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Presidente de la República- o concurriendo a él con su firma -los Ministros-, dentro del plazo
señalado en la ley.

De este modo, la fecha de dictación corresponderá a la fecha del decreto, momento desde el que
se materializa la voluntad de quien lo emite, posee con una fecha cierta y cuenta con todas las
firmas requeridas por la Constitución.

Para la doctrina más reciente, es claro que un acto administrativo es objeto de toma de razón solo
una vez que se encuentra “dictado”. El profesor Jorge Bermúdez es explícito en decir que la toma
de  razón  es  un  tipo  de  control  “preventivo,  que  se  inserta  dentro  de  un  procedimiento
administrativo una vez dictado el acto administrativo”[78] , agregando después que “la toma de
razón  se  verifica  una  vez  que  la  Administración  Pública  activa  ya  ha  tomado  la  decisión
respectiva”[79] . En sentido idéntico se pronuncia el profesor Luis Cordero, el que afirma que “la
propia  Constitución reconoce que la  toma de razón opera sobre actos  dictados,  y  no sobre
proyectos de actos. Esa es la interpretación razonable en nuestra opinión de los artículos 98 y 99
de la CPR (sic) en cuanto aplica la toma de razón a “actos”, no a pretensiones de voluntad o
declaración” [80].

Los acusadores aducen que los decretos no se habrían dictado oportunamente pues confunden el
mandato legal de “dictar” los reglamentos y decretos en plazo, con situaciones que no dependen
ni están bajo el control de esta Ministra: la toma de razón por parte de la Contraloría General de la
República o la publicación del reglamento o decreto en el Diario Oficial.

La interpretación de los acusadores es inadmisible, pues desvirtúa la obligación que recae sobre el
Presidente de la República y sobre los Ministros de Estado, atribuyéndoles, en el marco de la
acusación constitucional, responsabilidades por hechos de terceros, como lo es la toma de razón
efectuada por la Contraloría General de la República o la publicación en el Diario Oficial.

En suma, para efectos de considerar cuando se encuentra “dictado” un acto administrativo sujeto
a toma de razón, ha de atenderse al momento en que es fechado, no dependiendo su dictación de
la toma de razón por la Contraloría General de la República, y menos de su publicación en el Diario
Oficial.

Como se demuestra en el siguiente acápite, los decretos de la Ley Ricarte Soto sujetos a plazo
fueron dictados dentro de los plazos que dicha ley mandató. Además, ya fueron publicados en el
Diario Oficial.

Los plazos para dictar los decretos y su cumplimiento

Conforme a lo señalado en el inciso primero del artículo primero transitorio de la ley N° 20.850,
desde la publicación de esta podrán dictarse los decretos y reglamentos a que ella se refiere. Esto
es, desde el pasado 6 de junio de 2015, día en que la ley se publicó en el Diario Oficial, se
pudieron comenzar a dictar los correspondientes instrumentos.

Luego,  la  disposición  señala  ciertos  plazos  para  algunos  decretos  y  reglamentos  que la  ley
contempla, plazos que los acusadores sostienen que no se habrían cumplido.

En  el  siguiente  cuadro  señalamos  las  materias  que  tratan  los  decretos  objetados  por  los
acusadores, su consagración normativa en Ley Ricarte Soto, el plazo que se establece para su
dictación y su estado de cumplimiento.
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Como es dable advertir, los dos decretos sometidos a plazo por el legislador para su dictación, es
decir, los decretos supremos Nos 59 y 54, de 2015, del Ministerio de Salud, fueron dictados y
enviados a toma de razón antes de los noventas días siguientes a la publicación Ley Ricarte Soto.

Además,  el  decreto  supremo del  Ministerio  de  Salud,  suscrito  también  por  el  Ministerio  de
Hacienda, que determina los diagnósticos y tratamientos de alto costo con sistema de protección
financiera, indicado en el artículo 5° de la ley N° 20.850 no contempla plazo para su dictación, por
lo que mal he podido incumplir con la obligación que me imputan.

Aún más, dicho acto administrativo ya fue dictado e ingresado a la Contraloría General de la
República y solo resta su toma de razón para su publicación.

En efecto, la toma de razón es un acto que requiere necesariamente de la voluntad del órgano
contralor, esto es, una voluntad ajena a la del respectivo Secretario de Estado que concurre a la
dictación del acto. Hacer depender el cumplimiento de la obligación de ejecutar la ley de la toma
de razón, supondría supeditar la responsabilidad de los Ministros de Estado a hechos que son
ajenos a sus actos personales.

Por lo demás, no deja de ser cierto que la especialidad y conocimiento técnico que exige la
dictación de los referidos Reglamentos requiere la evaluación de distintas consideraciones. Por de
pronto, porque los Reglamentos son elaborados por el Ministerio de Salud y deben ser suscritos,
además, por el Ministerio de Hacienda.

Así, por ejemplo, se requiere la evaluación de los recursos disponibles, análisis técnico sanitario y
económico,  relación  costo-efectividad,  para  que  finalmente  la  Administración  se  forme  la
convicción sobre el mérito y oportunidad de la medida solo por nombrar algunos.

Dicha complejidad se observa en el artículo 4° del DS N° 59, de 2015, de Salud que establece la
fórmula matemática para determinar el Umbral que se utilizará para determinar si un diagnostico
o un tratamiento son de alto costo. O bien, en el mismo DS N° 54, de 2015, de Salud que contiene
21 artículos que regulan garantías explícitas de oportunidad, calidad y protección financiera.
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Corolarios

a) Los acusadores señalan que los decretos indicados en los artículos 6°, 13 y 5° de la ley N°
20.850 habrían sido dictados fuera de plazo.

b)  Estos  decretos  regulan,  respectivamente,  (a)  el  umbral  nacional  de  costo  anual;  (b)  las
condiciones y oportunidad en que el Ministerio de Salud aprobará la Red de Prestadores para
otorgar las prestaciones garantizadas por la ley y la forma, oportunidad y condiciones en virtud de
las que los prestadores de salud, el Fondo Nacional de Salud, las instituciones previsionales de
salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y de Seguridad Pública, y las instituciones de salud
previsional, deberán cumplir con el deber de informar a los beneficiarios que tienen derecho a la
protección financiera de la ley; y (c) los diagnósticos y tratamientos de alto costo con sistema de
protección financiera.

c) En su artículo primero transitorio la ley Ricarte Soto señala que los decretos indicados en sus
artículos 6° y 13 deberán ser  dictados dentro del  plazo de noventa días contados desde la
publicación de la ley.

d) La obligación se refiere a que los decretos sean “dictados”, no tomados de razón ni publicados
en el Diario Oficial.

e) Dado que la ley N° 20.850 se publicó el 6 de junio de 2015, el plazo para dictar los decretos
vencía el pasado 4 de septiembre de 2015.

f) Los decretos fueron dictados dentro de plazo y ya se encuentran publicados, por lo que se
cumplió con la obligación legal:

-Decreto Supremo N° 59, de 2 de septiembre de 2015, del Ministerio de Salud; tomado de razón el
día 22 de octubre de 2015.

- Decreto Supremo N° 54, de 31 de agosto de 2015, del Ministerio de Salud; tomado de razón el
día 23 de octubre de 2015.

g) Respecto al decreto establecido en el artículo 5° de la Ricarte Soto, se trata de un instrumento
que se va actualizando año a año. En este marco, la ley señala que el primero de estos decretos
solo podrá dictarse luego de la publicación de los decretos establecidos en los artículos 6° y 13 de
la Ley, pero no se establece un plazo límite para su dictación. Dicho decreto ya fue dictado y se
encuentra en trámite de toma de razón.

h) En razón de todo lo anteriormente señalado, se puede concluir que la Ministra de Salud no ha
incurrido en responsabilidad alguna asociada a la falta de ejecución de la ley N° 20.850, y ha dado
correcta implementación a esta.

14.- Deliberaciones de los miembros de la Comisión y votaciones derivadas de su debate

Cuestión previa

A  propósito  de  la  procedencia  de  pronunciarse  sobre  la  cuestión  previa,  el  diputado  señor
Leonardo Soto recordó que, después de la vuelta a la democracia, cerca de veinte acusaciones
constitucionales  se  han  tramitado  y  casi  la  mitad  de  ellas  han  tenido  una  salida  y  un
pronunciamiento respecto de acoger las cuestiones previas y la decisión de acoger la cuestión
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previa se ha producido tras un debate doctrinario, el cual se ha recogido en el informe y después
se ha refrendado en la Sala. La decisión no ha sido solo de la Sala puntualizó. Por lo tanto,
consideró fundamental abordar esta materia en el presente informe.

Asimismo, formuló opinión sobre la naturaleza jurídica de la acusación constitucional. Afirmó que
existen  dos  posturas  que  se  han  visto  reflejadas  en  los  antecedentes  de  esta  acusación,
suscribiendo aquella interpretación de derecho estricto, es decir, como un mecanismo excepcional
de  nuestra  democracia,  que  tiene  que  tener  causales  taxativamente  señaladas  y  cuya
interpretación tiene que ser también restrictiva, no obstante que la causal que se quiere invocar, a
saber, infringir la Constitución y las leyes, es abierta, pues permite que encuadren dentro de esa
calificación distintas situaciones de hecho.  Sin embargo,  a  su juicio,  la  circunstancia que se
infrinjan o se puedan infringir deberes generales o principios, es decir, deberes inespecíficos de los
que está plagado nuestro ordenamiento, no puede ser motivo suficiente para justificar la remoción
de una ministra y su inhabilitación por cinco años. Por tanto, sostuvo, deben infringirse deberes
reglados, que establezcan obligaciones concretas y determinadas, en tiempo y en forma.

Destacó el hecho que para la mayoría de los invitados, según consta en Acta N° 5 de la Comisión,
de fecha 30 de noviembre de 2015, el que se destituya o se remueva a la ministra no hará que los
problemas que se han planteado en la acusación constitucional se vayan a solucionar, porque
subyace que la conducta personal de la ministra no es causa de los problemas que se están
invocando. Hay un reconocimiento implícito de que los problemas se deben a causas sistémicas o
estructurales que son conocidas por todos y tarea prioritaria de la mayoría de los gobiernos,
incluyendo el actual.

También constató el señor diputado Soto que aun para los acusadores, una de las finalidades de
esta acusación constitucional es visibilizar el problema de la salud. En otras palabras, dejar en
evidencia que hay problemas y, ojalá, llamar la atención de la ministra y del Ministerio de Salud
respecto de la posibilidad de dar otra orientación a las políticas que se han implementado en
materia de salud.

En relación con lo anterior reafirmó los objetivos propios de la acusación constitucional, los que,
básicamente,  son  establecer  la  responsabilidad  personal  y  determinada  en  la  infracción  de
deberes reglados que pueda tener la ministra en algunas situaciones que deben especificarse.

En este caso, no se precisan conductas que permitan fundamentar una infracción a un deber
específico  que  tenga  como  consecuencia  que  la  acusación  prospere.  Además,  no  se  han
acompañado documentos ni pruebas para acreditar los hechos que sustentan el libelo.

La diputada señora Marcela Hernando argumentó que en la administración pública se hace una
diferencia cuando se trata de una ejecución presupuestaria de gasto operacional o de inversión y
en la acusación se habla de una baja ejecución en inversión. Hizo presente que el programa de
gobierno 20-20-20 para los hospitales se había caído antes de que asumiera la actual ministra; en
el  tiempo de la  doctora  Helia  Molina.  Además,  puntualizó  que todas  las  licitaciones  que se
relacionan a la ejecución presupuestaria que se le pretende imputar a la actual ministra tendrían
que haber sido otorgadas durante el primer trimestre o semestre de este año, por lo cual ella no
habría alcanzado a supervisar su ejecución habiendo recién asumido su cargo.

Entonces, desde ese punto de vista, los acusadores deberían haber demostrado que la falta de
ejecución  presupuestaria  en  inversión  de  hospitales  que  le  están  imputando  corresponde al
período de esta ministra y no se ha hecho.
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Del mismo modo, en materia de listas de espera es un hecho que se manipulan esas listas en los
hospitales. Basta, por ejemplo, con que el 31 de diciembre le digan a toda la gente que el 1 de
enero se abre un cuaderno nuevo para que lo que había hasta el 31 de diciembre desaparece. Por
lo tanto,  es bien complejo e incierto decir  que esta lista ha aumentado,  porque habría que
demostrar con cifras que la salud ha empeorado o que hubo personas que murieron por esas
circunstancias. En consecuencia, nada de lo descrito se le puede imputar a la ministra, afirmó.

En  el  debate  generado  respecto  a  la  salud  pública,  el  diputado  señor  Lautaro  Carmona
(Presidente)  restó  sustento  a  las  acusaciones  que  vinculan  a  una  ministra  que  lleva
aproximadamente 10 meses en el cargo, con un problema que se arrastra por muchos años.

Mencionó que de la parte acusadora surgió la idea que el tema de la salud debiera estar presente
en la nueva Constitución para que el Estado garantice a todos los chilenos el acceso a la salud,
que no está bien, pero eso no da lugar a una acusación constitucional.

El diputado señor Ceroni adhirió plenamente a los argumentos de la defensa sobre la cuestión
previa, en el sentido que la acusación carece de un mínimo de estándar de fundamentación y que
no hay medio probatorio alguno que demuestre que hay una infracción a la ley o a la Constitución,
solo hay generalidades que dicen relación con el papel que tiene una ministra en materia de salud,
pero que en ningún caso son situaciones que impliquen haber faltado a los deberes que la
Constitución le establece. Además, señalan en forma errónea las causales de infracción a la
Constitución o a la ley. Los acusadores argumentan -estando de acuerdo con ello- que la acusación
constitucional es un mecanismo excepcional. Por tanto, las causales de la acusación también
deben ser consideradas en forma restrictiva, precisamente por ser un mecanismo excepcional, por
lo que no pueden simplemente llegar y esgrimir causales, que en este caso son muy amplias y
caben en cualquier situación.

En el fondo, se imputan una serie de responsabilidades que no se prueban debidamente, amén de
que no calzan con lo que son las infracciones a la Constitución y las leyes, que impliquen acusar
constitucionalmente a un ministro. De la misma forma, el dejar sin ejecución las leyes, porque en
ninguna parte se ha establecido con claridad cuál sería esa infracción de dejar sin ejecución las
leyes.

Los acusadores alegan que en algunos casos no se dictaron los reglamentos en forma oportuna,
en circunstancias que no lo probaron debidamente. Por ejemplo, para la ley “Ricarte Soto” se
dictaron los reglamentos y, actualmente, según dijo la defensa, solo uno está en tramitación en
Contraloría.

Por su parte, el diputado señor Hugo Gutiérrez sostuvo que el único requisito que exigen la ley y el
Reglamento es que la acusación conste por escrito; sin embargo, ello no es óbice para exigir los
requisitos mínimos de todo requerimiento: fundamento y peticiones concretas. Además, agregó
que por su especial tramitación, no cabe duda de que se trata de un sistema acusatorio, donde se
deben cumplir las normas del debido proceso y del derecho a la defensa, entre otras, poner en
conocimiento del acusado los hechos específicos que fundamentan la acusación e indicar los
medios de prueba de que se intentan valer.

Puso énfasis el diputado señor Gutiérrez en que este “juicio político” trae asociado no solamente la
destitución, sino también la inhabilitación de la acusada. Por ello, planteó que debería ser motivo
de estudio en la nueva Constitución Política esta sanción. Lo señaló porque es muy complejo
sancionar a alguien no solamente con la destitución, sino con la imposición de cinco años de
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interdicción política con las características que tiene esta acusación.

Puesta en votación la cuestión previa, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 5 votos. No
hubo votos por la negativa ni abstenciones.

-Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  señores  Lautaro  Carmona,  Guillermo  Ceroni,  Hugo
Gutiérrez, la diputada señora Marcela Hernando, y el diputado señor Leonardo Soto.

Capítulo primero de la acusación

Sobre este capítulo, referido al incumplimiento de la obligación de dar respuesta al oficio de la
Cámara de Diputados dentro del plazo legal, el diputado señor Guillermo Ceroni sostuvo que no
está acreditado lo que la parte acusadora afirma, es decir, que no dio respuesta la ministra, dentro
del  plazo  que  la  ley  establece  para  que  un  ministro  de  Estado  responda,  a  la  Cámara  de
Diputados.

Además, los antecedentes que están en poder de esta Comisión y de la Cámara de Diputados no
muestran que no se respondió dentro del plazo correspondiente, pues el hecho de que se haya
dado cuenta de la respuesta de la ministra en la Sala el 11 de noviembre, no significa que se haya
recibido por la Cámara en esa fecha, sino que se recibió antes, dado que, según lo afirmado por la
parte defensora, se envió por correo el día 4 de noviembre. Por lo tanto, habría un perfecto
cumplimiento por parte de la ministra de la obligación de responder dentro del plazo señalado.

Por otra parte, el hecho de que un ministro exceda el plazo que establece la ley para responder un
oficio no es causal de una acusación constitucional, a no ser que sea conducta habitual y reiterada
no responder a la Cámara de Diputados en el plazo oportuno. Pero, en este caso, no se argumentó
que esté establecida la repetición de una conducta como esta.

También consta en los antecedentes que la ministra respondió dentro del plazo, con el oficio
ordinario número A 111 N° 3.281, del 30 de octubre, enviado por correo el 4 de noviembre, y del
que se dio cuenta a la Sala el 11 de noviembre. El que se haya dado cuenta a la Sala en esta
última fecha no establece que ese haya sido el momento en que se recibió en la Cámara [81].

La diputada señora Marcela Hernando señaló que Carta Fundamental indica que aunque existe un
plazo de 30 días para responder al Congreso cuando este ejerce su facultad fiscalizadora, ello no
constituye una causa para el ejercicio de la responsabilidad política. Todas las demás normas
relacionadas  con  la  materia,  incluyendo  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados,  y  los
argumentos que han sido alegados por alguna de las partes, como la forma de computar los
plazos, los días hábiles y no hábiles, etcétera, tienen menor jerarquía que la Constitución, por lo
que a su juicio no se cumplen los requisitos para entablar una acusación.

El diputado señor Leonardo Soto argumentó que en este caso se establecen hechos específicos,
actuaciones determinadas. En primer lugar, la petición de un oficio de fiscalización, en uso de las
facultades que tiene esta Cámara, oficio que fue expedido el 30 de septiembre a su excelencia la
Presidenta de la República. La práctica, en estos casos, es que todos los oficios dirigidos a la
Presidenta llegan a la Secretaría General de la Presidencia. La primera pregunta que debe hacerse
es desde cuándo se computa el plazo de treinta días, toda vez que estos oficios llegan a la
Segpres  y  desde  ahí  son  derivados  a  la  ministra  de  Salud,  quien  tendría  la  obligación  de
contestarlos. Lo lógico es que el plazo no se cuente desde el momento en que es expedido desde
la Cámara de Diputados, que sería el 30 de septiembre, toda vez que no existe ninguna constancia
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de que la destinataria, la obligada a contestar en treinta días, haya conocido en esa fecha que se
le estaba requiriendo en tiempo y forma para informar alguna cosa.

Postuló el señor diputado que el plazo debería contarse desde el momento en que es recibido en el
Poder Ejecutivo, es decir, desde que ingresa el oficio de la Cámara a la Segpres. Desde ese
momento, un Poder distinto al Poder Legislativo toma conocimiento de un requerimiento formal, y
debería, desde ahí, comenzar a correr el plazo, sobre todo si estamos vinculando responsabilidad
concreta por incumplimiento del plazo determinado.

Segundo, ante la pregunta desde cuándo se entiende cumplida la obligación, aquí se ha invocado
una norma que establece que en la Cámara se estima que los documentos oficiales ingresan a ella
desde el momento en que se dan cuenta en la Sala. Así es la norma reglamentaria. Es una norma
que no tiene rango constitucional ni legal; es una norma que también es una ficción jurídica, no es
una realidad. Los documentos ingresan al Poder Legislativo en tiempo en que son recepcionados,
más allá del acto formal en que se consagra en la Sala su ingreso.

En este caso, cuando se pretende hacer efectiva la responsabilidad personal de una ministra, que
efectivamente evacuó el oficio que se le había solicitado, sin duda que el plazo que ella tenía y el
momento en que ella cumple con su obligación, debe estimarse en el momento en que emite el
oficio de respuesta y es enviado a la Cámara de Diputados. Desde el momento en que ella lo envía
intervienen otras personas distintas del Poder Ejecutivo, como sería eventualmente el sistema de
Correos, el  sistema de ingreso por la Oficina de Partes, más toda la cadena de funcionarios
internos que va registrando formalmente los ingresos, y no cabría estimar que el plazo en que se
cumple es cuando se da cuenta en Sala, sino el plazo real, que es cuando ella emite el acto
completo de haber respondido y haberlo despachado hacia la entidad que le está requiriendo esa
información, que en este caso es la Cámara.

Así las cosas y con los antecedentes que se tuvieron a la vista, y de acuerdo con los antecedentes
que aparecen en el libelo acusatorio, se inclinó a estimar que la ministra cumplió dentro de plazo
la petición de antecedentes que le hizo la Cámara de Diputados el 30 de septiembre.

Sin perjuicio de ello, también estimó necesario hacer presente lo que han dicho otros colegas, en
términos de que aunque ella hubiera contestado fuera de plazo, la norma constitucional que se
aplica en esta situación es el artículo 52, número 1), letra a), que, a propósito de estos mismos
requerimientos de información que hace la Cámara de Diputados, establece, al final: “En ningún
caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes –que es el caso en cuestión-
afectarán la responsabilidad política de los ministros de Estado”. Es decir, existe norma expresa de
la Constitución que establece que, no obstante que el Poder Ejecutivo está obligado a responder
dentro de 30 días, su incumplimiento en ningún caso puede tener el resultado y la consecuencia
que los acusadores han querido darle acá, que es fundamentar la destitución de una ministra.
Precisamente se está incurriendo en lo que la Constitución claramente prohíbe en la norma.

Para el diputado señor Ceroni está claro que la ministra cumplió dentro del plazo, lo cual está
descrito en los argumentos de la defensa que se detallan en las páginas 71 y siguientes de este
informe.

El hecho de que se entiendan las comunicaciones recibidas cuando se dan cuenta en la Sala es
una ficción jurídica, y esta ficción no puede extenderse a los casos en que hay algún tipo de
responsabilidad funcionaria involucrada, puesto que en ese caso debe ceder a la realidad de
cuándo se expidió y cuándo se recibió el documento.
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Efectuada la votación del capítulo primero de la acusación fue rechazado por 5 votos. Votaron por
rechazarlo los diputados Lautaro Carmona, Guillermo Ceroni, Hugo Gutiérrez; la diputada señora
Marcela Hernando, y el diputado señor Leonardo Soto.

Capítulo segundo de la acusación

Para la diputada señora Marcela Hernando se trata de un asunto multicausal, por cuanto son
varias  las  causas  a  que  se  refieren  los  acusadores;  sin  embargo,  parece  circunscribirse
fundamentalmente al tema de la no ejecución presupuestaria, tratando de enmarcarlo en el no
cumplimiento de la construcción de los hospitales.

Sostuvo que tal como ocurre generalmente, cualquiera de esos argumentos tienen que ver con un
presupuesto que no siempre se cumple, porque la palabra lo dice es un “pre-supuesto”, que
excepcionalmente tiene un ciento por ciento de cumplimiento.

Además,  está  referido  fundamentalmente  a  la  ejecución  del  presupuesto  en  inversiones
hospitalarias, el cual se vio afectado antes de que la ministra asumiera, debido a una serie de
decisiones que tomaron sus predecesores, que incluso fueron tomadas desde la Subsecretaría y
que tenían que ver con descartar la política de concesiones hospitalarias. Eso se decidió durante el
año 2014 y, por lo tanto, es injusto, a su juicio, adjudicarle esa detención en la ejecución de los
hospitales a la ministra Castillo.

Reconoció la diputada Hernando que no se estaría cumpliendo el programa en lo referente al
cumpliendo  de  las  promesas  de  construcción  de  hospitales  y  hay  serios  problemas  en  el
cumplimiento del programa de garantías AUGE; sin embargo, en su opinión, ninguna de esas
situaciones son atribuibles en forma personal a la ministra.

El  diputado señor Soto resaltó que en este segundo capítulo los acusadores exponen graves
problemas de gestión hospitalaria, puesto que la ministra no estaría cumpliendo con la oferta de
hospitales en construcción, en inicio de construcción o en diseño, que estableció el programa de
gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.

Ellos hacen un largo análisis de la manera en que esta proyección de inversiones, para resolver el
déficit de infraestructura hospitalaria, ha sufrido algunos cambios, sobre todo en el marco de lo
que es la Ley de Presupuestos, y efectivamente ha sido así. Es un hecho público y notorio que el
gobierno ha ido haciendo algunos ajustes a esta cartera de inversiones y sobre todo en su
proyección en el Presupuesto 2016-2017, incluso en presupuestos posteriores.

Esta situación es así, porque no se está hablando de un instrumento formal que sea obligatorio
dentro de nuestra institucionalidad, sino de un programa de gobierno, y este, como todos saben,
es una guía que establecen los gobiernos y que proponen al país en el marco de una elección y
que después orienta y permite llevar a cabo la ejecución de las propuestas que hicieron durante la
campaña, ahora sí dentro de la gestión de gobierno. Pero no es un instrumento formal, que pueda
ser considerado en una acusación constitucional.

Cuando alguien no cumple, cumple de manera distinta o en tiempos distintos un programa de
gobierno, no está incumpliendo la Constitución y las leyes, y eso es absolutamente evidente para
todo el mundo y le extraña que los acusadores desarrollen largamente ese punto, tratando de
establecer que alguna alteración o modificación en los tiempos acarrearía la destitución de la
ministra.
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Aquí  claramente  el  programa  de  gobierno  establece  prioridades  y  este  gobierno  las  ha
reformulado en esta Ley de Presupuestos del año 2016. Pero, en ningún caso, las modificaciones
del programa de gobierno son motivo para destituir a una ministra, sobre todo cuando se está
cumpliendo igualmente la oferta en infraestructura hospitalaria que en su momento se hizo en el
marco de la campaña.

Un segundo aspecto que está al interior de este capítulo tiene que ver con que la ministra tendría
una ejecución presupuestaria del año 2015, inferior a la que los acusadores esperan de ella. Dijo,
esperan de ella, porque no establecen con claridad cuál sería el estándar que le aplican a la
ministra,  y  eso habla  de la  vaguedad y  generalidad con que los  acusadores  establecen las
obligaciones.

La ejecución presupuestaria supone situaciones que están en desarrollo, que están en curso, que
están pendientes de ejecución. No recordó cuál es el mes que toman ellos, le parece que es julio o
agosto.  Dicen  que  en  agosto  de  2015,  la  ministra  llevaba  un  porcentaje  de  ejecución  del
presupuesto, que en su concepto sería inferior a las expectativas de ellos y que a partir de eso
quieren fundamentar la acusación.

Planteó que las acusaciones deben fundarse en hechos que son firmes y definitivos. Entendería
que una ejecución presupuestaria podría fundamentar algún tipo de responsabilidad, pero solo una
vez que se cierre el ejercicio presupuestario, una vez que termine y se pueda ver realmente cuál
fue el porcentaje completo en el periodo de ese presupuesto, que es un año, y se pueda comparar
con los años anteriores y así  establecer algún tipo de valoración razonable, fundamentada y
sensata.

Pero establecer una fecha de corte arbitraria, julio, agosto o la que sea, y decir que a partir de esa
fecha se establece una responsabilidad definitiva para una ministra, en circunstancias que su
presupuesto  que  se  encuentra  en  curso,  que  está  pendiente  de  ejecución,  le  parece  un
despropósito, lo cual habla de la liviandad de los argumentos que se han invocado para hacer esta
acusación constitucional.

Para el diputado señor Hugo Gutiérrez el programa de gobierno “20-20-20” en salud, prometió
construir 20 hospitales, tener 20 en construcción y 20 en diseño o licitación al 2018. En el capítulo
3°, se le endosa a la ministra dejar de cumplir las garantías explícitas de salud.

Respecto de la falta de diligencia en el cumplimiento del programa y de las garantías AUGE que le
endosa la parte acusadora a la ministra de Salud, afirmó que no se está en presencia de infracción
a la Constitución o a la ley, sino que de infracción al principio de eficiencia, que es parte del
principio de probidad, de acuerdo con la definición legal de probidad. Hay falta de probidad
cuando se incumple el principio de eficiencia y de eficacia.

Es decir, no concordó con que los acusadores se lo endosen a la ministra, porque no es que ella
haya infringido la Constitución o las leyes,  sino que ella,  tal  vez,  no ha sido eficiente en el
cumplimiento  de  los  objetivos  que  se  propuso.  Por  consiguiente,  no  hay  infracción  a  la
Constitución o  a  la  ley,  sino que hay falta  de probidad,  lo  cual  no es  causal  de acusación
constitucional. En definitiva, como bien lo dijo el abogado Jaime Bassa en la sesión 6ª. de fecha 1°
de  diciembre  de  2015,  este  es  un  tema  que  queda  entregado  a  la  discrecionalidad  de  la
ciudadanía, que es la que emite su juicio en el momento de las elecciones.

Conforme  lo  sostiene  el  diputado  señor  Guillermo  Ceroni,  para  lograr  una  buena  gestión
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hospitalaria se necesita la concurrencia de varios actores, no solo de la ministra de Salud. Si se
quiere tener una mejor gestión hospitalaria, una mejor condición en materia de salud, es necesario
construir hospitales, y para todo eso se necesita, por supuesto, la participación de otros actores,
como el ministro de Hacienda, aportando mayor inversión; en fin, una serie de otros elementos.

Por lo tanto, todo aquello que no permite una mejor gestión en salud, la que implica muchos
recursos económicos, no puede ser imputado exclusivamente a la ministra de Salud y menos
hacer de esa falencia un argumento para una acusación constitucional.

Ahora, el programa de gobierno, que entre otras materias impulsa avances significativos en Salud,
no hay que tomarlo al pie de la letra y que necesariamente la ministra deba cumplir, sino que es
una aspiración de una persona que postuló a la Presidencia de la República. Por eso, el que no se
cumpla en materia hospitalaria o en otras materias de salud, por ejemplo, no significa que en ello
haya responsabilidad de la ministra del ramo ni tampoco da como para sustentar una acusación
constitucional.

El diputado señor Lautaro Carmona señaló que le encantaría que hubiera una relación directa
entre los programas comprometidos y la mantención en el cargo o su revocación de la persona
responsable de su ejecución. Si hubiera revocabilidad, no sería una persona designada, sino que
sería electa.

Afirmó no saber si los acusadores tienen compromiso con aquello, pero no existe esa relación
entre  programa  de  campaña,  un  programa  ya  institucionalizado  y  su  cumplimiento  con  la
mantención del cargo o su revocación. Esto de la revocabilidad es otro tema para estudio en la
futura Constitución, porque a ratos los representantes se toman el poder y son inamovibles.

En segundo lugar, hay una relación entre la construcción de hospitales y la cantidad de personas
enfermas: 78.000 pacientes a la espera de ser hospitalizados. Según su información, el punto
crítico no es que falten camas, sino que faltan médicos. Por eso hay tanta gente sin atención,
porque si fuera solo por camas, ello tiene solución, desde agregar más camas a una sala hasta
usar 24 horas las camas. La crisis está a su juicio en la falta de médicos especialistas, que se
hagan cargo de estos pacientes.

En  tercer  lugar,  hay  una relación  en  la  cantidad  de  asesores  que  tiene  el  ministerio  y  los
remunerados a honorario, pero en ninguna parte se argumenta que eso sea ilegal.

Efectuada la votación del capítulo segundo de la acusación fue rechazado por 5 votos. Votaron por
rechazarlo los diputados Lautaro Carmona, Guillermo Ceroni, Hugo Gutiérrez; la diputada señora
Marcela Hernando, y el diputado señor Leonardo Soto.

Capítulo tercero

La diputada señora Marcela Hernando insistió en que en este capítulo no hay pruebas específicas
para documentar el tema de fondo.

Hizo mención a que la defensa explicó claramente cuál era el procedimiento para invocar un
incumplimiento de la ley, y la Ley de Garantías Explícitas establece un procedimiento, que es que
cuando falla el primer plazo debe haber una segunda nominación de un segundo prestador; luego
está la posibilidad de un tercer prestador, hasta que, finalmente, la Superintendencia de Salud es
la que establece de qué manera va a ser satisfecha esa garantía, que de todas maneras requiere
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la participación activa del paciente, del demandante del servicio.

A eso se refiere la defensa cuando señala que no había garantías explícitas demandadas como
para decir que se estaba incumpliendo la ley.

Afirmó no ser abogada, pero tiene la impresión de que solamente para invocar el incumplimiento
de la Ley de Garantías Explícitas tendría que documentarse, a lo menos, quiénes han reclamado la
segunda y tercera instancia, hasta llegar a la participación de la Superintendencia de Salud.

El diputado señor Leonardo Soto hizo hincapié en que el capítulo tercero tiene que ver con dejar
sin ejecución las leyes, en el caso de las garantías explícitas en salud, en especial la garantía de
oportunidad. Esto tiene que ver con el sistema AUGE.

La parte  requirente pretende establecer  que habría  aumentado el  retraso en responder  con
atenciones de salud concreta a los chilenos en materia de garantías AUGE.

En primer lugar, le resulta curioso que en el capítulo anterior se cuestione a la ministra porque
habría una deuda en el sistema de salud que acumularía montos históricos; deuda que, en gran
parte, se produce porque se utiliza el sistema AUGE para resolver las necesidades de salud de las
personas, que obliga al Estado a resolverlas con sus propios hospitales y, en el caso de que no
fuere posible, se buscan prestadores en el sector privado, a veces, pagando sumas de hasta diez
veces el valor de las prestaciones del sistema público, según lo dicho por la señora Gabriela Farías
de la Fenpruss.[82]

Se cuestiona a la ministra, como se puede ver, porque gasta recursos, porque tiene deuda y,
también, porque resuelve los problemas del AUGE. Entonces, palos porque bogas, palos porque no
bogas.

Reconoció que existe algún grado de retraso, que ha sido crónico en nuestro sistema de salud. El
AUGE  es  un  sistema  bastante  estructurado  y  bien  complejo,  que  establece  responsabilidad
concreta de asegurar las prestaciones de salud para las entidades que la misma ley establece, que
son el Fondo Nacional de Salud, en materia de salud pública; las isapres, en el sistema privado, y
la Superintendencia de Salud cuando ambos sistemas fallan.

Es así como el usuario que aparece cubierto por las garantías AUGE tiene la posibilidad de ir a un
sistema, después al otro y, finalmente, al tercero, que resuelve los problemas derivándolo al
prestador correspondiente.

Ahora, si fallan todos esos mecanismos, la ley da la posibilidad de recurrir, presentar una demanda
judicial frente al Estado, para obligarlo a hacer valer el derecho a ser atendidos en los plazos
establecidos por la Ley AUGE.

Tal como dijo la diputada Hernando, deja constancia de que lamentablemente la parte acusadora,
sin perjuicio de reconocer que siempre existe retraso o listas de espera, no invocó ningún caso
determinado, con nombre y apellido, que haya visto sobrepasado largamente los tiempos de
cobertura  para  una  garantía  AUGE,  por  el  sistema  público,  por  el  privado  o  por  la
superintendencia.

Claramente, la acusación constitucional no es una vía jurídica, ni un procedimiento de protección
de la garantía de oportunidad del sistema AUGE.
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Igualmente, el Ejecutivo nos ha demostrado que existe un plan nacional de reducción de tiempos
de  espera,  lo  que  habla  que  existe  la  debida  diligencia  y  se  están  haciendo  cargo  de  la
responsabilidad preferente del Estado de resolver las necesidades de salud de los habitantes.

El Diputado señor Guillermo Ceroni hizo ver que los acusadores le imputan responsabilidad a la
ministra por haber dejado sin ejecución las leyes en el caso AUGE y, en especial, en lo relativo a la
garantía de oportunidad que contempla y en la aplicación del bono AUGE. Sin embargo, la ley
vigente, la N° 19. 966, en todo lo que significa el cumplimiento de las garantías de oportunidad en
el plan AUGE, señala que estas deben ser cumplidas por otros organismos, los cuales son públicos
descentralizados. Se refirió a Fonasa, a las isapres y a la Superintendencia de Salud, entidades
que no dependen jerárquicamente de la ministra y, por ello, lo que ocurre en ese ámbito es
responsabilidad de estos organismos públicos.  La ministra no puede darles órdenes precisas,
porque estaría incumpliendo la ley si se arrogara atribuciones que ley no le otorga.

Por lo tanto, en este sentido, la acusación sobre haber omitido algún cumplimiento en ley o el no
haber ejecutado la ley debidamente no tiene ningún asidero, puesto que todos estos temas, en
especial, lo relativo al AUGE, se refieren a garantías explícitas que deben ser cumplidas por otros
organismos que están claramente definidos en la misma ley.

Como se dijo,  el  bono AUGE se estableció durante el gobierno anterior.  Dicho beneficio está
contemplado en la ley respectiva y la ministra no incumple la ley en la medida en que no hace
propaganda al bono AUGE para que lo utilice la gente. Simplemente, está establecido en la ley y,
por tanto, las personas que así lo quieren pueden hacer uso de ese beneficio. No necesariamente
la ministra debe hacer una labor prácticamente propagandística de aquel bono.

La diputada señora Marcela Hernando precisó que la ley que Establece un Régimen de Garantías
Explícitas en Salud se refiere a varios tipos de garantías. Una de ellas es la garantía explícita de
oportunidad.

Acotó que, fundamentalmente, la parte acusadora centra este capítulo de la acusación en la
garantía de oportunidad y se circunscribe al plazo en que la prestación deberá ser otorgada por el
prestador de salud que corresponda en primer lugar, lo cual es solo una etapa dentro del proceso
que está definido por la ley.

Sin embargo, existen dos instancias más. Luego, el Fondo Nacional de Salud o la Institución de
Salud Previsional designa a un segundo prestador alternativo y vuelve a establecerse un plazo
diferente y más breve. Es decir, en dos oportunidades se puede nombrar un prestador. Cabe
señalar que, en todas estas oportunidades, se requiere que el paciente acuda activamente o envíe
un representante a reclamar la prestación ante Fonasa o la Isapre. Finalmente, en una tercera
instancia, la Superintendencia de Salud debe designar un nuevo prestador. Solo cuando el último
prestador nombrado por el superintendente falla, se da por incumplida la garantía de oportunidad.

No se hace referencia a nada de lo descrito en el libelo y, tampoco, está documentado ningún
reclamo.

En segundo lugar, se hacen precisiones sobre el bono AUGE, el cual agilizaría el cumplimiento de
la garantía de oportunidad. Sin embargo, la ley establece que cuando por primera vez la persona
reclama, Fonasa o la Isapre nombra a prestador alternativo. El  bono AUGE es una forma de
documentar ese derecho mediante la entregan de un papel y el servicio, o la administración que
corresponda o la que este de turno, puede elegir si hace un procedimiento administrativo por
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teléfono para derivar a un paciente a un prestador; si lo hace mediante una nómina, en la cual le
designa un prestador a 10 pacientes que están con la garantía atrasada o si lo hace a través de un
voucher. Por lo tanto, el bono AUGE meramente es un mecanismo administrativo para hacer
operativa una ley que estaba desde antes establecida.

El diputado señor Lautaro Carmona recordó de las intervenciones de los representantes de las
asociaciones y agrupaciones de enfermos que ninguno de ellos buscaba que esta Comisión, por la
vía de la acusación constitucional,  resolviera su problema. Más aún, muchos llegaron con la
expectativa de que verían a la ministra para pedirle una audiencia y hablar sobre la salud y no
para decirle que se fuera del cargo.

La  diputada  señora  Marcela  Hernando  preciso  sobre  la  asistencia  a  la  Comisión  de  dichas
agrupaciones en que la mayoría asintió al hecho de que habían concurrido fundamentalmente por
la  ley  Ricarte  Soto,  mencionada  en  el  capítulo  cuarto  de  la  acusación,  que  tiene  que  ver
fundamentalmente con el incumplimiento de esa ley por la no dictación del reglamento madre,
como fue denominado.  Además,  indicaron que al  no dictarse ese reglamento,  no se estaba
cumpliendo  la  ley  Ricarte  Soto.  Sin  embargo,  los  representantes  de  las  agrupaciones  que
concurrieron a la Comisión reclamaban que ellos no estaban contenidos en dicha ley. Por lo tanto,
aun cuando la ley estuviera en ejercicio y se hubiera dictado el reglamento, ellos igual habrían
tenido la misma razón para reclamar. En el fondo, ellos son la expresión de una “falta de servicio”
de nuestra salud pública. Resaltó el hecho de que siempre entendió que nuestra Constitución
establecía que el rol subsidiario era del Estado y que los privados estaban llamados a ejecutar los
servicios. Sin embargo, aquí se ha invertido un poco el raciocinio, en el sentido de que con la
jurisprudencia y el cambio que ha habido respecto de la ciudadanía invocando sus derechos, hoy
entiende que el Estado debe hacerse cargo de una serie de cosas que no estaba asumiendo.

En  relación  con  lo  anterior,  el  diputado  señor  Lautaro  Carmona  argumentó  que  el  Estado
subsidiario interviene solo en aquellas cosas que los privados no pueden o no quieren realizar. Y
en el ámbito de la salud eso se cumple, pues intervienen los privados, y el Estado asume todo lo
que aquellos no quieran por no ser negocio. El punto es que el principal déficit del Estado -este es
un vínculo vicioso o medio perverso- para asumir lo otro y ser subsidiario está dado precisamente
porque el sector privado tiene capturado el déficit mayor, que son los médicos, los profesionales y
los especialistas, los cuales trabajan preferentemente en el sistema privado [83].

El diputado señor Leonardo Soto mencionó la raíz constitucional de este tema señalando que en
nuestro país existen dos grandes prestadores en materia de salud: un sistema privado y uno
público, que son básicamente estancos y no tienen una debida coordinación a través de un bando
único.

La Constitución Política de 1980, en vez de someter a ambos sistemas a la acción del Estado, de
manera que se coordinaran, se complementaran y dieran una cobertura universal, con niveles
mínimos de garantías a todo el mundo, lo que ha hecho es garantizar la subsistencia de ambos
sistemas a través del principio de subsidiariedad, estableciendo que el sector privado tiene el
derecho absoluto, vinculado al derecho de propiedad sobre sus clínicas, sobre los fondos y los
contratos de los cotizantes y la regulación del sistema. En otras palabras, la Carta Fundamental
garantiza la supervivencia de un sistema que, en cierta medida, conlleva el déficit, la devaluación
y la desvalorización del sistema público. Esa falta de complementariedad entre ambos sistemas es
la raíz del problema, pues el principio de subsidiariedad lo mantiene y consagra. Básicamente, la
Constitución garantiza la libertad de elección, o sea, que las personas tengan el derecho absoluto
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a elegir entre uno y otro y que ni persona alguna o el Estado pueda interferir en esa libre elección,
como si la libre elección fuera el derecho superior y no la salud.

Entonces, el debate que se ha dado en esta Comisión, sobre todo a partir de lo expuesto por el
profesor Bassa, [84] es de qué manera se debe reinterpretar el derecho a la salud, contenido en el
artículo 19, número 9°, de nuestra Constitución, buscando poner el acento en que el Estado,
independientemente de los sistemas de salud y de dónde estén afiliadas las personas y de qué
manera cubren sus prestaciones de salud, debe tener el deber preferente para garantizar que
esas acciones de salud tengan esa finalidad, lo cual obliga o debiera obligar a que, por ejemplo,
los contratos de las isapres no contengan exclusiones indebidas, que no aumenten sus precios de
manera abusiva y que las distintas exclusiones no impidan que los usuarios no puedan acceder a
prestaciones que salven sus vidas, que es lo más importante del derecho a la salud.

Como se manifestó, esa mirada se está abriendo paso a través de diferentes fallos del Tribunal
Constitucional,  los cuales deben refrendarse en este informe. Más aún, deben proponer a la
Cámara de Diputados que esa doctrina de intervención preferente del Estado para garantizar
acciones de salud a todos los chilenos debe ser un principio que debiera inspirar una nueva
legislación en materia de salud y la rectificación y corrección de los sistemas, poniendo el foco
donde corresponde, o sea, en garantizar la salud de los chilenos y no en las libertades que a veces
garantizan el enriquecimiento indebido de los prestadores de salud.

La diputada señora Marcela Hernando se remitió a lo expresado por el profesor Zapata [85] en la
Comisión que cuando se le preguntó sobre este tema en forma puntual y específica fue claro
cuando dijo que preferentemente el Estado es el que debe ocuparse.

Efectuada la votación del capítulo tercero de la acusación fue rechazado por 5 votos. Votaron por
rechazarlo los diputados Lautaro Carmona, Guillermo Ceroni, Hugo Gutiérrez; la diputada señora
Marcela Hernando, y el diputado señor Leonardo Soto.

Capítulo cuarto

El diputado señor Ceroni hizo presente que en este Capítulo le imputan a la ministra de Salud
haber dejado sin ejecución la ley al no dictar los reglamentos para la ley Ricarte Soto. Está claro
que los reglamentos se han dictaron dentro de los plazos que la ley había establecido.  Los
acusadores confunden el hecho de que la dictación de los reglamentos, en cuanto a su puesta en
práctica,  depende  muchas  veces  de  terceros.  Por  ejemplo,  de  la  Contraloría  General  de  la
República, que tiene que tomar razón; y también, por supuesto, su publicación en el Diario Oficial.
Pero, aquí, la obligación del ministro respectivo es dictar el reglamento dentro del plazo que la ley
establece, más allá de que, por el trámite de toma de razón por parte de la Contraloría y su
publicación en el Diario Oficial, pudiera exceder aquel plazo que se ha establecido en la ley. Pero,
en todo caso, los decretos respectivos de esta ley -que son tres-, dos ya están publicados en el
Diario Oficial y uno está en el trámite de toma de razón en la Contraloría.

La defensa de la ministra de Salud estableció, en un cuadro explicativo, cómo los decretos y
reglamentos respetivos tenían que fijarse dentro de ciertos plazos. Por decir uno: aquel que dice
relación con la  materia,  en  el  artículo  6º,  que fija  el  umbral  nacional  del  costo  anual  para
determinar si un diagnóstico o un tratamiento es de alto costo. Ahí tendría que haberse dictado un
decreto, a 90 días contados desde la publicación de la ley. Ese plazo venció el 4 de septiembre de
2015. ¿Cuándo se dictó ese decreto? El 2 de septiembre de 2015. Después, se tomó razón el 22 de
octubre, y se publicó en el Diario Oficial el 23 de octubre. Explicó esto como un ejemplo de cómo
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se cumplió con la ley respectiva, dictándose el reglamento dentro de los 90 días en que la ley
rigió, y que, en el fondo, la toma de razón y su publicación, aparecen como que, en el fondo,
estuviera fuera del plazo que hubiera fijado la ley. Pero, en definitiva, la ministra cumplió con su
obligación y, por lo tanto, no se le puede imputar haber dejado sin ejecución la ley al no dictar los
reglamentos dentro del plazo que la ley señalaba.

De los tres decretos, dos están publicados en el Diario Oficial, y el tercero está en trámite de toma
de razón de la Contraloría. Es decir, ya depende de otros organismos y no de la facultad de la
ministra para que la Contraloría, como un organismo independiente, acelere el trámite respectivo.

En el cuadro de detalle presentado por la defensa [86] se demuestra claramente que no se ha
dejado sin ejecución la ley Nº 20.850, ley Ricarte Soto. Por lo tanto, no se ha incumplido la ley.

El diputado señor Leonardo Soto reiteró lo señalado por los miembros de la Comisión que le
antecedieron en el uso de la palabra en el sentido de que lo que imputan los acusadores es que la
ministra de Salud no habría cumplido con la ley Ricarte Soto, la cual establece, en sus artículos
transitorios, que para poner en práctica la cobertura en medicamentos y tratamientos de alto
costo, el Ministerio de Salud tendría que dictar tres reglamentos. Para dos de estos reglamentos la
ley establecía un plazo de 90 días, y el tercer reglamento no tenía un plazo definido, sino que se
tenía que dictar a continuación de los dos primeros.

De acuerdo con los antecedentes que se pudieron allegar en la tramitación de esta acusación, se
demostró palpablemente que los tres reglamentos fueron dictados, incluso dentro del tiempo que
correspondía. Los dos primeros, que tenían un plazo de 90 días desde la publicación de la ley -
recordó que la ley fue publicada el 6 de junio- y, por lo tanto, 90 días son tres meses después, es
decir, el 6 de septiembre. Los dos primeros fueron dictados. Uno, el reglamento, el decreto 54,
artículo 13, fue promulgado el 31 de agosto de 2015, es decir, seis días antes del vencimiento del
plazo,  y  el  segundo,  el  reglamento  del  artículo  6º,  el  decreto  59,  fue  promulgado  el  2  de
septiembre del 2015, cuatro días antes del vencimiento del plazo, que era el 6 de septiembre.

El tercer reglamento, el del artículo 5º, que no tenía plazo efectivamente, y de esa manera fue
aprobado por el Congreso, ya fue dictado, y en este momento se encuentra en el trámite de toma
de razón, que depende exclusivamente de la tramitación que le deba dar la Contraloría General de
la República.

Por consiguiente, los tres reglamentos a que hace mención este Capítulo han sido dictados, y
están en la última fase de tramitación por la Contraloría General de la República.

Por último, ratificó lo planteado por la diputada señora Marcela Hernando, en términos de que las
observaciones que hicieron nuestros invitados, el día de ayer, no tenían que ver con una crítica a
la  gestión  de  salud  o  una  gestión  administrativa  de  la  ministra  en  esta  materia.  Ellos  no
cuestionaban el  tratamiento  de  los  tiempos  en  que se  han aprobado estos  reglamentos.  El
cuestionamiento que hicieron todas las organizaciones apuntaba a que la ley Ricarte Soto, la Nº
20.850, no era una solución para ellos. En el fondo, cuestionaban al Congreso y al Ejecutivo, por
dictar una ley que no cubre algunas enfermedades que ellos invocaron, o que cubre de manera
insuficiente. En consecuencia, los antecedentes y los testimonios entregados a esta Comisión no
respaldaron el capítulo cuarto de la acusación.

Efectuada la votación del capítulo cuarto de la acusación fue rechazado por 5 votos. Votaron por
rechazarlo los diputados Lautaro Carmona, Guillermo Ceroni, Hugo Gutiérrez; la diputada señora
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Marcela Hernando, y el diputado señor Leonardo Soto.

15.- Consideraciones y proposiciones de la Comisión

En relación con la cuestión previa, se propuso consignar en el informe que la ley orgánica y el
reglamento  son  imprecisos  en  esta  materia.  Es  decir,  dejar  en  claro  que  no  obstante  el
pronunciamiento de la Comisión, en definitiva, es en la Sala donde se va a desarrollar ese debate
y su posterior votación.

Se acordó consignar en este informe que cabría revisar el Reglamento en lo que se refiere a la
ficción de que las comunicaciones recibidas en la Cámara de Diputados se entienden llegadas solo
cuando se dan cuenta en Sala, porque no se hace cargo del tiempo en que puede permanecer en
la Corporación sin que la Sala las conozca. Por ejemplo, durante semana distrital o en febrero, se
podría estar claramente fuera de plazo al dar cuenta de una comunicación con posterioridad.

Se designó al diputado señor LAUTARO CARMONA para que informe a la Sala lo resuelto por la
Comisión.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 17, 19, 23, 26, 30 (2) de noviembre, 1 (2) de diciembre,
de 2015, con la asistencia de los diputados señores Lautaro Carmona, Guillermo Ceroni, Hugo
Gutiérrez, señora Marcela Hernando y Leonardo Soto.

Asistieron, además, los diputados (as) señores (as) Juan Luis Castro, Juan Antonio Coloma, María
José Hoffmann, Andrea Molina, Javier Macaya, Jorge Rathgeb, Karla Rubilar, David Sandoval, Arturo
Squella, Marisol Turres, Patricio Vallespín, y Jorge Ulloa.

Sala de la Comisión, a 7 de diciembre de 2015.

JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.
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[5]  Artículo 52 N° 2 de la  Constitución:  a)  Del  Presidente de la  República,  por  actos de su
administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o
infringido abiertamente la Constitución o las leyes. Esta acusación podrá interponerse mientras el
Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su expiración en el cargo. Durante
este último tiempo no podrá ausentarse de la República sin acuerdo de la Cámara;

b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la
Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos
de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno;    

c)  De los magistrados de los  tribunales superiores de justicia  y  del  Contralor  General  de la
República, por notable abandono de sus deberes;

d) De los generales o almirantes de las instituciones pertenecientes a las Fuerzas de la Defensa
Nacional, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, y

e) De los intendentes, gobernadores y de la autoridad que ejerza el Gobierno en los territorios
especiales a que se refiere el artículo 126 bis, por infracción de la Constitución y por los delitos de
traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión.
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[6] ALDUNTE, Eduardo et. al. 2013 Derecho parlamentario chileno. Funciones y atribuciones del
Congreso Nacional. Santiago, Legalpublishing, p. 346.

[7] ZÚÑIGA, Francisco. 2003. Responsabilidad constitucional de intendentes y gobernadores en la
acusación en juicio político. Revista de Derecho Público (65), y SEAMAN, Lizzy. Ob cit. p. 425

[8] ZÚÑIGA, Francisco. 2011. Ob. Cit. p. 127.

[9] “Artículo 52.- Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

1) Fiscalizar los actos de gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:

b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a
fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo,
un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año
calendario, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.

La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que
motiven su citación, y”.

[10] DÍAZ DE VALDÉS, Rodrigo. 2013. “Acusación Constitucional y debido proceso”. En: Asoc.
Chilena  de  Derecho  Constitucional  (Coord.)  “Congreso  Nacional:  Homenaje  a  Alejandro  Silva
Bascuñán”. Santiago, Editorial Jurídica de Chile, pp. 99 y sgtes.

[11] Por ejemplo en los casos de las acusación constitucional contra los exministros de Minería y
Hacienda, Alejandro Foxley y Patricio Hales; contra exministro de Obras Públicas Ricardo Lagos y
contra el exministro de Economía Jorge Rodríguez.

[12] Las garantías del debido proceso se encuentran, en su base primordial, consagradas en el
artículo 19 N° 3 de la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile, los cuales
obligan a todos los órganos del Estado (artículos 5 y 6 de la CPR).

[13] Escrito de acusación constitucional, p. 6.

[14] Escrito de acusación constitucional, p. 24.

[15] Escrito de acusación constitucional, p. 17.

[16] En efecto, el artículo 52 N° 1 letra a) de la Constitución Política establece que es facultad de
la Cámara de Diputados, en el contexto de su función de fiscalización de los actos del Gobierno, el
de adoptar acuerdos o sugerir observaciones que se transmitirán al Presidente de la República,
quien debe dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado correspondiente, en el plazo
de 30 días. El Mandatario contestará fundadamente por intermedio del Ministro dentro de igual
plazo.  Finalmente,  la  norma  dispone  que  “en  ningún  caso  los  acuerdos,  observaciones  o
solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado”.

No puede desprenderse ni del texto constitucional ni de la doctrina o la jurisprudencia que la
forma de apremiar el cumplimiento del deber de informar sea necesariamente dar lugar a una
acusación contra el Ministro que incumplió el plazo. De hecho, como se indica en la propia historia
de la ley citada por los diputados, previamente no existía plazo alguno que obligara al Gobierno a
responder a estas solicitudes de información. Así, resulta patente que el sólo hecho de establecer
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30 días implica un apremio, ya que una obligación que antes no tenía límite en el tiempo para
cumplirse ahora pasó a tenerlo.

[17] Acta de la quinta sesión de la Comisión encargada de conocer de la procedencia de la
acusación contra la Ministra de Educación, Yasna Provoste, p.26.

[18] Informe de la Comisión encargada de informar la procedencia de la acusación constitucional
contra la Ministra de Educación, Yasna Provoste, citando al profesor Humberto Nogueira, quien
expuso ante la Comisión, p. 158.

[19] SEAMAN, Lizzy. 2013. La acusación constitucional contra la Ministra de Educación, Yasna
Provoste. Memoria para optar al grado de licenciado en ciencias jurídicas y sociales. Santiago,
Universidad de Chile, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. p.334. La aplicación de la distinción
se encuentra también en el Informe de la Comisión encargada de informar la procedencia de la
acusación constitucional contra el Ministro de Justicia, Luís Bates pp. 122-123.

[20]  SANZ,  Abraham. 2000.  El  concepto jurídico de responsabilidad en la  teoría  general  del
derecho. EN: AFDUAM Universidad Autónoma de Madrid, (N°4), p. 34.

[21]  ABRAMOVICH,  Víctor  y  COURTIS,  Christian.  2002.  Los  derechos  sociales  como derechos
exigibles. Madrid, Editorial Trotta. p. 93.

[22]  Comité  de  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales  de  Naciones  Unidas,  en  su
Observación General N°14 (2000). El referido Artículo 12 del PIDESC, establece:

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del
más alto nivel posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena
efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de
otra índole, y la lucha contra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso
de enfermedad.”.

[23] NOGUEIRA, Humberto. 2009. Derechos fundamentales y garantías constitucionales. Derechos
sociales fundamentales. Tomo 3. Santiago, Librotecnia. p. 113.

[24] Escrito de acusación constitucional, p. 17.

[25] ZÚÑIGA, Francisco. 2006. Op. cit,  p 53. En el mismo sentido, CASTILLO, Luis. 2003. Las
acusaciones constitucionales en contra de los magistrados de los tribunales superiores de justicia,
con especial referencia a la acusación que destituyó al Ministro de la Corte Suprema, Hernán
Cereceda Bravo. Memoria de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales. Santiago, Universidad de
Chile, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. 10-13pp. En SEAMAN, Lizzy. Ob. cit, p. 25.
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[26] Informe de la Comisión encargada de informar la procedencia de la acusación constitucional
contra el ex Ministro de Obras Públicas, Ricardo Lagos Escobar. p. 39.

[27] Ibídem.

[28] GARCÍA, Gonzalo. 2014. Diccionario Constitucional Chileno. Santiago, Cuadernos del Tribunal
Constitucional N° 55. p.651.

[29] SILVA BASCUÑÁN, Alejandro. 2000. Tratado de Derecho Constitucional. Gobierno. Tomo V.
Santiago, Editorial Jurídica. p.101.

[30] STC Rol N° 2246-2012, c° 32.

[31] NOGUEIRA, Humberto. 2013. Derecho Constitucional Chileno. Tomo I.  Santiago, Thomson
Reuters. p. 566

[32] BOLETÍN DE SESIONES, Cámara de Diputados, Sesión 11°, jueves 16 de junio de 1994. Doc.
cit. 1350p.

[33] Escrito de acusación constitucional, p. 41.

[34] Decreto Supremo N° 136, de 8 de junio de 2005; Decreto N° 121; Decreto N° 69; y Decreto N°
47; todos del Ministerio de Salud.

[35] Informe de la Comisión encargada de informar la procedencia de la acusación constitucional
contra el Ministro de Educación José Pablo Arellano. p. 84.

[36] Informe de la Comisión encargada de informar la procedencia de la acusación constitucional
contra la Ministra de Educación, Yasna Provoste. p. 169.

[37] Al respecto, cabe destacar que la Constitución de 1833 fue la primera en establecer la
acusación constitucional  en contra del  Presidente de la República,  solamente después de su
mandato.  Luego,  la  Constitución  de  1925  modifica  dicha  concepción  introduciendo  causales
determinadas  en virtud de las  cuales  es  posible  acusar  al  Presidente  de la  República.  Esta
modificación responde al deseo de evitar un juzgamiento basado en la actuación general del
Gobierno, limitando la posibilidad de enjuiciamiento constitucional solo a aspectos específicos del
ejercicio presidencial.  Aldunate,  Eduardo,  Cordero,  Eduardo y Bronfman, Alan.  2013.  Derecho
Parlamentario  Chileno.  Funciones  y  atribuciones  del  Congreso  Nacional.Santiago:  Editorial
Thomson Reuters, p. 331.

[38]  Concepto  desarrollado por  Hans  Kelsen.  SANZ,  Abraham.  2000.  El  concepto  jurídico  de
responsabilidad en la teoría general del derecho. En: Anuario de la Facultad de Derecho de la
Universidad Autónoma de Madrid, N°4, pp. 27-56.

[39] El principio de legalidad no expresa otra cosa que la idea de una limitación jurídica del poder
público, entendido el término limitación en un sentido amplio. Se trata de una concreción del
principio del Estado de Derecho, que exige la limitación jurídica del poder del Estado, exigencia
llevada a sus últimas consecuencias con la sujeción del propio legislador a la Constitución. El
principio de juricidad impone, por tanto,  la existencia de normas jurídicas que vinculan a la
Administración cuando actúa y que de este modo la someten a Derecho. DE OTTO, Ignacio. 1995.
Derecho Constitucional, sistema de fuentes. Barcelona: Editorial Ariel, p. 157.
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[40] Ibid, p. 35.

[41] La rectoría sanitaria tiene la función primordial de la conducción política y técnica del sector
con la finalidad de conseguir un desarrollo armónico e integrado del sistema de salud. Elabora la
política nacional de salud como resultado del proceso por el cual se definen los objetivos sanitarios
y las metas a cumplir en periodos adecuados. NANCUANTE, Ulises, Romero, Andrés. y Sotomayor,
Roberto. Régimen jurídico de la salud. Santigo, Thomson Reuters, p. 33.

[42] La regulación comprende el proceso de permanente generación de condiciones adecuadas
para la administración y cumplimiento de las políticas. Para ello,  formula y actualiza normas
jurídicas  destinadas  a  modular  el  comportamiento  de  los  diversos  actores,  instituciones  y
mercados que interactúan en el sistema de salud. Ibíd.

[43] Se refiere a las prácticas que debe ejercer la autoridad sanitaria en todos sus niveles y sobre
todos los actores e instituciones del sistema con el fin de verificar y asegurar el cumplimiento de la
legislación y las normas del sistema. Ibíd.

[44] Esto es, los órganos públicos y privados que otorgan las prestaciones de salud o que las
financian. Ibid.

[45] SILVA BASCUÑÁN, Alejandro. 2008. Tratado de Derecho Constitucional, Tomo XII. Santiago:
Editorial Jurídica de Chile, pp. 128 y 129.

[46] “Artículo 310: La Cámara puede adoptar acuerdos o sugerir observaciones sobre los actos del
Gobierno, los que se deberán transmitir por escrito al Presidente de la República, siempre que así
lo resuelva la mayoría de los diputados presentes en la sesión.

Cualquier  diputado  podrá  solicitar  determinados  antecedentes  al  Gobierno  siempre  que  su
proposición cuente con el voto favorable de un tercio de los diputados presentes en la Sala.

En ambos casos, el  Presidente de la República deberá dar respuesta fundada por medio del
ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

[47] En este sentido, cabe señalar que artículo 19 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
inserto en las reglas generales de su Título Preliminar, prescribe que “La Cámara se gobernará por
las normas constitucionales y legales correspondientes y por este reglamento.

Las disposiciones de este reglamento son obligatorias,  en lo  que sean pertinentes,  para los
miembros  de  la  Cámara,  para  las  comisiones,  para  los  funcionarios  y  empleados,  para  las
autoridades y funcionarios de Gobierno y para cuantos intervengan en su funcionamiento interno”.

[48] Regla similar es la contenida en el artículo 70 de la ley N° 18918, Orgánica Constitucional del
Congreso Nacional, conforme al cual “Los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles,
con excepción de los que digan relación con la tramitación de las urgencias y de la Ley de
Presupuestos”.

[49] En efecto, dicho cuerpo legal sólo se refiere a las sanciones respecto del incumplimiento de la
obligación  que  impone  su  artículo  9°  y  9°  A  de  proporcionar  los  informes  y  antecedentes
específicos que les sean solicitados por las Cámaras o por los organismos internos autorizados por
sus  respectivos  reglamentos,  respecto  de  lo  cual  la  Contraloría  General  de  la  República  ha
sostenido que “de no ser cumplida la citada disposición, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
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10 de la Ley N° 18.918, esta Entidad de Control se encuentra facultada para sancionar al Jefe de
Servicio con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual, la que en
caso de reincidencia, ascenderá al doble.

En cuanto al procedimiento a seguir por esta Contraloría General en el caso de incumplimiento a la
obligación del artículo 9° de la Ley N° 18.918, cabe consignar que el legislador no establece
normas especiales,  de tal  manera que,  en el  evento  de aplicarse,  reiteradamente,  la  multa
contemplada en el mencionado artículo 10, sin que el órgano de la Administración del Estado
proporcione la información solicitada, no procede iniciar procedimiento alguno, salvo la aplicación
de nuevas multas, previos los requerimientos correspondientes, atendido el principio de juridicidad
previsto en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política del Estado. (Aplica criterio contenido en
el dictamen N° 34.899, de 2000)”, como dispone el Dictamen 6532/2001.

[50] Ver, entre muchos otros, Dictamen N° 58.868 de 2006.

[51] BRONFMAN, Alan; CORDERO, Eduardo y ALDUNATE, Eduardo. 2013. Op cit. p.284.

[52] Las demás modificaciones que incorporó la Constitución Política de 1980 respecto de su
antecesora  relativa  a  las  atribuciones  exclusivas  fiscalizadoras  (adoptar  acuerdos  o  sugerir
observaciones) de la Cámara de Diputados, fueron:

a)       “Se cambió el orden que tenía en la Carta del 25, colocándola en primer lugar, previo
a la acusación constitucional. Con esta modificación los comisionados querían evitar
una interpretación que llevara a confundir a la facultad fiscalizadora con la acusación
constitucional,  pues la primera bien podría entenderse como paso previo de ésta,
siendo que eran atribuciones distintas;

b)       Se dejó constancia expresa que la obligación del Gobierno se entendía cumplida con
el sólo hecho de entregar su respuesta, sin dar pie a una calificación del mérito de la
misma, pues podría dejar la puerta abierta al parlamentarismo;

c)        Se estableció un plazo de 30 días para evacuar esta respuesta, lo cual era un vacio
evidente de la Constitución de 1925”.

CORDERO, Eduardo. “La facultad fiscalizadora de la Cámara de Diputados”, EN: Zúñiga, Francisco
(coord.), Reforma Constitucional. Santiago, Lexis Nexis, 2005, p. 509.

[53] Ídem.

[54] FERRADA Bórquez, Juan Carlos. “La Reforma Constitucional a la Fiscalización Parlamentaria en
la Constitución de 1980: un análisis preliminar”.EN:Ius et Praxis, vol.8, n.1, 2002, Talca, p. 466. En
el mismo sentido, Silva Bascuñán, Alejandro. 2000. Tratado de Derecho Constitucional.Tomo VI.
Congreso Nacional. Santiago, Editorial Jurídica de Chile.

[55] Ello se demuestra con las intervenciones de los H. Senadores señores Espina y Viera-Gallo.El
primero  señaló  que  “La  modificación  propuesta  fija  un  período  para  responder.  Eso  es  lo
importante que debemos resolver. Lo demás son opiniones personales respecto de si cabe o no
entablar  una  acción  como  la  acusación  constitucional.  Pero  ello,  a  mi  juicio,  involucra
consideraciones políticas que no dicen relación a lo que se debe decidir en esta reforma. (….). Los
efectos del incumplimiento es una materia de otra naturaleza que no corresponde analizar en el
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contexto  de esta  reforma constitucional”.  Por  su  parte,  reforzando la  improcedencia  de una
acusación constitucional al respecto, el H. Senador señor Viera-Gallo señaló que “El inciso tercero
de la letra a) del artículo 48 señala: ‘En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de
antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado’, por lo cual no se
podría iniciar un juicio político por ello; a lo mejor, puede ser objeto de otras sanciones, pero no de
acusación constitucional”.

[56] En efecto, consta en la Legislatura 349, sesión 31 con fecha 3 de septiembre de 2003, que el
H. Diputado señor Espina señaló que “La modificación es relevante, porque en caso de que la
autoridad requerida- el Presidente de la República o alguno de sus Ministros- no responda dentro
de plazo, incurrirá en la causal de incumplimiento de la ley. Y la reiteración de esta conducta
podría dar origen a una acusación constitucional en su contra”. Énfasis agregado.

[57] Sistema Público de Salud, Situación actual y proyecciones fiscales: 2013 - 2050. Dirección de
Presupuestos. Diciembre, 2013.

[58]Datos presentados en el Congreso Nacional durante la tramitación de la Ley de Presupuestos
correspondiente al año 2015.

[59] Datos presentados en el Congreso Nacional durante la tramitación de la Ley de Presupuestos
correspondiente al año 2015.

[60] NANCUANTE, Ulises, Romero, Andrés y SOTOMAYOR, Roberto. Ob. cit., p. 485.

[61] Ibíd., p. 482.

[62]  Compuesto  por  las  siguientes  prestaciones:  examen de  medicina  preventiva;  asistencia
médica curativa; atención odontológica; prestaciones a toda mujer embarazada y hasta el sexto
mes del nacimiento del hijo (además el niño recién nacido y hasta los seis años de edad tendrá
también derecho a la protección y control de salud).

[63]  Asimismo,  se  compone  de:  examen  de  medicina  preventiva;  protección  a  la  mujer
embarazada y hasta el sexto mes de nacimiento del hijo (el niño recién nacido y hasta los seis
meses  de  edad  tendrá  también  derecho  a  la  protección  y  control  de  salud);  y  el  plan
complementario de salud, que se compone tanto de las prestaciones y la cobertura que se fije
como mínimo para l modalidad de libre elección del Fonasa, como también, por las prestaciones y
beneficios que se puedan pactar por la Isapre con el afiliado.

[64] Artículo 24, Decreto Supremo N° 121 de fecha 19 de agosto de 2005.

[65] NANCUANTE, Ulises, Romero, Andrés y SOTOMAYOR, Roberto. Ob. Cit., pp.514-516.

[66] Ibíd., p. 517

[67] Dictamen N° 18.073/2009 de la Contraloría General de la República.

[68] CEA, José Luis. 1999. Teoría del Gobierno. Santiago, Ed. Universidad Católica de Chile. p. 151.

[69] STC rol 2246-12, C. 33.

[70] CONTRERAS, Pablo y GARCÍA, Gonzalo. 2014. Op. Cit. p. 584-585
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[71] Fundación Jaime Guzmán (2015). Claves de la interpelación a la Ministra de Salud: las dudas
q u e  p e r s i s t e n .  R e c u p e r a d o  e l  1 6  d e  n o v i e m b r e  d e  2 0 1 5  e n
http://www.jaimeguzman.cl/wp-content/uploads/IP_183-web-1.pdf.

[ 7 2 ]  E l a b o r a c i ó n  p r o p i a ,  c o n  d a t o s  d i s p o n i b l e s  o n l i n e  e n
http://web2.minsal.cl/sites/default/f i les/Plan_ext.pdf

[73] Escrito de acusación constitucional, p. 40.

[74] Escrito de acusación constitucional, p. 3.

[75] Escrito de acusación constitucional, pp. 42 y 43.

[76] Artículo 33, inciso 1°, Constitución Política de la República.

[77] Artículo 35, inciso 1°, Constitución Política de la República.

[78] BERMÚDEZ, Jorge. 2014. Derecho Administrativo General. 3ra Edición. Santiago, Thomson
Reuters. p. 498.

[79] Ibíd. p. 500.

[80] CORDERO, Luis. 2014. Lecciones de Derecho Administrativo. Santiago, Thomson Reuters. p.
571.

[81] Ver oficio N° del Presidente de la Cámara de Diputados en respuesta al oficio N° de esta
Comisión.

[82] Ver Acta 5°de la Comisión de fecha 30 de noviembre de 2015.

[83] Ver análisis sobre el rol subsidiario del Estado en informe BCN de fecha , en respuesta al oficio
de esta Comisión.

[84] Ver Acta 6ª. de la Comisión, de fecha 1 de diciembre de 2015.

[85] Ver Acta 1ª. de la Comisión, de fecha 19 de noviembre de 2015.Ver páginas 106 y 107 de
este informe.

[86] Ver páginas 106 y 107 de este informe.

http://www.jaimeguzman.cl/wp-content/uploads/IP_183-web-1.pdf
http://web2.minsal.cl/sites/default/files/Plan_ext.pdf
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Debate Admisibilidad

Legislatura 363, sesión 102 de 9 de diciembre de 2015. Discusión sobre la admisibilidad de la
acusación constitucional. Aprobada la cuestión previa deducida por la defensa.

Legislatura 363, sesión 102 de 9 de diciembre de 2015

Acusación Constitucional deducida en contra de la Ministra de Salud, señora Carmen Castillo Taucher

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 42 y siguientes de la ley N° 18.918,  Orgánica
Constitucional  del  Congreso Nacional,  y  334 y siguientes del  Reglamento de la  Corporación,
corresponde considerar la acusación constitucional deducida por diez señoras y señores diputados
en contra de la ministra de Salud, señora Carmen Castillo Taucher .

Antecedentes:

-Acusación Constitucional, sesión 93ª de la presente legislatura, en 12 de noviembre de 2015.
Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión encargada de estudiar la procedencia de la Acusación Constitucional.
Documentos de la cuenta N° 4 de este boletín de sesiones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Señora ministra, ¿va a plantear la cuestión previa?

La señora CASTILLO, doña Carmen (ministra de Salud).-

Así es, señor Presidente. Quiero hacer una breve presentación y, posteriormente, solicito que
autorice intervenir al abogado que me representa.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En virtud de lo establecido en el artículo 43 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso
Nacional, la ministra de Salud, señora Carmen Castillo Taucher , ha planteado la cuestión previa
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de que la acusación constitucional no cumple con los requisitos que la Constitución Política de la
República señala.

Tiene la palabra la ministra de Salud, señora Carmen Castillo Taucher .

La señora CASTILLO, doña Carmen (ministra de Salud).-

Señor Presidente, junto con saludar a las señoras diputadas y los señores diputados, aprovecho
esta oportunidad en que la salud pública vuelve a estar en el centro de sus preocupaciones, para
compartir con ustedes la mirada de los trabajadores de la salud cuando vemos que los avances, a
veces, son más lentos de lo que quisiéramos.

Quiero que sepan que esta labor, a la que he dedicado toda mi vida, la hacemos con todo nuestro
esfuerzo,  y  que  ninguna  maniobra  política  nos  podrá  distraer  de  la  misión  que  me  ha
encomendado la Presidenta de la República.

Nuestro desafío es reducir las desigualdades en salud, mejorar la calidad de los servicios, avanzar
en la prevención de las enfermedades más recurrentes y, al mismo tiempo, hacer frente a los
retos del envejecimiento de nuestra población.

En los últimos 25 años mejoró la calidad de vida de los chilenos y de las chilenas y se elevaron los
estándares con que nuestros ciudadanos miden las prestaciones que reciben del Estado.

Vivimos  tiempos  difíciles  en  salud,  que  algunos  llaman  “crisis”  con  el  ánimo  de  crear  una
desesperanza crónica y alimentarla continuamente de malas noticias.

Me cuento entre las personas que vemos en esta situación una gran oportunidad para mejorar y
un desafío que la vida buena nos regala para, con serenidad y seriedad, servir a Chile y a su
gente.

En estos meses como ministra de Salud, he trabajado por disminuir las inequidades, fortalecer la
salud pública y favorecer el ejercicio de los derechos en salud para los habitantes de nuestro país -
y lo seguiré haciendo-, recorriendo Chile, escuchando a nuestra gente, visitando a los trabajadores
de la salud; observando la situación de nuestros hospitales, de los centros de salud y de las obras
en construcción, supervisando el cumplimiento del programa de gobierno y promoviendo el buen
trato en el sector.

Esta acusación constitucional en mi contra es un nuevo desafío; pero estoy tranquila porque confío
en los sólidos argumentos para rechazarla y en la racionalidad de este procedimiento. Tengo la
tranquilidad de no haber infringido nunca la Constitución Política ni las leyes. Tampoco las he
dejado sin ejecución; por el contrario, he dado fiel cumplimiento a todas mis obligaciones como
ministra.

Esta acusación en mi contra es infundada e improcedente, por lo cual haré valer la denominada
cuestión previa. Mi defensa indicará las razones de fondo para desechar cada uno de los capítulos
entablados en mi contra.

Una acusación constitucional es una herramienta en extremo severa y excepcional. Por lo tanto,
debe reservarse para los casos que fue prevista en la Constitución.
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Los invito a escuchar a mi abogado, quien explicará en detalle los argumentos jurídicos de mi
defensa.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Tiene la palabra el señor Javier Couso , abogado defensor de la ministra de Salud.

El señor COUSO (abogado defensor de la ministra de Salud).-

Señor Presidente, mediante la exposición que haré a continuación, vengo en solicitar formalmente
que se acoja la cuestión previa en la acusación constitucional dirigida por un grupo de diputados
de  oposición  en  contra  de  la  ministra  de  Salud,  señora  Carmen  Castillo  ,  en  razón  de  la
improcedencia de la misma, producto de lo que nos parecen graves deficiencias que presenta el
libelo acusatorio frente a los requisitos que exige la propia Constitución Política de la República
para que esta pueda ser declarada admisible.

Con fecha 11 de noviembre del año 2015, y haciendo uso de la facultad otorgada en el artículo 52,
N° 2, letra b), de la Constitución Política de la República, un grupo de diputados presentó ante la
honorable Cámara de Diputados una acusación constitucional en contra de la ministra de Salud, la
que fue notificada el día 16 de noviembre del presente año.

La acusación se basa en las causales de infracción a la Constitución o las leyes o haber dejado
estas sin ejecución, y consta de cuatro capítulos.

En el capítulo 1° se acusa un supuesto incumplimiento de dar respuesta al oficio de la Cámara de
Diputados en el contexto de la interpelación parlamentaria. En ella, los acusadores señalan que la
ministra no habría dado respuesta oportunamente a dicho oficio, lo que constituiría una infracción
a la Constitución y a las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados. Esto, sin perjuicio del
tenor literal de la norma constitucional que señala que en ningún caso esta facultad afectará la
responsabilidad política de los ministros.

El capítulo 2° versa sobre “graves problemas en la gestión hospitalaria en el sector público de la
salud”. A juicio de los acusadores, habría una negligencia de esta autoridad en orden a disponer
las herramientas administrativas y legislativas que permitan concretar la garantía constitucional
del derecho a la salud.

El tercer capítulo se refiere a “Dejar sin ejecución las leyes en el caso de las garantías explicitas de
salud, en especial, la garantía de oportunidad”. En este capítulo, los acusadores señalan que la
ministra Castillo no habría tomado medidas legislativas o administrativas eficaces para hacer
cumplir la ley que Establece un Régimen de Garantías de Salud (ley N° 19.966), en cuanto a la
garantía de oportunidad.

Finalmente, en el último capítulo de la acusación, denominado “Inejecución de la ley en el caso de
la ley que crea un fondo de medicamentos de alto costo”, denominada “ley Ricarte Soto ”, los
acusadores alegan que la ministra la habría dejado sin ejecución, pues no se habrían dictado sus
reglamentos oportunamente y en el plazo legal.

Conforme al artículo 43 de la ley N° 19.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el
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afectado por la acusación constitucional tiene el derecho a enervar el libelo acusatorio cuando
este incumple los requisitos que la Constitución señala, alegaciones que reciben la denominación
de “cuestión previa”.

Alegada la cuestión previa, la Cámara debe entrar en su conocimiento en forma previa a la
discusión y, además, emitir un pronunciamiento de manera especial que definirá la continuación o
no de la tramitación del fondo del asunto. Si la Cámara acoge esta cuestión previa, la acusación se
tendrá por no interpuesta.

Tal como indica la doctrina, la gestión previa corresponde a un verdadero control político de
constitucionalidad, que busca enervar la acusación, encomendado a la Cámara de Diputados, a fin
de  efectuar  un  esfuerzo  racionalizador  que le  obliga  a  examinar  y  reflexionar  acerca  de  la
concurrencia de los requisitos de la acusación.

La  cuestión  previa  constituye  una  especie  de  pronunciamiento  sobre  la  admisibilidad  de  la
acusación en relación con las prescripciones contenidas en la Constitución Política de la República
y es una garantía propia del debido proceso para la persona acusada.

La cuestión previa es relevante, pues en la esfera política puede existir la tentación a dar mal uso
a la extrema herramienta que constituye la acusación constitucional, desvirtuando y pasando por
alto los requisitos que exige la Constitución. Entonces, la cuestión previa pretende evitar tal
desnaturalización. En el periodo comprendido entre los años 1990 y 2013, se interpusieron solo
diez  acusaciones  constitucionales  contra  ministros  de  Estado,  de  las  cuales  cinco  fueron
rechazadas en la gestión previa.

A nuestro juicio, la acusación que hoy ocupa a la honorable Cámara de Diputados hace una
interpretación antojadiza de sus causales, y no da cumplimiento a los requisitos exigidos para su
procedencia, desconociendo el propio texto de la Constitución Política de la República y la doctrina
que ha fijado reiteradamente la propia Cámara de Diputados.

Antes de pasar a las impugnaciones que constituyen el cuerpo de la cuestión previa, plantearé
algunas consideraciones básicas sobre el marco jurídico de una acusación constitucional.

Para contextualizar, la doctrina ha dicho que la acusación constitucional puede conceptualizarse
como una en que se juzga a las más altas autoridades del Estado por delitos, infracciones o abusos
de poder expresamente contemplados en la Constitución Política de la República y que tienen por
objeto,  por  una parte,  establecer  la  efectividad de tales  infracciones como la  culpabilidad o
inocencia de la autoridad acusada, y, por la otra, hacer efectiva esta responsabilidad mediante la
destitución del infractor y su inhabilitación para ejercer toda función de carácter público por el
término de cinco años.

Las características básicas de una acusación constitucional son las siguientes:

Dado que Chile tiene un régimen presidencial, solo el Presidente de la República puede hacer
efectiva  la  responsabilidad  política  de  los  ministros  de  Estado.  Por  lo  tanto,  la  acusación
constitucional busca la responsabilidad jurídica constitucional de las máximas autoridades, y no la
responsabilidad  política  en  sentido  estricto,  como  ocurre  en  regímenes  parlamentarios,  aun
cuando se hayan confundido estos términos en el origen de la institución en nuestro país.

En este sentido, una acusación no puede fundarse en un mero desacuerdo con la calidad de la
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gestión  de  una  autoridad,  sino  que  requiere  incumplimientos  específicos  y  probados  que
configuren una causal taxativamente determinada en la Constitución Política de la República.

Adicionalmente, la naturaleza jurídica de la acusación constitucional es que es un mecanismo
sancionatorio de uso excepcional. Reitero: en un cuarto de siglo ha sido utilizada en solo diez
ocasiones contra ministros de Estado.

Por ello, autores como Francisco Zúñiga han señalado que se trata en realidad de una “válvula de
escape”,  de  un  recurso  extremo,  de  ultima  ratio,  frente  -y  subrayo  lo  siguiente  a  ilícitos
constitucionales graves imputados al Presidente y/o sus ministros, que operan sobre la necesidad
de  obtener  mayorías  en  las  cámaras  para  acusar  y  juzgar,  y  que  son  de  una  importante
excepcionalidad práctica.

Dar  paso  a  una acusación  constitucional,  por  lo  complejo  del  proceso  y  la  tramitación  que
envuelve, y por lo serio de sus consecuencias, implica distraer tanto al ministro acusado como al
Congreso Nacional de sus labores legislativas habituales para volcarse a un rol cuasi jurisdiccional
y sancionatorio. Por lo mismo, su procedencia debe ser controlada de forma prudente y estricta.
No puede transformarse a la acusación constitucional en una herramienta de legítimas críticas
políticas, de mérito o de gestión. Los diputados cuentan con otras herramientas privilegiadas para
hacer  legítimas  críticas  políticas:  pueden  adoptar  acuerdos  o  sugerir  observaciones,  y  son
inviolables por las opiniones que manifiesten en las sesiones.

Este criterio no solo ha sido enfatizado por la doctrina, sino también por el propio Congreso
Nacional en oportunidades anteriores, en que se ha señalado el carácter excepcional y de último
recurso de la acusación, lo que obliga a utilizar de forma prudente este dispositivo constitucional
extremo, reservándolo para casos particularmente graves en los cuales se han agotado vías
jurídicas y políticas para solucionar los conflictos. No hacerlo importa no solo la banalización de
este instrumento, sino que además podría llevar a un grave atentado a la gobernabilidad del país.

Aprovecho  de  reiterar  que  en  un  cuarto  de  siglo  se  han  planteado  diez  acusaciones
constitucionales contra ministros de Estado. Es preocupante -nos hemos enterado de ello en las
últimas horas que se hayan anunciado varias próximas acusaciones constitucionales contra la
ministra que hoy defiendo y otros.

Pasando a las causales que habilitan la formulación de una acusación constitucional contra un
ministro de Estado, hay que agregar que se trata de causales taxativamente establecidas por la
Carta  Fundamental.  En  efecto,  esto  está  regulado por  el  artículo  52,  Nº  2),  letra  b),  de  la
Constitución Política de la República, que señala lo siguiente:

“Artículo 52.Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados: […]

2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus
miembros formulen en contra de las siguientes personas:

[…]

b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la
Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos
de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno;”.
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La acusación formulada en contra de la ministra Castillo se ha fundado en las causales de haber
infringido la Constitución o las leyes o haber dejado estas sin ejecución. Sin embargo, a nuestro
juicio, la aplicación que los acusadores hacen de las causales invocadas es errónea, en cuanto
desconoce  el  texto  expreso  de  la  Constitución  y  los  precedentes  fijados  por  la  Cámara  de
Diputados respecto de la interpretación de las causales.

Los acusadores pretenden desconocer el significado jurídico de las causales para adaptarlas a los
hechos invocados, realizando una interpretación alejada de las exigencias jurídicas que la propia
Constitución y los precedentes de la Cámara de Diputados han asentado.

No  cualquier  conducta  de  un  ministro  de  Estado  es  apta  para  dar  lugar  a  responsabilidad
constitucional. Cada causal debe ser interpretada ateniéndose al marco constitucional y legal que
configura las atribuciones de la autoridad susceptible de ser acusada. Es decir, no procede por
hechos que hayan sido realizados fuera del marco de sus competencias ni tampoco por cuestiones
que exceden su órbita de atribuciones.

En este caso, la ministra Castillo tendría que haber infringido la Constitución o las leyes o haberlas
dejado sin  ejecución dentro  del  marco de las  específicas  atribuciones  legales  que tiene.  En
síntesis, la ministra de Salud no puede ser acusada por hechos que se encuentran dentro de la
esfera de competencias de otras autoridades o de otros órganos de la administración.

La acusación constitucional es excepcional y para situaciones graves. Los hechos que se imputen
a un ministro de Estado deben ser de una gravedad suficiente para justificar su procedencia,
puesto que constituye un mecanismo de responsabilidad excepcional.

A nuestro juicio, el hecho de que el literal b) del N° 2 del artículo 52 de la Constitución no califique
de abierta la infracción a la Constitución, a diferencia de lo que sucede respecto del Presidente de
la República, no exime del requisito de tratarse de hechos graves. La calificación de infracción
abierta en el caso del Presidente de la República no hace referencia a la gravedad del hecho, sino
a una infracción evidente e indubitada. Insisto en que, tanto en el caso del Presidente de la
República como de los ministro de Estado, la infracción debe ser grave.

El carácter excepcional y sancionatorio de la acusación constitucional exige que los hechos que
son aptos para dar lugar a alguna de las causales hayan sido cometidos personalmente por la
autoridad  acusada.  Así  ha  sido  establecido  en  reiteradas  oportunidades  por  la  Cámara  de
Diputados,  por  ejemplo,  en  1994,  en  la  acusación  constitucional  en  contra  de  los  entonces
ministros de Hacienda, señor Alejandro Foxley , y de Minería, el fallecido señor Patricio Hales .

Se ha sostenido por la Cámara de Diputados que imputar a un acusado responsabilidad por fallas
sistémicas  u  orgánicas  vulnera  el  requisito  de  imputar  responsabilidades  estrictamente
personales.

Para terminar con esta primera sección y pasar derechamente a los argumentos para que la
honorable Cámara de Diputados acoja la cuestión previa, quiero plantear que estamos ante un
juicio de carácter jurídico-político.

Es jurídico en tanto la Cámara de Diputados debe evaluar si la regulación constitucional y legal
procede en la acusación que hoy nos ocupa.

El carácter político lo establece el órgano jurisdiccional que ha sido elegido por el pueblo, que en
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este caso es la Cámara de Diputados, la cual, insisto, debe evaluar jurídicamente si procede o no
acoger la cuestión previa o la acusación constitucional.

El primer argumento de la cuestión previa que sometemos a vuestra consideración es que los
acusadores ignoran el carácter de última ratio de una acusación constitucional.

Reitero, la acusación constitucional es un mecanismo que tiene lugar frente a infracciones de
suma  gravedad  en  nuestro  sistema  constitucional.  De  ahí  que  en  25  años  solo  se  hayan
presentado diez en contra de ministros de Estado.

La acusación constitucional engendra el ejercicio de poder sancionatorio por parte del Congreso
Nacional,  bajo las causales que la Constitución establece en forma taxativa. Por lo tanto, es
subsidiaria y debe ser utilizada en situaciones de particular gravedad que sean proporcionales a
las consecuencias que acarrea para los sujetos sancionados.

A nuestro juicio, en el caso que nos ocupa, los diputados que sustentan la acusación en contra de
la  ministra  de  Salud  desvirtúan  la  naturaleza  de  la  acusación,  desconociendo  su  carácter
extraordinario, por las razones que daré a continuación.

La acusación procede respecto de las altas autoridades que taxativamente señala la Constitución
y de las causales particularmente graves que la hacen procedente.

Respecto de cada autoridad acusable, se exige la configuración de la responsabilidad individual.
No se les juzga por la actuación general del gobierno. Por el contrario, la actuación que puede dar
lugar  a  una  acusación  debe  ser  estrictamente  personal  y  realizada  dentro  del  ámbito  de
competencias de la autoridad.

Así, a una ministra de Estado no se la puede juzgar por situaciones sistémicas o genéricas, o por
acciones correspondientes a atribuciones de otras autoridades, sino por infracciones que haya
cometido personalmente en el ejercicio de su cargo.

Las causales son de derecho estricto y su concurrencia exige que sean acreditadas por quienes las
invocan. La interpretación de las causales que pueden dar lugar a la acusación constitucional debe
ser restrictiva. No se acepta la extensión por analogía.

Además, a nuestro juicio, los acusadores fundan su acusación en hechos falsos y en estimaciones
de mérito sobre el estado actual del sistema de salud pública. En efecto, en reiteradas partes del
libelo acusatorio sostienen que fundan su acusación en lo que denominan una “grave crisis de la
salud”. Sin embargo, los acusadores no indican cómo dicha crisis configura una infracción a la
Constitución ni menos de qué manera la ministra habría generado los hechos en que se funda la
acusación.

En los  casos en que las  causales están bien invocadas,  como en el  capítulo  IV,  los  hechos
simplemente no dan lugar a la causal que se invoca.

Nuestra Constitución exige, para que prospere una acusación constitucional, que se imputen actos
que den lugar a responsabilidad individual, en razón de causales específicas que sean acreditadas,
fundamentadas y probadas.

¿Por qué sostenemos que la acusación constitucional es excepcional? ¿Por qué ha sido utilizada en
contadas ocasiones,  en lo  que se ha considerado una transición ejemplar  que ha conducido
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nuestro país en los últimos 25 años? Porque el solo hecho de acusar constitucionalmente a una
autoridad  -por  ejemplo,  a  un  ministro  de  Estado  restringe  gravemente  sus  derechos
fundamentales, como la libertad ambulatoria, y en el caso de que la acusación sea acogida, su
derecho al trabajo y a ocupar cargos públicos.

Conforme  a  la  Constitución,  las  acusaciones  entabladas  en  contra  de  sujetos  distintos  del
Presidente de la República generan, por el solo hecho de interponerse, la limitación del derecho a
la libertad personal del acusado, el que solo puede ausentarse del país con permiso de la Cámara
de Diputados y no puede hacerlo en caso alguno si la acusación ya estuviere aprobada por ella.

Pero no solo eso. La destitución genera, de pleno derecho, inhabilidad por cinco años para ejercer
funciones públicas. Es decir, la declaración de culpabilidad limita también la libertad de trabajo y
el derecho a ocupar empleos públicos, derechos establecidos en el artículo 19, números 16° y 17°,
de la Carta Fundamental.

En atención a ese efecto limitativo de derechos fundamentales es que la acusación solo puede ser
utilizada como mecanismo excepcional y de última ratio para proteger la Constitución y las leyes.
La acusación constitucional interpuesta en contra de la ministra Castillo desconoce, a nuestro
juicio, ese requisito, ignorando los graves efectos limitativos de derechos que su uso imprudente
puede tener.

La acusación constitucional -es importante señalarles la única instancia donde la Constitución
confiere a la Cámara de Diputados un poder sancionatorio.  Este severo poder constituye un
ejercicio del poder punitivo del Estado. La doctrina ha sostenido que ello exige criterios de derecho
estricto e interpretación restrictiva, dado que no resulta posible un estándar normal en cuanto a la
tipicidad de ilícitos abiertos.

Una vez acogida una acusación constitucional por el Senado, las consecuencias jurídicas que
acarrea son muy severas. Repito, la acusación constitucional representa el ejercicio del poder
punitivo del Estado.

Dada la gravedad de esto, la responsabilidad constitucional solo puede tener lugar en razón de
responsabilidades individuales respecto de las causales jurídicas taxativamente señaladas por la
Constitución  y  no  por  cuestionamientos  genéricos  o  por  situaciones  que  escapan  de  la
responsabilidad personalísima del acusado.

Insistimos, la acusación constitucional no puede ser tratada como un juicio de mera amonestación
-incluso  cuando  no  se  ha  terminado  de  tramitar  una  acusación  constitucional  se  anuncian
próximas acusaciones-, sino como un juicio jurídico de carácter excepcional, cuyos resultados son
serios.  Por  lo  anterior,  no  pueden  tomarse  a  la  ligera  ni  utilizarse  como  medio  de  simple
cuestionamiento  político  como,  a  nuestro  juicio,  pretenden  los  acusadores  en  la  acusación
constitucional que nos ocupa.

En el presente caso, los acusadores ignoran el carácter excepcional y de extrema gravedad que
reviste  una  acusación  constitucional.  Borran  25  años  de  tradición  constitucional  en  que fue
excepcional la utilización de este recurso.

Mediante esta acusación, hoy se están planteando cuestionamientos de mérito legítimos; pero
ellos deben establecerse en otras arenas, no en la de la acusación constitucional.
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Los diputados pretenden polemizar sobre hechos que no revisten el  carácter de infracciones
taxativas a la Constitución, ni tampoco se trata de situaciones en que se haya dejado sin ejecución
las leyes, porque, como veremos a continuación, hay una interpretación estricta que la propia
Constitución y la doctrina señalan a este efecto.

Leído con atención,  a  lo  largo del  libelo  es  posible  constatar  que los  acusadores no dieron
cumplimiento a la necesidad de respetar el carácter excepcional y de última ratio de la acusación
constitucional.  Los acusadores utilizaron este mecanismo sancionatorio con un fin diverso. La
acusación  se  encuentra  plagada de afirmaciones  que constituyen juicios  de  mérito  sobre  el
desempeño del  sistema nacional  de  salud.  Insisto,  son  consideraciones  de  mérito  legítimas,
opinables,  donde  probablemente  la  oposición  discrepa  del  oficialismo;  sin  embargo,  ellas
desconocen el texto expreso de la Constitución que señala que el objeto de una acusación es
encuadrar las tipificaciones que ella establece para definir  la responsabilidad personal de un
ministro de Estado respecto de los graves hechos que se plantean.

Por otra parte, los mismos acusadores señalan que el objeto de la acusación es la gestión del
sistema de salud. No solo lo hacen en declaraciones de prensa, sino en el propio libelo se plantea
que el objetivo de la acusación es cuestionar la gestión de una administración en particular.

Este hecho se ve agravado por la circunstancia de que la mayor parte de las afirmaciones que los
acusadores realizan ni siquiera se refieren a hechos propios de la señora Carmen Castillo , en
calidad  de  ministra,  sino  a  una  situación  generalizada  del  sistema,  o  incluso  a  hechos  de
competencia de otras autoridades del Estado o de anteriores ministros de Salud.

No se puede recurrir a una acusación constitucional, como lo hacen los diputados en el presente
caso, para manifestar su descontento respecto de niveles de cumplimiento y satisfacción de un
derecho social, como el derecho a la salud.

Los  acusadores  utilizan  la  acusación  constitucional  con  el  propósito  de  manifestar  su
disconformidad con las acciones adoptadas por el gobierno en el sector salud. La acusación que
han interpuesto es un reflejo  de su malestar,  lo  que es legítimo.  Lo que no es legítimo es
pretender evadir el ámbito que la Constitución ha fijado al disenso político, llevando una discusión
ideológica y política al plano de la responsabilidad constitucional.

Por lo tanto, a nuestro juicio, no resulta procedente una acusación como la que nos ocupa, en que
los acusadores manifiestan descontento con políticas públicas y no con causales taxativamente
consideradas por la Constitución.

Finalmente, decimos que existe una confusión en el libelo entre la acusación constitucional y las
acciones de fiscalización.

Las facultades fiscalizadoras con que cuenta la Cámara de Diputados permiten que ejerza su rol
como uno de los tres poderes del  Estado, para contrapesar el  del  Ejecutivo y también para
manifestar juicios políticos. Nos parece que para ello no es necesario desvirtuar la acusación
constitucional.  La Cámara de Diputados puede citar a un ministro de Estado para formularle
preguntas sobre materias vinculadas al ejercicio de su cargo, puede adoptar acuerdos o sugerir
observaciones que se trasmiten por  escrito  al  Presidente de la  República,  quien deberá dar
respuesta fundada por medio del ministro de Estado correspondiente dentro del plazo de 30 días.
Además,  puede  conformar  comisiones  investigadoras  y  puede  interpelar  a  determinadas
autoridades.
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Los acusadores aducen que la ministra de Estado habría infringido la Constitución al no responder
un  oficio  de  fiscalización  de  la  Cámara  de  Diputados,  desconociendo  por  completo  que  tal
respuesta -tal como acreditamos en la comisión fue evacuada dentro de plazo, lo que a nuestro
juicio demuestra la ligereza con la que han entablado la acusación.

El 30 de septiembre de 2015, la ministra de Salud asistió a la Cámara de Diputados con el fin de
responder  preguntas  en  relación  con  materias  vinculadas  al  ejercicio  de  su  cargo.  Durante
aproximadamente dos horas, el diputado señor Macaya formuló cerca de cuarenta preguntas, las
que fueron respondidas. Al finalizar esa sesión de interpelación la Cámara de Diputados votó
favorablemente solicitar a la Presidenta de la República que respondiera una serie de preguntas.
Dicha solicitud de antecedentes se concretó mediante oficio N°12.725, de 30 septiembre de 2015.

A pesar de que la Constitución distingue con claridad entre la facultad de interpelar y la facultad
de solicitar antecedentes, resulta de meridiana claridad que las preguntas formuladas constituyen
una extensión de la interpelación realizada.

A nuestro juicio, los acusadores pretenden utilizar la acusación constitucional como una forma de
prolongar la facultad fiscalizadora de la interpelación, estableciendo un vínculo artificioso entre
dos cosas distintas: facultad fiscalizadora y presentación de una acusación constitucional. Además,
esto se hace ignorando que la ministra cumplió con dar respuesta oportuna al oficio emanado
desde la Cámara de Diputados, dado que, al parecer, los diputados acusadores, erróneamente,
entendieron que el plazo era de días corridos, no obstante que el propio Reglamento de la Cámara
de Diputados establece que son días hábiles.

Por otra parte, se pretende imputar el período que va desde que la respuesta de la ministra fue
recepcionada y certificada en la oficina de partes y el momento en que se dio cuenta de ella en la
Sala. No se puede atribuir responsabilidades a la ministra por el tiempo que tardó la Cámara de
Diputados en practicar dicho trámite, pues ello es privativo y exclusivo de esta institución. Por lo
tanto, el mero supuesto de hecho en que se funda este capítulo acusatorio es simplemente falso,
puesto que la ministra dio respuesta oportuna a las preguntas formuladas. En todo caso, aun
cuando no hubiera sido así, es importante recordar que la historia fidedigna de la ley N° 20.500 de
2005, de reforma constitucional,  señala expresamente que la responsabilidad por la falta de
cumplimiento de las solicitudes de información de la Cámara de Diputados no tiene la relevancia
suficiente  para  dar  lugar  a  responsabilidad  constitucional  por  la  vía  de  una  acusación
constitucional.

El segundo argumento que avala la cuestión previa es que la acusación carece de un mínimo
estándar de fundamentación. El libelo exhibe deficiencias tan severas en la fundamentación, que
han dificultado el derecho a defensa de la ministra, vulnerando el debido proceso. Por ello, debe
acogerse la cuestión previa.

Para que una acusación constitucional sea procedente es necesario que se configure alguna de las
causales que taxativamente determina la Constitución para su procedencia. La acusación obliga a
imputar la comisión de determinadas conductas que la propia Constitución enumera, que son
reproches jurídicos.

En  la  acusación  se  encuentran  presentes  los  elementos  típicos  de  todo  procedimiento
jurisdiccional de imputación de responsabilidad personal: un ente acusador, una imputación de
conductas constitucionalmente ilícitas, un acusado y un órgano que decide si ha lugar o no las
imputaciones que se formulan.
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En todo proceso jurisdiccional sancionatorio, por mandato constitucional, se aplican las reglas del
debido proceso, sin importar quién lo conoce. De esto se derivan principios, deberes y derechos
para los participantes. Considerando lo anterior, en el procedimiento de acusación constitucional
deben respetarse los estándares mínimos de un debido proceso.

De acuerdo a la Constitución toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en
un  proceso  previo,  legalmente  tramitado.  Dentro  de  tales  garantías  resultan  esenciales  la
presunción de inocencia y el derecho a defensa.

La presunción de inocencia exige que quien imputa un reproche debe asumir  una carga de
fundamentación para derribar  dicha presunción;  por lo  tanto,  también asume la carga de la
prueba. En un juicio, cuando alguien es acusado por la comisión de algún hecho jurídicamente
reprochable,  debe tener  la  posibilidad de defenderse,  y  para eso debe estar  informado con
anterioridad, con precisión y con claridad, de los hechos por los cuales se le acusa y de las
pruebas que se van a esgrimir en su contra. Sin ello, su derecho a defensa se vería amagado.

La falta de un mínimo estándar de fundamentación en una acusación constitucional, como la que
nos ocupa, atenta contra el derecho a un debido proceso, pues le impide a la acusada defenderse
en plenitud.

Es ineludible exigir a los diputados un mínimo de fundamentación en el libelo acusatorio, con
claridad suficiente para desvirtuar argumentos tanto de hecho como de derecho, así como las
pruebas que se acompañen al  escrito.  En este caso, lamentablemente, semanas después de
presentado el libelo acusatorio se siguieron presentando y acompañando supuestas pruebas, algo
que hizo imposible una adecuada defensa de la ministra, que hoy enfrenta el poder punitivo del
Estado.

El deber del debido proceso se materializa en el mandato establecido en el artículo 51 de la Ley
Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que señala que una acusación constitucional debe
contar con capítulos, cada uno de los cuales determinará los hechos específicos que, a juicio de la
Cámara de Diputados, constituyan cada uno de los delitos, infracciones o abusos de poder que,
según la Constitución Política, autorizan para imponerla. Los hechos que se imputan y la forma en
que estos se pueden encasillar dentro de los ilícitos constitucionales que se imputan deben estar
claramente definidos en el libelo.

Lamentablemente, ha existido falta de fundamentación en la acusación constitucional deducida.
Por ejemplo, se dan por verdaderos hechos en virtud de los cuales se sientan las bases del
conflicto. Hay contradicciones en el libelo acusatorio. Las causales que se invocan carecen de
claridad y no explicitan la forma en que los hechos configuran ilícitos, induciendo a razonamientos
engañosos y, en ocasiones, carentes de lógica. Junto con ello, incumplen los requisitos legales
establecidos en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en el entendido de que los
capítulos que la estructuran no subsumen los hechos a las causales que generan responsabilidad
constitucional.

La  acusación  carece  de  antecedentes  probatorios,  que  si  bien  se  anunciaron,  no  se
individualizaron ni acompañan oportunamente en el libelo acusatorio. Finalmente, la acusación
carece de peticiones concretas.

La acusación confunde hechos con juicios de valor e imputaciones, estableciendo un contexto de
suposiciones, valoraciones de mérito e imputaciones arbitrarias.
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La acusación imputa a la ministra la omisión negligente de tomar medidas administrativas; sin
embargo, a través del escrito, reconoce la definición de medidas que luego critica, particularmente
cuando se plantean deficiencias respecto de la ejecución de la ley N° 19.966. No es posible
configurar una infracción legal por omisión, considerando los supuestos a la vista que reconocen la
realización de acciones que después se cuestionan. La imputación realizada, a propósito de la
causal de infracción a la Constitución en el caso de los ministros de Estado, es vaga y atribuye al
Estado la prestación de la salud como un derecho; sin embargo, de esa acusación gruesa se
pretende plantear una responsabilidad personal de la ministra.

Se imputan omisiones sin determinar deberes de conducta; en muchos de los razonamientos se
observa falta de lógica en la acusación.

La acusación reconoce que la protección de la salud es un derecho de contenido económico y
social, cuya dimensión prestacional está asociada a un Estado de bienestar. Reconoce, además,
que el Estado es el que tiene la carga de cumplir con ese derecho social. Sin embargo, se acusa
constitucionalmente a la ministra, sin establecer cómo de esa obligación general del Estado se
llega precisa y determinadamente a actos u omisiones personales que pudieran generar una
responsabilidad constitucional que amerite grave sanción.

En síntesis, la tipicidad constitucional no se cumple en el presente caso. Tercer argumento de
cuestión previa.

Como consecuencia  de desconocer  el  carácter  subsidiario  y  de última ratio  de la  acusación
constitucional, se invoca erróneamente la causal de infracción a la Constitución o a las leyes.

Para poder imputar la responsabilidad constitucional de un ministro, es preciso que la obligación o
mandato permita hacer un reproche concreto. No puede haber reproche si se entrega un margen
de apreciación en el sentido de dejar al juicio de mérito o de conveniencia del ministro el modo
concreto de cumplir con un mandato.

Solo  si  la  ley  ha  prefigurado  los  contornos  precisos  de  la  obligación,  puede imputarse  una
infracción típica que admite responsabilidad constitucional.

Así ha sido establecido por la doctrina de la propia Cámara de Diputados, criterio que guarda
consonancia con la naturaleza jurídica de la acusación constitucional. Al respecto, la doctrina ha
sostenido  que  la  responsabilidad  que  puede  hacerse  efectiva  a  través  de  la  acusación
constitucional  contra  los  ministros  de  Estado  solo  opera  respecto  de  obligaciones  jurídicas
regladas y no sobre facultades discrecionales o calificaciones sobre el  mérito de los hechos
materia de la acusación, o sobre la orientación en la ejecución de las políticas públicas.

Ese requisito descarta la aptitud de dos tipos de normas para fundar una acusación constitucional:
aquellas  que  establecen  potestades  discrecionales  para  la  Administración,  y  aquellas  que
establecen mandatos de carácter meramente programático.

No  puede  haber  responsabilidad  constitucional  sin  un  estándar  definido.  La  acusación
constitucional  no  puede  utilizarse  para  cuestionar  o  plantear  estándares  de  satisfacción  de
derechos sociales que no se definen en la Constitución, como pretenden los acusadores.

Es preciso puntualizar que la causal de infracción a la Constitución exige al menos identificar la
norma constitucional y legal que se estima infringida y la conducta u omisión que ha generado
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dicha infracción.

En el libelo acusatorio no se precisa de qué manera exacta la ministra infringe la Constitución. Por
el contrario, se pretende que se presuma una infracción y que se la haga responsable de satisfacer
el  derecho  a  la  salud  conforme  a  un  estándar  que  ni  siquiera  aparece  mencionado  en  la
Constitución.

El  estándar  de  responsabilidad  por  infracción  a  la  Constitución  cuando  se  trata  de  normas
referidas a derechos sociales es muy difícil de determinar.

A nuestro juicio,  resulta artificioso pretender invocar una infracción al  derecho a la salud en
atención a un único nivel de satisfacción que se espera de este, a pesar de que la ministra Carmen
Castillo  ha  demostrado  mejoras  sustantivas  en  los  diez  meses  transcurridos  desde  su
nombramiento.

La protección del derecho a la salud genera deberes para todo el Estado. El número 9º del artículo
19 de la Constitución Política señala: “Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las
acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas...”.

Cuando la Constitución habla del “Estado”, no impone obligaciones directas a la ministra de Salud.
Se refiere a todo un complejo organizativo, al que la ley dedica nada menos que un Libro completo
en la ley orgánica de la Salud.

Cumplidos los deberes del Estado en esta materia, el estándar de satisfacción del derecho a la
salud no es una cuestión predeterminada por la Constitución. Luego, no corresponde que los
diputados utilicen la acusación constitucional para imputar responsabilidades a la ministra. El
propio Parlamento también es un órgano que debe preocuparse constitucionalmente de la salud.

Jurídicamente, además, la acusación realiza reproches de mérito y no imputa infracciones a la
Constitución.

Citaré  tres  ejemplos  tomados  del  libelo  acusatorio,  que demuestran  patentemente  que este
mecanismo  se  utiliza  para  hacer  críticas  políticas  de  mérito  o  de  gestión,  legítimas,  pero
completamente inapropiadas para ser incorporadas dentro de un libelo que busca establecer la
responsabilidad de una ministra de Estado.

Los  acusadores  sostienen:  “...  cuando  la  ministra  de  Salud  no  actúa  tomando  las  medidas
administrativas eficaces (...) para poder hacer frente a la grave crisis en la salud pública...”.

Más adelante señalan: “En el ámbito de salud púbica, los diputados acusadores consideramos que
existe una severa crisis en la gestión de hospitales públicos...”.

Finalmente manifiestan: “De lo anterior, queda en evidencia que existe un problema de gestión
grave -subrayo lo que sigue a continuación en la administración de las dos ministras del gobierno
de la Presidenta Bachelet ...”.

A nuestro juicio, el propio libelo acusatorio demuestra reformativamente que se está utilizando
para  hacer  legítimas  críticas  y  reproches  políticos  a  la  gestión,  pero  que  no  constituyen  o
configuran personalizadamente una causal de responsabilidad constitucional.

Por otra parte, la acusación, a nuestro juicio, omite el llamado principio de determinación, el cual
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ha sido caracterizado como un nexo entre los hechos que la acusación relata y las infracciones a la
Constitución o la ley que la acusación imputa. Ello permite que se configure la responsabilidad
constitucional. La ausencia del principio de determinación ha sido caracterizada por la doctrina
como “una debilidad procesal intrínseca” que haría improcedente una acusación constitucional.

La acusación constitucional  presentada omite el  vínculo de causalidad,  limitándose a señalar
hechos  aislados  que  se  presentan  artificiosamente  y  de  manera  no  explicitada  como  de
responsabilidad de la ministra, y que configuran las causales que taxativamente establece la
Constitución para una acusación constitucional.

En ese sentido es patente que la acusación no da cumplimiento al principio de determinación.
Basta con observar la manera en que los acusadores titularon cada uno de los capítulos para
constatar que la acusación no cumplió con los estándares mínimos requeridos por la Constitución
y la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Los capítulos se refieren a cuestiones
sistémicas de la salud, algunas de las cuales nos han acompañado por décadas.

Así, el desarrollo de la argumentación jurídica de la acusación se limita a describir ciertos hechos
extraídos de informes o declaraciones a la prensa, para, a continuación, reproducir normas de
rango constitucional o legal, sin explicar cómo los hechos se vinculan normativamente con la
disposición citada.

La ausencia de un vínculo de causalidad entre los hechos descritos y las normas que se estiman
vulneradas  impide  que  se  configuren  los  capítulos  que  deben constituir  cualquier  acusación
constitucional.

Paso al  cuarto y anteúltimo argumento de la cuestión previa:  la acusación constitucional  no
reconoce el alcance preciso de la causal “dejar las leyes sin ejecución”.

La Constitución exige que la invocación de las causales que la hacen procedente se refiera a
hechos realizados dentro de la órbita de competencia de las autoridades acusadas. Exigir de una
autoridad que dé ejecución o que aplique una norma para la que no es competente, implicaría
exigir una conducta contraria a la Constitución y a la ley.

Consecuentemente,  todas  las  causales  de  la  acusación  constitucional  están  establecidas  en
estricta relación con las funciones ejercidas por la autoridad susceptible de ser acusada.

De esa forma, en el marco de la acusación, las causales esgrimidas siempre deben entenderse
dentro del marco de las atribuciones constitucionales de la ministra Castillo como ministra de
Salud.

Los ministros se encuentran sujetos a responsabilidad constitucional y, por tanto, los hechos que
sean aptos para dar lugar a ella deben haber tenido lugar en virtud de atribuciones que el
ordenamiento jurídico les entregue como colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la
República.

Dejar sin ejecución las leyes tiene un significado acotado en nuestro derecho constitucional. Dar
una interpretación tan amplia a las causales conllevaría a desnaturalizar la acusación.

Analicemos qué plantea la Constitución Política respecto del significado que tiene dejar las leyes
sin ejecución.
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De acuerdo con la Carta Fundamental, le corresponde, como atribución especial al Presidente de
la República, según lo establecido en su artículo 32, número 6°, la siguiente: “Ejercer la potestad
reglamentaria en todas aquellas materias que no sean propias del dominio legal, sin perjuicio de la
facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la
ejecución de las leyes.”.

Como  se  desprende  de  lo  anterior,  la  Constitución  Política  señala  precisamente  qué  debe
entenderse  por  “ejecución  de  la  ley”.  Básicamente,  un  ministro  ejecuta  la  ley  mediante  la
dictación  de  reglamentos,  decretos  e  instrucciones  que  el  Presidente  de  la  República  crea
convenientes para ejecutar las leyes.

Lamentablemente,  el  libelo  confunde  aquello  con  una  noción  ampliada  de  implementar  la
Constitución  Política.  Los  acusadores  hacen  una  incorrecta  interpretación  de  la  causal  de
inejecución de la ley, pues no se limitan a considerar que ello se refiere a la concurrencia del
ministro de Estado, con su firma, a los decretos necesarios para ejecutar la ley. Esto ocurre
especialmente en el Capítulo 3 de la acusación, en el que los acusadores sostienen que la ministra
habría  “dejado  sin  ejecución  la  ley  N°  19.966.”.  No  obstante,  en  la  sesión  de  la  Comisión
encargada de informar sobre la procedencia de esta acusación a la que concurrimos, se reconoció
que no falta decreto alguno por dictarse en relación con esa ley.

Para finalizar nuestra solicitud a la honorable Cámara de que acoja la cuestión previa, quiero
señalar que en esta acusación no se imputa responsabilidad por hechos propios.

Como lo he sostenido a lo largo de estos 45 minutos, la acusación constitucional procede por
determinadas causales expresamente señaladas por la Constitución Política. En consecuencia, su
configuración es de derecho estricto,  y,  por ende, no permite interpretación extensiva o por
analogía. Por lo tanto, no procede enjuiciar hoy la gestión general del gobierno.

Sin  embargo,  los  acusadores  pretenden  imputar  responsabilidad  constitucional  a  la  ministra
Castillo  por  hechos  o  situaciones  que  exceden  el  ámbito  de  sus  atribuciones.  Esto  es
particularmente claro cuando se imputa responsabilidad por cuestiones sistémicas o estructurales
que enfrenta nuestro país en la compleja problemática de la salud. Lo anterior se refleja en que los
acusadores  fundan  la  aparente  responsabilidad  constitucional  en  la  transgresión  de  normas
constitucionales y legales que se citan de forma vaga o imprecisa, que luego se intenta reconducir
a competencias estrictas de la ministra Castillo como titular de la cartera de Salud.

Lo anterior vulnera un elemento esencial en materia de responsabilidad para efectos de acusar
constitucionalmente a un ministro, esto es, que los hechos imputados fueron realizados u omitidos
personalmente por la autoridad susceptible de ser acusada y en el ejercicio de funciones propias
de su cargo.

El régimen jurídico de la salud en Chile contempla una vastísima institucionalidad, que no se
circunscribe únicamente a un ministro de Estado para satisfacer mandatos constitucionales.

La acusación yerra en el  sentido de que los ministros de Estado no son los encargados de
satisfacer  el  derecho fundamental  a  la  salud en términos personales,  sino que es un deber
preferente  que  tiene  como sujeto  pasivo  al  Estado.  Los  deberes  preferentes  del  Estado  de
asegurar a todas las personas el derecho a la salud conllevan múltiples deberes jurídicos para
distintos actores, organizaciones e instituciones. Por tanto, no se puede imputar a la ministra
Castillo como responsable de hechos que son fallas sistémicas y de larga data -debo agregar-, y
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que tienen múltiples obligados.

Por otra parte, en el propio libelo se culpa a la ministra incluso -quiero destacar y subrayar estopor
hechos del Consejo de Defensa del Estado. Los honorables diputados y diputadas comprenderán
que el Consejo de Defensa del Estado no depende de la ministra de Salud. Se culpa a la ministra
de que ese organismo no haya incoado acciones civiles y penales derivadas del retraso en la
construcción de algunos hospitales, en circunstancias de que el Consejo de Defensa del Estado
goza de discrecionalidad legal para entablar los juicios que estime convenientes.

Asimismo,  en  otros  capítulos,  los  acusadores  sostienen  que  es  propio  del  ámbito  de
responsabilidad  de  la  ministra  el  acceso  universal  de  garantías  de  oportunidad,  en  el  que
intervienen incluso prestadores que no son de dependencia directa del Ministerio de Salud, y en el
que se requiere el impulso procesal del beneficiario.

Para terminar, quiero referirme al último capítulo del libelo, en el que por lo menos la causal está
bien invocada, pero los hechos son patentemente falsos.

Los acusadores alegan que la ministra Castillo no habría dictado dentro del plazo legal los decretos
para la ejecución de la ley N° 20.850, también llamada “ley Ricarte Soto ”. Sin embargo, el decreto
supremo N° 54, de 2015, y el decreto supremo N° 59, fueron dictados dentro del plazo que
establecía la ley N° 20.850. En derecho administrativo es clarísimo cuando se ha terminado el acto
jurídico de dictar un decreto. Otra cosa es el control preventivo de legalidad de dicho decreto, ya
dictado por parte de la Contraloría General de la República.

Por tanto, pretender imputar el retraso que ese órgano constitucionalmente autónomo se haya
podido tomar, para intentar plantear que los decretos no fueron dictados dentro del plazo legal, es
francamente incomprensible. Respecto del tercer decreto, para el cual la “ley Ricarte Soto ” no
estableció un plazo legal, cabe hacer presente que este ya se encuentra dictado y en trámite de
toma de razón por la Contraloría.

En  síntesis,  para  terminar  la  cuestión  previa  que  estamos  enervando frente  a  la  honorable
Cámara,  debo señalar  que la acusación constitucional  es un mecanismo para hacer valer  la
responsabilidad constitucional de determinadas autoridades y por las causales específicas que la
Constitución Política establece.

La conducta respecto de la cual se formula un juicio de reproche debe ser atribuible a una acción u
omisión de quien es el sujeto pasivo de un cumplimiento preciso. Los ministros de Estado son
acusables constitucionalmente por distintas causales; en la materia que nos ocupa, por infringir la
Constitución Política o las leyes o haberlas dejado sin ejecución.

Como mecanismo para efectuar un juicio de responsabilidad, toda acusación constitucional debe
versar sobre hechos realizados personalmente por la autoridad susceptible de ser acusada, en el
ejercicio de las atribuciones propias de su cargo y no de otras que le confiera el ordenamiento
jurídico.

La acusación constitucional interpuesta en contra de la ministra Castillo se funda en hechos que
corresponden a actos, omisiones o conductas atribuibles a terceros o por cuestiones sistémicas.

Una acusación constitucional, como planteé al inicio, es un juicio jurídico-político de la mayor
importancia.
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La responsabilidad que le cabe a esta Corporación es aplicar el derecho constitucional a esta
acusación, por las causales de derecho estricto que el Código Político taxativamente establece.

Con el mayor de los respetos a los diputados acusadores, nos parece que esta acusación carece
enteramente de fundamento y, por tanto, consideramos que debe ser declarada inadmisible.

Por lo tanto, solicito formalmente a la honorable Cámara de Diputados que acoja la cuestión previa
que se ha planteado y fundamentado, que declare improcedente la acusación presentada en
contra de la ministra de Salud, señora Carmen Castillo , y, en consecuencia, que se tenga por no
presentada.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

La defensa de la ministra de Salud ha hecho uso de la palabra.

A continuación, corresponde oír a los diputados miembros de la comisión informante. Tiene la
palabra, en primer término, el Presidente de la Comisión encargada de estudiar la procedencia de
la acusación constitucional, diputado señor Lautaro Carmona .

El señor CARMONA.-

Señor Presidente, por su intermedio saludo a la ministra de Salud, señora Carmen Castillo ; al
subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows ; al abogado defensor, señor Javier Couso , y a su
asesora;  al  ministro  secretario  general  de  Gobierno,  señor  Marcelo  Díaz  ,  y  al  ministro  de
Hacienda, señor Rodrigo Valdés , quienes se encuentran en la Sala.

En cuanto al asunto que nos convoca, creo necesario precisar algunas cuestiones formales acerca
del procedimiento que emplea la Cámara de Diputados para conocer una acusación constitucional.

La primera es que se forma una comisión de cinco parlamentarios, elegidos por sorteo, a la que se
le encomienda estudiar la procedencia de la acusación constitucional, la cual debe conocer tanto
los argumentos de la parte acusadora como los de la defensa.

En  esta  ocasión  quiso  el  azar  que  los  cinco  diputados  que  conformamos  la  comisión
perteneciéramos a la Nueva Mayoría. En otra ocasión los cinco integrantes fueron de la Alianza por
Chile, conglomerado político que hoy se encuentra en la oposición.

Marco este punto porque algunos imaginaron posible quitarle crédito al trabajo de la comisión por
el solo hecho de estar constituida por cinco diputados de la Nueva Mayoría, como si esto se
decidiera mediante una resolución de la Mesa de la Cámara y no mediante un sorteo. Para ser
precisos, los miembros de la comisión fuimos elegidos por medio de un sorteo por tómbola,
mecanismo que se utiliza desde hace mucho tiempo en esta Corporación.

La segunda precisión en cuanto a las formalidades es que la comisión no resuelve la acusación
constitucional ni la cuestión previa, sino que trabaja para elaborar un informe que contiene una
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posición propia sobre el problema, para que sea la Sala la que resuelva. Por lo tanto, es imposible
imaginar que solo por azar se resolverá una cuestión de contenido o que por esta vía se pueda
sorprender a la mayoría de la Sala, pues es esta la que resuelve, previo conocimiento de los
antecedentes y después de escuchar los alegatos de las partes.

Lo digo porque se podría intentar hacer creer a la opinión pública que el destino de esta acusación
está escrito, dada la composición de la comisión que abordó el tema. Si alguien imagina que la
composición de la comisión y la posición de sus integrantes definen per se el destino de una
acusación,  yo  tendría  que  consultar  aquí  -lo  que  seguramente  se  preguntará  la  gente  que
conocerá de esto si la composición de la Sala de la Cámara de Diputados no es previa a la
acusación constitucional, con mayoría de la Nueva Mayoría. Si ese fuera el funcionamiento, habría
que pensar que una acusación así no tiene sentido ni destino.

Con todos estos elementos,  la comisión resolvió,  por definición de su Presidente,  quien está
interviniendo, que en las sesiones participara una cantidad de parlamentarios que sostenían la
acusación igual al número de diputados integrantes. Sabemos que los diputados tienen derecho a
asistir a cualquier sesión de una comisión que funcione en esta Corporación, pero en este caso los
parlamentarios acusadores tuvieron acceso a la misma información que recibieron formalmente
los miembros titulares. Además, se les reconoció el derecho a proponer invitados y no tuvieron
limitaciones para intervenir durante el funcionamiento de la comisión.

Asimismo, para mayor transparencia, se acordó que las sesiones de la comisión se transmitieran
por el canal de televisión de la Cámara de Diputados y que en ellas se permitiera la presencia de
periodistas, invitados y asesores. El único límite fue la capacidad de la sala en que sesionamos.

Eso en relación con la forma en que funcionó la comisión.

Menciono un par de falencias que considero deben ser subsanadas en el Reglamento de la Cámara
de Diputados, pues se relacionan con la eficacia de una comisión de esta naturaleza.

¿Cuál es el quorum exigido para que sesione una comisión encargada de estudiar una acusación
constitucional? Ello no lo precisa el Reglamento. Se aplica una proyección de cuatro, sobre la base
de que las  comisiones  regulares  de la  Cámara deben funcionar  con cuatro  diputados como
mínimo; pero son trece sus integrantes. Cuatro respecto de trece es distinto que cuatro de cinco.
Además, esos cuatro de trece pueden ser reemplazados; pero en el caso de estos cuatro de cinco,
ninguno puede ser reemplazado.

En  eso  debemos  hacer  las  precisiones  reglamentarias  necesarias,  porque  los  problemas  de
formalidad pueden provocar dificultades que no ayudan al buen funcionamiento de un instrumento
idóneo para evaluar una acusación constitucional, como son este tipo de comisiones.

Creo que los argumentos expuestos por el abogado Couso en representación de la ministra, que
hemos  escuchado  quienes  estamos  siguiendo  este  debate,  han  sido  contundentes  y
circunstanciados, y que ayudan mucho para exponer cuál fue la posición individual y la de la
propia comisión respecto a este tema.

Cuando se dice que la acusación constitucional es un mecanismo excepcional y de ultima ratio, se
quiere expresar que las causales para presentarla deben restringirse exclusivamente a faltas
graves a la Constitución y a las leyes. Para tener una idea de la profundidad de estas faltas, llamo
a poner  atención  en las  causales  taxativas  que ameritan  la  presentación  de  una acusación
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constitucional, ya mencionadas por el señor abogado: “haber comprometido gravemente el honor
o la seguridad de la Nación, (…) y por los delitos de traición, concusión, malversación de fondos
públicos y soborno”. En ese contexto, el artículo 52, número 2), letra b), de la Constitución señala
también “infringir la Constitución o las leyes(…)”. Por lo tanto, no es una enumeración que incluya
el término “etcétera”, no es una enumeración que no tenga un contexto como referencia: son
faltas gravísimas que deben estar presentes para justificar una acusación constitucional.

¿Por qué tanta exigencia para sostener y probar una acusación constitucional? Porque la acusación
constitucional tiene repercusiones directas en la persona del acusado; en este caso, de la acusada.
Aquí no se trata de que la ministra pierda su cargo, porque ello puede ocurrir, si así lo estima la
Presidenta de la República, sino de que, de declararla culpable, se le aplicará una sanción: se la
privará por cinco años de la posibilidad de desempeñarse en el sector público, pues no podrá
ejercer ninguna tarea de delegación ni de representación por decisión de la soberanía ciudadana.

Eso no es menor, sino algo de marca mayor. Si en esto caemos en el juego de las mayorías
circunstanciales -ellas existen en la Cámara de Diputados-, podemos llegar a situaciones como las
que se dieron con mucha más facilidad, dado que este proceso no tenía esta repercusión tan
fuerte, en el tiempo en que se generó una crisis institucional bajo el gobierno de Salvador Allende:
las acusaciones eran de parte de muchos políticos, más allá del rigor, más allá de la seriedad, más
allá de la responsabilidad política ante el país.

Entonces,  si  esa  es  la  consecuencia,  no  se  puede  usar  la  acusación  constitucional  como
mecanismo de fiscalización, pues la Cámara de Diputados tiene un rol fiscalizador, y para ello hay
instrumentos:  interpelaciones,  tramitación  de  proyectos  de  acuerdo,  envío  de  oficios,  que
obviamente superan a la acusación constitucional. Al respecto, qué ve uno en la argumentación
hecha por los acusadores: que se trata de marcar un punto de inflexión; que se intenta llamar la
atención de nuestro país sobre una buena causa.

No sé quién va a sostener públicamente que la ministra no se preocupa por la salud pública de
Chile, menos aún cuando esto se marca día a día en cada testeo de opinión. Entre los primeros
problemas figuran seguridad ciudadana, salud pública.

Estoy de acuerdo -ello me parece muy bien con que haya tanta convergencia para poner en
primer lugar el derecho a la salud como responsabilidad principalísima del Estado de Chile. Pero
no caigamos después en decir que por sobre el derecho a la salud está el derecho a la libertad de
elección. No, primero está el derecho a que la salud se halle garantizada.

Ese es un debate.

Por otra parte, se argumentó que la salud pública vive una aguda crisis. Concordaré en dicha
afirmación si nos ponemos de acuerdo en qué es una crisis.

Una crisis, desde la mirada de la dialéctica, es cuando una contradicción no se puede seguir
administrando; es cuando tesis y antítesis tienen que hacer síntesis. Eso es una crisis, desde el
punto de vista dialéctico.  Asumo que esa es la perspectiva que estamos empleando aquí.  Y
evidentemente, tesis, Estado subsidiario a cargo de la salud, y antítesis, personas con derecho a
que el Estado les cubra la salud, no pueden seguir existiendo sin que se resuelva la crisis. ¡Es
evidente!

Entonces, cuando hablamos de esto hay que preguntarse cuál es la causa de la crisis en salud. Su
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causa se encuentra en el Estado neoliberal,  en el Estado que ha permitido que la salud sea
mercancía, en el Estado que ha permitido que sectores privados lucren con las enfermedades de
la gente. Ante todo eso entra el Estado subsidiario, cuando el privado no puede o no quiere
hacerse cargo de la demanda. ¿Cómo lo hace? Esta es una particularidad, porque las leyes de
mercado son muy especiales. El Estado entra poniendo plata en los privados para resolver las
demandas de lo público. ¡O sea, más plata para los privados!

Ese es el debate de esa crisis. Esa crisis no soporta seguir siendo administrada.

¿De qué manera se afecta el Estado como subsidiario cuando un privado no cumple?

¿Cuáles son, además del modelo de desarrollo, las causas -esto, ya en lo interno, como sistema de
la crisis de la salud? Crisis de infraestructura. ¿Será esa la principal causa? Crisis de tecnología y
de logística: camas, alimentación, etcétera; crisis de recursos humanos, esto es, médicos, médicos
especialistas y otros profesionales y trabajadores vinculados a la salud pública.

¿Por qué no hay especialistas en las regiones? ¿Por qué razón existe tanta demanda de ese tipo de
profesionales en regiones? Yo represento a Atacama y sé lo que eso significa: debido a esta
relación entre lo público y lo privado, los especialistas se encuentran capturados en el ámbito
privado, y por opción personal y haciendo uso del derecho a la libertad individual, centralizan su
actividad en regiones altamente concentradas, donde los rendimientos trabajando y haciendo
turnos en el sector público, pero luego en el privado se multiplican por ene si los comparamos con
los de otra región.

Mediante un decreto de la ministra no se puede inventar una cantidad de especialistas para que
cubran las listas de espera en las regiones si no existe disponibilidad del recurso humano, insisto,
porque este se halla concentrado.

Hago  el  punto  porque  se  relaciona  directamente  con  la  debilidad  que  exhibe  la  acusación
constitucional.  ¿Por  qué? Porque la  acusación constitucional  podría ser  una gran minuta con
argumentos para debatir aquí, de la forma en que lo estamos haciendo, el tema de la salud
pública. Pero este no es un problema de la ministra, de la actual administración o de otra. Es más,
como es la ministra Carmen Castillo -la menciono con nombre y apellido la acusada y quien
debiera  eventualmente  pagar  la  sanción  de  los  cinco  años,  me  pregunto:  la  falta  de
infraestructura, la falta de logística, la falta de recursos humanos que explican el incumplimiento
del Estado respecto a la demanda de salud ¿tienen diez meses? ¿Hace diez meses, tiempo en que
la ministra Carmen Castillo asumió el cargo, se produjo esta crisis?

Ese argumento -lo digo francamente tiene cierta demagogia y busca otro impacto. Estoy dispuesto
a exponerme al otro impacto, si la discusión va a ser en tales términos. Pero realizar así el debate
de esta acusación constitucional es, como se dice vulgarmente, chacrear, o como lo expresó el
abogado, banalizar un instrumento que es de lo más riguroso en cuanto a los deberes de aquellos
que estamos dedicados a lo público. Esto no puede abordarse, no digo con ligereza, sino con esa
falta de rigor.

Señor Presidente, señalaré solo un ejemplo respecto de los capítulos de la acusación, para que
veamos cuál  es el  rigor  y el  peso de ella,  lo  que también nos obligará a introducir  nuevas
precisiones explícitas sobre la materia en nuestro Reglamento.

El capítulo 1° del libelo acusatorio señala que la falta de la señora ministra fue, a juicio de los
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acusadores,  no haber  contestado dentro  de treinta  días  el  oficio  enviado por  la  Cámara de
Diputados, el cual se acordó a raíz de la interpelación de la que fue objeto la personera en esta
Corporación.

¡Qué casualidad! No quiero imaginar que a partir de esa interpelación ya se estaba construyendo
el motivo de fondo para llegar a esta acusación constitucional. Quiero imaginar que es algo casual
el que treinta días después de aquello viniera esta acusación.

Ahora bien, ¿en qué argumento se basan para decir que la ministra faltó gravísimamente casi
como que cometió traición a la patria al no contestar dentro de treinta días el referido oficio? En
que la cuenta en la Sala fue de fecha 11 de noviembre, o sea, después de treinta días.

Si se nos ocurriera establecer por Reglamento que los días tuvieran 26 horas, que los domingos
fueran  días  hábiles  o  que  cinco  días  a  la  semana  fueran  feriados,  podríamos  hacerlo,  si
estuviéramos  todos  de  acuerdo.  Pero  eso  sería  válido  solo  entre  nosotros,  para  nuestro
funcionamiento. Que yo sepa, la ministra no es parlamentaria: es ministra. En consecuencia,
cuando  a  ella  le  hablan  de  treinta  días  conforme  a  la  Constitución,  no  puede  empezar  a
preguntarle a la Cámara de Diputados qué son treinta días, porque lo lógico es excluir de ese
plazo los días feriados y domingos. Esa es la única lógica.

Entonces, aquí hay un problema que debemos corregir y explicitar en nuestro Reglamento, porque
quiero asumir que todas las motivaciones son bondadosas, en beneficio de Chile. Pero les hemos
hecho perder tiempo a una cantidad de colegas justificando una acusación constitucional sobre
tan grave falta como es no responder un oficio en treinta días.

Por su intermedio, señora Presidenta, le digo a la ministra que se habría ahorrado mucho tiempo si
hubiera respondido a los veinte días el oficio. Con ello se acabaría esta acusación, pues no tendría
un capítulo 1°. Le faltaría un capítulo.

Entonces, ¿cuál es el rigor?

Sin embargo, el argumento que sostiene la propia acusación -no la respuesta de la defensa en el
capítulo 1° en que alega sobre los treinta días dice expresamente: “En ningún caso los acuerdos,
observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros
de Estado”.

Ese es el segundo problema.

Los treinta días no estaban bien contados: el Reglamento de la Cámara de Diputados, que es un
poquito interpretable, confundió. Pero hay una segunda cuestión que no entiendo cómo confunde
cuando uno mismo la cita: que la no respuesta dentro de treinta días no amerita una acusación
constitucional contra una ministra de Estado.

Entonces, no entiendo. Si esa es la fortaleza de la acusación, estamos en un problema. Hago este
alegato, porque, a fin de cuentas, creo que no puede usarse la acusación constitucional para abrir
debate sobre miradas políticas, ideológicas -pueden ser muy loables; todos tenemos derecho a
tenerlas  respecto  de  la  marcha  del  país  o  una  mirada  de  sociedad.  Pero  resulta  que  otro
argumento de la acusación reclama incumplimiento de los compromisos programáticos adquiridos
durante la pasada campaña electoral.
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Bien -lo manifesté-, me encantaría que hubiera una relación directa entre los compromisos del
programa de gobierno hechos en campaña y su cumplimiento. Incluso, que su incumplimiento
ameritara la revocabilidad de los cargos. Pero eso no existe más allá de mi deseo. Lo seguiré
planteando; pero mientras no sea una norma no puede originar una acusación constitucional.

Pareciera ser que lo que más preocupa aquí es el llamado punto de inflexión. El problema de salud
es tan grave que hace falta ver cómo -ello no me parece, a lo menos, solidario nos apropiamos del
punto, porque quienes acusan, defienden la salud; aquellos que defienden, apoyan que la salud
conlleve prejuicios y perjuicios para mucha gente.

A las sesiones que celebró la comisión asistieron nueve organizaciones de familiares, pacientes y
funcionarios.

Para evitar  que se generen prejuicios en este punto,  debo precisar  que solo una de dichas
organizaciones fue invitada por los miembros de la comisión, y ocho, por los acusadores.

Insisto  además  en  que  las  sesiones  fueron  transmitidas  por  el  canal  de  televisión  de  la
Corporación.

En la referida instancia ninguno de los invitados manifestó que su problema era que en la “ley
Ricarte Soto ” no estaban incluidas tales o cuales enfermedades, o que el problema que tenía se
solucionaba en la medida en que se acusara constitucionalmente a la ministra.

Debió haber una interpelación para un “sí” o un “no”. Digan “sí” o “no”, para que en una segunda
intervención… No me parece.

Todos sabemos que para una persona afectada por un problema de salud esa situación le significa
un mundo entero, pues compromete su propia vitalidad, pero también la de su familia, que debe
preocuparse por ella. Pero esto no puede utilizarse políticamente, porque puede parecer una
manipulación -no digo que lo sea, sino solo que puede parecerlo-, ya que estamos hablando de
situaciones  que  producen  un  gran  efecto  en  lo  emocional,  en  la  estabilidad  familiar,  en  el
rendimiento de la economía familiar.  Por  tanto,  no se puede tener una mirada maniquea al
respecto.

Ese no es el punto.

Si quisiéramos ir al punto central de este debate, insisto en que deberíamos ver cuáles son las
causas que originan lo que ya denominé como “crisis”.

Así,  se trata de una acusación en que lo taxativo, esto es, lo que no tenga interpretación y
constituya prueba irrefutable, no existe; de una acusación que no tuvo pruebas.

Hubo otro argumento durante el trabajo de la comisión. Faltan las respuestas al oficio. Estas serían
las pruebas. Entonces, los mismos que argumentan en el documento acusatorio que hay treinta
días para responder, piden como prueba las respuestas al oficio en una comisión que, como plazo
máximo, tiene dieciséis días. ¿No es eso una contradicción?

La acusación no puede depender de eso. Por lo demás, nadie dijo que en el curso del trabajo de la
comisión que la evaluó había que construir las pruebas. Cuando uno elabora una acusación, tiene
los cargos y, por tanto, las pruebas para probarlos, para que haya el debido proceso, el cual, por
cierto, parte de la hipótesis de la inocencia en tanto no se pruebe… Además, quien acusa debe
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aportar la prueba. Eso lo saben todos, y, sin embargo, no fue lo que sucedió en esta acusación.

Señor Presidente, esto se puede discutir  punto por punto, pero creo que, en el  fondo, y sin
pretender apoderarse de un espacio que legítimamente le corresponde a la Sala, la comisión se
pronunció respecto de la cuestión previa después de escuchar los argumentos de la defensa.
Incluso más, consideró que es necesario cuidar y perfeccionar este instrumento, pues parece una
exageración que haya tanta sanción complementaria a la destitución de un ministro o ministra.

Eso será materia de un debate que deberemos realizar en algún otro momento; sin embargo, en
tanto ello no ocurra, no se puede considerar que la acusación constitucional sea un instrumento
para el activismo político o utilizarlo con finalidades proselitistas basadas en la contingencia.

Por otra parte, nos guste o no, somos un país presidencialista, por lo cual afectar una atribución
exclusiva del jefe o jefa de Estado es afectar también la estabilidad y la gobernabilidad del país,
toda vez que corresponde a la Presidenta de la República nombrar y remover a los ministros de
Estado, a base de la evaluación que la mandataria haga de la acción política de quienes eligió para
desempeñar cargos de esa naturaleza. No se trata, entonces, de funcionarios de confianza del
Congreso Nacional o de la Cámara de Diputados.

Muchas de las afirmaciones que se hicieron en el seno de la comisión estuvieron vinculadas con el
inicio  del  proceso  constituyente,  pues  se  hizo  referencia  a  contenidos  que  debieran  estar
presentes en una nueva Constitución. En ese sentido, espero que efectivamente la nueva Carta
Fundamental, que surgirá de un debate que considera la más amplia participación, en el cual no
dudo que opinarán todos los afectados por el déficit de salud pública, deberá garantizar la salud
con titularidad en el Estado, pero no a través de su rol subsidiario, pues la idea es que el Estado
tenga absoluta incidencia en que toda persona que sea parte de nuestra sociedad, nacida o no en
el país, tenga garantizado el acceso a las prestaciones de salud; no como una concesión dadivosa
del sector privado, que desocupará algunas camas siempre y cuando el Estado le cancele como si
fuera privado, sino porque el Estado tenga competencia constitucional para aquello.

De esa forma, la salud pública será un derecho constitucional garantizado para todos y todas, y no
solo una reflexión para un discurso en el que, al final, lo que se impone es el mercado de la salud,
con las consecuencias que algunos buscan tenga como contenido esta acusación constitucional,
indistintamente de que el libelo cumpla o no con las exigencias que la Constitución y las leyes
establecen.

Creo que este  conjunto de argumentos son los  que nos llevaron a  que como comisión nos
hayamos pronunciado para declarar como no admisible la acusación y dado lugar a la cuestión
previa.

Como dijo el diputado Hugo Gutiérrez , no se puede pervertir un instrumento constitucional para
fines, loables o no, distintos a los que corresponden a la esencia de una acusación constitucional,
porque, de ser así, se estaría relajando el uso de un instrumento que nos pertenece como ente
fiscalizador de la República de Chile.

Insisto, lo descrito son argumentos que, junto con el estudio del mérito de la acusación, nos
permitieron pronunciarnos a favor de aprobar la cuestión previa y de rechazar la acusación en sí
misma.

He dicho.
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El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Tiene la palabra el diputado Guillermo Ceroni .

El señor CERONI.-

Señor Presidente, no cabe duda de que la comisión de acusación constitucional atendió en forma
muy detenida los argumentos expuestos en su seno, los que, obviamente, fueron contundentes
para rechazar la acusación y acoger la cuestión previa.

Como corresponde, escuchamos opiniones sobre la materia en estudio antes de emitir nuestros
juicios, para lo cual invitamos a diversos expertos versados en estos temas, cuyas exposiciones
fueron categóricas a favor de desechar la acusación, con excepción de una minoría, ya que, por lo
que recuerdo, fue solo un profesor el que sostuvo la procedencia del libelo.

Los  argumentos  fueron  tan  categóricos  que  incluso  expertos  invitados  por  petición  de  los
diputados acusadores, como algunos representantes de asociaciones de enfermos de patologías
que  no  están  incluidos  en  la  “ley  Ricarte  Soto”,  coincidieron  en  que  ese  problema no  era
responsabilidad de la ministra, sino del hecho de no haber sido considerados en la ley, por lo cual
solicitaron su incorporación.

El propio Colegio Médico sostuvo, mediante carta suscrita por su presidente, el doctor Enrique
Paris , que las dificultades y falencias no son responsabilidad única y exclusiva de las autoridades
que actualmente se encuentran a la cabeza del Ministerio de Salud, que los errores de gestión se
arrastran por décadas, periodo en el que solo se han dado soluciones de corto plazo, sin que se
hayan tomado las medidas que atiendan los problemas de fondo.

En conclusión, el presidente del Colegio Médico planteó que es necesario mejorar el sistema, pero
que eso no es responsabilidad de la ministra.

Ahora, cabe tener en cuenta que la acusación constitucional es un mecanismo excepcional en
cuanto a las causales que la hacen procedente respecto de un ministro de Estado, claramente
establecidas en el artículo 52, Nº 2, letra b), de la Constitución Política. Según dicha disposición,
para acusar constitucionalmente a un ministro este debe haber infringido “…la Constitución o las
leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de
fondos públicos y soborno.”.

Creo que eso requiere  nuestra  máxima atención,  pues,  tras  analizarlo  con detenimiento,  se
concluye que la presente acusación carece de pruebas y de antecedentes que acrediten los actos
que se imputan a la ministra. Todo capítulo de la acusación debe satisfacer las condiciones que se
consignan en la Constitución, por lo que, en consecuencia, no solo se deben expresar claramente
las imputaciones que se hacen, sino también probarlas.

La acusación constitucional también debe hacer compatible un régimen de gobierno en el que los
ministros  de  Estado  no  son  de  confianza  del  Congreso  Nacional,  sino  del  Presidente  de  la
República.

En consecuencia, el Poder Legislativo debe usar la acusación constitucional dentro de lo que
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establece claramente la Constitución y no como método para que el Congreso Nacional quite la
confianza a los ministros de Estado.

Los diputados utilizan la  acusación constitucional  para realizar  un juicio  de mérito sobre las
distintas  labores  que  desempeñan  el  ministerio  y  la  ministra.  En  este  caso,  la  acusación
interpuesta se encuentra plagada de afirmaciones que constituyen juicios de mérito sobre el
desempeño del sistema nacional de salud. Obviamente, no hay duda de que no se expresa con
claridad cuál es el objeto de la acusación y qué relación tiene en la gestión de la ministra para, por
ejemplo, fallar en todo lo que significa el sistema de salud.

La grave crisis que dicen ellos que vive el sector de la salud pública no puede ser imputable a la
ministra bajo ningún punto de vista. A pesar de que tenemos un problema en salud, no podemos
hablar de “una grave crisis”, porque, con el tiempo, la atención ha ido mejorando cada vez más.
Incluso, de ser efectiva tal crisis, no sería imputable a la ministra de Salud, puesto que ella se
maneja dentro de un contexto en el que diversos actores deben apoyar para que finalmente
tengamos una atención de salud más eficiente. Hasta el Ministerio de Hacienda debe concurrir,
dentro de lo que es un presupuesto lógico de una nación, para lograr que la atención de salud sea
la mejor que el país pueda dar. Creo que Chile ha tratado de manejar todo el sistema de salud de
la mejor forma, de acuerdo con los recursos disponibles.

Tampoco hay duda de que ha habido una omisión de toda prueba para acreditar lo que los
acusadores plantean en la acusación constitucional. La naturaleza de esta, como todo sistema de
imputación de responsabilidad, supone la garantía de presunción de inocencia, de lo cual se
desprende  que  la  carga  de  la  prueba  en  este  proceso  es  de  la  parte  acusadora,  porque
obviamente hay presunción de inocencia de la ministra correspondiente.

Aquí  no  vemos pruebas  que nos  permitan  acreditar  que hay  mérito,  conforme lo  señala  la
Constitución, para invocar algunas de las causales de la acusación constitucional en contra de la
ministra. En efecto, se debe establecer claramente la infracción pertinente a la Constitución por la
cual la ministra puede ser destituida.

Como indiqué, no podemos adjudicar a la ministra infracciones a la atención de salud, porque hay
todo un sistema que va más allá de su gestión, la cual, a mi juicio, ha sido buena.

También se ha dicho en la acusación que se ha dejado sin efecto la ejecución de las leyes. Dar una
interpretación tan amplia a las causales conllevaría a desnaturalizar la acusación constitucional
como mecanismo para perseguir la responsabilidad jurídico-constitucional de cierta autoridad y
transformarla en un instrumento meramente político, porque es muy ambiguo decir “dejar sin
ejecución las leyes”.

Al  respecto, cabe precisar que la expresión “infringir  la Constitución o las leyes”, pese a su
enunciado aparentemente amplio, se refiere a las infracciones cometidas en el desempeño de los
deberes constitucionales de un ministro y no a cualquier infracción o incumplimiento de las leyes.
Por eso, invocar la inejecución de la ley como causal de la acusación constitucional deducida en
autos supondría que la autoridad acusada omitió su deber legal, que en su investidura de ministra
de Estado no puede ser otra que el de no haber concurrido a suscribir, por ejemplo, la dictación de
reglamentos o de decretos supremos en ejecución de una ley.

En relación con lo señalado, la acusación constitucional desconoce la letra del texto constitucional
y la doctrina tantas veces reiterada por la Cámara de Diputados, con el propósito de construir
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artificiosamente una causal de acusación constitucional. Es así que, siendo la firma ministerial un
elemento de la esencia de los actos administrativos presidenciales, la Constitución protege por la
vía del cargo y la inhabilidad para ejercer funciones públicas, sean o no de elección popular, por
cinco años.

Por  otra  parte,  los  acusadores  no  justifican  por  qué  dichas  consecuencias  debe  soportarlas
individualmente.

En lo referente a los hechos, la ministra de Estado dio clara ejecución a su facultad de dictar los
reglamentos en el plazo correspondiente, por ejemplo, respecto de la “ley Ricarte Soto ”. Incluso,
dos reglamentos estaban absolutamente vigentes al momento de la acusación constitucional. Los
reglamentos a dictarse eran tres, y uno de ellos ya estaba firmado por la ministra y se encontraba
en tramitación en la Contraloría General de la República.

En consecuencia, no se puede imputar eso a la ministra.

En el fondo, bastaba con la sola firma de la ministra para haber cumplido con su obligación, por lo
que, como dije, no se le puede imputar ninguna responsabilidad como para haberla acusado
constitucionalmente.

También se le adjudica como una infracción a la Constitución el hecho de no haber dado respuesta
al oficio enviado por algunos diputados.

En ese sentido, ella fue diligente, porque lo respondió dentro de los plazos establecidos, lo que
consta en la Secretaría de la Cámara. La ministra recibió el oficio en fecha precisa, que se ha
determinado en la propia acusación por la Secretaría General de la Presidencia, el cual respondió y
fue recibido por la Cámara de Diputados dentro del plazo establecido. Otra cosa es que se pudo
dar cuenta de él en la Sala después del plazo determinado por el Reglamento de la Corporación.

Insisto, ella cumplió en el plazo respectivo.

Por otra parte,  los acusadores imputan a la ministra responsabilidades por haber dejado sin
ejecución  las  leyes  en  el  caso  del  plan  AUGE,  especialmente  lo  relativo  a  las  garantías  de
oportunidad que contempla ese sistema y la aplicación del bono AUGE.

Sin embargo, la ley N° 19.966 señala que las garantías de oportunidad del plan AUGE deben ser
cumplidas por otros organismos, los cuales son públicos y descentralizados, como el Fonasa, las
isapres  y  la  Superintendencia  de  Salud,  entidades  que  no  dependen  jerárquicamente  de  la
ministra. Por ello, lo que ocurra en ese ámbito es de responsabilidad de esos organismos públicos,
a los cuales la ministra no puede dar órdenes directas. Estaría incumpliendo la ley si se arrogara
atribuciones que la normativa no le otorga.

En definitiva, si revisamos las otras causales, como no haber hecho una gestión eficiente en el
sector  salud  u  hospitalaria,  por  ejemplo,  no  haber  terminado  los  hospitales  comprometidos,
haberse atrasado en el plan de inversiones o por una inejecución presupuestaria, nos damos
cuenta de que es algo que no resiste ni el más mínimo análisis, porque, como he mencionado y se
ha dicho acá, eso figura en un programa de gobierno, lo que implica que distintos actores deben
cumplir las metas que son propias de ese programa.

En  consecuencia,  no  podemos  adjudicar  a  una  ministra  responsabilidad  por  infracción  a  la
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Constitución,  por  la  demora  o  la  inejecución  de  algunos  aspectos  propios  de  un  programa
presidencial, que es una aspiración a cumplir cuando ya se es gobierno.

Por lo tanto, no hay ninguna razón para dar lugar a esta acusación, por lo que la cuestión previa
que se ha planteado, en mi opinión, debe ser acogida, como explicó la defensa de la ministra de
Estado.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).-

Tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando .

La señora HERNANDO (doña Marcela).-

Señora Presidenta,  por  su intermedio,  saludo a la  ministra,  a  la  subsecretaria  y  al  abogado
defensor.

Señora Presidenta, tuve la suerte de salir sorteada para participar en la comisión que analizó la
acusación constitucional en contra de la ministra de Salud, señora Carmen Castillo .

Quienes conformamos esa instancia, nos comprometimos desde el primer momento a realizar un
trabajo serio, sin parafernalia ni manipulaciones mediáticas que crearan un entorno que quitara
validez a la atribución constitucional que tenemos los parlamentarios; pero, a poco de analizar la
acusación, pudimos constatar que estaba siendo mal empleada.

Señora Presidenta,  por su intermedio me dirijo a la Sala para informar respecto de la tarea
encomendada y  del  convencimiento  que  me fui  formando en  el  transcurso  de  las  sesiones
realizadas por nuestra comisión para analizar esta acusación constitucional.

Quiero enfatizar que acudí desde la primera sesión con el  ánimo de escuchar y dispuesta a
cambiar de opinión cuando los argumentos fuesen convincentes. De hecho, mi percepción previa
respecto de los capítulos que consideraba más sólidos en la acusación, cambió radicalmente.

Finalmente,  me dispuse  a  admitir  que los  capítulos  2°  y  3°,  referidos  a  la  ejecución  de  la
infraestructura y al cumplimiento de garantías, podían ser evaluados según una interpretación
extensiva de las responsabilidades ministeriales, de acuerdo con lo que recomendaron algunos
expertos  constitucionalistas,  como la  profesora Ángela  Vivanco ,  de la  Pontificia  Universidad
Católica.

No obstante, terminé convencida de que la debilidad de la argumentación, principalmente por la
ausencia de medios probatorios, hizo posible que la respuesta de la ministra, entregada a la
comisión al noveno día del término del plazo de diez días, aportó antecedentes documentados que
controvertían las afirmaciones de la parte acusadora.

Lamentablemente, es costumbre de algunos políticos descalificar y mediatizar situaciones, lo que
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raya en la falsedad, y criticar y tergiversar hechos a través de redes sociales y otros medios, sobre
todo si se refieren a un problema tan sensible como la salud.

Quienes llevaron adelante esta acusación, participaron en todas las discusiones e intervinieron en
las audiencias y sesiones, incluso más que los miembros titulares; además de que pudieron seguir
la acusación a través del canal de televisión de la Cámara, al igual que el público en general.

Señora Presidenta, las sesiones de la comisión que encabezó el diputado Lautaro Carmona fueron
siempre transmitidas por el canal de televisión de la Cámara. Incluso, cuando argumentamos
nuestro rechazo, la señal estuvo abierta para quienes quisieran tomar conocimiento de nuestras
razones, pues no hubo ningún tipo de censura.

Aprovecho esta instancia para decir que soy muy crítica respecto del estado de la salud de nuestro
país y que he manifestado en innumerables ocasiones que el presupuesto asignado a la salud es
insuficiente, lo que obliga al Estado a asumir una responsabilidad preferente respecto de la salud
de los chilenos y que deje de tener un rol subsidiario. Debe actuar al revés de lo que nos señaló el
modelo durante tantos años. No podemos dejar que los problemas de salud los siga resolviendo el
mercado.

Señora Presidenta, a pesar de que en este momento no se encuentra aquí, por su intermedio hago
un llamado al ministro de Hacienda para que escuche y se dé el tiempo para mirar sin prejuicios
economicistas a un sector de suyo complejo, que se ha ido deformando debido a los incentivos
perversos que se le han aplicado, lo que ha permitido favorecer malas prácticas de los prestadores
a todo nivel. No es menor que seamos uno de los siete países de la OCDE que presenta el mayor
gasto de bolsillo de los usuarios de salud, realidad que es muy regresiva por la forma en que
afecta los presupuestos familiares de los grupos más vulnerables.

Ha sido demasiado manoseada la palabra “crisis” entre quienes afirman que existe y quienes la
niegan. Lo cierto es que los chilenos no tienen la salud que se merecen y que las brechas
aumentan en vez de disminuir. Pero eso no es justificación para mal usar una herramienta de las
escasas que tenemos como Cámara. Tampoco es la mejor estrategia para solucionar la situación
del sector salud.

Es sano para quienes nos escuchan en la radio o nos ven en el canal de televisión de la Cámara
que se reconozca que no existieron antecedentes que respaldaran la acusación constitucional que
hizo la oposición.

Quiero dejar en claro a la ciudadanía que en la comisión se recibió a todas las instituciones que
quisieron conversar sobre la situación de la salud. Incluso, los invitados que solicitó la parte
acusatoria afirmaron que correspondía plantear su problemática en la Comisión de Salud o en una
audiencia  con  la  ministra,  pero  no  como  un  argumento  que  respaldara  una  acusación
constitucional.

Las agrupaciones de enfermos o de gremios que fueron a respaldar los argumentos acusadores,
reclamaban porque sus diagnósticos no estaban incluidos en la “ley Ricarte Soto ”, porque la ley
lisa y llanamente es mala o porque no están de acuerdo con las terapias aprobadas en los
protocolos.

El capítulo acusatorio radicaba en la falta de reglamentos, pero se demostró que todos han sido
dictados en el plazo legal; sin embargo, aunque esos reglamentos existan, los pacientes y sus
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representantes de todos modos seguirían sin estar incluidos en los beneficios de esa ley o estarían
molestos con los protocolos. Por eso, aunque empatizamos con los exponentes y sus problemas,
estos no fundamentaban los argumentos de la acusación.

Me considero afortunada por haber escuchado a muchos expertos, ya que sus opiniones nos
dejaron muy claro lo que era una acusación constitucional y los fundamentos que ella requería. La
acusación que analizamos contiene juicios sobre la capacidad política del gobierno; pero esa
responsabilidad no puede ser perseguida a través de un recurso como este o las referencias que
se hacen en el  libelo al  incumplimiento de promesas de campaña,  como la construcción de
hospitales, un hecho que debe juzgar la ciudadanía en la próxima elección presidencial, pero que
en ningún caso se constituye en una infracción a la Constitución o a las leyes.

La unanimidad para rechazar la acusación en la comisión tuvo que ver con la coherencia de los
argumentos.

Quiero  volver  a  señalar  que  si  bien  estuvimos  disponibles  para  atender  todo  tipo  de
argumentaciones, también es importante hacer la reflexión de que este tipo de acusaciones son el
último recurso en contra de un ministro, ya que son de confianza exclusiva del Presidente de la
República y a él responden; no son funcionarios que gocen de la confianza del Congreso Nacional,
por lo que no corresponde que la Cámara les retire su confianza y los aparte de su cargo por este
mecanismo.  La  unanimidad  del  rechazo  pronunciado  por  nuestra  comisión  obedece  a  las
debilidades de los planteamientos de la parte acusadora.

Respecto  de  los  hechos  más  concretos  en  los  que  se  pudo  haber  aportado  documentos
específicos, quedaron descartados rápidamente. Me refiero a los capítulos 1° y IV, sobre plazos de
respuesta y de dictación de reglamentos.

Quiero hacer mención especial a las garantías explícitas de salud, pues es el argumento más
entendible por la población general. Asimismo, quiero explicar por qué las listas de espera no son
sinónimo de garantías incumplidas.

La  ley  llamada  coloquialmente  AUGE  establece  un  procedimiento  reglado  para  certificar  el
incumplimiento de una garantía, y requiere la participación activa del beneficiario. Esta tiene tres
instancias de plazos y de designación de prestadores alternativos que se desencadenan en forma
secuencial, para terminar en una última etapa en la Superintendencia de Salud.

La  parte  acusadora  no  aportó  ningún  dato  concreto  que  certificara  la  falta  de  garantía  de
oportunidad. El frecuentemente citado documento de Fonasa sobre pacientes fallecidos durante el
tiempo de espera o sobre la falta de garantía de oportunidad, se refiere básicamente a quienes
están atrasados en la primera instancia, es decir,  con el primer prestador asignado, faltando
todavía dos instancias de designación de otro prestador y nuevos plazos, sin que quede claro si
alguno de ellos llegó a completar el proceso y a concretar el reclamo a la Superintendencia de
Salud.

Por ello, determinamos que ninguno de los capítulos acusatorios era capaz de sustentar una
acusación constitucional, una herramienta que tiene esta Corporación y que debe ser usada con
responsabilidad por parte de quienes componen los organismos de poder del Estado.

Reitero,  el  sector  salud  tiene  muchos  problemas,  pero  la  destitución  de  la  ministra  no  los
solucionará.
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He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).-

Tiene la palabra el diputado señor Leonardo Soto .

El señor SOTO.-

Señora Presidenta, como pocas veces en la historia de esta Corporación, hemos debido conocer de
una acusación constitucional que suma tantos y tan graves defectos e imprecisiones de forma y de
fondo, que determinan que sea completamente inadmisible.

Para estos casos, la Constitución establece la denominada cuestión previa, que es un filtro, un
mecanismo de control constitucional, para ser utilizado por la Cámara cuando algunos de sus
miembros  se  ven  tentados  a  desnaturalizar  una  acusación  constitucional,  presentándola  sin
cumplir los exigentes requisitos de procedencia y dirigiéndola a fines impropios o puramente
políticos.

Si bien los fines políticos no son excluidos de ese instrumento -sobre todo porque la Cámara de
Diputados es un órgano político-, cuando se quiere hacer efectiva la responsabilidad constitucional
de un ministro de Estado, es imprescindible que contenga mucho más que la mera crítica política
o la guerrilla ideológica usual. Es necesario que la acusación cumpla con los requisitos mínimos
para que el acusado pueda ejercer debidamente su derecho a defensa y, especialmente, que se
acredite con rigor que incurrió en ilícitos constitucionales.

Ya hemos escuchado a la ministra de Salud acusada y a su abogado, quienes han exigido el
pronunciamiento de esta Corporación sobre la cuestión previa, argumentando que esta acusación
constitucional no cumple con todos y con cada uno de los requisitos para que esta pueda sea
declarada admisible.

Considero -y así lo confirma el voto mayoritario de la comisión que de los antecedentes tenidos a
la  vista,  así  como  de  las  alegaciones  e  informes  recibidos  en  la  comisión,  fluye  clara  la
inadmisibilidad de esta acusación, la cual, lejos de cumplir el estándar constitucional, hace una
interpretación errada y  antojadiza de las  causales  que ameritan su procedencia  y,  a  mayor
gravedad, carece siquiera de argumentos, de fundamentos y de pruebas serias de los hechos que
invoca.

La oposición equivoca el camino cuando intenta utilizar a nuestras instituciones republicanas, sin
un mínimo de seriedad, para obtener ganancias políticas mezquinas y de corto plazo. En este
caso, de manera temeraria e imprudente, ha sometido a la consideración de este Poder del Estado
una  acusación  que  carece  de  un  mínimo  estándar  de  fundamentación  y  en  la  que  solo
encontramos generalidades que ni siquiera dicen relación con las actuaciones propias del cargo de
la ministra; actuaciones que, además, ya fueron conocidas por la Cámara durante la interpelación
a la misma autoridad y que ya está en proceso de superación por el Ministerio de Salud.
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La  desprolijidad  de  la  acusación  es  tan  grande  y  tan  masiva  que  no  se  han  acompañado
documentos  ni  pruebas  para  acreditar  los  hechos  que  sustenten  sus  vagas  acusaciones  ni
tampoco plantea peticiones concretas en su parte conclusiva, como que se den por acreditadas las
causales, que se condene a la ministra o que se impongan las sanciones que correspondan. No
hay nada de ello.

Sencillamente resulta inaceptable la temeridad con que algunos de mis colegas han activado el
procedimiento de juicio político en este caso, por opiniones puramente políticas, por problemas de
nuestro  sistema de salud que,  como todos  saben,  tienen causas  estructurales,  sistémicas  y
orgánicas.

Todos los invitados a la comisión, incluso los que llevaron los acusadores, estaban de acuerdo con
que la destitución de la ministra de Salud, que es el objetivo de los acusadores, no solucionaría los
problemas de salud en Chile ni mejoraría las deficiencias que tiene, porque su conducta o gestión
no es la causa de dichos problemas.

La acusación constitucional constituye un mecanismo excepcional en nuestra democracia, con
causales  taxativamente  señaladas  y  fines  específicos,  cuya  interpretación  también  debe  ser
restrictiva. Es deber de todos los parlamentarios cuidarlo y protegerlo.

No corresponde el uso que se le ha pretendido dar, solo para traer nuevamente a la ministra de
Salud a rendir cuentas de la forma en que está llevando adelante su gestión ministerial, que es lo
que verdaderamente subyace en la acusación.

En la comisión, los acusadores reconocieron explícitamente que su objetivo no era que avanzara
esta acusación, lo que queda claro al leerla. Dijeron que simplemente querían generar un debate
público que obligara al gobierno a utilizar ciertas políticas públicas en pro del sector privado, como
el bono AUGE o la concesión de hospitales a empresas privadas.

No procede que se busque abrir un debate político para analizar las distintas opiniones políticas
que legítimamente pueden existir acerca de la gestión que realiza un ministerio, o del estado de la
salud pública, del cual he sido muy crítico, pero no en el marco de una acusación constitucional,
que tiene objetivos muy distintos.

Antes de votarse esta acusación constitucional, algunos acusadores ya anuncian -escuche bien
que preparan y que presentarán otras acusaciones en contra de la ministra de Salud. Eso tiene un
solo  nombre:  populismo y  frivolidad.  Este  hecho no tiene precedentes  desde la  vuelta  a  la
democracia y pervierte este instrumento constitucional y nuestras instituciones democráticas.

Sugiero que se convoque a una sesión especial o a una comisión investigadora para debatir
resoluciones y acuerdos en materia de salud. Ahí se podrá discutir largamente sobre las opiniones
que se tengan. Sin embargo, no se puede mantener a la ministra del ramo con una orden de
arraigo nacional y bajo amenaza de destitución e inhabilidad para todo empleo público por cinco
años, como ocurre con la ministra de Salud, señora Carmen Castillo . Así no se invita a discutir ni a
acordar las mejoras de nuestro sistema de salud público.

Ahora bien, entrando de manera somera en el fondo de la pretensión de la acusación, cabe
recordar que lo que se debía probar era que la ministra ha tenido un ejercido del poder que se le
confirió, de tal modo abusivo que se ha transformado en una amenaza para los derechos de las
personas.
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Los dos primeros capítulos se refieren a graves problemas en la gestión hospitalaria en el sector
público de la salud y a dejar sin ejecución las leyes en el caso de las garantías explicitas de salud,
en especial, la garantía de oportunidad.

Cabe recordar que estos dos hechos ya fueron largamente conocidos y desvirtuados en esta Sala
hace un par de meses, a propósito de la interpelación que se efectuó a la misma ministra de Salud
respecto de su gestión. Por lo tanto, es la repetición de algo que ya conocimos.

En referencia a los dos capítulos siguientes, sobre aspectos formales, como el incumplimiento de
dar  respuesta  al  oficio  de  la  Cámara  de  Diputados  en  el  contexto  de  una  interpelación
parlamentaria y la inejecución de la ley en el caso de la ley que crea un fondo de medicamentos
de alto costo, las acusaciones han quedado desvirtuadas por el trabajo de la comisión, en la que
se demostró, más allá de toda duda, que eran completamente falsas.

Más allá de estas escaramuzas políticas, que nada aportan al debate, insisto en la necesidad de
arribar a un gran acuerdo para reformar la salud pública, buscando que quienes tienen más y se
enferman menos contribuyan solidariamente,  mediante seguros universales,  a los que tienen
menos y se enferman más. Ese es el verdadero debate pendiente; no este.

Finalmente, solicito que se acoja la cuestión previa y se declare inadmisible esta acusación, en
primer lugar, por no cumplir los requisitos de forma exigidos por la Constitución y la ley, y en
segundo  lugar,  porque  las  responsabilidades  imputadas  no  se  explican  ni  se  prueban
debidamente, cerrando de esta manera una de las acusaciones constitucionales peor formuladas
en la historia de esta Corporación.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).-

Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez .

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).-

Señora Presidenta, en la sesión del jueves 12 de noviembre de 2015 se dio cuenta de la acusación
constitucional  deducida  por  diez  diputados  de  oposición  en  contra  de  la  ministra  de  Salud,
sustentada en las causales de infracción a la Constitución o las leyes, o dejar estas sin ejecución.

En primer término, la Sala debe pronunciarse sobre lo que ha planteado la defensa de la señora
ministra en relación con la llamada cuestión previa, que tiene por objeto verificar que la acusación
no cumple con los requisitos que la Constitución, la ley y el Reglamento de nuestra Corporación
señalan, debido a su falta de fundamento, como ya lo explicó latamente la defensa, lo cual, sin
duda, es verosímil.
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De ser acogida la cuestión previa por la Sala, la acusación se tendrá por no interpuesta, que es lo
que la comisión ha recomendado a la Sala.

Me referiré a continuación a la cuestión previa.

Las atribuciones que competen a la Cámara de Diputados y al Senado en el caso de una acusación
constitucional  se  detallan,  respectivamente,  en  los  artículos  52,  N°  2),  y  53,  N°  1),  de  la
Constitución Política de la República.

El mecanismo de la acusación constitucional se define como aquel en que se juzga a las más altas
autoridades del Estado por delitos, infracciones o abusos de poder expresamente contemplados en
la  Constitución,  y  tiene  por  objeto,  por  una  parte,  establecer  tanto  la  efectividad  de  tales
infracciones como la culpabilidad o inocencia de la autoridad acusada.  Por otra parte,  dicho
mecanismo busca hacer efectiva su responsabilidad constitucional, mediante la destitución del
infractor y su inhabilidad para ejercer otra función de carácter público por el término de cinco
años.

A nuestro entender, la acusación constitucional no puede fundarse en un mero desacuerdo con la
calidad de la gestión de una autoridad, sino que se requiere de un incumplimiento específico y
probado,  que  configure  una  causal  determinada  en  la  Constitución.  Pareciera  que  estamos
diciendo  obviedades:  se  requiere  un  incumplimiento  determinado,  preciso  y,  por  supuesto,
probado.

Al leer en un otrosí del libelo acusatorio que los diputados acusadores probarán los hechos de su
acusación en el término probatorio, uno se pregunta de qué término probatorio estamos hablando.
Uno entiende que la acusación constitucional debería bastar por sí misma, con los medios de
prueba ofrecidos, para acreditar la magnitud de los hechos que se imputan. No pueden sostener
que durante el término probatorio van a acreditar los hechos que ellos imputan a un ministro de
Estado.

Creo  que  este  es  un  punto  relevante  que  se  debe  tener  presente  en  futuras  acusaciones
constitucionales. Diputados no pueden plantear una acusación contra un ministro de Estado y
sostener  que  van  a  pedir  a  la  comisión  encargada  de  conocerla  que  se  forme un  término
probatorio para acompañar los medios de prueba con que van acreditar la efectividad de los
hechos que imputan. La acusación constitucional, como ultima ratio, debe venir con todos los
antecedentes destinados a probar los hechos que imputa. Se debe acompañar todo lo que pueda
servir para acreditar los hechos que se imputan. Los diputados acusadores no pueden decir que
durante el debate de la acusación constitucional van a probar los hechos que imputan a un
ministro de Estado. Eso demuestra una alta irresponsabilidad por parte del acusador y es lo que
hace liviana esta acusación. Eso no puede sostenerse nunca en una acusación constitucional.

La acusación constitucional se debe bastar por sí sola, por sí misma, porque es una acusación. No
se puede esperar  que,  verbigracia,  durante  la  tramitación de la  acusación constitucional,  el
presidente de la comisión permita a los diputados acusadores un término probatorio para acreditar
los hechos que ellos imputan. Eso es negligencia grave. Eso tiene diversos nombres que, por estar
presente  en  esta  honorable  Cámara,  uno  no  puede  emplear;  pero  esa  sola  circunstancia
fundamenta que la cuestión previa deba ser acogida por la honorable Cámara.

Supongamos que todas las personas presentadas por la parte acusadora que fueron a la comisión
a declarar iban en calidad de testigos. Entonces, ellas serían los medios de prueba con que iban a
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acreditar la acusación constitucional.  Supuestamente serían los testimonios de cargo, aunque
nunca lo dijeron. ¡Deberían haber acompañado esos testimonios en la acusación constitucional!
Pero no lo hicieron.

La comisión tuvo la delicadeza de escuchar a todas las personas que asistieron en condición de
testigos “de cargo”. Ahora bien, al no adjuntar la prueba al libelo acusatorio, supuestamente
debíamos formarnos una convicción a lo largo de la vista de la acusación. Sin embargo, al analizar
los testimonios de los acusadores que concurrieron a la comisión -sugiero leerlos-, ¿con qué nos
encontramos? Con que ninguno de los testigos de cargo respaldaba la acusación. Todos dijeron
que tenían claro que aquí hay una crisis sistémica de la salud, y a continuación señalaron que no
le imputaban esa responsabilidad sistémica de la salud a la ministra del ramo. ¡Esos son los
testigos de cargo! Los testimonios hablan de “crisis sistémica” y de que “ninguno de nosotros le
imputa responsabilidad a la ministra”.

Al revisar cada una de las declaraciones, ¿con qué nos encontramos? Cito como ejemplo el caso de
Fabio González, representante de una alianza de pacientes que supuestamente agrupa a 500.000
enfermos de psoriasis. Ellos reclamaban en contra de la “ley Ricarte Soto ”, es decir, ni siquiera
tuvieron la prudencia de hacerles ver que declararan sobre el reglamento de dicha ley.

Señora Presidenta, perdóneme que hable como abogado, pero en el nuevo procedimiento penal
existe el mecanismo de preparación de los testigos. En el caso de la acusación constitucional que
nos ocupa, los testigos de cargo llegaron a hablar de lo que ellos quisieron; pero en buenas
cuentas  llegaron  a  hablar  ¡a  favor  de  la  ministra!,  sosteniendo  que  el  problema no  era  el
reglamento ni el hecho de que no se hubiera dictado. Ellos cuestionaban nuestra labor, porque lo
que estaban cuestionando era la “ley Ricarte Soto ”,  el  proyecto de ley que aprobamos. En
realidad, ellos fueron a cuestionarnos a nosotros, y no a la ministra. Lo digo por el señor Fabio
González , por las señoras Blanca Díaz y Antonia Toledo -enferma oncológica-, quien señaló que no
vino a  pedir  la  destitución de la  ministra  y  que tampoco quería  prestar  testimonio  en esta
acusación constitucional. Expresó: “Manifiesto malestar en contra de la “ley Ricarte Soto ”.”.

Por otro lado, la señora Blanca Díaz dijo que ellos creen que la salud debe ser un derecho
universal, asequible a todos y sin discriminación por posición socioeconómica, pero entienden que,
a veces, el Estado discrimina. En definitiva, respecto de los medios de prueba llámense testigos
presentados por los acusadores, debo precisar que ninguno prestó testimonio en contra de la
señora ministra de Salud.

Respecto  de  los  hechos  graves  que  se  le  imputan  a  la  ministra,  primero,  no  son  hechos
determinados,  porque cuestionan un tema de gestión.  Se  nos  dice  que,  de  acuerdo con la
Constitución, no se requiere que los hechos sean graves y que en la Constitución la palabra
“grave” se emplea para otros cargos, pero no para los ministros de Estado. Es decir, justamente
por esa concepción que tienen, en el sentido de que no se requieren hechos graves para destituir
a un ministro e imponerle la sanción de cinco años sin derechos políticos, señalan que debe ser
destituida porque no contestó en el plazo de treinta días un oficio de la Cámara de Diputados.

Honorable Corporación, les ruego que seamos serios.

¿Cuál es la pregunta que nos debemos hacer respecto de la primera causal? Uno siempre pone
como primera causal la que considera más importante y deja para el final aquellas respecto de las
cuales no tiene muchas pruebas; sin embargo, en este caso, la primera causal es que la ministra
no contestó en el plazo de treinta días un oficio enviado por la Cámara de Diputados. ¡La primera



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 184 de 207

Debate Admisibilidad

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

causal, la más importante y la más grave!

¿Es posible que destituyamos a una ministra de Estado y que le impongamos la sanción de privarla
de derechos políticos durante cinco años porque no contestó un oficio -por lo demás, entiendo
que,  incluso,  hay  una  excepción  para  no  contestarlos  dentro  de  plazo  de  esta  honorable
Corporación? Pero si existiese el plazo, ¿nos prestaríamos para destituir a un ministro de Estado -
no importa quién sea por esa causal? Hoy es la ministra de Salud del gobierno de la Presidenta
Michelle Bachelet , pero mañana puede ser cualquiera. ¿Nos vamos a prestar para destituir a una
ministra porque no contestó un oficio en un plazo de treinta días?

(Hablan varios señores diputados a la vez)

¡Ahí está la respuesta! Algunos dicen que sí, porque creen que eso es suficientemente grave como
para destituir a la ministra. ¿Nos vamos a prestar para eso? Esa es la pregunta que debemos
formularnos.

La acusación también expresa que no dictó los reglamentos dentro del plazo pertinente que fija la
ley.  Es  decir,  las  causales  incluyen dos  problemas de plazo y  dos  de gestión.  No dictó  los
reglamentos dentro del plazo establecido por la ley. Cuando se prueba que los reglamentos fueron
dictados, sin duda, la hipótesis objetiva para sancionar ya no existe. Es decir, si se logra probar
que los reglamentos fueron dictados y están en la Contraloría, ¿qué nos dicen? Que se dictaron,
pero el problema está en que para la “ley Ricarte Soto ” no había plazo y ese reglamento era
importante  porque,  si  no  se  dictaba,  la  ley  no  podía  aplicarse.  Entonces,  se  recurre  a  la
leguleyada.

Estamos en presencia de una acusación constitucional cuya cuestión previa está debidamente
acreditada. Lo digo como abogado, particularmente de derechos humanos, porque destaco el
derecho al debido proceso en un tema tan delicado como el que estamos debatiendo hoy, sobre
todo por la magnitud de la sanción que está involucrada, lo que nos debiera estimular a ser
sumamente reflexivos en la decisión que tomemos.

Como he dicho insistentemente, no solo estamos reunidos para, eventualmente, destituir a una
ministra de acuerdo a la sanción que establece la Constitución. La Carta Fundamental de 1980
confundió muchas cosas, porque impuso una sanción de inhabilitación del ejercicio de derechos
civiles por cinco años. En consecuencia, debemos ser sumamente rigurosos.

Reitero:  en  este  caso,  los  acusadores  tendrían  que  haber  acreditado  hechos  precisos  y
determinados que se pudieran imputar a la ministra. Insisto: hechos precisos y determinados. Me
dirán que si no hay respuesta a un oficio en un plazo de treinta días estamos ante un hecho
preciso, y que si los reglamentos no se dictaron dentro del plazo fijado por la ley, también es un
hecho preciso.

El tema es, primero, si es grave; segundo, si la hipótesis se cumple o no. Lo importante es no
perder la perspectiva de que estamos en presencia de una acusación constitucional, que es un
procedimiento sancionatorio y, como tal, debemos respetar todas y cada una de las reglas del
debido proceso. Repito: todas y cada una de las reglas de este derecho humano fundamental, que
es el derecho al debido proceso. Y en este caso no tenemos una acusación que recaiga sobre
hechos determinados y precisos, y tampoco hay medios de prueba.

Voy a ser majadero, pero, si no se acompañan los medios de prueba en la acusación, no se puede
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pedir un término probatorio para acreditarlos posteriormente. Si efectivamente fuera cierto -y no
lo es-, hasta los propios testigos de cargo que acompañaron no acreditaron nada; por el contrario,
cada uno de ellos expuso en los términos que ya señalé, y todos concuerdan en que se trata de
una crisis sistémica de la salud y que en esa crisis sistémica no le cabe responsabilidad a la
ministra de Salud.

Incluso, trajeron a una profesora de derecho constitucional que intentó argumentar que existía la
responsabilidad del cargo. Es decir, ¿solo por tener el cargo de ministra de Salud era responsable
y debía ser destituida? Tampoco es serio ese planteamiento, porque se trata de responsabilidades
personales;  si  no  fuera  así,  eventualmente,  no  sobreviviría  ningún  ministro.  Deben  ser
responsabilidades que se le puedan endilgar a la persona del ministro y probar los hechos. No
pueden considerarse las responsabilidades del cargo, porque, de lo contrario, nadie querrá ser
ministro de Salud si tendrá que hacerse responsable de todos los problemas existentes en dicha
cartera al asumir tal cargo.

En ese contexto, ¿quién va a querer ser ministro de Salud o de Educación? Entonces, en esa
lógica, tan pronto asume el ministro de Salud o de Educación, al día siguiente se podría presentar
una acusación constitucional porque serían responsables por el cargo que ocupan. Eso es una
insolencia a la razón y no puede ser acogido por esta honorable Cámara.

Las causales que habilitan la presentación de una acusación constitucional contra un ministro
tienen que ser interpretadas restrictivamente. Esto también es importante, porque no se puede
dar una interpretación lata y extendida a la responsabilidad que hoy estamos juzgando. Hacerlo
sería caer justamente en lo que hemos cuestionado anteriormente: la responsabilidad por el cargo.
Se trata de causales taxativas que versen sobre hechos personales de un ministro.

La  Constitución  Política  de  la  República  es  clara  al  señalar  que  son  causales  de  acusación
constitucional  “…haber comprometido gravemente el  honor o la seguridad de la Nación,  por
infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición,
concusión, malversación de fondos públicos y soborno;”.

Las causales que habilitan la formulación de una acusación constitucional contra un ministro de
Estado solo pueden tener lugar -como hemos dicho por hechos personales.

Los acusadores ignoran el carácter de ultima ratio de una acusación constitucional, ya que es un
mecanismo que tiene lugar  frente a  infracciones graves -reitero:  graves en nuestro  sistema
constitucional, y la lectura de estas causales debe hacerse en el contexto de todas las demás. Las
demás causales son traición, concusión, malversación de fondos públicos, soborno, comprometer
la seguridad de la nación; pero aquí nos dicen que para destituir a un ministro no es necesario que
sea una causal grave y que, por el contrario, puede ser cualquier causal, cualquier infracción a la
Constitución y a las leyes.

Pero si se analizan las otras causales, como traición, concusión, malversación de fondos públicos o
comprometer gravemente el honor o la seguridad de la nación, queda clara la gravedad de lo que
significa la infracción a la Constitución Política de la República o las leyes. Esto tiene que ser así,
porque, en caso contrario, no se puede entender en el contexto de las otras causales.

La acusación constitucional  no reconoce el  alcance preciso de la  causal  “dejar  las leyes sin
ejecución”. Dejar sin ejecución las leyes tiene un significado acotado. Dar una interpretación tan
amplia a las causales conllevaría a desnaturalizar la acusación constitucional como mecanismo



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 186 de 207

Debate Admisibilidad

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

para  perseguir  las  responsabilidades  jurídico-constitucionales  de  ciertas  autoridades  y
transformaría  este  mecanismo  en  uno  meramente  político.

Esto es importante, porque esta acusación constitucional es una amalgama entre un reproche
político y un reproche jurídico. Sin embargo, no puede ser, tal como alguien lo sostuvo, que este
sea un reproche meramente político respecto de la mala gestión o porque esta ha sido deficitaria
o negligente. No puede ser un solo reproche político en cuanto a la gestión o implementación de
las políticas públicas, ni tampoco puede ser solamente una infracción administrativa. Por eso que
también esto tiene que venir acompañado, amalgamado, unido al reproche jurídico, porque se
deben cumplir ciertas leyes, principios y valores del debido proceso. En caso contrario, ¿cómo
vamos a definir este proceso?

Al final simplemente se dirá a un ministro de Estado que está haciendo mal su trabajo y luego se
lo podrá destituir. Sin embargo, volvemos a lo mismo, porque si la acusación constitucional solo
fuera un mero reproche político y estuviera aparejada a la destitución, quizás estaría bien. Incluso
podríamos decir que en el ejercicio del cargo de ministro de Estado, tal o cual ministro lo ha hecho
mal, por lo que se puede concebir su destitución.

Sin  embargo,  cuando la  Constitución  Política  actualmente  vigente  asocia  la  destitución  a  la
inhabilidad de ejercer derechos civiles, ciudadanos, por cinco años, esto cambia radicalmente.
Efectivamente, ya estaríamos frente a un derecho cuasipenal sancionatorio, lo que significa que el
tema  cambió  y,  por  lo  tanto,  ya  no  podemos  atenernos  solamente  al  reproche  estricta  o
puramente político, porque ya no trae aparejada solo la destitución.

Si hay algo que arreglar de esta institución es este proceso de asociar la destitución a sanciones
cuasipenales. Es más, creo que no deberíamos usar más este instrumento mientras no le hagamos
la modificación de rigor que debe tener la acusación constitucional.

No debe haber más inhabilidades. Si le vamos a hacer un reproche a un ministro en el ejercicio de
su cargo por hechos no determinados, ni precisos, pero sí a su gestión, entonces que el juicio sea
político y proceda la destitución. Pero otra cuestión muy distinta es agregar la pérdida de derechos
fundamentales. ¿Estamos disponibles para quitar derechos fundamentales durante cinco años y
hacer el parangón ridículo de que, por no haber contestado un oficio en treinta días -en todo caso,
no es tan así-, se destituya a una ministra de Estado? ¿Estamos disponibles para decir que el
capítulo 1º de la acusación constitucional se da por acreditado y que se puede destituir a la
ministra y, además, que por cinco años se le niegue la posibilidad de trabajar en un cargo público,
de presentarse de candidata a cargos públicos e, incluso, votar, que corresponden a derechos
fundamentales?

Entiendo que acusar a un ministro de Estado por no contestar un oficio en el plazo de treinta días
pueda generar jolgorio en algunos; quizás yo también lo haría si no fuera por el hecho de que me
correspondió ver la acusación constitucional y ser parte de quienes la informan.

Por lo tanto, pido responsabilidad, porque, de no ser así, mañana, cuando no se conteste un oficio
en el plazo de treinta días, se considerará que se infringió la ley y se destituirá a un ministro de
Estado por esa circunstancia, y además se lo dejará sin derechos fundamentales durante cinco
años.

Soy majadero en esto, y lo seguiré siendo, porque quiero que se entienda: esta honorable Cámara
no se puede prestar para esto. Por eso la cuestión previa tiene la dimensión que se le ha puesto
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por parte de la defensa, que nosotros hemos entendido.

Es  más  -seguramente  se  me  calificará  como  leguleyo-,  en  la  parte  final  de  la  acusación
constitucional, que se inicia con la expresión “POR TANTO,”, se debe entender que las sanciones
ya están establecidas en la  Constitución Política.  Sin embargo,  cuando los acusadores dicen
“acusamos”, pero no piden nada, se comete una falta de respeto, porque se forma una comisión a
raíz de una acusación, en la que solo cabe leer el libelo, que dice: “Que tenga por interpuesta
Acusación Constitucional contra…”, pero -reiterono piden nada.

Entonces, alguien puede preguntar por qué es importante pedir que se tenga por presentada la
acusación, que se destituya de su cargo a una autoridad y que se la inhabilite por cinco años.
Como abogado que ha debido elaborar demandas, entiendo que la parte peticionaria es la que fija
el ámbito de competencia de un tribunal. Por lo tanto, si vamos a actuar como tribunal, debemos
saber qué nos están pidiendo, porque el petitorio fija el ámbito de competencia de la comisión.

Al parecer, el ámbito de competencia que nos fijaron fue solo dedicarnos a leer la acusación, pues
no pidieron nada. Perfectamente podríamos haber dicho que la leímos y que no sabíamos qué más
hacer con la acusación. Sin embargo, dio lugar a todo lo que hemos presenciado en los últimos
días.

Antes de terminar mi intervención, por supuesto pidiendo que se acoja la cuestión previa tal cual
ha sido planteada por la defensa, por todas las razones que hemos señalado, quiero sumarme a lo
que han dicho otros colegas que integraron la comisión.

Hicimos un esfuerzo de real objetividad. En verdad, quisimos escuchar a todos y se ofreció la
posibilidad a todos los “testigos de cargo” que quisieran deponer en la comisión. Todos llegaron y
depusieron con completa libertad; ninguno coaccionado; ninguno instigado a que dijera lo que uno
esperaba. Libremente fueron a deponer y a decir  lo que quisieran. Es decir,  la comisión dio
garantías absolutas de objetividad en la revisión de la acusación constitucional.

Lamentablemente,  de todos modos se cuestionará que todos los  integrantes de la  comisión
formamos parte de la Nueva Mayoría, pero, como bien señaló la diputada Hernando , hicimos el
esfuerzo  de  revisar  con  seriedad  las  imputaciones  formuladas  en  la  acusación,  porque  nos
parecieron delicadas.

Comprobamos  que  todas  eran  genéricas.  Uno  espera  revisar  hechos  precisos,  concretos,
personales, probados. En definitiva, nada de eso tuvimos en esta acusación. No había hechos
personales imputables a la ministra; no había hechos determinados y precisos que uno pudiera
examinar; no había medios de prueba que acreditaran las generalidades señaladas en relación con
los problemas de gestión.

Seguramente ahora vamos a escuchar discursos que abordarán los grandes problemas de gestión
y la crisis en salud. Por eso sugiero que los honorables diputados y diputadas se limiten al texto de
la acusación constitucional, que fijó la competencia de la comisión.

El Presidente de la Comisión dio todas las garantías para que existiera la transparencia necesaria y
la gente pudiera ver el proceder y el actuar de esta; pero a lo imposible nadie está obligado. En
consecuencia, sin duda alguna, la comisión dio por suficiente la cuestión previa.

Insto a cada uno de los honorables, por la seriedad y el futuro de esta y de otras acusaciones
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constitucionales, a que respetemos nuestras facultades. Si se continúan presentando acusaciones
constitucionales que lo único que pretenden es cuestionar políticamente la gestión del gobierno,
solo conseguiremos basurear una gran facultad privativa de la Cámara de Diputados.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

De conformidad a los acuerdos de los Comités, cada bancada podrá fundamentar su voto con la
intervención de hasta tres diputados, designados por escrito por el respectivo jefe de bancada, por
un total de seis minutos.

En el tiempo de la bancada de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado
señor Jorge Ulloa .

El señor ULLOA.-

Señor Presidente, en primer lugar, debo señalar que el señor abogado y los colegas que han
intervenido hasta este momento llevan más de tres horas y media defendiendo a la ministra. De lo
que más han hablado es del debido proceso. ¡Qué curioso que nosotros tengamos apenas seis
minutos para intervenir! ¿Eso es debido proceso?

Hoy todos hemos sido convocados para examinar, en primer lugar, la llamada cuestión previa, que
no consiste en otra cosa que comprobar si efectivamente la acusación cumple con los requisitos
establecidos en la Constitución.

La Constitución y la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional definen esta materia.
Desde luego, a juicio de quienes somos acusadores, cumple con creces no solo con requisitos
formales -que se haya formulado por no menos de diez ni más de veinte diputados-

, sino, además, atiende objetivamente a causales que están establecidas en la Constitución.

En este punto, quiero detenerme en lo siguiente.

Primero, estamos hablando de una materia tan básica como es infringir la Constitución o las leyes
o haber dejado estas sin ejecución. En verdad, tanto el abogado de la defensa como los miembros
de comisión plantearon que existió real objetividad -que fue más bien al estilo venezolano-, y se
preguntaron si existieron acciones que incumplió la señora ministra en su condición de tal. ¡Sí
existieron! ¿Se dejaron sin ejecutar leyes en el caso de las garantías explícitas? De hecho, la
prensa señala: “508 personas han fallecido este año esperando atención incluida en el AUGE”. No
dice que las personas fallecieron “por” el AUGE, sino que esperando atención. Sin perjuicio de lo
anterior, pareciera que a nadie le importa que chilenos mueran precisamente porque se deja de
ejecutar determinadas leyes.

Además, tenemos otra inejecución. Otro titular de prensa dice: “Salud debe gastar $237 mil
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millones en nuevos hospitales en 31 días para cumplir meta presupuestaria”.

¿Es o no responsabilidad de un ministro la ejecución de su presupuesto? ¿Es o no responsabilidad
de un ministro hacer cumplir la ley? Si ello no es responsabilidad de un ministro de Estado, no
tiene sentido designarlo.

El señor abogado de la defensa llegó a la Comisión descalificando completamente a esta Cámara
de Diputados. Él habló de una pésima y deficiente interpelación a la ministra de Salud. Cuando se
realizó, tengo entendido que los propios parlamentarios de la Nueva Mayoría señalaron que había
sido una interpelación muy buena. También la calificó de frívola. Eso es confuso. Todavía es más
grave cuando el abogado de la defensa dice que estamos aquí por meros desacuerdos. ¿Podemos
hablar de meros desacuerdos en circunstancias de que los propios representantes de la Nueva
Mayoría señalaron que en la acusación se va a salvar a la ministra y que otra cosa es salvar la
salud pública?

Derechamente, al plantear la cuestión previa, la defensa nos pide contestar si objetivamente
cumplimos  con  los  requisitos  que  la  Constitución  señala  para  plantear  una  acusación
constitucional;  si  se  dejaron  o  no  de  cumplir  las  leyes;  si  se  quebrantó  o  se  infringió  la
Constitución. Objetivamente, la respuesta es sí. La respuesta es afirmativa porque no se trata solo
de si se cumplió a tiempo con determinadas comunicaciones; la acusación es atingente a la vida
de  los  chilenos.  El  estado  de  postración  en  que  se  encuentra  la  salud  obedece  a  falta  de
dedicación, de trabajo y de eficiencia. Los diputados lo reconocen para callado. Todos dicen que
tenemos problemas. Incluso hay parlamentarios que públicamente dijeron que estaban evaluando
la acusación constitucional.

Tal como dijo uno de los profesores invitados a la comisión, ya tenemos claro el resultado de la
acusación constitucional. Nuestra obligación es seguir trabajando y luchando por la salud de los
chilenos.

Ese derecho a la salud, consagrado en la Constitución, es el que nos lleva y nos motiva a pedir que
no limiten a la Cámara de Diputados. Está bien que algunos diputados no compartan determinados
argumentos, pero no limiten una materia tan importante votando a favor la cuestión previa.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada de la Democracia Cristiana, tiene la palabra, hasta por tres minutos, el
diputado René Saffirio .

El señor SAFFIRIO.-

Señor Presidente, quiero hacer un paralelo entre dos acusaciones constitucionales. Me remito a
ello porque discutimos la cuestión previa. No hemos entrado ni debemos hacerlo al fondo de las
materias propias de la acusación constitucional.
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Quiero llamar a la coherencia política. En la Sala, durante el anterior gobierno, se presentó una
acusación constitucional en contra del ministro de la Corte Suprema señor Héctor Carreño . Esa
acusación estaba fundada en los resultados de una comisión investigadora que durante seis
meses recogió, en 380 páginas, testimonios de familiares de niños, niñas y adolescentes víctimas
de violencia física y psicológica,  y de abusos sexuales.  ¡Y qué curioso! Transversalmente se
rechazó esa acusación constitucional.

Hoy se pretende que se vote a favor una acusación constitucional que carece de fundamentos,
que no formula peticiones concretas, que no desarrolla causales y que, además, hace recaer en la
ministra de Salud la responsabilidad de actos u omisiones de terceros.

El diputado señor Jorge Ulloa decía que no podemos permanecer impasibles frente a la muerte de
pacientes. Evidentemente, tiene toda la razón. Sin embargo, sí se permaneció impasible y se votó
en contra una acusación constitucional fundada en testimonios de niños, niñas y adolescentes
víctimas de los delitos más horrorosos que se pueden cometer contra un menor, como la violación
y otros abusos sexuales.

Ese doble estándar para evaluar una acusación constitucional deslegitima, desde mi punto de
vista, la naturaleza misma de la institución de la acusación constitucional.

Tiene razón el  diputado señor Hugo Gutiérrez cuando dice que hay que redefinir  el  objetivo
específico de la acusación constitucional para no transformarla en una sanción penal cuando,
accesoriamente, se establece la inhabilidad para el ejercicio de funciones públicas por cinco años.

El artículo 52, número 2), letra b), de la Constitución Política señala que una de las atribuciones
exclusivas de la Cámara de Diputados es declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos
de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en contra -entre otros de los ministros de
Estado, “por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, por infringir la
Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión,
malversación de fondos públicos y soborno;”. Es decir, las causales por las que se puede destituir
a un ministro de Estado deben ser graves.

En cuanto a los ministros de la Corte Suprema, la causal de acusación se basa en el notable
abandono de deberes, es decir, en una causal genérica. En el caso del ministro Carreño repito se
votó en contra la acusación.

En definitiva, por un lado tenemos la acusación constitucional interpuesta en contra del ministro
Carreño , con abundante información, pruebas y con una causal genérica que se rechaza, y por
otro, se nos llama a aprobar una acusación que no tiene fundamento jurídico, no cuenta con
pruebas y donde además el estándar de exigencia de la causal invocada es superior a la que
corresponde a un ministro de Corte Suprema.

Por todo lo anterior, llamo a votar a favor la cuestión previa planteada por la defensa. He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-
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En el tiempo de la bancada de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor Iván
Flores .

El señor FLORES.-

Señor Presidente, por su intermedio, en primer lugar, quiero saludar a la ministra de Salud, señora
Carmen Castillo , y al subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows .

Una acusación constitucional es una herramienta excepcional, reservada para los más graves
casos de violación a la Carta Fundamental. En este caso, los acusadores no han considerado la
condición de excepcionalidad de una acusación de esta naturaleza y alcance y han utilizado sus
facultades fiscalizadoras solo para fabricar un juicio político más que para aplicar en forma estricta
el derecho constitucional.

Lo que afirmo es independiente de la evaluación o reclamación que muchos podemos tener en
relación con las prestaciones de salud. Sin duda, falta un esfuerzo adicional para incrementar el
gasto per cápita en la atención primaria de salud y disminuir los excesivos plazos para atender a
nuestros adultos mayores a través del AUGE. En mi región, por ejemplo, el gasto per cápita
debería fijarse en 6.500 pesos. Pero esa es otra discusión. No confundamos los instrumentos ni a
la ciudadanía.

No hay mérito para esta acusación constitucional.  El  libelo no presenta pruebas concretas ni
tampoco argumentos  suficientes  y  de  peso  para  configurar,  verdaderamente,  una acusación
constitucional. No se identifican con precisión los antecedentes que la acreditan o respaldan.

Por tanto, formalmente, no hay infracción justificada que represente causal para utilizar y fundar
con seriedad esta herramienta.

Por lo anterior, la bancada de la Democracia Cristiana, con claridad, rechazará esta acción política
disfrazada de acusación constitucional.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Osvaldo
Andrade .

El señor ANDRADE.-

Señor Presidente, por su intermedio pido disculpas a la ministra de Salud por todo este proceso.
Nosotros no la vamos a salvar, sino que haremos lo que corresponde. Por lo tanto, puede estar
tranquila.
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Los argumentos jurídicos que ha entregado la defensa han sido macizos y contundentes. No se
requiere de mayores comentarios, sino solo reconocer su certeza y valor. Estos argumentos son
suficientes para acoger, sin lugar a dudas, la cuestión previa.

Quiero referirme a un aspecto político, cual es la persistente y peligrosa disposición de la derecha
para desacreditar el carácter de las instituciones de la república.

Nos costó mucho recuperar la democracia como para ponerla en juego por razones claramente
subalternas y livianas.

La izquierda se demoró en entender que defender las instituciones era defender la democracia, y
que defender la democracia era defender a los más débiles. Los poderosos no necesitan de la
democracia,  porque  ella  es  un  freno  a  sus  conductas  abusivas,  sin  consideración  hacia  las
mayorías. Las instituciones democráticas son un freno a los abusos, a la colusión, a la explotación,
a la corrupción, a los sinvergüenzas.

Las instituciones no pueden ni deben banalizarse, porque son demasiado relevantes. La salud es
muy importante como para jugar con ella. Importa a muchos chilenos, especialmente a los más
pobres.

La  derecha  tiene  muchos  referentes  de  conductas  atentatorias  contra  las  instituciones
democráticas, ya sea simplemente por incumplirlas,  incluso con violencia,  o por trivializar su
función. Sin ir más lejos, durante el gobierno del Presidente Piñera se sentó y se reiteró este
precedente a propósito de su indebida intervención en un proyecto eléctrico en la Cuarta Región
¡Ese tipo de conductas no puede seguir! Cuidar la democracia y sus instituciones es tarea de
todos.

En consecuencia, la acción de formular una acusación constitucional indebida es un despropósito.

Las instituciones democráticas son un valor en sí mismas y requieren de una constante cautela,
especialmente  hoy,  cuando  todo  denota  precariedad  y  genera  desconfianza  ante  la  opinión
pública.

Quiero llamar a la derecha a que no cometa los mismos errores del pasado, que terminaron en
horrores por todos conocidos.

El  hecho  de  anunciar  una  dinámica  de  acusaciones  constitucionales  como  una  práctica
permanente es de una frivolidad solo explicable para aquellos que no entienden que hay que
cuidar la democracia y sus instituciones.

Señora ministra, por intermedio del señor Presidente, le reitero nuestras excusas. Nosotros no la
estamos salvando de nada. Siga con su pega. Nosotros hacemos lo que corresponde.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-
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En el tiempo de la bancada del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado Juan Luis Castro .

El señor CASTRO.-

Señor Presidente, en distintos momentos, antes, durante y después de presentada la acusación,
hemos dicho que hay que separar las cosas.

Las dificultades que ha habido en la marcha del sector salud se reflejan en la insatisfacción de
mucha  gente  que  tiene  problemas  reales.  Algunas  de  esas  dificultades  son  objetivamente
complejas y estuvieron en el tapete durante la discusión presupuestaria. A saber, la construcción
de hospitales, que hoy tiene un cronograma más claro para los próximos años; las listas de
espera,  particularmente  las  no  AUGE,  que  la  componen  más  de  1.500.000  personas
aproximadamente; la falta de especialistas en la atención de salud pública y las graves deudas del
sistema hospitalario, que claramente aún no tienen una correspondencia en el presupuesto que
permita cubrirlas de manera más clara. Aun así, el presupuesto de salud fue aprobado; es decir,
hubo compromisos concretos que fueron aprobados.

Por lo tanto, hay que distinguir: una cosa es acusar a la ministra por faltar a la ley, y otra es hacer
una crítica objetiva de su gestión, con un propósito constructivo, que no tiene que ver con acusarla
de  infringir  la  Constitución  ni  menos  con  llegar  al  punto  de  someterla  a  una  acusación
constitucional.

Los  socialistas  entendemos  perfectamente  bien  que  existe  una  responsabilidad  política  en
términos de sacar adelante la salud de nuestro país en pro de la gente que espera que en la
segunda mitad de este gobierno existan indicadores suficientes que les hagan sentir que se están
cumpliendo los compromisos asumidos; para que las listas de espera, que hoy son una gran
muralla para aquellos que no tienen dinero, y para que las isapres, que son la gran muralla para
los que sí tienen dinero, pues abusan en el cobro de sus planes, no sigan siendo infranqueables
como hasta ahora.

Pedimos formalmente a la ministra que empodere con más fuerza al sector salud, que haga las
gestiones pertinentes para que se nombre pronto un subsecretario de Redes Asistenciales, y que
disponga la conformación de un fuerte equipo de inversiones que saque adelante la tarea del
sector salud.

Todo lo anterior no se logra pidiendo la cabeza de una autoridad, sino buscando responsablemente
los caminos que construyan un acuerdo para salvar la salud pública de nuestro país. El 80 por
ciento de las personas tienen como única opción recurrir a ella y esperan ser atendidas con
dignidad. Eso es lo que queremos.

Por ello, respaldaremos a la ministra para que siga adelante en este proceso, con más fuerza, con
más energía y con el equipo adecuado para sacar adelante el sector salud.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 194 de 207

Debate Admisibilidad

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

En el  tiempo de la  bancada de Renovación Nacional,  tiene la  palabra el  diputado Alejandro
Santana .

El señor SANTANA.-

Señor Presidente, por medio de esta acusación constitucional estamos representando a más de 14
millones de chilenos que evalúan negativamente la gestión en salud pública. Cabe mencionar que
más de 2,5 millones de ellos votaron a favor de este gobierno.

Es un error hacer la apreciación de que representamos a una coalición o a una tendencia política;
nosotros representamos a la gente.

El resultado de la votación de esta acusación constitucional está sujeto a dos variables: votar en
contra y blindar a una ministra o votar a favor y salvaguardar la salud pública de millones de
chilenos.

Más que los argumentos jurídicos planteados a favor o en contra, lo que importa es que hay
hechos graves e indiscutibles que motivaron esta acusación constitucional.

Esta no es la primera acción que ha realizado la Cámara de Diputados. Hemos celebrado sesiones
especiales para abordar la problemática de la salud pública, hemos hecho múltiples citaciones a la
Comisión de Salud a las autoridades del  sector e,  incluso,  realizamos una interpelación a la
ministra. Aun así, lamentablemente, no hemos visto ningún cambio en el eje o alguna directriz que
dé garantías de que la salud pública va a mejorar su condición.

Mediante  esta  acusación  constitucional  debemos  determinar  si  hay  o  no  incumplimiento  de
compromisos, como la construcción de hospitales; si hay un incremento exponencial en las listas
de espera AUGE, si falta la regulación y el reglamento de la “ley Ricarte Soto ” y, principalmente,
si hay un incumplimiento en la ejecución de la Ley de Presupuestos en materia de salud. Esas son
las obligaciones que tiene el Estado a través de la ministra o ministro de la cartera.

Esta acusación constitucional se fundamenta en la crisis que existe en nuestro país en el ámbito
de la salud pública, que no puede sostenerse en el tiempo y que no se va a normalizar durante los
próximos dos años de gobierno.

Tenemos la oportunidad, como Cámara de Diputados, de dar una señal al país, transversalmente,
de que por  sobre los  ideologismos políticos y  los  blindajes hacia  una ministra,  hay un bien
superior: las personas, las más modestas, como mencionaba el diputado Andrade , que usan el
servicio de salud pública.

Un diputado oficialista dijo que esto era frívolo y populista. Les aseguro que él no se atiende en un
cesfam, en un consultorio ni en un hospital público. Si tiene una prestación AUGE, lo más probable
es que se atienda en un servicio de salud privado. Por lo tanto, la situación de la salud pública no
le llega, no le toca, no le incumbe. Pero lo relevante no es pensar en las prestaciones de salud de
los parlamentarios, sino en la de quienes sufren.

La señal que hoy entregará la Cámara de Diputados será importante y determinante para poner
una lápida al sufrimiento de millones de chilenos que legítimamente tienen la ilusión de que la
atención de salud pública mejore, o para privilegiar el blindaje hacia un sector político.
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El diputado Ulloa hizo referencia a un titular de un medio de prensa que señalaba que quinientas
personas fallecieron mientras esperaban ser atendidas por la ley AUGE.

Reitero, desde que se celebraron sesiones especiales respecto de la materia, desde que se llevó a
cabo la interpelación a la ministra de Salud y desde que se celebraron distintas sesiones en la
Comisión de Salud para abordar la situación del sector, no hemos visto un cambio en el eje.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado Pepe Auth .

El señor AUTH.-

Señor Presidente, quiero alertar sobre los riesgos de distorsionar la acusación constitucional, como
recurso  institucional  extremo  de  la  Cámara  de  Diputados,  para  destituir  autoridades  e
inhabilitarlas durante cinco años para ejercer funciones públicas.

La Constitución establece: “(...) por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la
Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos
de traición, concusión -es decir, la exacción ilegal en beneficio propio-, malversación de fondos
públicos y soborno;”.  De esa envergadura son las causales que dan mérito a una acusación
constitucional en contra de un ministro de Estado.

Los parlamentarios y los ciudadanos tenemos derecho a expresar un juicio negativo sobre la
gestión de una autoridad en el ejercicio de su cargo, y a disentir de las decisiones que toma, como
ha ocurrido, por ejemplo, en materia de suspensión de las concesiones hospitalarias.

También tenemos derecho a calificar la pertinencia de un compromiso gubernamental, como el
plan  20-20-20  para  la  construcción  de  hospitales;  a  discutir  la  eficacia  en  la  ejecución  del
presupuesto y a reclamar por la fuerza con que las restricciones económicas han obligado a
aplanar la inversión. ¡Por supuesto que sí! Pero para eso existen el debate público, la discusión
parlamentaria,  el  debate  del  proyecto  de  Ley  de  Presupuestos,  las  sesiones  especiales,  el
mecanismo de la interpelación, las comisiones investigadoras de irregularidades y las campañas
electorales, para que la ciudadanía opte por la alternativa que cada candidato representa.

Pero la acusación constitucional, definitivamente, no es un instrumento para discutir una opción
política, un desacuerdo legislativo y una evaluación de gestión.

Nadie  en  su  sano  juicio  puede  afirmar  que  la  gestión  de  un  gobierno  mejora  a  punta  de
acusaciones constitucionales.

Algunos en la derecha promueven la estrategia de iniciar una especie de ciclos de acusaciones
constitucionales como una fase superior de la oposición. ¡Perdónenme! Eso no corresponde al
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momento institucional  de  Chile  ni  a  su  capacidad de ponerse  de acuerdo para  resolver  los
problemas de nuestro desarrollo como país. Es más, en mi condición de estudioso de la opinión
pública, puedo decir que ni siquiera corresponde a la voluntad mayoritaria de los ciudadanos que
se identifican con la derecha en Chile.

Tengo la esperanza fundada de que la mayor parte de los parlamentarios de derecha tampoco
comparta el camino de pervertir las instituciones, bloquear las tareas de gobierno e incentivar
artificialmente la polarización social.

Hago votos por que esto último sea verdad. He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Tiene la palabra el diputado Miguel Ángel Alvarado .

El señor ALVARADO.-

Señor  Presidente,  la  política  es  el  gobierno  de  la  razón;  un  régimen basado  en  la  palabra
convincente y no engañosa, en el cual el argumento se abra paso gracias a una articulación lógica
y justa y a una presentación persuasiva y convincente.

Ante esa circunstancia, no podemos caer en conductas atávicas ni en conceptos como el de
expiación o el de utilizar un chivo expiatorio. La señora ministra no puede convertirse en eso
respecto de un modelo que lleva conflictuado más de dos décadas.

Durante el breve periodo que ha transcurrido desde que la doctora Castillo asumió el cargo de
ministra de Salud, ha demostrado los principios democráticos de prudencia, conocimiento, bondad
y capacidad de establecer un diálogo.

Por cierto, tenemos falencias en el sistema de salud, pero todos somos responsables; quizás
nosotros somos más responsables que la mayoría. Es probable que más del 90 por ciento de los
aquí presentes recibamos atención de salud a través de un sistema sectario: las isapres. ¡Seamos
francos!

El  sistema público de salud,  en el  que se atiende el  80 por ciento de nuestra gente,  tiene
dificultades. Una de ellas son las tremendas listas de espera que existen. Pero no hagamos de eso
algo extremadamente negativo. Los indicadores biomédicos de nuestro país son de los mejores del
mundo en proporción a las cifras que se invierten en salud. Claramente en ello debemos poner
énfasis.

Acabo de recibir información del hospital donde trabajé durante años; de hecho, hace solo cuatro
meses, aproximadamente, todavía estaba en él. ¿Se han muerto pacientes de la lista de espera
AUGE en ese hospital? No se han muerto.

Entonces, no usemos argumentos que falten a la verdad. Probablemente hay otras causas por las
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que ocurre aquello. Pero nuestros indicadores de salud –reitero dan cuenta de una larga vida de
nuestros pacientes, muy superior en comparación con el resto de Latinoamérica.

Por  cierto,  nuevos problemas afectan a  la  población,  como la  obesidad,  el  sedentarismo,  la
hipertensión y otras enfermedades de las que debemos hacernos cargo. Pero eso forma parte de
un concepto de Estado en el que se plantee un sistema de trabajo a largo plazo que traspase los
gobiernos de turno, y en el que no nos desgastemos con acusaciones constitucionales.

Es cierto que existen grandes deficiencias en hospitales, falta de especialistas, etcétera. Para
lograr un sistema de salud solidario, más humano, basado en derechos efectivos, con coberturas
universales y centrado en las personas, es la institucionalidad del sector salud en su conjunto la
que debe ser cuestionada, y el Estado debe tomar parte en eso.

Invito a los parlamentarios de oposición, a los parlamentarios independientes, al Colegio Médico y
a los gremios de la salud a que trabajemos juntos con una mirada distinta en materia de salud
pública, y a que no perdamos el tiempo en acusaciones. De hecho, en este momento la señora
ministra podría haber estado trabajando en distintos hospitales o en el propio Ministerio de Salud
para abordar las reales necesidades que arrastramos durante más de dos décadas en nuestro
país.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Tiene la palabra el diputado Gaspar Rivas .

El señor RIVAS.-

Señor Presidente,  escuché atentamente los planteamientos del  colega abogado de la señora
ministra. Fueron elevados y sesudos argumentos jurídicos para defender la postura de su clienta,
por así decirlo.

Sin embargo, estamos en una cámara política.  En el  siglo XVIII,  el  abogado y revolucionario
francés Pierre Philippeaux , al ser víctima de la ira de los robespierristas que lo mandaron al
tribunal revolucionario, expresó que la justicia responde a lógicas totalmente distintas a las de la
política.

¡Qué tremenda visión la de ese hombre, que se dio cuenta de que un juicio político tiene mucho de
político y mezquino, y muy poco de juicio y de justicia!

¿Alguien tiene alguna duda de que hoy estamos ante un juicio político, cuyo único objetivo es
provocar un daño político a un adversario político, como sea, cuando sea y donde sea?

No estoy aquí para defender a la ministra ni para defender a este gobierno, que, dicho sea de
paso, no es mi gobierno y que, por lo demás, no ha hecho absolutamente nada para solucionar los
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problemas estructurales de la salud. Estoy aquí para denunciar el “caraderrajismo” que tiene la
derecha, porque en cuatro años su gobierno tampoco hizo absolutamente nada por la salud de
este país.

¿Me van a decir que fueron ellos los que solucionaron los problemas estructurales de la salud
chilena, y que fue este gobierno el que lo echó todo a perder? ¡Por favor!

¿Alguien me va a decir que los problemas estructurales de la salud se mejoran privatizándola y
mandando a la gente a las clínicas privadas, para que los mismos de siempre se llenen los bolsillos
con la plata de los impuestos de todos los chilenos?

¡Además del lucro en la educación, hay lucro en la salud!

¿Alguien me va a decir que hay posturas de superioridad moral de algunos sectores como para
decir que fueron ellos los que eliminaron la lista AUGE? ¡En lo absoluto! Lo único que hicieron fue
vaciar la lista AUGE, mandar a los pacientes a las clínicas privadas, con lo cual se generó más
lucro, e imposibilitar que las personas volvieran a llenar la lista, pues les impedían que un médico
las calificara como pacientes AUGE.

No hablo desde la postura de una defensa ciega y tozuda que puede tener un parlamentario de la
Nueva Mayoría. ¡No! Hablo desde el conocimiento, porque estuve cuatro años en la derecha. Lo vi
y no pude callar más. Por eso me fui de ahí.

¡Esto es un “caraderrajismo”! ¡Es una patudez!

Aquí los acusadores lo hicieron igual de mal que los acusados. ¡Impresentable! Yo no me voy a
prestar para tongos ni gustitos políticos, a pesar de que este no es mi gobierno y de que tampoco
lo ha hecho mejor que el anterior.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada Independiente, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, incluidos los
dos minutos cedidos por la bancada de Renovación Nacional, la diputada señora Karla Rubilar .

La señora RUBILAR (doña Karla).-

Señor Presidente, la ministra dice que está tranquila. Ese es justamente el problema.

La comisión, para que sus señorías lo sepan, tenía seis días para estudiar la acusación. Terminó su
labor dos días antes, pese a tener diligencias por resolver, oficios pendientes de respuesta e
invitados que no fueron escuchados. ¿Por qué? Porque sus integrantes nunca quisieron entrar en
el  fondo:  siempre  se  quedaron  en  la  forma.  ¿Por  qué?  Porque  sabían  que  hablar  del
incumplimiento por parte de la ministra de las leyes que rigen la cartera que encabeza era no solo
hablar de números vacíos, sino también de personas que se mueren esperando una atención de
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salud, tal como lo vimos hoy.

Voy a dar tres fechas.

23 de enero: asume la ministra de Salud.

30 de septiembre: interpelación.

11 de noviembre: acusación constitucional.

Quédense con ellas en su memoria.

La ministra habla de una supuesta crisis de la salud, pero su abogado va mucho más allá y
contesta, en la página 77 del documento en que plantea la cuestión previa, que es imprudente y
alejado de la realidad hablar de una crisis de la salud.

¡Perdón! El propio ministro Nicolás Eyzaguirre dijo: “La gestión del gobierno no ha sido buena. Los
problemas que tenemos en salud y en seguridad ciudadana son inaceptables.”.

El senador Girardi , el 1 de junio, después de un año y medio de gestión, manifestó: “(…) estamos
viviendo  una  situación  que  está  muy  por  debajo  del  nivel  que  se  requiere  para  cumplir
mínimamente con las metas en salud.”.

Cómo se nota que la inmensa mayoría de nosotros está en el sistema privado de salud. Los
ciudadanos que se atienden en la salud pública saben que la respuesta del abogado a cargo de la
defensa de la ministra es una bofetada en la cara de ellos.

El mismo señor Couso reconoce en la defensa que no cumplir el programa de gobierno no es
causal de acusación constitucional. Entonces, señores, oficialmente nos damos por notificados de
que no se cumple el  programa de gobierno en materia de salud. Y eso no fue dicho por la
oposición.

La ministra, en su defensa (página 53 del citado documento), sostiene: “(…) los acusadores yerran
al sostener que los retrasos en la construcción de hospitales obedecen a funciones que pertenecen
a la esfera de mi competencia, ya que dicha labor contempla múltiples involucrados: desde el
Ministerio  de  Hacienda,  Ministerio  de  Obras  Públicas,  contratos  suscritos  con  privados  y  la
Subsecretaría de Redes Asistenciales.”. Sin embargo, el mismo senador Girardi señaló: “Sería un
milagro si se cumplen las metas, pues hubo una actitud negligente al poner a cargo a personas
que son excelentes médicos de familia,  pero sin la competencia necesaria en infraestructura
hospitalaria.”.

Eso expresó el senador Girardi .

La ministra también se defendió señalando: “(…) son persistentes en señalar que las listas de
espera tienen su origen en una supuesta inexistencia o ineficacia en la gestión de esta Ministra.
Sin embargo, dicha acusación escapa a mi esfera de competencia.”.

¡Las listas de espera escapan al ámbito de competencia de la ministra! ¡Impresionante!

Por su parte, el senador Fulvio Rossi manifestó: “En el Minsal hay un completo “dejar hacer”, y los
responsables de esta negligencia inexcusable siguen en sus cargos.”.



Historia de la Acusación Constitucional de Carmen Castillo Taucher Página 200 de 207

Debate Admisibilidad

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile - www.bcn.cl/laborparlamentaria - documento generado el 05-12-2024

Quiero mencionar los números, para aquellos que nos los conocen. Hablemos solamente de la
ministra Castillo .

Enero de 2015: 11.431 personas en lista de espera.

Septiembre de 2015: 16.472 personas en incumplimiento AUGE.

Quince personas fallecidas a enero de 2015. A junio, la cifra aumentó a 45 personas mensuales. Y
nos enteramos de que, a octubre, eran 508 las personas fallecidas esperando una atención en
salud.

Nos dicen que la mitad de esas muertes no se debió a causales directas; pero respecto de la otra
mitad no dicen que las causas son cáncer de mamas, cáncer cervicouterino; no dicen que después
del oficio de Fonasa, por Transparencia, tuvieron que enviar, con fecha 23 de septiembre, un oficio
para decir que tomaran medidas, porque las personas enfermas de cáncer estaban sufriendo
retrasos en las garantías de oportunidad.

Reitero que eso tuvieron que hacerlo después de un oficio que salió por Transparencia. Recién el
24 de noviembre enviaron un oficio sobre las garantías retrasadas y exceptuadas. Respecto de la
“ley Ricarte Soto”, las agrupaciones que asistieron a la comisión que analizó esta acusación, tal
como figura en la página 50 de la versión taquigráfica correspondiente, fueron clarísimas en
señalar  que  efectivamente  les  habían  incumplido.  Existe  tal  incumplimiento  en  materia  de
atención por la vía de la “ley Ricarte Soto” que de todos los reglamentos que debían ser enviados
mediante oficio a la Contraloría General de la República misteriosamente, ese oficio no está aquí-,
ninguno fue ingresado antes del 4 de septiembre, que era la fecha límite. ¡Ninguno! Tengo en mi
poder la respuesta de la Contraloría. Además, tengo copia del e-mail en el cual la ministra se
compromete con Nacho Arrau para la entrega de un medicamento por medio de la “ley Ricarte
Soto”, lo que hasta hoy no ha ocurrido.

Aquí están los e-mails que comprueban lo que acabo de señalar.

Por último, quiero manifestar que hay varios “hijos” en esta materia: los reglamentos de la ley de
fármacos y los de la “ley Ricarte Soto ” han sido posibles gracias a la interpelación y a esta
acusación.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Ha terminado su tiempo, señora diputada.

La señora RUBILAR (doña Karla).-

La ministra se va a salvar; pero, como dijo el diputado Castro , lamentablemente la salud pública
no.

He dicho.
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-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana, tiene la palabra la
diputada señorita Karol Cariola .

La señorita CARIOLA (doña Karol) .-

Señor Presidente, en una intervención de seis minutos son pocas las cosas que una alcanza a
decir, sobre todo respecto de una materia como la que hoy nos ocupa.

Quiero saludar a la ministra de Salud y a todos quienes la acompañan.

Asimismo, en nombre de mi bancada, deseo exponer, a lo menos, dos puntos que nos parecen
muy importantes.

El primero de ellos es que nos parece que la argumentación y la fundamentación expuestas por
los  diputados  que  presentaron  esta  acusación  constitucional  son  poco  serias  e  incluso
irresponsables, especialmente por la forma en que se está utilizando esta herramienta.

El abogado que formuló la cuestión previa, la defensa de la ministra, hizo referencia a que en 25
años, o sea, un cuarto de siglo, se han presentado solo diez acusaciones constitucionales contra
ministros de Estado. Sin embargo, en las últimas semanas hemos escuchado cómo diputados de la
UDI han anunciado no solo esta acusación constitucional en particular, sino más acusaciones
constitucionales contra la ministra Carmen Castillo y otros ministros del gobierno de la Presidenta
Michelle Bachelet .

Quedan claros cuáles son la intención y los elementos aquí planteados, que dan cuenta de la poca
contundencia de la presente acusación constitucional, respecto de lo que esta debiera contener
para determinar responsabilidades y, con ello, proceder a la inhabilitación de la ministra para
ejercer un cargo o una función pública, o quitarle derechos como ciudadana.

Creemos que los argumentos mencionados por varios colegas son suficientes para dejar claro que
es evidente que se ha generado una banalización de este mecanismo constitucional por parte de
la oposición. Es cuestión -lo señalamos de ver las amenazas de las que hemos sido objeto, de las
que hemos sido testigos y que hemos leído en la prensa, de parte de todos quienes, básicamente,
quieren generar un perjuicio a este gobierno, que claramente no les gusta. No les gusta porque no
soportan que los grupos económicos a los que defienden y a los que, además, representan en esta
Cámara de Diputados -muchas veces esos grupos les han dicho cómo votar-, se vean perjudicados
por las reformas que está impulsando este gobierno en función de garantizar derechos esenciales
que por muchos años se mutilaron, se eliminaron y respecto de lo cual ellos saben quiénes son los
responsables.

Esa es la razón por la que, como bancada, acogeremos la cuestión previa. Es clara la falta de
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fundamentos  de  esta  acusación  constitucional.  Asimismo,  los  contundentes  argumentos  del
abogado defensor y el serio trabajo realizado por los integrantes de la comisión, instancia que
rechazó  por  unanimidad  la  acusación,  dejan  claramente  establecida  nuestra  posición  y  qué
debemos hacer en esta primera definición.

El segundo punto que quiero destacar dice relación con el fondo de este debate.

Como bancada, en varias oportunidades y de forma incansable, hemos manifestado nuestra gran
preocupación por la situación de la salud pública en Chile, problema que se arrastra por años.
Lamentablemente,  hemos  visto  cómo  la  salud  pública  se  debilita  a  consecuencia  del
fortalecimiento de la salud privada no regulada, que parasita permanentemente de los recursos
del Estado para fortalecerse. Ello, a costa de la salud de más del 80 por ciento de los chilenos que
se atienden en el sistema público de salud.

No tenemos dudas de que los problemas de la salud están dados por un modelo estructural, un
modelo  heredado,  un  modelo  económico  que  le  entregó  al  mercado  la  posibilidad  de
autorregularse y que dejó a un Estado subsidiario sin capacidad de competir con los privados que
han asumido estas tareas.

Al respecto, nos parece incluso chistoso y paradójico escuchar a la derecha responsabilizar a una
ministra en particular. Es paradójico que ellos les pongan nombre y apellido a los problemas que
todos sabemos que se arrastran por más de veinte años en este país. Eso demuestra el gigantesco
oportunismo político del cual hoy es protagonista el sector de enfrente: la oposición. Es evidente
que ellos buscan cambiar el foco cuestionando situaciones que también fueron tema durante el
gobierno anterior.

Me pregunto, y en este sentido hago un llamado a la ciudadanía a reflexionar: ¿Qué busca la
oposición? ¿Qué buscan la UDI y Renovación Nacional con todo este show mediático?

¿Buscan realmente la destitución de una ministra? ¿O buscan cambiar el foco de muchas de las
cosas que hoy están ocurriendo?

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Ha terminado su tiempo, señorita diputada.

La señorita CARIOLA (doña Karol) .-

Con esto termino, señor Presidente.

Que quede claro que esta acusación constitucional no resuelve los problemas de la salud pública
en Chile.

Además, ellos también tienen que hacerse cargo de todo lo que hicieron y lo que no hicieron con
la salud en nuestro país.

He dicho.
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El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado
señor Marcos Espinosa .

El señor ESPINOSA (don Marcos).-

Señor Presidente, por su intermedio, quiero saludar a la ministra de Salud, al subsecretario de
Salud, al abogado defensor y a los demás acompañantes de la personera.

Quiero dejar claramente establecido que la bancada del Partido Radical no será cómplice de esta
acusación  irresponsable  y  audaz  de  los  parlamentarios  que  firmaron  el  respectivo  libelo
acusatorio.

La salud pública en Chile está en graves dificultades. Es un tema sabido y muy sentido, el cual se
debe solucionar. Pero eso no puede ser justificación para presentar una acusación infundada en
contra de una ministra de Estado, quien, junto con su equipo de trabajo, no ha hecho otra cosa
que destrabar los procesos que se encontraban pendientes desde el gobierno anterior.

Hay que decirlo con todas sus letras: los únicos responsables en materia de atraso y despilfarro en
la construcción de hospitales, en la falsedad sobre las cifras de las listas de espera y en la falta de
compromisos con el sector público ligados al sistema de salud son el gobierno anterior y sus
autoridades.

En el caso del hospital de Calama, hemos sido testigos de cómo, a más de seis años de su
aprobación,  se  ha gastado el  doble,  casi  el  triple,  del  presupuesto  original  destinado a  ese
proyecto y de que aún dicho establecimiento no se encuentra operativo debido a la incompetencia
de las autoridades a cargo, hasta el año 2013, del Servicio de Salud de Antofagasta. Algunas
negligencias tuvieron que ver con pagos por adelantado de estados de avance inexistentes, con
pérdidas y vencimientos de boletas de garantía y con falta de fiscalización adecuada.

Lo mismo ha ocurrido en otros recintos hospitalarios, como es el caso del hospital de Rancagua.

Ahora, respecto a esta acusación en particular, debo señalar que la forma en que ella se planteó
fue antojadiza e infundada. Se acusa erróneamente a la ministra por haber infringido la ley y la
Constitución Política, en circunstancias de que todo su actuar ha estado dentro de los parámetros
establecidos en estos cuerpos normativos.

Se señala falta de cumplimiento del programa de gobierno a pesar de que aquel es la guía rectora
para dar ejecución a los temas prioritarios a tratar.

Se manifiesta también incumplimiento de las Garantías Explicitas en Salud o sistema AUGE-GES,
no obstante que ello depende de otros organismos vinculados al Ministerio de Salud, pero no
dependientes de él, como el Fonasa y la Superintendencia de Salud.

Se  presentan  objeciones  a  la  puesta  en  marcha  del  sistema  de  protección  financiera  para
diagnósticos y tratamientos de alto costo o “ley Ricarte Soto ”, aunque él ya está operando de
manera íntegra.
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Por otro lado, en cuanto a la forma, se acusa por hechos generales con falta de fundamentación
legal y constitucional, no se formulan peticiones expresas a la Cámara de Diputados e incluso se
acusa a la ministra de no contestar dentro de plazo la acusación expuesta.

Tales antecedentes dan cuenta solo de una cosa: que dicha herramienta establecida en nuestra
Carta Fundamental está siendo utilizada en forma discrecional y arbitraria, queriendo implicar a
este gobierno y a esta ministra en hechos que no constituyen causales para presentar  una
acusación de tal tipo, lo que solo tiene por fin politizar, trivializar y menoscabar el trabajo realizado
hasta ahora por la cartera de Salud.

En consecuencia, la bancada del Partido Radical se opone tajantemente a esta práctica, que
enloda a nuestra política y que pretende desconocer el trabajo que se lleva a cabo para fortalecer
la salud pública y dar a todos los chilenos y chilenas un acceso garantizado a este derecho
fundamental.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En el tiempo de la bancada del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra, hasta por dos
minutos quince segundos, el diputado señor Alberto Robles .

El señor ROBLES.-

Señor Presidente, en primer lugar, por su intermedio, quiero saludar a la ministra de Salud, señora
Carmen Castillo , y al subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows .

Asimismo, aprovecho esta instancia para saludar los 271 años de Copiapó.

En segundo término,  quiero  manifestar  que Chile  tiene un sistema de salud que se  ha ido
desarrollando en el tiempo, desde hace muchos años, y la verdad es que hoy, con acusaciones
banales como esta, ponemos en peligro el prestigio internacional de nuestro sector salud.

Ciertamente, los problemas en salud son un problema de Estado respecto del cual todos debemos
avanzar para aumentar la resolutividad de la atención primaria, mejorar la gestión hospitalaria,
disminuir el costo para el bolsillo de nuestros habitantes; mejorar la calidad de la infraestructura
de salud pública, pero también la de la infraestructura privada; avanzar en el incremento de
médicos especialistas para las regiones.

Acusaciones como esta no tienen ningún tipo de fundamento; se basan -así lo mencionó el señor
abogado en elementos absolutamente ajenos a nuestro sistema constitucional  y solo buscan
obtener ventajas menores para un sector político que no entiende que debemos avanzar en
mejorar la salud pública.

Desde la época de Pinochet, desde que se metió el mercado en la salud y en la educación, la salud
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y la educación son temas que han ido en un derrotero distinto del que llevábamos hasta antes del
73, cuando la salud pública y la educación pública eran lo importante. El gobierno de la dictadura,
por  cierto  con  el  apoyo  de  muchos  de  aquellos  que  hoy  están  en  la  Unión  Demócrata
Independiente, validó la aplicación del sistema de mercado en áreas a las que nunca debió haber
llegado.

Hoy, la derecha quiere, mediante una acusación constitucional, intentar validar el sistema de
mercado, el cual hoy para todos nosotros es inaceptable.

Por eso, anuncio que apoyaremos la cuestión previa planteada por el abogado de la ministra. He
dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Corresponde votar la cuestión previa planteada por la ministra de salud, señora Carmen Castillo
Taucher .

Quienes voten a favor acogerán la cuestión previa. De acogerse la cuestión previa, la acusación se
tendrá por no interpuesta. Aquellos que voten en contra no acogerán la cuestión previa, por lo que
se procederá en consecuencia.

-Durante la votación:

El señor GARCÍA (don René Manuel).-

Señor Presidente, pido la palabra.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Para referirse a un asunto de Reglamento, tiene la palabra su señoría.

El señor GARCÍA (don René Manuel).-

Señor  Presidente,  quiero  que  el  señor  Secretario  me  informe  si  respecto  de  la  acusación
constitucional  son  válidos  los  pareos.  Lo  señalo,  porque  somos  varios  los  pareados  y  no
aparecemos en pantalla.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

El señor Secretario informará sobre los pareos para esta sesión.
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El señor LANDEROS (Secretario).-

Señor diputado, en esta instancia aplica el artículo 167. El incumplimiento por parte de algún
diputado  de  la  obligación  contenida  en  dicha  disposición  se  pondrá  en  conocimiento  de  la
Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, la que determinará la sanción correspondiente.

Para esta sesión se encuentran pareados los siguientes diputados: el señor Patricio Vallespín con
el señor Celso Morales ; el señor Germán Becker con la señorita Daniella Cicardini ; el señor
Fernando Meza con el señor René Manuel García ; el señor Daniel Núñez con la señorita Paulina
Núñez , y la señorita Marcela Sabat con el señor Manuel Monsalve .

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Esos son los pareos informados formalmente a la Mesa.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado:
por la afirmativa, 65 votos; por la negativa, 40 votos. No hubo abstenciones.

El señor NÚÑEZ, Marco Antonio (Presidente).-

Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo,  Sergio ;  Alvarado Ramírez ,  Miguel  Ángel ;  Alvarez Vera,  Jenny ;  Andrade Lara,
Osvaldo ; Arriagada Macaya, Claudio ; Auth Stewart, Pepe ; Boric Font, Gabriel ; Campos Jara,
Cristián  ;  Cariola  Oliva,  Karol  ;  Carmona  Soto,  Lautaro  ;  Carvajal  Ambiado,  Loreto  ;  Castro
González, Juan Luis ; Ceroni Fuentes, Guillermo ; Chahin Valenzuela, Fuad ; Chávez Velásquez,
Marcelo ; Cornejo González, Aldo ; Espejo Yaksic, Sergio ; Espinosa Monardes, Marcos ; Espinoza
Sandoval, Fidel ; Farcas Guendelman, Daniel ; Farías Ponce, Ramón ; Fernández Allende, Maya ;
Flores García, Iván ; Fuentes Castillo, Iván ; Girardi Lavín, Cristina ; González Torres, Rodrigo ;
Gutiérrez Gálvez, Hugo ; Hernando Pérez, Marcela ; Jackson Drago, Giorgio ; Jaramillo Becker,
Enrique ;  Jarpa Wevar,  Carlos Abel ;  Jiménez Fuentes, Tucapel ;  Lemus Aracena, Luis ;  León
Ramírez, Roberto ; Letelier Norambuena, Felipe ; Lorenzini Basso, Pablo ; Melo Contreras, Daniel ;
Morano Cornejo, Juan Enrique ; Núñez Lozano, Marco Antonio ; Ojeda Uribe, Sergio ; Ortiz Novoa,
José Miguel ; Pacheco Rivas, Clemira ; Pascal Allende, Denise ; Pérez Arriagada, José ; Pilowsky
Greene, Jaime ; Poblete Zapata, Roberto ; Provoste Campillay, Yasna ; Rincón González, Ricardo ;
Rivas Sánchez , Gaspar ; Robles Pantoja, Alberto ; Rocafull López, Luis ; Sabag Villalobos, Jorge ;
Saffirio Espinoza, René ; Saldívar Auger, Raúl ; Schilling Rodríguez, Marcelo ; Sepúlveda Orbenes,
Alejandra ; Silber Romo, Gabriel ; Soto Ferrada, Leonardo ; Tarud Daccarett, Jorge ; Teillier Del
Valle, Guillermo ; Torres Jeldes, Víctor ; Urízar Muñoz, Christian ; Vallejo Dowling, Camila ; Venegas
Cárdenas, Mario ; Walker Prieto , Matías .
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-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarez-Salamanca Ramírez , Pedro Pablo ; Barros Montero, Ramón ; Bellolio Avaria, Jaime ; Berger
Fett,  Bernardo ;  Browne Urrejola, Pedro ;  Coloma Alamos, Juan Antonio ;  Edwards Silva, José
Manuel ; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo ; Gahona Salazar, Sergio ; Godoy Ibáñez, Joaquín ; Gutiérrez
Pino, Romilio ; Hernández Hernández, Javier ; Hoffmann Opazo , María José ; Kast Rist, José Antonio
; Kast Sommerhoff, Felipe ; Kort Garriga, Issa ; Lavín León, Joaquín ; Macaya Danús, Javier ; Melero
Abaroa , Patricio ; Mirosevic Verdugo, Vlado ; Molina Oliva, Andrea ; Monckeberg Bruner, Cristián ;
Monckeberg Díaz, Nicolás ; Nogueira Fernández, Claudia ; Norambuena Farías, Iván ; Paulsen Kehr,
Diego ; Pérez Lahsen, Leopoldo ; Rathgeb Schifferli, Jorge ; Rubilar Barahona, Karla ; Sandoval
Plaza, David ; Santana Tirachini, Alejandro ; Silva Méndez, Ernesto ; Squella Ovalle, Arturo ; Trisotti
Martínez, Renzo ; Turres Figueroa , Marisol ; Ulloa Aguillón, Jorge ; Urrutia Bonilla, Ignacio ; Urrutia
Soto, Osvaldo ; Van Rysselberghe Herrera, Enrique ; Ward Edwards, Felipe .

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

En consecuencia, se acoge la cuestión previa y, por lo tanto, la acusación constitucional se tiene
por no interpuesta.
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